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Criminal contra don Julio Lascano, por defraudación ; sobre 

sobreseimiento 

Sumario. — Corresponde el sobreseimiento definitivo ouando 
las constancias de autos no revelan la comisión de un delito, 
ni existen presunciones sobre su existencia. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



Señor Juez: 



VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Febrero 6 de 1897. 



Con motivo de la nota de la aduana de foja 1, de fecha 3 de 
Diciembre del año próximo pasado, se procedió en el dia á ini- 
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oiar el sumario y embargar preventivamente la mercadería so- 
bre la caal, según la mencionada nota, se había operado una 
defraudación á la renta fiscal por el despachante de aduana Ju- 
lio Lascano. 

El embargo preventivo, á pesar de ser ordenado por V. S. en 
el mismo dia en que se solicitó, no dio resultado, ya sea porque la 
.denuncia llegó tarde, ya por el error en el domicilio de Lascano, 
que consta á foja 4 y foja 5, pues cuando la diligencia «fué á 
practicarse por el oficial de justicia, las mercaderías no estaban 
ya en poder del expresado despachante. 

Siguiéndose, sin perjuicio de esto, las diligencias sumariales, 
fué interrogado Lascano, quien dijo que los bultos de las men- 
cionadas mercaderías habían sido entregados á su propietario, 
después de ser despachadas por él, previo pago de los derechos 
aduaneros, que según él le correspondían, justificando su en- 
trega al dueño de los bultos por el recibo de foja 9, y el pago 
de los derechos por el de foja 10. 

En tal situación, este ministerio fiscal, en el deseo de hacer 
luz en este asunto, pidió que la aduana informase sobre los pun- 
tos que expresa la vista de foja 14, pues hasta ese momento no 
tenía base para formular una acusación concreta, ni podía en 
conciencia pedir una pena para un delito que no se presumía, 
ni menos se conocía su importancia. 

La aduana, á foja 20, informó que las mercaderías habían sido 
despachadas en forma, según el documento de foja 18, que el 
despachante Lascano pagó los derechos correspondientes como 
él lo aseveraba, no pudieudo determinar la defraudación, ni en 
su existencia, ni en su importancia, por no haberse apercibido 
en el momento del despacho, siendo su deseo que se practicara 
el examen de la mercadería por orden de V. S. para ver si esa 
defraudación existia. 

Este deseo escolló en la tardanza con que se inició el embar- 
go de la mercadería, put?s ya había sido entregada á su dueño, 
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quien no ha concurrido, á pesar de haberse recomendado á la po- 
licía que lo hiciera. 

Ahora bien, examinando la base déla acusación, que en cum- 
plimiento de mi cargo traje á Y. S., en virtud de lo comunicado 
por la aduana, y teniendo en cuenta lo qne ella misma dice en 
su comunicación de foja 25, me inclino á creer que este asunto 
no puede legal mente prosperar. En efecto, la aduana no puede 
suministrar prueba de la defraudación de que acusa á Lascano: 
lo único que comunica al informar, es que el dueño de la merca- 
dería fué quien llevó la denuncia de que Lascano había mani- 
festado menos mercadería que las que despachó, engañando á 
la aduana, sabiendo que el dueño obtuvo la mercadería de Las- 
cano con la amenaza de presentarse ante Y. S. Estos informes, 
en sentir de este ministerio, no son bastante para formular una 
acusación en forma ni menos para pedir una pena, por un heoho 
que no se constata legalmente. 

La denuncia del d ueño de la mercadería, no consta ni por es- 
crito, ni siquiera ese denunciante ha venido á V. S. á traerla; 
no tiene valor legal. Lo que extraofioialmente sabe la aduana 
no es bastante para castigar al inculpado. 

Sólo sería necesario para resolver definitivamente este asun- 
to, la comparencia del dueño de la mercadería don Bartolomé 
Bellista, pero no siendo justo que la no comparencia de ese in- 
dividuo gravite sobre Lascano, contra quien no hay un cargo 
positivo; soy de opinión que Y. S., en guarda de los derechos 
fiscales, así como de los individuales del acusado, se sirva man- 
dar sobreseer provisionalmente en este asunto, de acuerdo con 
el artículo 435 del Código de Procedimiento Penal. 

J. Botet. 
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Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Febrero 26 de 1897 . 

» 

Autos y vistos : Atento las constancias de autos, de cbnformi- * 
dad con lo dictaminado por el Procurador Fiscal en su prece- 
detíte vista y en virtud de lo proscripto en el artículo 435 del 

Código de Procedimientos en lo Criminal, sobreséase provísio- 

* • ^^ 

nalmente en el presente sumario. Hágase saber al administra- 
dor de la aduana de la Capital y archívese. 

P. Olaechea y Alcorta. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rueños Aires, Mayo 29 de 1897. 

Suprema Corle: 

Las referencias de la vista fiscal de foja 22, que el juez ha 
invocado en su auto de foja 26, se ajustan á las constancias de 
autos, y conducen al sobreseimiento provisional. 

Nada encuentro por ello, que observar al auto recurrido, coya 
confirmación solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Vistos y considerando: Que las constancias de autos no son 
bastante á revelar la comisión de un delito, sobre cuya exis- 
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tencia, ni siquiera hay presunciones más 6 menos graves que 
pudieran motivar razonable duda que autorice la suspensión aun 
indefinida del procedimiento oriniinal. 

Por esto, y de acuerdo con Jo dispuesto en el artículo cuatro- 

cientos treinta y cuatro del Códigd de,Procedimientos en lo Cri- 

minal, se reforma ta resolución apelada de foja veinticinco 

* vneita, y se declara definitivo el sobreseimiento pronunciado/ 

Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VAftKLA. — i 
ABLL BAZAN..— OCTAVIO BDNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CLWWII 



Criminal contra Francisco Gardelli, por daños en la maquina- 
ria de las aguas corrientes de la Capital; sobre jurisdicción. 



Sumario. — Corresponde á la justicia ordinaria de la Capital 
la averiguación y castigo de delitos comunes cometidos en luga- 
res en que el gobierno de la Nación ejerce jurisdicción como 
gobierno local de la Capital y no como gobierno general. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte. 
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VI8TA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 13 de 1897. 

Suprema Corle : 

' El delito imputado al procesado Francisco Gardelli, se refiere 
á la maquinaria de las aguas corrientes de la Capital. 

Se trata de un hecho perpetrado dentro de la casa propiedad 
exclusiva de la Nación, y por un empleado de la misma. 

El artículo 3°, inciso 4°, de la ley sobre competencia de la jus- 
ticia nacional dispone, que los crímenes de toda especie que se 
cometan en lugares donde el gobierno nacional, tenga exclusiva 
y absointa jurisdicción, serán juzgados por los jueces de sección 
allí existentes . El artículo 23 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal repite la misma prescripción con relación á todos 
los delitos de cualquier especie que se cometan en lugares 5 es- 
tablecimientos sujetos á la jurisliccion del gobierno nacional. 

Las únicas excepciones que ese inciso establece, se refieren á 
la 8 violaciones por defraudación de rentas fiscales 6 municipa- 
les, cuando provengan de impuestos establecidos exclusiva- 
mente para la Capital y territorios nacionales, como lo expresan 
les artículos 25, inciso 3 o , y 31, inciso 9 o , del Código de Proce- 
dimientos citado. 

No tratándose en el caso sub-judice de defraudación de im- 
puestos locales, sino de un delito perpetrado en un estableci- 
miento nacional, sujeto á su exclusiva jurisdicción; pienso que 
el conocimiento corresponde al fuero federal, con sujeción á 
los textos citados; y pido á V. E. se sirva así declararlo, 

Sabiniano Kier. 
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Valla de la Hvprema Corte 

Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el hecho que ha motivado esta 
causa, según resulta de autos, ha tenido lugar en el ediñcio de 
las aguas corrientes y obras de salubridad de esta ciudad. . 

Qae tal edificio si bien es de propiedad de (a nación, está des- 
tinado exclusivamente á un servicio de carácter local de la 
Capital. 

Que el gobierno de ésta se halla organizado como un gobierno 
propio é independiente y de jurisdicción amplia y completa en 
todo loque es de régimen local. 

Qae en consecuencia la averiguación y castigo de ios hechos 
dilictuosos que conoiernen sólo á la administración local, debe 
entenderse deferida solamente á los tribunales de este orden, 
en tanto en cuanto no afecten ni envuelvan cuestiones especial- 
mente regidas por la Constitución, tratados, leyes nacionales ú 
otras de carácter igualmente federal. 

Que la disposición del artículo cuarto, inciso cuarto, de la ley 
de jurisdicción, repetida en el mismo inciso del artículo veinte 
y tres del Código de Procedimientos en lo Criminal, al estable- 
cer la competencia de la justicia federal en los casos de delitos 
que se cometan en lagares ó establecimientos donde el gobierno 
nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción, se refiere á 
aquellos lugares donde esa jurisdicción se ejerce por el gobier- 
no general ó federal y no por el gobierno local de la Capital, 
como se desprende de la última parte del citado inciso cuarto, 
articulo veinte y tres. 

Que dada la excepción contenida en la última parte de ese in- 
ciso y las disposiciones de ios artículos veinte y cinco, inciso 
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tercero, y treinta y uno, inciso noveno, del expresado código, no • 
t es posible atribuir jurisdicción á la justicia federal, que es 
por su naturaleza restrictiva y excepcional* para conocer en los 
casos de delitos comunes cometidos en lugares destinados al ser- 
vició exclusivo y local, del territorio de la Capital. 

» * 

Por estos fnndamentos se declara que el conocimiento de esta 

causa corresponde á la justicia ordinaria de la Capital, Avísese. ' 

» * 

por oficio al juez de Instrucción. Notifíquese <¿on el original. 

* 

• • BENJAMÍN PAZ. — LUIS V . VA- ♦ 

* « 

HELA. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORtfENT. 



CAUSA CJLXXXVIII 



Criminal contra D. Serafín Sabatino, por circulación de billetes 

de curso legal falsos 



Sumario. — El delito de circulación de billetes de curso le- 
gal falsos, no admite la excarcelación bajo fianza. 



Caso. — Resulta de la vista del señor Procurador general 
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Falto del 4ue/. Federal 



Buenos Aires, Abril 27 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando de las precedentes actuaciones 
que la pena que .corrf^ionderfa aplicar al procesado excede del 
máximum establecido por el artículo 376 del código de procedi- 
mientos en lo criminal para qne la excarcelación bajo fianza 
sea procedente, y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador Fiscal ad hoc en su precedente vista, no ha 
lugar á lo solicitado. Repóngase el papel. 

Gervasio J. Granel. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENKRAL 



Buenos Aires, Julio 12 de 1897. 
Suprema Corte : 

Se imputa al procesado, Seralin Sabatino, la circulación cons- 
ciente de billetes de banco falsificados. 

La pena de ese delito, eliminadas circunstancias especiales 
que no deben considerarse en el actual estado del sumario, es 
mucho mayor, según la ley de 14 de Setiembre de 1863, que la 
pena máxima que designa el artículo 376 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, como autoritativa del procedimiento 
de excarcelación. 

Corresponde entonces la confirmación que solicito de V. K. 
del auto recurrido de foja 2. 

Sabiniano Kier. 
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FfcUo de la Suprema (¿orto 

Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Vistos : De acuerda con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se confirma, con $£$&s, el auto apelado 
de foja dos. Devuélvanse. 

BEftJAMlN PAZ. — LUIS V. TÁRELA. 

— ABEL RAZAN. — OCTAVIO RlfflGR. 

— JOAN E. TORBBWT. 



CAUSA €UI1H 



Criminal contra Carlos Botara, sobre tentativa de robo con 

fractura 



Sumario. — Es justa la pena de 14 meses de prisión aplicada 
á la tentativa de robo con fractura, si no hay motivos para 
presumir que el robo intentado excediera de 500 pesos. 



Caso. — Lo explica el 
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Falto del «luem Federal 

Rosario, Agosto 31 de 1896 i 

Y vistos : La presente causa seguida contra don Carlos Bo- 
taro, por tentativa de robo y fractura de puerta en los depósitos 
de aduana, de lo que resulta : 

I o Que en 18 de Julio de 1895 comparece ante el comisario 
déla sección segunda de policía, el. vigilante de esa circuns- 
cripción, Carlos Borde, y hace la siguiente denuncia : Que ha- 
llándose de facción en la calle Tucumán, esquina del Bajo, el 
contramaestre de la capitanía del puerto, Silvestre Pérez, se 
aproximó manifestándole que había visto peoetrar dos indivi- 
duos en los depósitos de aduana; que se hizo acompañar por el 
denunciante al lugar de la denuncia, constatando efectivamente 
la rotura del candado que aseguraba la puerta; que, concurriendo 
al llamado de auxilio, el comisario de dicha sección ordenó que 
el denunciante, con otros agentes, penetraran al depósito men- 
cionado siu hallar indicio de persona alguna; que siguiendo las 
investigaciones se apercibieron que la claraboya que da acceso 
al segundo depósito también se hallaba rota y que, internán- 
dose, encontraron, detras de una pila de bordalesas y cajones, 
á dos sujetos quienes dijeron llamarse Jacinto Muñoz el uno y 
Carlos Botaro el otro, quienes, al ser detenidos, se fingieron 
ebrios. 

2 o Que la declaración prestada á foja 2 por Silverio Pérez, 
concuerda en un todo con los hechos expuestos en la denuncia, 
que estuvo en acecho cuando se apercibió que intentaban pene- 
trar y vio que forzaron el candado, cediendo después de algunos 
golpes é internándose inmediatamente los sujetos; que una vez 
que penetraron se arrimó y, desde la puerta, les gritaba que 
salieran ó, de lo contrario, los tacaría á balazos; que encendieron 
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fósforos y aseguraron la puerta del lado interior; que reconoce 
por último ia identidad de los individuos, Carlos Bótaro y Ja-, 
cinto Muñoz. 

3 o Que el procesado Carlos Botaro declara á foja 8 manifes- 
tando que entró allí con el solo propósito de beber vino, inter- 
nándose por una de las puertas qne dan al bajo y que estaba 
abierta, que halló la puerta franca y sin pensar en las malas 
consecuencias penetró, mas, al poco rato, la policía lo detuvo; 
que al oírse llamar del exterior y ordenar qne abriese ia puerta, 
intimidado, la asegnró interiormente y pasó á los galpones si- 
guientes, y al penetrar nunca tuvo idea de robar. 

4 o Que traido el proceso á este Juzgado y hecho comparecer 
al procesado Botaro, declara, á foja 22, que está conforme con la 
declaración que corre de fojas 8 á 10, menos en la parte que dice: 
que atravesaron la puerta del depósito por el lado interior, por- 
que según cree han salido por la puerta que entraron. 

5 o Que con las declaraciones del comisario de la I a sección, 
del oficial inspector y del informe del administrador de aduana 
que corren de fojas 25 á 30, se confirma la de foja 8 depuesta 
por el procesado. 

6 o Que corrido vista al señor Procurador Fiscal, éste basa sa 
acusación en la voluntad criminal del procesado, en el momento 
de penetrar á los depósitos, la que no fué otra que la de robar 
las mercaderías que en ellos existían, intención que nuestra ley 
penal presume en los hechos calificados do delitos (artículo 6 o ) ; 
que esta presunción no ha sido destruida por el reo, desde que 
en sus declaraciones demuestra el propósito de beber vino de 
los depósitos é introduciéndose después de violentar la puerta 
exterior; que califica el hecho como tentativa de robo con frac- 
tura de puerta y le aplica la disposición del Código Penal (artí- 
culo 190, inciso 2°), para castigar al procesado Carlos Botaro 
con un atio y medio de presidio, como mínimun de la pena que 
el artículo mencionado expresa. 
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7 o Que impuesto de la acusación del señor Procurador Fiscal, 
y al contestar ese traslado, el defensor del acusado pide que la 
calificación del hecho se haga de acuerdo al artículo 165 del 
Código Penal, fundándose en que si es cierto que el procesado 
penetró en los depósitos de aduana, no aparece probada la inten- 
ción de robar. Que en consideración á Id circunstancia de ser in- 
divisible la confesión en materia penal, y corresponder la prueba 
del hecho criminoso á la parte contraria, ésta no la produce; que 
el testimonio de una sola persona, no puede constituir en el con- 
cepto de la ley plena prueba; que no es un argumento de dere- 
cho el que invoca el señor Fiscal, cuando califica de inverosímil 
la declaración del procesado de encontrar abierta la puerta del 
depósito ; porque ese caso ya ha tenido lugar poco tiempo ha 
por un olvido del sereno encargado de vigilar los depósitos; y 
que como en el caso sub-judice no se ha ocasionado ningún 
daño, pide que el Juzgado declare absuelto al procesado. 

Y considerando: 1° Que el delito de penetrar á los depósitos de 
aduana á altas horádela noche con el propósito de tomar vino, 
está comprobado por la misma confesión del procesado. 

2 o Que la identidad del autor del hecho delictuoso está igual- 
mente justificada por esa misma confesión. 

3 o Que la única excusa ó excepción que alega en su favor el 
procesado y su defensor es, que no ha tenido intención de robar 
y que la puerta del depósito la encontraron abierta y no la for- 
zaron. En cuanto á la primera parte, no es aceptable la excusa 
de falta de intención dolosa en vista de su propia confesión : 
« Que entró á tomar vino... > ajeno, — y en virtud de lo dis- 
puesto por el artículo 6° del Código Penal. Con respecto á la vio- 
lencia de la puerta y claraboya, se halla suficientemente com- 
probada por las declaraciones de fojas \ , 25 y 26 y por el infor- 
me del señor administrador de aduana, corriente á fojas 29 
vuelta y 30; mientras que el acusado no ha comprobado su afir- 
mación de haber encontrado abierta la puerta. 

T. LXIX 2 
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1 4° Que en mérito de no haber justificado el acusador fiscal 
sustracción de mercadería alguna, debe suponerse voluntario el 
desistimiento de llevar á cabo el robo, deteniéndose en una ten- 
tativa (artículos 8 o y 10 del Código Penal). 

5 o Que en tal concepto, eB aplicable el artículo 190, incisos 2° 
y 3 o , del citado código, que establecen tres á diez años de presidio 
para el delito consumado, pero la pena de la tentativa es suscep- 
tible de disminuirse ala mitad del primer plazo; aplicar el máxi- 
mum de la pena inferior en grado, que podrá disminuirse hasta 
en una tercera parte (artículo 12, código citado). La pena in- 
mediata superior á la establecida en el artículo 190, es la de los 
artículos 191 y 192, es decir tres años de prisión; y como la pena 
de prisión del artículo 12, con la reducción autorizada por el 
fiscal, es más benigna que la del artículo 190, corresponde apli- 
carla con preferencia, porque los principios generales en materia 
penal, aconsejan por equidad la clemencia en favor del reo, 
cuando no hay premeditación ó alevosía. 

Forestas oonsideracioues, definitivamente fallo en esta sala 
de audiencias: Condenando.al procesado Carlos Botaro ala pena 
de 14 meses de prisión, con descuento del tiempo' de prisión su- 
frida, á contar desde lafecha que fué capturado. Notifíquese la 
sentencia, y una ve2 ejecutoriada líbrese órdén de libertad. 
Siendo á su cargo, las costas del proceso. "En cuanto al reo Ja- 
cinto Muñoz, suspéndase la tramitación de"} juicio hasta que sea 
- capturado. 

Daniel Goytia. 



DE JUSTICIA NACIONAL 19 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 28 de 1896. 
Suprema Corte : 

La sentencia recurrida determina con exactitud y precisión 
los hechos de este proceso. 

El procesado ha penetrado enaltas horas de la noche á los de- 
pósitos fiscales de aduaua, forzando la puerta, con intención de 
cometer un robo premeditado. Pero el aviso oportuno de la auto- 
ridad, y la penetración súbita de aquella al lugar donde se encon- 
tré escondido el procesado en compañía del hoy prófugo Jacinto 
Muñoz, impidió la ejecución del hecho incriminado. No puede 
entonces afirmarse, como la sentencia lo establece en su tercer 
considerando, que debe suponerse voluntario el desistimiento de 
llevar á cabo el robo. 

Ningún acto del procesado muestra tal intención de desisti- 
miento. La fractura del candado, la penetración furtiva á altas 
horas de la noche, la obstrucción de la puerta para impedir la 
entrada á la autoridad, la ocultación de los procesados, todo 
revela la intención, por otra parte legalmente presumible, de la 
consumación del crimen, impedida, no por desistimiento espon- 
táneo, sino por la súbita interposición de la autoridad policial, 
en el acto mismo de ejecutarla. 

La pena, en el mejor de los casos, sería la de tres años de pre- 
sidio fijada como mínimun en el artículo 190 del Código Penal. 
No es aplicable el artículo 191 al caso actual de invasión á los 
almacenes fiscales, puesto que la cantidad y valor de las merca- 

* 

derías allí existentes, aleja la suposición de limitación del valor 
del robo premeditado. 

Si la pena del hecho consumado fuera la mínima de tres años 
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de presidio impuesta por el artículo 190, la de la tentativa sólo 
podría disminuirse desde una cuarta parte á la mitad, según el 
inciso 2 o del artículo 12, siendo en consecuencia no menor de 
un año y medio de presidio* 

Y si aun fuera dado, por excesiva equidad, aplicar al hecho 
consumado la pena de uno á tres años de prisión que impone el 
artículo 191, siempre resultaría que debiendo, según el artículo 
12, inciso 3 o , aplicarse el máximum de la inferior en grado, que 
podrá disminuirse hasta una tercera parte, correspondería al pro- 
cesado la pena de no menos de dos años de prisión. 

Adhiriendo por ello á la apelación deducida por el Procurador 
Fiscal, contra la sentencia de foja 51 , pido á V. E. se sirva re- 
vocarla en la parte apelada, imponiendo al procesado Carlos 
Botaro la pena mínima de año y medio de presidio ó dos de pri- 
sión, con sujeción á las disposiciones citadas en el Código Penal* 

Sabiniano Kier. 



Valla 4to la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Vistos y considerando : Que está plenamente averiguado que 
el procesado ha cometido el delito de tentativa de robo, con 
fractura, que ha motivado esta causa. 

Que atenta la confesión del procesado y no existiendo oirouns- 
tancias que prueben lo contrario, no hay motivo suficiente para 
presumir que si el robo se hubiera consumado, el valor de lo ro- 
bado excedería de quinientos pesos. 

Que por otra parte la duda debe resolverse en el sentido más 
favorable al procesado (artículo quinoe, Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal). 
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Que correspondiendo al delito consumado, en el caso, la pena 
de prisión de uno á tres años de prisión, con arreglo al artículo 
eiento noventa y uno del Código Penal, ia impuesta por la sen- 
tencia apelada es conforme con el inciso segundo del artículo 
doce del mismo código. 

Por ésto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja cincuenta y una, se confirma ésta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA C 



Don Gustavo Bohmer contra el Banco Hipotecario de la provin- 
cia de Buenos Aires; sobre cumplimiento de contrato 



Sumario. — i° La resolución general dictada por el Directorio 
del Banco, mandando sacar á remate todos los centros agríco- 
las con servicios atrasados, comprende al que en esas condicio- 
nes haya mandado vender por orden del Directorio, el presiden- 
te del mismo. 

2° Convenido en el acto del remate que la eficacia de éste 
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quedaba subordinada á la aprobaoion del presidente del Direc- 
torio, la aprobación prestada por aquél basta á constituir el 
concurso de voluntades necesario para la existencia de un con- 
trato debidamente concluido. 

3 o Los actos posteriores del Directorio y los convenios he- 
chos con el antiguo deudor del Banco, no pueden alterar los de- 
rechos adquiridos por el comprador. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juei Federal 



La Plata, Octubre 29 de 1896. 

Y vistos: Los autos seguidos por don Gustavo Bohmer con- 
tra el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre cumplimiento 
de un cotrato de compra-venta, de los cuales resulta: 

I o Que á foja 1 se presentó don Simón Ostwald deduciendo 
demanda contra el Banco Hipotecario de la Provincia, pidiendo 
que á éste se le condene á escriturar la traslación de dominio 
del centro agrícola c Navarro », situado en el partido de Olava- 
rría y la posesión del inmueble. Pide subsidiariamente las can- 
tidades en cédulas y en dinero que ha entregado al Banco más 
los intereses y la indemnización de perjuicios. 

2 o Que el demandante expresa haber realizado la compra en 
remate público el día 7 de Febrero de 1893, por el precio de 
319.600 pesos en' cédulas de la serie P y 2400 pesos moneda 
nacional en efectivo. JC1 escrito de la demanda está fechado en * 
14 de Setiembre de 1894, habiéndose presentado, según al 
cargo que lleva, el 21 del mismo mes y año (véase foja 14). 
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3° Que el demandante copia en su escrito el expediente ad- 
ministrativo seguido en el Banco Hipotecario y compuesto de 
las siguientes piezas : 

a) Coniecha 31 de Diciembre de 1892, el rematador Lorenzo 
Flores, comunica al presidente del Banco Hipotecario no ha- 
berse efectuado el remate del centro agrícola del señor Luis 
Rodríguez y O, número hipotecario 18.283, serie P, por falta 
de licitadores; 

6) Avisos publicados en los diarios anunciando el remate pa- 
ra el 31 de Diciembre y en cuyo aviso se dice: que el remata- 
dor, por orden del Directorio del Banco, rematará dicho centro 
agrícola, dando su extensión y linderos y expresando que es pa- 
ra cancelar el crédito hipotecario número 18.283, serie P, de 
cédulas 319.600 concedidas sobre dicha propiedad que debe por 
intereses y multas la suma de 89.966-156 pudiendo el compra- 
dor continuar con la hipoteca que tendrá amortizado en cédu- 
las 17.014-864; 

c) Orden firmada O. Botet, de sacar nuevamente á remate 
el centro agrícola indicado sobre la base del capital en cédulas; 

d) Comunicación de 9 de Febrero de 1893, del rematador 
Flores al presidente del Banco Hipotecario, dando cuenta de 
que el remate anunciado para la misma fecha ha sido adjudica- 
do á don S. Ostwald por la suma de 319.600 pesos en cédulas* 
más 2400 pesos en efectivo. Señas depositadas en cédulas pe- 
sos 18.753-488; 

e) Con fecha 24 de Marzo 'de 1893, se aprueba por. el presi- 

• » 

dente del Banco Hipotecario el rematé de la referencia; 

/) £1 boleto 'de compra-venta, en*el cual el comprador m^ni- 

• * 

fiesta haber efeotuado 1$ compra de acuerdo con los avisos pu- 
blicados, así como la facultad que, dice concedida al presidente 
del Bapco para aprobar ó desaprobar la cota pr a- venta,, según 
conviniera á lo¿ intereses del Banco; 

* g) Avisó publicado en los diarios-, y. sustancialmente ana- 



24 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

logo al relacionado en el párrafo 6, variando sólo en lo qué ex- 
presa que la propiedad debe por gastos la suma de mil pesos y 
qne tendrá amortizada la hipoteca 18.753-488 que se tendrá 
que entregar en tesorería en oaso de continuar con la hipoteca; 
h) La liquidación. Informe de la inspección aprobatoria del 
Banco; 

i) Boleto de venta firmado por el rematador; 
j) Beoibode la Tesorería del Banco por 18.750 pesos en cé- 
dulas y 2043-455 en efectivo; 

k) Solicitud del señor Ostwald, en 23 de Octubre, pidiendo 
la escrituración al Banco; 

l) Después de varios trámites de orden interno del Banco, 
se pidió en 14 de Febrero de 1894, un informe á la oficina de 
asuntos legales, que lo expide en 8 de Marzo del mismo año, 
expresando que, no habiendo mediado hasta ahora (entonces) 
una decisión de parte del Directorio del Banco, puede confirmar 
ó dejar sin efecto la venta, según convenga á los intereses del 
establecimiento; 

m) De acuerdo con lo resuelto por el Directorio en su sesión 
de 26 de Abril, se deja sin efecto el remate disponiéndose que 
se tome posesión de esta propiedad, se saque á remate los arren- 
damientos y se devuelva al interesado loque hubiese entregado 
por concepto de esta operación. 

4 o Que en virtud de todo esto y coa arreglo á las disposicio- 
nes legales que invoca el demandante, reproduce el pedido al- 
ternativo del principio de su escrito. 

5 o Que áfoja 27 y con fecha 23 de Agosto de 1895 el procu- 
rador don Julián de Vargas, á nombre del Banco Hipotecario, 
expresa: que el remate tiene dos vicios fundamentales; el pri- 
mero, que sólo pudo ser autorizado por el Directorio, y no lo 
fué; el segundo, que tampoco ha sido aprobado por el mismo Di- 
rectorio. 
6 o Que además expresa que el crédito del Banco que motivó la 
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venta fué ehancelado por el dueño del inmueble afectado, y en 
este concepto el actor debe dirigirse contra éste ó sus sucesores 
y no contra el Banco. 

Y considerando: I o Que de hecho ha venido á quedar elimi- 
nada en este proceso la primera pretensión del actor al pedir la 
escrituración y posesión del inmueble vendido, pues fundándo- 
se el derecho que tiene á vender el Banco Hipotecario en la 
existencia de un crédito á su favor, desaparecido este crédito, por 
haber sido pagado, se ha extinguido ese derecho y hoy no sería 
' posible que el comprador obtuviere la escrituración y posesión 
que reclama. 

2 o Que, por otra parte, el actor no tiene relación jurídica de 
ninguna especie con el deudor del Banco señores Bodriguez y 
Compañía, ni tiene sobre el inmueble derecho real alguno, pues 
el derecho real sólo se transmite por la escrituración y la tradi- 
ción; por todo lo cual, no podría el actor dirigirse en este ó en 
otro juicio contra el señor Bodriguez ó respecto del terreno, des- 
de que la litis contestatio aparece bien y debidamente estableci- 
da entre el Banco Hipotecario y el señor Ostwaid. 

8° Que el cuasi-contrato de litis contestatio, está clara- 

» 

mente definido y resulta del contrato de compra-venta que el 
actor sostiene haber efectuado del centro agrícola c Navarro t; 
contrato que aparece celebrado por intermedio del rematador 
Flores, cambiándose los dos boletos; el de compra y el de venta. 

4° Que en el boleto suscrito por el actor se aceptaba la con- 
dición deque el presidente del Banco otorgara su consentimien- 
to, condición á la cual se sujetó, de común acuerdo, la perfec- 
ción del contrato; no mediando estipulación alguna que hiciera 
depender la ejecución del contrato, del consentimiento prestado 
por otras personas. 

5 o Que si bien este contrato determina con claridad el con- 
sentimiento de los contrayentes, resulta que uno de ellos, el 
presidente del Banco, para realizar un contrato como éste que 
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fuera eficaz y válido obligando al establecimiento, debió proce- 
der dentro de las facultades que le acuerdan la ley orgánica y 
reglamento interno de la institución, lo que no ha sucedido en 
el presente caso. £1 reglamento de Diciembre de 1871, prescri- 
be que el presidente dispone la venta en remate de los deudo- 
res morosos con acuerdo del Directorio. Y el artículo 5 o de la 
ley de 18 de Abril de 1891 atribuye al Directorio la faoultad de 
decretar, 61o que es lo mismo aprobar la venta en remate de 
inmuebles de los deudores morosos. 

6 o Que la falta de autorización y aprobación, por parte del Di- 
rectorio, de la venta de que se trata, resulta de los documentos 
presentados como prueba por parte del demandado, y aunque 
se han observado por el demandante, en razón de ser documen- 
tos que emanan del mismo que los presenta,, el hecho es que se 
justifican por el silencio que guarda la demanda á este respec- 
to. Si hubiera existido la aprobación de la venta por el Directo- 
rio, el demandante, indudablemente, habría tratado de demos- 
trarlo, cuando para eso precisamente se recibió á prueba la cau- 
sa: para que se probara si la venta se habla realizado de 
acuerdo con la carta orgánica y reglamento del Banco. El con- 
trato, en tal caso, sería exigible al Banco, como el juzgado lo 
tiene resuelto en el juicio de los señores Bacigaluppo y Repetto 
y otros. 

7 o Pero que faltando el acuerdo del Directorio y si el pre- 
sidente ha procedido fuera de las facultades que tiene por las 
leyes de la institución, , es indudable que el acto realizado no 
puede obligar al Banco, Así lo establece, por otra parta', el ar- 
tícuio 1161 del Código Civil, Según el cual, el contrato celebra- 
do á nombre de otro, de quien no se tenga representación legal, 
es de ningún vulor y en armonía con los artículos 36 y 37 del 
Código Civil. 

Por estas consideraciones, fallo? absolviendo de la demanda 
interpuesta al Banco Hipotecario de la Provincia, con eos- 
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tas. Hágasesaber en el original, regístrese en el libro de sen- 
tencias, repónganse los sellos y archívese. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 29 de 1897 . 

Vistos y considerando : Que según se expresa en la demanda, 
el Directorio del banco demandado resolvió, por decisión de quin- 
ce de Enero de mil ochocientos noventa y dos, sacar á remate to- 
dos los centros agrícolas que tuvieran servicios atrasados. 

Que de la copia del expediente sobre la venta del centro agrí- 
cola c Navarro», que se registra en la demanda, resulta que el 
citado centro se encontraba en el caso previsto en la disposición 
general de que se ha hecho mención en el precedente conside- 
rando. 

Que no habiéndose contestado por el demandado la verdad del 
hecho expresado ni la exactitud de la copia referida, hay razón 
para tener por reconocidos esos documentos, de conformidad 
con lo dispuesto en el artíoulo ochenta y seis de la ley de pro- 
cedimientos. 

Que, en consecuencia, los avisos de remate de fojas dos y tres 
vuelta, han anunciado con verdad que se procedería á la subasta 
por orden del Directorio del establecimiento, desde qne esa. ór- 
den existía en términos comprensivos de la venta que se anun- 
ciaba .y puesto que el presidente del banco tiene el encargo • 
legal de hacer cumplir las disposiciones del Directorio. 

Qne asi se qxplica que, la inspección del Banco á quien se pi- • 
dio informe sobre el del rematador y sobre sino ha h'abido errpr 
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en la publicación de los avisos, se baya expedido expresando 
que nada tenía que observar, cpaes tanto el informe del remata- 
dor como la publicación de los avisos están bien » (foja cuatro). 

Que así se explica también que el Directorio de! estableci- 
miento, al considerarse con derecho para desaprobar el remate, 
no haga valer su falta de autorización previa para la subasta 
(fojas seis vuelta y siete). 

Que verificado eíremate,en virtud délas resolucionesyamen- 
cionadas y de conformidad al respectivo aviso de licitación, se 
aceptó por el rematador la postura hecha por lapartedemandan- 
te, conviniéndose en que la eficacia del remate quedaría subordi- 
nada á la aprobación que de él hiciese el presidente del Direc- 
torio, según se ve en la boleta de fojas cuatro y cuatro vuelta. 

Que la aprobación del presidente se efectuó (foja dos vuelta), 
quedando así realizado el concurso de voluntades necesario pa- 
ra la existencia de un contrato debidamente concluido. 

Que surgiendo de la convención la restricción sobre el efecto 
inmediato del remate que lo dejaba sometido á una manifesta- 
ción de voluntad ulterior, esa restricción no puede extenderse 
fuera de los términos de lo estipulado, no pudiendo, por tanto, 
pretenderse en el caso, que habiéndose convenido en reservar al 
presidente del Directorio la aprobación ó desaprobación del re- 
mate, no sea bastante la aprobación dada por dicho presidente. 

Qne además de haberse hecho la postura en forma legal, de 
haberse ella aceptado por el rematador y aprobado por el pre- 
sidente del Directorio, resulta que el postor cumplió con laobli- 
gacion de pagar las sumas á que se obligó. 

Que con tales antecedentes el Banco no ha podido, por actos 
suyos posteriores, menoscabar los derechos adquiridos por el 
demandante, ni sustraerse á las obligaciones que contrajo y 
que lo pusieron en relación directa con el citado demandante . 

Que, por tanto, los arreglos ó convenciones que posterior- 
mente haya celebrado el Banco con su antiguo deudor, son res 
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ínter altos en relación al demandante, á quien no pueden opo- 
nerse en su perjuicio (artículo mil ciento noventa y cinco, Có- 
digo Civil). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo quinientos cinco Jel Código Civil, se revoca la senten- 
cia apelada de foja ochenta y siete, y se hace lugar :i la deman- 
da de foja primera, condenándose, en consecuencia, al Banco 
Hipotecario á otorgar escritura á favor del actor, dentro del 
término de diez días, del bien comprado por aquél. Notiffquese 
con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CXC'I 



Don Juan Camilion, contra el Banco Nacional ; sobre recurso 

de rescisión 



Sumario. — Debe rechazarse el recurso de rescisión, si re- 
sulta que el procedimiento observado hasta pronunciarse sen- 
tencia no adolece de ningún defecto, en que pueda fundarse la 
nulidad. 
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Caso. — Resulta del 



■Tallo del Jues Federal 



Paraná/ Agosto 31 de 1895. 

Autos y vistos : el recurso de re cisión de la sentencia dada 
por este juzgado en fecha I o de Julio del corriente año, en re- 
beldía del recurrente, en el juicio promovido por el Banco 
Nacional, sobre cumplimiento de un contrato de venta con 
pacto de retroventa, resulta: Que en 15 de Maya de 1894, don 
Nicanor Calderón, por el Banco Nacional, puso demanda con- 
tra los herederos de don Bernardo Paraohú y contra don Juan 
Camilion, para que, en cumplimiento del contrato de foja... 
por el cual los primeros vendieron ocho propiedades, y Ca- 
milion siete, al Banco Nacional, con pacto de retroven- 
ta, verificasen la entrega de los inmuebles vendidos, por haber 
dejado vencer el plazo sin abonar el precio de la retroventa. 

El juzgado, por auto de foja 25 vuelta, mandó correr traslado 
á los demandados, y á foja 31, á pedimento del actor, mandó 

• • 

se emplazase á los mismos con término de 15 dias para que se 

* 

apersonasen en la causa por medio de un representante común. 

£1 primer auto se mandó notificar por el oficio que corre dili- 
genciado & foja 27 y siguientes. . 

Después de un año y medio de paralizada la causa, el repre- 
sentante del Banco acusó rebeldía á Camilion, y agregó que los 
herederos de Parachú habían entregado Las propiedades que se 
les reclamaba, y don Juan Camilion había entregado también 
las comprendidas bajo los números i y 2, y por lo tanto reti- 
raba la demanda contra los primeros, y también contra Cami- 
lion respecto de los inmuebles entregados tan sólo. 
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m 
I 

Gomo el primer a ato notificado á Camilion, á foja 28, no con- 
tenía emplazamiento, ni se le habían entregado las copias del 
traslado, el jugado no hizo lugar á la rebeldía y mandó citar- 
lo nuevamente por decreto de foja 24 vuelta. 

Mientras tanto el despacho librado en 7 de Agosto de 1893, 
para notificar á los demandados el auto de traslado y el de em- 
plazamiento, permanecía diligenciado en Gualeguay sin de- 
volverse hasta Febrero de 1895. 

En Marzo de ese mismo año, fué diligenciado y corre á fojas 
41 y siguientes, el que se libró para notificar el auto de 8 de 
Febrero, foja 34 vuelta, en que se desestimó la rebeldía y se 
mandaba hacer la citación ya antes ordenada, con arreglo á de- 
recho, teniéndose presente la limitación en la demanda. 

Vuelto el primer despacho y también el segundo, el repre- 
sentante del. Banco acusó rebeldía á Camilion, foja 47, y el 
juzgado, basado en el emplazamiento de foja 38, la providenció 
de conformidad, con término de 24 horas y bajo apercibimiento. 

Camilion fué notificado de este auto el día 5 de Abril, foja 50, 
y el 18 del mismo le acusó nueva rebeldía el Banco, á lo que el 
Juzgado proveyó declarando contumaz y rebelde al demandado, 
pronunciando sentencia con fecha I o de Julio, sin otro trámite 
que el previo llamamiento de autos. 

El recurso lo funda Camilion en que el escrito de fojas 33 y 

« 

34 importa una nuev* demanda completamente distinta de la de 
fojas 22 á 25, y desde luego, él debió ser nuevamente emplaza- 
do, con arreglo á derecho ; que eae emplazamiento no se ha he- 
chOj pues la requisitoria de fojas 41 y 42, librada para que se 
cite en debidaforma á Camilion, como lo dispuso el tribunal á 
foja 34 vuelta, no contiene tal emplazamiento, por lo que la ci- 
tación es nula y nulo también el procedimiento seguido en su 
consecuencia. 

Que la misma citación hecha en virtud de esa requisitoria, es 
nula: 1° porque el escribano Cabral afirma, foja 43, que buscó á 
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Camilion en su casa el dia 4 o de Marzo y fué informado 
que se encontraba en Buenos Aires, lo que es falso, pues Ca- 
milion se encontraba presente en G-ualeguay ; 2 o porque bus- 
cándolo nuevamente y en el mismo día, sin dejar el intervalo 
de 24 horas que previene la ley, según lo afirma el escribano, 
no dejó la cédula á una persona de la familia de Camilion, como 
lo prescribe también el artículo 63 de la ley de procedimientos, 
sino aun señor Pedezert, completamente extraño á ella, sin dar 
explicación de tal procedimiento. 

Que además, dirigiéndose la demanda contra los herederos de 
Parachú y contra don Juan Camilion, á éste no le corría tér- 
mino mientras aquellos no hubiesen sido notificados. 

T considerando : I o Que con fecha 6 de Diciembre de 1893, 
Camilion recibió en forma la notificación del auto en que se le 
corría el traslado de la demanda de fojas 22 á 25 vuelta, y la 
del auto en que se emplazaba con término de 15 días para aper- 
sonarse en la misma causa entregándole en el mismo aoto las 
copias de la demanda y sus recaudos como lo previene la ley de 
procedimientos, según consta de despacho de foja 36 y su dili- 
genoiamiento á foja 38 y vuelta . < 

Que, por consiguiente, el emplazamiento le fué hecho en debi- 
da forma y la rebeldía depachada con arreglo á derecho, desde 
que, según el informe de secretaría, foja 47 vuelta, Camilion no 
se había apersonado ni contestado la demanda. 

Que consta asimismo por el despacho de foja 49 y su diligen- 
ciamiento á foja 50, que el auto en que se declaró la rebeldía y 
se le señalaron las 24 horas para apersonarse bajo apercibi- 
miento, le fué notificado á don Juan Camilion en persona, con 
fecha 5 de Abril del corriente año, sin que tampoco haya compa- 
recido por sí, ni por apoderado, informe de foja 53 vuelta , 
siendo declarado Camilion, contumaz y rebelde por auto de 20 
de Abril, de foja 54, en conformidad con lo que disponen los ar- 
tículos 12 y 183 de la ley de procedimientos. 
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Que por lo tanto, el prooedi miento observado hasta pronun- 
ciarse sentencia no adolece de ningún defecto, en que pueda 
fundarse la nulidad. 

Que el hecho de haber modificado su demanda el Banco, li- 
mitándola á sólo dos de las propiedades primeramente deman- 
dadas y excluyendo las restantes, no puede variar esta .conclu- 
sión, porque no ampliándose á otros bienes distintos de los 
comprendidos en la primera demanda ni cambiándose la acción, 
ni introduciéndose otra modificación que dé lugar á oponer dis- 
tintas excepciones 6 recurrir á otros medios de defensa, era in- 
necesario correr traslado del escrito restringiendo el objeto de 
la demanda, é inútil decretar un nuevo emplazamiento, de mo- 
do que, aunque fuese nula la diligencia de notificación de foja 
45, como en efecto lo es, refiriéndose ella al auto en que man- 
daba correr el traslado de la primera demanda, con arreglo á 
derecho y habiéndose corrido éste en debida forma á foja 38 
vuelta, como se ha visto, no por eso se anula el procedimiento, 
pues esa diligencia duplicada bien pudo suprimirse, sin faltar á 
las reglas de sustanciaciondel juicio. 

Por estas consideraciones y no habiendo alegado otra causal 
para fundar el recurso de rescisión, que la nulidad del procedi- 
miento, el juzgado resuelve no hacer lugar á él. Notiffquese 
original y repónganse los sellos. 

M . de T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 31 de 1897. 

Vistos y considerando : Que don Juan Camilion ha sido en 
efecto citado y emplazado en virtud de la demanda contra él 

T. LXIX 8 
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interpuesta por el Banco Nacional en liquidación, según se ve 
en la notificación que con su firma se registra á foja treinta y 
ocho vuelta. 

Que además de esa citación que llevaba el expreso apercibi- 
miento de seguirse el juicio 'en rebeldía de los no comparecien- 
tes, Camilion fué también notificado del auto de foja cuarenta y 
ocho, en que se le acuerda un nuevo término de veinte y cuatro 
horas, bajo pena de que se dará por decaido el derecho para aper- 
sonarse y ser oido en la causa, según consta á foja cincuenta. 

Que no obstante estas citaciones hechas en persona á Cami- 
lion, éste no concurrió á estará derecho, siendo así indiscutible 
la rebeldía declarada en mérito del artículo ciento ochenta y 
tres de la ley de procedimientos. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ochenta y seis, se confirma ésta, con costas, no hacién- 
dose lugar al recurso de nulidad, por no precisarse ni haber en 
autos causa legal que lo autorizo. Hágase saber con el origina 1 
y repuesto los sellos, devuélvase. 



BENJAMÍN PAZ. — LülS V. TARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAUSA CXCII 



Don Carlos Quinto; sobre revisión de sentencia condenatoria 

á cuatro años de prisión 



Sumario. — No procede el recurso de revisión interpuesto en 
virtud del inciso 3°, artículo 551, Código de Procedimiento en 
lo Criminal, si los hechos en que se funda no revisten los re- 
quisitos exigidos en dicho inciso 3 o . 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 19 de 1897. 
Suprema Corte : 

£1 recurso de revisión instaurado por don Carlos Quirno, 
procede ante la Suprema Corte, según el artículo 553 del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, por tratarse de una causa 
perteneciente al fuero federal. 

Peroese recurso se funda en la circunstancia de haber chan- 
ceado el recurrente con honorarios, la suma debida al Banco, 
que motivó la causa y la condena. 



I 
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Esa oiroanstanoia, y las demás expresadas en el recurso de 
revisión, eran excepciones que el procesado alegó ó pudo alegar 
en el curso del proceso. Pero ellas no tienen el carácter acen- 
tuado en el artículo 551, inciso 3°, del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, pues ni aparece documento declarado falso 
por sentencia ejecutoriada, ni otros documentos decisivos igno- 
rados, extraviados ó detenidos, por fuerza mayor ó por obra de 
la parte acusada. 

El documento invocado, sólo importa un* resolución del Ban- 
co, de fecha posterior á la sentencia pasada en autoridad de 
oosa juzgada y tendente sólo, á facilitar al procesado el medio 
de satisfacer su deuda en cumplimiento de aquella sentencia. 

Los hechos alegados no revisten por ello los caracteres y re- 
quisitos exigidos por el artículo 551 del Código de Procedimien- 
tos, para autorizar la revisión de las sentencias ejecutoriadas. 
Pido á Y. E. se sirva asi declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo úm la Suprema Corto 

Buenos Aires, Julio 31 de 1897. 

Autos y vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, fte declara improcedente el recur- 
so de revisión deducido á foja siete. Hágase saber y, repuestos 
los sellos, archívese. 

BEIUAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAH E. TORREN T. 
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CAUSA t'XCIII 



Don Natalio Loguidice contra la Municipalidad de Tres Arro* 
y 05, por cumplimiento de contrato; sobre competencia 



Sumario. — La justicia nacional ?s competente para entender 
en la demanda sobre cumplimiento de contrato interpuesta por 
nn extranjero contra una Municipalidad . 



Caso» — Lo explican la vista del señor Procurador General y el 



Falle del Jura Federal 



La Plata. Febrero 5 de 1897. 

Y vistos: En cuanto á la excepción de incompetencia deduci- 
da como perentoria pot el demandado y considerando : 

I o Que ella se funda en que la Municipalidad no puede ser 
demandada ante la justicia federal por actos administrativos 
de su resorte, que según ella sólo son justiciables ante la au- 
toridad supremade la justicia provincial. 

2 o Que la demanda se ha iniciado ante este Juigado en 
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razón de ser extranjero el demandante y argentina la persona 
jurídica demandada; no habiéndose negado en la contestación á 
la demanda el carácter invocado por aquél. 

3 o Que tratándose de una demanda contra una persona jurí- 
dica de existencia ideal, que para el caso ocurrente tiene los 
mismos derechos 7 obligaciones que una persona de existen- 
cia visible (artículo 31, Código Civil y sus concordantes), 
su incapacidad sólo se rige por el derecho común, con las 
solas limitaciones que establezcan las leyes de su institución ; 
incapacidad que no ha sido alegada; no puede pretenderse, pues, 
privilegio por la parte demandada en contrade una prescripción 
constitucional del estado general para pretender ser juzgada por 
la justicia de la Provincia de que forma parte, y que contra los 
avances de la justicia local la ley general ha querido colocar al 
extranjero bajo su éjida. 

4 o Que sólo ello basta para poder resolver la incompetencia 
deducida como defensa general de derechos sin necesidad de en- 
trar en consideraciones mayores. 

Por esto fallo: no haciendo lugar, con costas, á la excepción de 
incompetencia deducida por la parte demandada. 

Y considerando : respecto al fondo del asunto; que dados los 
términos de la demanda y contestación, en que se alegan hechos 
porcada parte y que se controvierten, se recibe la causa á prue- 
ba por el término de veinte dias comunes y prorrogables, debien- 
do versar la testimonial sobre los hechos añrmados en la de- 
manda y negados ó alegados en la contestación. 

Notiffquese con el original, regístrese y repónganse las fojas . 

Mariano S. de Aurrecoechea . 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rueños Aires, Abril 1* de 1897. 

Suprema Corte: 

Las municipalidades ejercen personería jurídica y están so- 
metidas á la jurisdicción del Código Civil, según su artículo 33. 

La Municipalidad de Tres Arroyos ha celebrado un contrato 
con don Natalio Loguidice, sobre arreglo de calles, y ese con- 
trato impone respectivamente derechos y obligaciones, en cuyo 
cumplimiento puede ser civilmente demandado, según prescrip- 
ción del artículo cuarenta y dos del Código Civil citado. 

Si no tratándose de resoluciones generales, dictadas con ca- . 
rácter administrativo, y si sólo del cumplimiento de un contra- 
to privado, ajustado en ejercicio de la personería jurídica, el 
conocimiento de la demanda correspondía á la jurisdicción co- 
mun, respecto de vecinos de la provincia demandada; tratándose 
de un extranjero, parece procedente la jurisdicción federal, con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo segundo, inciso segundo,, 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y, 
tres. 

Por ello y los considerandos del auto reonrrido de fojas vein- 
tinueve, pido á vueselencia se sirva confirmarla en cuanto ala 

competencia que declara. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de 1» Saprenm Corte 

Buenos Aires, Julio 31 de 1897. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y considerando: que con arreglo al artículo 
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segundo, inciso dos, de la ley de jurisdicción y competencia, son 
del resorte de la justicia federal, las causas civiles en que sean 
partes un extranjero y un argentino, se confirma, oon costas, el 
auto apelado de foja veintinueve, en cuanto no se hace lugar á* 
la incompetencia alegada por la municipalidad demandada. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS. Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CXCIV 



Don Miguel B. Bidart f contra don Claudio Martigena, sobre 

cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — No probadas las excepciones, debe llevarse ade- 
lante la ejecución. 



Caso. — Citado de remate, el deudor opuso la excepción de 
espera, y para fundarla presentó dos cartas firmadas por Bidart. 
Este dijo que dichas cartas en manera alguna importaban una 
espera. 
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Fallo del Juem Federal 

Buenos Aires, Abril 4 de 1895. 

Autos y vistos: í° Becíbidala excepción á prueba por el tér- 
mino de ley, sólo sé ha producido la deposiciones de foja 229, 
que no justifican en manera alguna la excepción, no constituye 
propiamente una promesa de espera, sino una intención fija de 
dejar las cosas en el estado en que se encontraban ; es decir, no 
renovar el pagaré, y al no renovarlo, es evidente que la voluntad 
del acreedor era de no esperar más tiempo por el pago de su 
crédito. 

2 o De la carta de foja 167, con respecto al segundo pagaré, 
se desprende que la intención del acreedor era facilitar la reali- 
saoion del negocio que iba á hacer el deudor Martigena, y con- 
seguir por este medio el pago íntegro de su crédito, como lo ex- 
presa, sin que esto importe una concesión de espera. 

Por esto y los fundamentos del escrito de foja 174, no ha 

lugar á la excepción opuesta, y llévese la ejecución adelante 

hasta hacerse trance y remate de los bienes embargados y con 

su producto íntegro pago al acreedor del capital, intereses y 

costas. 

Repónganse la» fojas. 

Juan del Campillo. 

Fallo de le SúpremeVCorfe 

Buenos Aires, Agosto 3 de 1807. 

Vistos y considerando: Que el ejecutado no ha probado la ex- 
cepción opuesta, siendo ineficaces á ese fin los documentos en 
que ha fundado aquella. 
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Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja doscientas cuarenta y una, se confirma ésta, con costas. 
Y por sus fundamentos se confirma también el auto de foja dos- 
cientas setenta. Repuestos, los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. —OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA < XC V 



Doña Manuela Egaña contra, don Juan B. Larraburu, por desa- 
lojo; sobre apelación 



Sumario. — Si la sentencia que manda dar la posesión de- 
clara la calidad de locatario coqtradicha por el demandado en la 
respuesta, y éste apela manifestando no tener derecho á la po- 
sesión, debe entenderse que la apelación es dirigida contra la 
declaración de la calidad de locatario, y en este concepto no pue- 
de ser denegada. 



Caso. — Resulta del 
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Vallo de la Suprema Corto 



Buenos Aires, Agosto 3 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando: Que según consta á foja dos- 
cientas diez y siete, doña Manuela Egaña, representada por don 
Manuel Egaña, ha sido puesta en posesión del campo á que se 
refiere este juicio. 

Que don Juan B. Larraburu, contra quien se intentó la de- 
manda de desalojo, manifestó en el escrito de contestación que 
no ocupa en carácter de locatario de la demandante, ni en otro 
alguno, el campo de que se trata. 

Que con tales antecedentes, no existe materia que sirva de 

* 

base al juicio, siempre que sus efectos hayan de limitarse á la 
entrega de la cosa .al demandante. 

Que en los términos de la demanda y la respuesta, la conten- 
ción se ha establecido especialmente sobre la calidad de locata- 
rio que el demandante atribuye al demandado y que éste niega, 
Tersando sobre esa contención la prueba producida y los alega- 
tos presentados por las partes durante la prosecución del juicio 
seguido con la amplitud correspondiente al ordinario. 

Que la sentencia de primera instancia, no sólo por razón de 
sus fundamentos sino también de su parte dispositiva, declara 
la calidad de locatario en Larraburu, desde que ordena el desa- 
lojo contra él y puesto que tal carácter resulta declarado en 
virtud de las citas legales incorporadas á la mencionada parte 
dispositiva. 

Que por tanto la apelación interpuesta por Larraburu no debe 
entenderse dirigida contra la posesión mandada dar y dadaá la 
parte de Egaña, pues que al respecto ha manifestado no tener 
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derecho alguno, sino contra la resolución que, declarándolo lo- 
catario, le impone las obligaciones consiguientes. 

Que á este efecto no hay prescripción legal que le prive de la 
interposición de recursos autorizados en general y para cuya li- 
mitación se precisa una disposición especial . 

Que tramitada la causa por la vía ordinaria, nadase opone á 
su continuación en la misma forma ante esta Suprema Corte, no 
al objeto de la posesión al demandante, sino al de establecer las 
relaciones legales entre éste y el demandado. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso en el concepto 
considerado; y se le concede libremente; y encontrándose los 
autos ante esta Suprema Corte, pónganse ellos en la oficina 
por el término de ley, para que el apelante exprese agravios. 
Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN fi. TORRENT. 

— abel bazan (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Autos y vistos: Considerando : Que el juicio de desalojo, se- 
gún se establece en el título respectivo del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, incorporado á la ley de procedimientos 
para la Justicia Federal, es un juicio sumario, que tiene por ob- 
jeto solamente que el propietario del inmueble arrendado ob- 
tenga prontamente la posesión de éste, luego de vencido el tér- 
mino fijado en el contrato para la duración del arrendamiento. 

Que á este fin, la ley ha dispuesto que la demanda de desa- 
lojo se sustancie, decretando el juez un comparendo, en el cual 
se oiga á las partes lo que expongan sobre la existencia ó inexis- 
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tenoia de contrato, ú otra circunstancia, levantándose de todo 
un aota detallada, y que ai existiese contrato de término ya ven- 
cido, se decrete el lanzamiento inmediato por intermedio de la 
fuerza pública, acordando para ello un plazo que nunca podrá 
exceder de diez días, sin que de esta resolución haya lugar á 
apelación (artículos quinientos ochenta y seis, quinientos ochen- 
ta y nueve. y quinientos noventa y dos, Código de Procedi- 
mientos). 

Que la única excepción á la generalidad de esta regl;i os la 
del caso en que se tacha de falso, en el comparendo de que habla 
el artículo quinientos ochenta y seis, el contrato de arrenda- 
miento que se exhibiese, pues entonces la causa se recibirá á 
prueba enjuicio ordinario, según la expresa disposición del artí- 
culo quinientos noventa del citado código. 

Que dados estos antecedentes de derecho, y resultando de las 
constancias de los autos elevados por vía de informe á esta Su- 
prema Corte, que se trata en ellos de una demanda de desalojo 
fnndada en un contrato escrito de arrendamiento de plazo ven- 
cido que no ha sido tachado de falso, y que la resolución pro- 
nunciada á su respecto por el juez a quo } se limita á ordenar el 
desalojo del campo arrendado en el máximum del tiempo fijado 
por el artículo quinientos ochenta y nueve del Código, es fuera 
de duda que no procede, en el caso, la apelación deducida por el 
recurrente, conforme á lo dispuesto en el artículo quinientos no- 
venta y dos del ya citado código. 

Que á la justicia de esta conclusión no puede oponerse la cir- 
cunstancia que se alega de haberse sustanciado la demanda de 
desalojo de foja tres, por los trámites del juicio ordinario, par- 
que si esto ha sucedido es porque así lo disponía la ley nacio- 
nal de procedimientos vigente para la justicia federal y lo tenía 
también establecido la jurisprudencia de esta Suprema Corte, 
cuando se dedujo y sustanció dicha demanda, lo que no ha po- 
dido obstar á la aplicación de la nueva ley de procedimientos dio- 
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tada antes de haberse pronunciado la sentencia recurrida, para 
las interioridades del juicio que estaba destinado á reglar. 

Que tampoco justifican la admisión del recurso deducido las 
consideraciones que hace valer el recurrente, alegando que no 
está en posesión del campo arrendado, que el contrato de arren- 
damiento que se invoca no tuvo efecto y que otro es el arrenda- 
tario del campo, cuyo desalojo se demanda; porque á ser cierto 
lo primero, el cumplimiento de la sentencia, en cuanto ordena 
dicho desalojo, no afectaría un hecho, ni un derecho de su parte, 
que le interesase defender, como es la ocupación del mencionado 
oampo, y por lo que hace á lo segundo y tercero no puede auto- 
rizar la admisión de un recurso que niega la ley, sea ello cierto 
6 no, y pueda 6 no dar mérito para hacer efectivas responsabi- 
lidades sobre las cuales no se pronuncia la sentencia, limitán- 
dose solamente á dejarlas á salvo. 

Por estos fundamentos, se declara bien denegado el recurso de 
apelación deducido foja doscientas trece. Bepuestoslos sellos, 
devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA CXCVI 



Don Francisco Aranguren contra don Mariano M. de Haedo 
por desalojo é incompetencia; sobre costas 

Sumario. — No hay mérito para condenar en las costas del 
incidente de incompetencia al demandante, si antea había 
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ocurrido á la justicia ordinaria, y ésta había declarado á pedi- 
do del demandado que la cansa correspondía al fuero federal. 



Caso. — Eesulta del 



Fallo del «fue» Federal 



Paraná, Junio 10 de 1897. 



Vistos y resultando: Que don Francisco Aranguren demandó 
ante el juez de I a instancia del Uruguay á don Mariano M. de 
Haedo, por aocion de desalojo. 

Que citados á comparendo verbal, el procurador de Haedo 
declinó de jurisdicción, fundándose para ello, en que su man- 
dante y Aranguren eran vecinos de distintas provincias y que 
además Haedo era extranjero, lo que justificaba con el certifi- 
cado consular de foja 36, estando sujeto el caso á la jurisdicción 
federal por las dos causales consignadas en el artículo 2 o de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863, foja 35 y vuelta. La parte de 
Aranguren, consintiendo con su silencio los hechos aducidos 
para fundar la excepción, se opuso á la declinatoria; alegando 
como única razón, la de que los juicios de desalojo habían sido 
excluidos déla jurisdicción federal y atribuidos á los tribuna- 
les ordinarios. 

El juez resolvió el incidente de declinatoria, declarándose 
incompetente pop la diversa nacionalidad de las partes (consi- 
derando I o ) y remite los autos á este juzgado. 

Llegados aquí los autos, y considerando como suficientemen- 
te demostrada la diversa nacionalidad de las partes para tomar 
conocimiento de causa con los procedimientos y auto del juez 
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de I a instancia, este juzgado proveyó el auto de foja 81 , y la 
parte de Arangaren reprodujo su demanda de desalojo. 

Convocadas las partes á un comparendo verbal, la de Haedo 
opuso la excepción dé incompetencia de jurisdicción, fundada en 
que tanto éste como Aranguren eran extranjeros, el uno orien- 
tal y el otro español . Contesta el apoderado de) actor recono- 
ciendo la verdad de los hechos y pidiendo se devuelvan los au- 
tos al juez del Uruguay para que entienda en el caso. 

Recibido & prueba el incidente, se justifica por las declaracio- 
nes de los testigos UrangayLaudajos, fojas 156 á 157 vuelta, 
que don Francisco Aranguren es ciudadano español. 

Y considerando : I o Que la jurisdicción de que están investi- 
dos los jueces federales es de excepción, y en tal concepto la 
jurisprudencia constante de estos y de la Suprema Corte ha de- 
clarado que ella no es prorrogable 4 casos y personas no com- 
prendidos en la ley de la materia. 

2 o Que no sólo lo reconocen Haedo y Aranguren sino que está 
directamente probado en autos que ambos son extranjeros, el 
uno ciudadano de la República del Uruguay y el otro español. 

3° Que no existe disposición constitucional ni ley que atribuya 
á los jueces federales el conocimiento de las causas que se sus- 
citen entre dos extranjeros, por la sola razón de su nacionalidad. 

i° Que aun en el caso de distinta vecindad, á que se reñere el 
artículo 2 o de la ley sobre jurisdicción y competencia, la juris- 
prudencia establecida es que esa disposición sólo se reñere á los 
ciudadanos argentinos y no cuando los litigantes son extranje- 
ros (causa... serie I a , tomo 7 o , página 471). 

5 o Que por consiguiente, este juzgado no es competente para 
conocer de la presente cuestión. 

Considerando, finalmente, que esta cansa ha sido traída á 
este tribunal indebidamente por la parte de don Mariano M. de 
Haedo, procediendo en ello con manifiesta tenacidad, como se 
descubre por la simple inspección de autos. 
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Por estas consideraciones, declaro que este juzgado es incom- 
petente para entender en esta cansa, en consecuencia devuél- 
vase el expediente al juzgado de su procedencia, con costas á 
oargo de H*edo. Notifíquese en el .original y repónganse los 
sellos. 

M. de T. Pinto. 



VISTA DEL SBltOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 19 de 1897» 
Suprema Corte : 

La declaración de foja 290 vuelta, de no corresponder el co- 
nocimiento de la causa al juzgado de sección de Entre Ríos, no 
obsta á la condenación en costas impuesta al dictarse aquella 
declaratoria . 

El juez, cuya jurisdicción se ha invocado, tiene el derecho de 
apreciar y resolver si ha habido mérito legal para ocurrir ante 
éi; y como consecuencia y procede, á quién corresponde el 
pago de las costas producidas en el incidente sobre jurisdicción. 

Siendo juez de ese iúoidente, ha podido, en ejercicio de su 
jurisdicción, imponer la condenación en costas, y procede por 
ello el recurso interpuesto y concedido para ante Y. E. según el 
auto de foja 295 vuelta. Pido á V. E. se sirva así declararlo, 
resolviendo en cuanta al fondo del recurso, como mejor procede 
en derecho. 

Sabiniano Kier. 



T. LXH 



SO FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de la Suprema Carta 

Buenos Aires» Agosto 5 de 1897. 

Vistos : Oído el señor Procurador General, y teniendo en con- 
sideración que no hay mérito para la condenación en costas con- 
tenida en el auto de foja doscientas ochenta y nueve, se revoca 
éste en esa parte. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT 



CAUSA 4'XIVII 



D. Javier Baca contra don Benjamín Bates, por cobro de 
pesos; sobre procedimiento ejecutivo 



Sumario. — El procedimiento ejecutivo no está autorizado sino 
para el cobro de créditos cuya ezigibilidad resulte del documen- 
to que se presente.] 
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Caso. — Don Javier Baca entabló juicio ejecutivo como ce- 
sionario del siguiente documento : 

c Conste por el presente que así que me sean pagados los docu- 
mentos que me debe don Carlos W. Humphrey, daré á don Ri- 
cardo Walrond la sama de J5.000 pesos de curso legal, ó si 70 
muriere los entregarán mis albaceas 6 herederos; 7 para que 
conste, firmo el presente en San Juan á primero de Abril de 1889. 

c B . Bates. > 



Fallo del Jues Federal 

San Juan, Mano 6 de 1896. 

Vistos 7 resultando: Que don Benjamín Bates, lejos de re- 
conocer el documento de foja 1, manifiesta á foja 25 que no 
acepta la cesión del mismo documento por las razones que ex- 
pone en su manifestación, que el Juzgado mandó agregar á estos 
autos. Que por tanto, no se trata de aquellas obligaciones in- 
dudables, para cuyo cumplimiento se ha establecido el procedi- 
miento ejecutivo como enseñan los prácticos, entre otros el 
doctor Castro en su Práctica Forense, párrafo 372. Por estas 
consideraciones, no ha logar á dictarse el auto de solvendoque se 

solicita. 

Juan C. Albor rocín. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1897. 



Vistos 7 considerando: Que el documento de foja primera no 
es bastante por sí mismo, para fundar un procedimiento ejecuti- 



52 . FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

vo, que no está autorizado sino para el oobro de créditos, coya 
exigibilidad resalte del documento que se presente. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
veintisiete vuelta, se confirma éste con costas; y atenta la in- 
formación producida, se tiene por acreditado el fuero federal en 
la forma, ordenada por el auto de foja treinta y seis. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXCVIII 



Don Roberto Mackill contra Tomás Murray y C, por falsifi- 
. cacion de patentes de invención; sobre caución 



Sumario. — Ordenada la prestación de caución, si bien debe 
negarse que se haga con la presentación de artículos suscep- 
tibles de depreciación, no puede exigirse limitativamente que 
se verifique con depósito de dinero. 



Caso. — Por autode 80 de Ootubre de 1896, confirmado por 
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la Suprema Corte en 20 de Abril de 1897, se dispuso que el de- 
mandante, de acuerdo con el artículo 58 de la ley de patentes, 
preste la caución á que se refiere dicho artíoulo, fijándose su 
importe en la suma de cinco mil pesos, 

El aotor Ofreció, á los efectos de la caución, mil bolsas de 
polvo de tabaco. £1 demandado no aoeptó esa oaacion, fundado 
en que los artículos ofrecidos no erau bastantes, por ser aque- 
llos susceptibles de diminución de valor, ya por efecto del 
tiempo sobre ellos, ya por los vaivenes del comercio, recargan- 
do además el joioio de gastos que originaría el depósito. 



Pallo del Jac» Velerol 



Buenos Aires, Junio 4 de 1897. 

Y vistos: atenta la disconformidad manifestada en el prece- 
dente escrito, cúmplase lo ordenado en el auto de foja 61, y en 
consecuencia deposite don Boberto Maokill la cantidad de cinco 
mil pesos moneda nacional á la orden de este juzgado dentro del 
término de cinco días, bajo apercibimiento de levantarse el em- 
bargo trabado ; suma que deberá consignarse en el Banco de la 
Nación Argentina y á las resultas del presente juicio. 

Gervasio P. Granel. 



Fallo de lo Supremo Corto 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1897. 

Vistos y considerando : Que los artíoulos ofrecidos en cau- 
ción por el demandante, no son suficientes, por su naturalesa, 
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al efecto de la garantía ordenada, por ser susceptibles de di- 
minución de valor y aún de alteración en sus condiciones. 

Que con tal antecedente ei juez ha podido y debido negarse 
i su admisión. 

Que la resolución de foja sesenta y una, confirmada por esta 
Suprema Corte, no ha mandado al demandante que haga un 
depósito en dinero, limitándose á disponer que preste la cau- 
ción prevenida por el artículo cincuenta y ocho de la ley de la 
materia. 

Que tal caución puede consistir en fianza, prenda 6 hipoteca 
suficiente, como lo establece el artículo dos mil del Código Civil, 
aún para el caso en que se hubiese ordenado la primera de las 
cauciones expresadas. 

Por estos fundamentos : se confirma el auto de foja ochenta 
y seis, en cuanto no admite la caución ofrecida á foja setenta y 
oinco y setenta y nueve; y se revoca en cuanto limitativamente 
ordena al demandante un depósito en dinero. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA CXC1X 



t 

La sociedad Howaldtwerke contra don Francisco Francioni, 
por nulidad de laudo; sobre suspensión de término probatorio 
y pago de multa. 



Sumario. — I o Vencido el término probatorio, no oabe la 
suspensión del mismo. 

2 o No puede ordenarse el pago de la malta si hay oosa j tu- 
gada que ordena solamente el depósito de sn importe. 



Caso. — Resulta del 



Valle «el «lúes Federal 



Buenos Aires, Marzo 9 da 1897. 

T vistos: Considerando: I o Que el término de prneba ouya 
suspensión se solicita en la articulación materia de esta reso- 
lución, se halla vencido con exceso, y por consiguiente fuera 
de oportunidad para solicitar dicha suspensión. 

2 o Que la resolución del juzgado, confirmada por la Supre- 
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ma Corte, ordenando el sólo depósito del importe de la multa 
para la parte que se alzare del laudo, tiene la fuerza de la cosa 
juzgada, sóbrela que no puede volverse ni admite recurso al- 
guno. 
3° Que sin tomar en consideración la argumentación que ha* 

* 

ce el recurrente sobre la interpretación que deba darse á la ley 
de Partida citada por la Suprema Corte en su fallo confirmato- 
rio, la circunstancia de que haya sido erróneamente interpreta- 
da ó aplicada, en nada absolutamente quita la fuerza resoluti- 
va del mismo. 

Por esto, y lo expuesto por la parte aotora en su escrito de 
foja 443, no ha lugar al petitum formulado por el demandado 
en su escrito de foja 403. Repóngase la foja. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Falto dto la Suprema Oa*to 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1897. 

V istos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el au- 
to apelado de foja ciento veinte. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BUNGE* 
— JUAN E. TORRENT. 
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causa <;c 



Criminal contra don Tomás Nocetti, por defraudación al fisco; 
sobre multa por infracción de la ley de sellos y personería del 
defensor. 



Sumario. — I o La personería del defensor no oesa por el auto 
de sobreseimiento definitivo, si éste contiene una imposición 
de multa por infracción de la ley de sellos, que es materia inci- 
dental del procedimiento. 

2 o El haberse librado el quantum de la multa á la liquidación 
que se practique, deja abierto el camino á las partes para hacer 
las observaciones y defensas que consideren convenientes, y por 
lo tanto el auto que la impone no infiere nulidad ni agravio. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Julio 17 de 1896. 

Señor Juez : 

Por la denuncia traida ante Y. S. y ratificada en forma por don 
Francisco Francioni á foja 64, se inició este asunto contra don 
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Tomás Nocetti ó contra los que fueren autores de los delitos de 
falsificación de sellos nacionales, y defraudación á la renta fis- 
cal, consistente en haber puesto estampillas en el documento de 
foja 107, mucho después de haber sido firmado. 

La denuncia que fué ratificada en todas sus partes á foja 64, 
es prolija al relatar los hechos, y lo es más cuando llega á cali- 
ficar los delitos que reza su texto. 

Hay una falsificación de sellos nacionales que ha cometido el 
señor Nocetti; y debe ser castigada con la pena que establece la 
ley de 14 de Setiembre de 1863 y el Código Penal vigente, contra 
aquellos que falsifiquen sellos ó documentos contra la nación. 

Hay una defraudación (afirma la denuncia), cometida también 
por Nocetti, consistente en haber presentado ante el tribunal lo- 
cal de la capital, un documento que fué en un principio redactado 
en papel simple y que más tarde fué estampillado, con el objeto 
indudable de rehuir la pena de multa, con que la ley castiga 
los documentos que no se extienden en el papel sellado que co- 
rresponde. 

Sobre estos dos puntos han Tersado las diligencias que se tie- 
nen practicadas en este asunto, diligencias que han dado el si- 
guiente resultado : 

1° Respecto ai puntode la denuncia, en que acusa á Nocetti 
de haber falsificado las estampillas del documento de foja 107, 
el informe de la Dirección de Rentas de foja 105 vuelta, que ele- 
va á V. S. el de la casa de moneda de foja 105, deja completamen- 
te inconsistente la dicha acusación, pues esplfcitamente declara 
que las estampillas del documento de foja 107, son auténticas, 
comprendiendo la de 50 centavos, que por su estado podría ser 
dudosa, la que se considera igualmente auténtica y legítima. 

Este ministerio considera que ese informe oficial y proceden- 
te de la oficina pública que puede hacer afirmaciones al respecto, 
es bastante para conocer de que no ha existido ni existe tal de- 
lito de falsificación, y que por tanto la denuncia en esta parte 
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es infundada, tanto más, cuanto qne en la mencionada denuncia 
no se relatan ni se presentan hechos que induzcan á dudar del 
informe oficial de una oficina pública, ni que traigan presuncio- 
nes é indicios capaces de neutralizar sus afirmaciones (art. 357, 
Código de Procedimientos. 

2 o Consiste el segundo punto de la denuncia en acusar al se- 
ñor Nocetti de haber puesto las estampillas del documento de 
foja 107, posteriormente á su redacción, con el objeto, según se 
afirma, de rehuir el cumplimiento de la ley de papel sellado. 

Sin entrar á examinar si fué Nocetti quien puso las estampi- 
llas, como lo afirma la denuncia, 6 fué Francioni, como Nocetti 
lo afirma en su declaración de foja 69, cuando dice que el docu- 
mento lo recibió ya estampillado en la forma que aparece ; lo 
que no es útil ni necesario saber, por cuanto en caso de casti- 
garse, ambos sufrirían la pena de multa que la ley impone á 
los que contratan en papel simple cuando han debido hacerlo 
en papel sellado; conviene examinar los antecedentes y diligen- 
cias para ver si efectivamente se ha violado ó no la ley, burlan- 
do la pena de multa que para tal oaso establece. 

Según ios antecedentes, de la denuncia y las constancias del 
testimonio que la acompaña, hay razones para creer que el do- 
comento de foja 107, fué redactado en papel simple; el papel del 
mismo documento induce á pensar lo mismo á su simple vista ; in- 
duciendo á iguales resultados que el mismo Nocetti en su decla- 
ración de foja 69 nada dice al respecto limitándose á decir qiu 
el documento lo recibió de Francioni, tal como aparece de autos. 

Estos indicios vienen á quedar plenamente confirmados por el 
informe de la Dirección de Rentas de foja 108 vuelta, en que se 
hace notar la existencia de una antidatacion, por cuanto en el 
año 1889, en que se otorgó el documento de foja 107, no existía 
la sucursal de papel sellado de los tribunales, ouyo sello es el 
que aparece inutilizando las estampillas del mencionado docu- 
mento. 
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No hay duda, pues, en sentir de este ministerio, que el docu- 
mento de foja 107 fué redactado en papel simple, y que más 
tarde se le estampilló para rehuir la pena que le impone la ley 
de papel sellado. 

Reduciendo, pues, i este hecho los términos de la denuncia y 

aplicándole la ley de papel sellado del año en que fué otorgado 

el documento de foja 107 (1889) y en virtnd de su artícnlo 36, 

considero queV.S. debe condenar tanto á Nocetti oomoá Fran- 

cioni al pago del sello correspondiente y la multa del décuplo 

de su importe. 

J, Boiet. 

Falla del Juex Federal 

Buenos Aires, Julio 17 de 1896. 

Autos y vistos : Resultando del informe de foja 105 de la Di- 
rección de la casa de moneda que las estampillas que se encuen- 
tran adheridas al documento de foja 107 son legitimas, lo que 
hace que no existan los delitos incriminados que sirvieron de 
base para la formación de este sumario. 

Por ello, de conformidad fiscal, resuelvo : 

I o Sobreseer definitivamente en este proceso, con arreglo al 
artículo 434 del Código de Procedimientos en lo criminal y con 
declaración de que su formación no afecta el honor y fama de 
Don Tomás Nocetti; 

2 o Atentas las consideraciones del mismo ministerio público, 
que el juzgado conceptúa arregladas, en lo que las toma como 
base de esta resolución, condeno á los señores Tomás Nocetti y 
Francisco Franoiouial pago del valor del sello correspondiente al 
documento de foja 107, y multa del décuplo de su importe, de- 
biendo practicarse por secretaría la liquidaoion respectiva y há- 
gase saber. 

Agustín Urdinarrain* 
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Auto del Jnm federal 



Buenos Aires, Julio 22 de 1896. 

Autos y vistos : Considerando los distintos pedimentos forma- 
lados por la parte de Nocetti. 

1° Respecto del pronunciamiento solicitado sobre el alcance 
de la notificación hecha por secretaría al señor Francioni: Que 
este proceso ha sido iniciado por denuncia escrita de este señar 
y desde que el denunciante no contrae obligación que lo ligue al 
procedimiento judicial, artículo 168 del Código de Procedimien- 
tos Criminales, lógicamente resulta constatado que el señor 
Francioni no es parte en el sumario y desde luego no debe ser 
notificado de esa resolución en que sé pronunciaren, y por tanto 
la notificación hecha no puede ni debe tener otro alcance legal 
que el de hacerle conocer la parte dispositiva de la sentencia 
pronunciada, y en cuanto pudiera afectar su derecho por razón 
de la multa que ella contiene á los firmantes del documento de 
foja 107 ; por ello, así expresamente se declara. 

Considerando, en cnanto á que esa sentencia ha debido fijar 
el valor de la multa impuesta : 2 o Que esa resolución claramente 
dispone se practique por secretaría la liquidación respectiva de 
ella, que deberá comprender e! sello á reponer y multa que le 
corresponde. 

' Siendo esta la opurtunidad para conocer su monto y para que 
los interesados puelan observarla, por ello, estése á lo re- 
suelto. 

T considerando el pedido de desgloso y remisión del documento 
mencionado al señor juez de comercio : 3 o Que hallándose pen- 
diente el cumplimiento de diligencias que á él se relacionan, 
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como es la liquidación ordenada,, tal pedimento de remisión no 
es por hoy procedente; por ello no ha logar por ahora. 
Jtepóngaae la foja. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

• Es evidente que las estampillas agregadas al documento de 
foja 107 son legítimas. Asi lo informa la Dirección de la casa de 
moneda á foja 105. 

Faltábale entonces al proceso la base fundamenta] de la de- 
nuncia y el sobreseimiento solicitado por el Procurador Fiscal y 
dictado por el juez á foja 114 vuelta, se imponía como conse- 
cuencia legal. 

¿Eran admisibles los recursos de apelación y nulidad deduci- 
dos por el denunciante á foja 120 ? 

11 mismo reconoce en su queja, que al formular los hechos, 
asumía simplemente el rol de denunciante, y que según la ley, 
por esa denuncia, no quedaba vinculado al procedimiento. 

Aquello era efectivo, pues el artículo 168 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal declara textualmente, que el denun- 
ciante no contrae obligación que lo ligue al procedimiento judi- 
cial, ni incurre en responsabilidad alguna, salvo el caso de 
calumnia. Había más, el rol de querellante sólo se reconoce á fa- 
vor de la persona particularmente ofendida por el delito, deque 
nnzca acción pública, y es indiscutible que, tratándose del de- 
lito de falsificación de estampillas, su perpetración no ofendía 
particularmente al denunciante porque el documento á que se 
aplicaran, conservaba su valor legal aún sin ellas. 
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« 

La denuncia era entonces lo procedente, y lo realmente exis- 
tente, según reconocimiento de la misma parte. 

Si ese rol pudiera modificarse después, el pronunciamiento 
del jue&, mandando sobreseer definitivamente, debía legalmente 
poner un límite al ejercicio de aquel derecho. 

Porque aquel sobreseimiento es irrevocable, dejando cerrado 
definitivamente el juicio, según expresión del artículo 436 del 
Código de Procedimientos, y porque la ejecutoria del auto que 
lo ordena, se opera en el caso en que el representante de la ac- 
ción pública, es parte única en el juicio, por no existir acusador 
particular. 

El derecho ala apelación que sólo acuerda la ley á las partes, 
no ampara al recurrente, que no lo era, ni puede serlo ya, des- 
pués de concluido el proceso por un sobreseimiento que oierra el 
juicio definitivamente, según la expresión de la ley. Por ello, 
pienso que los recursos que motivan la queja fueron bien dene- 
gados poT el juez á quo á foja 121, y pido á V. E. se sirva asi 
declararlo. 

En cuanto á la multa establecida, es arreglada á las prescrip- 
ciones de la ley de sellos, en cuanto la impone á los firmantes y 
aceptantes de documentos en que se infringieron. 

Y como el auto mismo recurrido expresa, que el quantum de 
la multa, resultará de la liquidación que se practique, para esta- 
blecerlo, su omisión, en el actual estado del incidente, no impli- 
ca ni nulidad ni agravio, ni da por ello razón legitima para im- 
pugnarle. Se ha de servir Y. E. confirmarlo á aquel respecto. 

Sabiniano Kier. 
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Valle ém la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1897. 

Vistos en el .acuerdo : Considerando que la imposición de 
malta que contiene la resolución de foja ciento cuarenta y cua- 
tro, es materia incidental del procedimiento, lo que ha habili- 
tado al doctor Argerich para interponer apelación á ese respecto 
y continuar representando á Nocetti en las ulterioridadea de la 
causa, aunen las motivadas tan sólo por dicha apelación. 

Por ésto se declara que no ha cesado la personería del doctor 
Argerich, en esta causa, no haciéndose lugar á la copia fotográ- 
fica de todo el expediente que solicita en su escrito de foja ciento 
cincuenta y cuatro . 

T considerando, en ouanto al fondo del recurso, en virtud del 
llamamiento de autos, de foja ciento cuarenta y uno : que con la 
declaraoion contenida en el auto de foja ciento diez y ocho 
vuelta, dictado á consecuencia de la petición del defensor de No- 
cetti, de foja ciento diez y seis, es indudable que la condenación 
i multa por la violación de la ley de sellos que funda la apela- 
ción, no implica ni nulidad, ni agravio, como lo dice el señor 
Procurador General, desde que la sentencia deja librado el quan- 
tum de la multa á la liquidaoion que se practique y da á las par- 
tes la oportunidad para hacer las observaciones y defensas que 
considere convenientes. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja ciento catorce vuelta, en la parte recurrida. 

BENJAMÍN PAZ. — AREL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CC I 



Don Ensebio Novillo Corvalan, contra el Ferrocarril Central 

Argentino ; sobre darlos y perjuicios 



Sumario. — La empresa de ferrocarril que no oolooa barre- 
ras y guardia en los pasos á nivel situados 'en una bocacalle 
7 en paraje frecuentado, es responsable de los perjuicios que con 
esa omisión ocasione. 



Caso. — Resulta del 



Pallo del Juem Federal 



Córdoba, Octubre 16 de 1896. 

Vistos : estos autos seguidos por don Eusebio Novillo Gor- 
valan como representante de don Ramón García, contra la em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino, sobre indemnización 
de daños y perjuicios, resulta : 

I o Que la demanda corriente de foja 6, se funda en que el 
dia 14 de Marzo del año próximo pasado, la esposa del doman- 

T. LZIX 5 
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dante doña Francisca Quintero de García fué muerta por un 
tren déla mencionada empresa, en circunstancias que ella tran- 
sitaba por la calle Mendoza, del pueblo de Villa María, en la con- 
fluencia de la vía férrea. Que á consecuencia de este accidente los 
empleados de la empresa que conducían el tren fueron pnestos 
en prisión, instruyéndoles el correspondiente sumario, que á la 
fecha permanece reservado. Funda la responsabilidad de la 
empresa, por el hecho sucedido, en ios principios de derecho ci- 
vil y de la ley de ferrocarriles, y más aún en la omisión de 
aquella y su desacato á cumplimentar lo dispuesto en el artículo 
5° de la ley citada, que ordena establecer barreras en las calles 
ó caminos apúb lieos que atraviésala vía. 

Que en mérito de lo expuesto y de la jurisprudencia esta 
blecida en diversos fallos de los tribunales nacionales, de- 
manda á la empresa del Central Argentino, para que indemnice 
á su parte los daños y perjuicios ocasionados por el hecho re- 
lacionado que ¿estima en 40 pesos oro. 

2 o Tratándose de una deminda interpuesta contra unferrro- 
oarril nacional, el juzgado se declaró competente, admitió la 
demanda y mandó correr el traslado correspondiente al repre- 
sentante de la empresa, doctor Demetrio B. Fereyra, quien la 
contesta á foja 17, exponiendo : 

Que el demandante, en primer lugar, no ha cumplido con lo 
dispuesto en el artículo 4 o de la ley de procedimientos, que pres- 
cribe á toda persona que se presente en juicio por un derecho 
que no sea propio, presentar con el primer escrito los documen- 
tos que acrediten su personería, siendo que el señor García se 
presentó en su carácter de esposo de doña Francisca Quintana, 
cuya circunstancia, que no ha comprobado debidamente con el 
documento de foja..., que no reúne los requisitos de autentici- 
dad prescripti por la ley y la jurisprudencia de la Suprema 
Corte. 

En segundo lagar, y como lo comprueba por las copias que 
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acompaña, esto mismo juicio fué iniciado ante la jurisdicción 
provincial 7 luego desistido, y que por tanto no ha podido ser 
nuevamente iniciado ante esta jurisdicción. Pero que supo- 
niendo que la demanda no adoleciera de esos defectos, ella sería 
siempre inadmisible, por no ser responsable la empresa del he- - 
choque se le imputa, ni aplicable el derecho invocado, como 
asimismo por el monto del perjuicio estimado. 

Que la empresa del Central Argentino no sólo no ha tenido 
culpa alguna en el incidente ocurrido sino que tampoco ha de* 
sacatado orden alguna de la dirección de ferrocarriles ni omi- 
tido el cumplimiento de la ley invocada : y que, por otra parte, 
ese mismo hecho ha sido materia de un sumario judicial levan- 
tado por autoridades de Villa María y de interrogaciones ad- 
ministrativas, de todo lo cual ha resultado la irresponsabilidad 
de la empresa. En mérito de lo expuesto, pide se' rechazo la de- 
manda con especial condenación en costas. 

3 o Abierta la causa á prueba, se produce la documental co- 
rriente á fojas 34 y siguientes, y la testimonial de foja 31 por 
parte de la empresa. 

T considerando : I o Que si bien don Ramón García se presenta 
demandando á la empresa del Ferrocarril Central Argentino, en 
su carácter de esposo de doña Francisca Quintana, no le es apli- 
cable lo dispuesto en el artículo 4° de la ley de procedimientos, 
que se refiere á los que se presentan en juicio por un derecho 
que no es propio, puesto que en el caso ocurrente el demandado 
ejerce en su nombre el derecho que le acuerda el artículo 1110 
del Código Civil, para lo cual le bastaba probar su matrimonio 
con la Quintana, si esto hubiese sido negado por la empresa. 
2° Que no negando ésta el carácter invocado, y habiéndose 
comprobado además, por el documento de foja 78, admitido para 
mejor proveer, el matrimonio del demandante con doña Fran- 
cisca Quintana, la excepción de falta de personería fundada 
sólo en la ausencia de documentos que la acrediten es improce- 



68 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

dente, tratándose como sucede en el sub-judice del ejercicio de 
un derecho propio. 

3° Que es asimismo inadmisible la excepción que se preten- 
de fundar en el desistimiento del juicio instaurado ante la ju- 
risdicción provincial, porque ese acto no importa ana renuncia 
de las acciones quo el actor puede tener contra la empresa del 
Central Argentino que se reserva expresamente en el escrito, 
por el cual dicho desistimiento se ha solicitado, como consta 
del documento de foja 16 de estos autos. 

4 o Que no habiendo comprobado por la empresa la existencia 
del cuasi contrato que resulta de la hits contestatio, es inda- 
dable que el desistimiento tuvo lugar antes de la contestación 
de la demanda, en cuyo estado no sólo puede la parte desistir 
del procedimiento iniciado ante un juez que consideró incom- 
petente, sino también loque es más, cambiar la naturaleza de 
la acción (artículo 58, ley de procedimientos nacionales). 

5 o Que por el carácter mismo del privilegio acordado á las 
empresas de ferrocarriles nacionales por la ley, creando para 
ellas el fuero federal, que es de excepción, se viene á demostrar 
la improcedencia de la excepción dedacida, porque la misma 
empresa ha tenido derecho para declarar la competencia de los 
tribunales de la provincia, y porque la parte de García, desis- 
tiendo de procedimientos ante un juez incompetente, ha colo- 
cado á la demandada en su fuero correspondiente, recono- 
ciendo ese privilegio . 

6 o Que viniendo á la cuestión principal ó sea si la empresa 
es responsable de daños y perjuicios por la muerte de Francisca 
Quintana, resulta comprobado por la confesión misma de la de- 
mandada que la muerte se produjo por el tren á que se reñere 
la demanda; pero que negada la culpa ó negligenoia de su par- 
te, al actor correspondía probar este extremo, sin lo cual la 
demanda sería improcedente (artículo 1109, Código Civil). 

7 o La admisión de la prueba necesaria para establecer la oul- 
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pabilidad de la empresa en el incidente de Francisca Quintana, y 
la comprobación hecha por la demandada, que el i.icidente se pro- 
dujo sin esa culpa j si por imprudencia de la víctima, demuestra 
de un modo indudable la irresponsabilidad de la empresa. 

En efecto, 1*8 declaraciones de los testigos Guillermo Ni- 
ohards, á foja 31, Santiago Maxart, á foja 32, y Marcos Agui- 
lera, á foja 33, comprueban : I o Que la mujer Francisca Quia- 
tana quizo pasar los rieles en circunstancias que el tren se apro- 
ximaba; 2° Que dada la proximidad de éste y la velocidad que 

4 

traía, era imposible detenerlo; 3° Que la Quintana, al preten- 
der pasar la vía, tropezó en el primer riel y cayó sobre ella. 

Estas declaraciones se encuentran corroboradas por lo que 
resulta del sumario instruido á los conductores del tren, co- 
rriente á foja 34, que dio por resultado el sobreseimiento deft- 
nitivade la causa; se encuentra igualmente confirmada por la re- 
solución de la Dirección general de ferrocarriles nacionales, 
corriente á foja 41 de estos autos. 

8° Que si bien los testigos Nichards y Maxart son de- 
pendientes de la empresa demandada y han sido los conducto- 
res del tren, las afirmaciones contenidas en las declaraciones 
que ellos han prestado son ciertas, porque cjncuerdan con la 
de los testigos presenciales, libres de toda excepción, y porque 
habiendo omitido la actora prueba de sus extremos alegados y 
á falta de otros antecedentes que las desvirtúen, la irresponsa- 
bilidad de la empresa que de ellos surge debe tenerse por ave- 
riguada. 

9 o Resta sólo averiguar si la responsablidod de la empresa 
puede fundarse en la falta de barreras que cierren las calles 6 
caminos públicos en la aproximación de cada tren. Aun ouando 
la demanda ha omitido esta prueba, resulta del documento de 
foja 41, que la empresa no tenía colocados en la calle Mendoza 
de Villa María las expresadas barreras; pero resultando igual- 
mente que la orden dada por la Dirección general de ferrocarri- 
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les para la colocación de las mismas no había sido comunicada, 
por omisión de la secretaría, el desacato á dicha orden no ha 
podido tener lugar. 

10° Si bien la colocación de esas barreras para la seguridad 
del tránsito está impuesto en la ley como una obligación d? las 
empresas, su cumplimiento debe hacerse dentro del plazo que 
determine la Dirección general, como lo dispone el artículo 8 o de 
la ley número 2873. 

Esta disposición obedece principalmente, á que, teniendo la 
Dirección general de ferrocarriles intervención en todo aquello 
que se refiere á la seguridad del tráfico y á las relaciones de 
ésta con el público en sus múltiples formas, la colocación de 
barreras, como el cumplimiento de las obligaciones impuestas á 
las empresas por el artículo 5 de la citada ley, debe hacerse de 
conformidad á sus resoluciones en cuanto al modo, tiempo y 
forma de su ejecución 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, definitivamente 
juzgando, fallo : no haciendo lugar á la demanda promovida por 
don Ramón García contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por indemnización de daños y perjuicios por muerte de la mu- 
jer Francisca Quintana de García, sin especial condenación en 
costas. Hágase saber, con el original, transcríbase y oportuna- 
mente archívese. 

C. Moyana Gacitúa. 



Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 7 de 1897. 

Vistos y considerando: Que de autos resulta que doña Fran- 
cisca Quintana de García, esposa del demandante don Ramón 
García, fué muerta en Villa María, provincia de Córdoba, el 
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dia catorce de Marzo de mil ochocientos noventa y cuatro, por 
un tren de la empresa del Ferrocarril Central Argentino al 
atravesar la vía férrea en la calle de Mendoza. Las partes están 
conformes en cnanto á la manera cómo el accidente se ha pro- 
ducido, discrepando sólo en cuanto á las responsabilidades 
civiles que el demandante atribuye á la empresa mencionada, y 
que ésta rechaza por pretender que el accidente se ha producido 
sólo por culpa de la señora Quintana de García. 

Que para pretenderse eximida de toda responsabilidad, la 
empresa niega haber incurrido en omisión alguna, sosteniendo 
que si bien es cierto que el inciso quinto de U ley de dieciocho 
de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno, le impone la 
obligación de c establecer la guarda y el servicio de las barreras 
en los pasos á nivel >, ese deber sólo debe ser cumplido cuando 
la Dirección de ferrocarriles lo determine. 

Que seúae jante afirmación no es exacta, no sólo por ouanto la 
disposición de la ley de ferrocarriles es imperativa respecto á 
la obligación de las empresas ferroviarias, de colocar barreras 
y guardas en los pasos á nivel, desde que se abra la línea al 
servicio público, sino también porque aun cuando semejante 
prescripción, peculiar á los ferrocarriles, no hubiera existido, 
por las disposiciones generales del derecho civil mayor es la 
obligación que resulta de las consecuencias posibles de los he- 
chos, cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y ple- 
no conocimiento de las cosas (Código Civil, artículo nuevecien- 
tos dos). Y que en el caso ocurrente la empresa estaba obliga- 
da á redoblar su prudencia, lo demuestra el hecho de tratarse 
de un paso á nivel, situado en una boca-calle y en un paraje 
muy frecuentado . 

Que la negligencia de la empresa la hace pasible de respon- 
sabilidad, no sólo con arreglo á la ley general de ferrocarriles, 
sino también con arreglo á loque dispone el artículo mil ciento 
nueve del Código Civil, que obliga á la reparación del perjuicio 
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á aquel que por so culpa 6 negligencia ocasiona uu daño á 
otro. 

Que de autos consta que en el paraje donde el accidente se 
produjo, no existía, en esa época, ni barreras, ni guardavías, 
disculpando la empresa esta omisión con el hecho, que ha pre- 
tendido probar, de que la Dirección de ferrocarriles, por una 
omisión de secretaría, no le comunicó el plazo dentro del cual 
debía colocar las mencionadas barreras, pero si este alegato ha 
podido servir para eximir á la empresa de] Ferrocarril Central 
Argentino de las multas administrativas en que hubiese podido 
incurrir, no sucede lo mismo con respecto á las responsabilida- 
des civiles de esa empresa, emergentes de la muerte de la se- 
ñora de García, porque, como esta Suprema Corte lo tiene 
establecido en un fallo c la negligencia del Departamento de 
Ingenieros en no exigir el cumplimiento de una disposición 
legal, no puede excusar la negligencia de la empresa demandada, 
pues se trata de omisiones de que es directamente responsable 
el que las ha cometido » (Fallos de la Suprema Corte Federal, 
tomo cincuenta y tres, página doscientas noventa, y. ocho). 

Que en cuanto al monto de la indemnización reclamada, es 
de observar que el demandante no ha producido la prueba de 
las circunstancias que mencionó en el interrogatorio de foja 
veintiséis, y de que ha hecho mérito para pedir que se fije el 
importe de aquella en la suma de cuarenta mil pesos moneda 
nacional, por cuya razón no estima esta Suprema Corte justifi- 
cada tal pretensión, si bien considera equitativo ñjar como in- 
demnizacion de los daños y perjuicios ocasionados al actor, la 
suma de ocho mil pesos, teniendo para ello presente el modes- 
to oficio que se ha atribuido á la víctima del accidente y otras 
circunstancias del caso. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos mil ochenta y tres, mil ochenta y cuatro y mil ciento 
nueve del Código Civil, se revoca la sentencia apelada de foja 
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ochenta y seis ; y se condena á la empresa demandada al pago, 
dentro de diez días, de la cantidad de ocho mil pesos moneda 
nacional, sin especial condenación en costas, Notiffqaese origi- 
nal y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN E. TOIVRENT. 



CAUSA €4 II 



El Banco Nacional contra don Ernesto Brandt; por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 

Sumario. — No* es apelable el auto que manda vender los bie- 
nes embargados . 



Caso. — Lo explica él siguiente 



INFORME 

Rosario, Julio 27 de 1897. 

Suprema Corte: 

Tengo el honor de cumplir con la resolución de V. E. infor- 
mando sobre los motivos que he tenido para denegar la apela- 
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cíoü en la ejecución seguida por el Banco Nacional contra el se- 
ñor Ernesto Brandt. 

En el mencionado juicio ejecutivo se dictó sentencia de re- 
mate con fecha Octubre 7 de 1895, ordenando siguiera adelante 
la ejecución, por no haber opuesto eicepcion alguna el ejecuta- 
do señor Brandt. 

En cumplimiento de esta sentencia, nombraron de común 
acuerdo perito tasador délos bienes, en Febrero 6 de 1896. 
Practicada la tasación, se aprobó en Abril 27 del mismo año. 

Eñ Febrero 20 de 1897, pide el Banco se vendan en remate 
los bienes embargados, y al efecto de nombrar rematador se 
convoca alas partes á una audiencia. Al ser notificado el ejecu- 
tado del auto para que concurran á la audiencia para nombrar 
rematador, presentó en Febrero 7 del corriente año un escrito en 
que pedía se paralizara el juicio hasta el cumplimiento de las 
proposiciones de arreglos hechos y aceptados. Al pie de ese es- 
crito se decretó en la misma fecha dar vista al actor, en cuanto 
hubiere lugar. En contestación al escrito antes referido, pre- 
sentó el representante del Banco, en I o de Marzo, el siguiente 
escrito : c Señor Juez Federal. — Alberto Junquet, por la re- 
presentación que ejerzo, en los autos ejecutivos que sigue el 
Banco Nacional en liquidación contra don Ernesto Brandt, eva- 
cuando la vista que se me ha conferido, como mejor proceda, á 
V. S. exponga: 

c 1° Que se ha de servir desechar las pretensiones del contra- 
rio, señalando nuevo día para la audiencia decretada, en virtud 
de las consideraciones siguientes. 

c 2 o Detenido el juicio ejecutivo por instrucciones de mis 
mandantes, he instado nuevamente su tramitación, llenando, 
asimismo expresas instrucciones. 

c 3 o Si la parte de Brandt ha iniciado gestiones de arreglo 
con el Banco, mi mandante, corresponde á ella recabar orden 
de suspensión de este juicio, á fin de que esa orden me sea tras- 
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mitida en la forma y por quien corresponda; no siendo de nin- 
gonmodoV. S.,juez de derecho, quien debe tomar noticia y 
resolver cuestiones extrajudiciales. No obstante, llevando mi es- 
crupulosidad más allá de mi deber, he requerido directamente 
al señor Gerente del Banco Nacional en esta ciudad, de quien 
recibo instrucciones, antes de evacuar la vista, y debo decir, en 
consecuencia, qne no ha recibido el referido Gerente, instruc- 
ción alguna respecto á la paralización del presente juicio. 

c4° Como, por otra parte, nada perjudica el cumplimiento del 
auto de Y. S., para el caso de un arreglo, siempre posible antes 
de la venta de los bienes embargados, y que aun en la hipótesis 
de ser verdad lo expuesto de contrario, que por mi parte no du- 
do, carezco de instrucciones par % a acceder á su pedido, y sí tengo 
de llevar adelante la ejecución, para evitar mayores perjuicios 
al Banco, causados por las demoras anteriores. 

c Por tanto: á Y. S. suplico, que teniendo por evacuada la 
vista, se sirva proveer desechando el pedido' de contrario, con 
señalamiento de nuevo día para la audiencia en que ha de nom- 
brarse el perito rematador, bajo apercibimiento de ley. Es jus- 
ticia, etc., con costas. — M. Gorostiaga. — Alberto Junquet.* 

Al pié de este escrito se decretó, con fecha 10 de Marzo, con- 
vocando á las partes nuevamente para el nombramiento de re- 
matador, bajo apercibimiento de proceder de oficio el tribunal. 
Con fecha 16 del mismo mes, el representante del Banco presen- 
tó el escrito siguiente : c Señor Juez Federal. — Alberto Jun- 
quet, por el Banco Nacional en liquidación, en los autos seguí- 
dos contra don Ernesto Brandt, sobre cobro de pesos, áV. S. di- 
go: Qne á fin de solucionar, si es posible, los arreglos que se 
tramitan con el señor Brandt, mi mandante me ha dado instruc- 
ciones para pedir á Y. S., como en efecto lo hago, se sirvadejar 
sin efecto la audiencia designada para hoy, hasta tanto mi parte 
solicite el señalamiento de uuevo día y hora á objeto de nombrar 
martiliero, sin que esto importe renunciar derecho alguno. 
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c Por tanto : Dígnese V. S. proveer como lo dejo solicitado por 
ser de justicia, etc. — Ernesto Brandl. — Alberto Junquet* 

Al pié de este escrito y en la misma fecha, se dictó el auto: 
c Téngase presente »• 

En fecha 28 de Junio del corriente año, el representante del 
Banco presentó el siguiente escrito: € Señor Juez Federal. — 
Alberto Junquet, por la representación' que ejerzo, en los autos 
que sigue el Banco Nacional contra don Ernesto Brandt, por 
cobro de pesos, como mejor proceda, á V. S. suplico : Que no ha- 
biendo cumplido el demandado ninguna de las condiciones del 
arreglo que el Banco aceptó á su proposición y en cuya virtud 
pedí se suspendiera el procedimiento, he recibido orden de mi 
mandante de activar el procedimiento , para la debida finaliza' 
don del juicio, y á fin de facilitar, de mi parte, la acción de 
V. S., renuncio el derecho que me da la ley, para designar la 
persona encargada de la venta de los bienes embargados, según 
&sí lo tiene resuelto, defiriendo desde ya el nombramiento de re- 
matador á la autoridad de V . S. 

c Por tanto : En mérito de las consideraciones expuestas ante- 
riormente, sírvaseV. S. proveer como lo dejo solicitado. Es 
justicia, etc. — Alberto Junquet.» 

Al pié de este escrito y con fecha treinta (30) del mismo . 
mes recayó el auto siguiente: cA mérito de la manifestación 
que antecede, procédase á la venta de los bienes embargados 
por el martiliero señor Bamon Duiong, que se designa al efecto, 
y quien aceptará y jurará el cargo por ante el secretario. Señá- 
lase el dia i p de Agosto próximo para que tenga lugar el rema- 
te, previa publicación de edictos que deberá hacerse en los 
diarios « El Mensajero» y t El OrdenJ», con habilitación del 
feriado». 

En seguida presentó el señor Brandt un escrito interponien- 
do los recursos de reposición, apelación y nulidad contra el au- 
to anterior, fundado en que ha celebrado un arreglo con su 
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acreedor el Banco Nacional. Al pié de ese escrito se proveyó 
con el siguiente auto: c Rosario, Julio 13 de 1897.— Estando 
ejecutoriados los autos de fojas 48 vuelta y 79 vuelta y en mé- 
rito de lo pedido en los escritos de fojas 50 y 51, no es proce- 
dente el recurso de reposición del auto de Junio 30, que no es 
sino una consecuencia de lo resuelto en los auto* ejecutoriados; 
y por otra parte no se acompaña documento alguno en que 
conste el arreglo concluido á que hace referencia. 

c Por tanto no se hac¿ lugar á la revocatoria solicitada. — Da- 
niel Goytia. » 

Acto continuo de conocer la anterior resolución, presentó el 
ejecutado otro escrito pidiendo se le concedieran los recursos 
de apelación y nulidad interpuestos, decretándose lo siguiente: 
«Rosario, Julio 17 de 1897. — Por los fundamentos del auto 
fecha trece del corriente, concordante con la jurisprudencia de 
la Suprema Corte en los fallos de la serie I a , tomo 9°, página 
458; serie 2 a , tomo 11, página 432; serie 4 a , tomo 4 o , páginas 
280 y 397, y en fuerza de lo dispuesto en el artículo 300 de la 
ley de enjuiciamiento, no se ha hecho ni se hace lugar á la ape- 
lación. — Daniel Goytia. » 

' Después hase presentido el señor Brandt dando cuenta al 
juzgado que ocurre en queja ante V. E. y se ha ordenado sim- 
plemente se agregue á sus antecedentes. 

Son las constancias que existen en el expediente ejecutivo. 

Por ellos se informará V. E. que no existe ningún anteceden- 
te, ninguna manifestación de parte del Banco Nacional que com- 
pruebe haberse realizado y concluido el arreglo ó transacción 
á que se hace referencia por el señor Brandt. 

Por el contrario, existe el escrito de foja 51 , fecha 28 de Ju- 
nio, en que manifiesta el representante del Banco su propósito 
de continuar la acción por no haber cumplido el demandado 
ninguna de las condiciones del arreglo. 

En las diligencias que se siguen por cuerda separada, por co- 
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bro de honorarios del abogado y procurador del Banco, dicen 
éstos en su nombre y por cuenta propia : « Señor Juez Federal: 
£1 letrado y procurador que suscriben, en los autos ejecutivos 
que sigue el Banco Nacional contra don Ernesto Brandt f como 
mejor proceda, á Y. S. exponemos: que habiéndose arribado á 
un arreglo entre el Banco que patrocinamos y el señor Brandt, 
mediante el cual el Banco Nacional en liquidación le conceded 
Brandt la prórroga de un año para el servicio de >u deuda, obli- 
gándose á su vez dicho señor Brandt, á otorgar garantía hipo- 
tecaria por su deuda y pagar los gastos judiciales causados, co- 
rresponde, y venimos á pedir á V. S. se digne regular nuestros 
honorarios que justipreciamos en seis mil pesos moneda nacio- 
nal y tres mil de la misma moneda respectivamente. Es justi- 
cia. — M. Gorostiaga. — Alberto Junquet.* 

El informante ha interpretado el contenido del precedente 
escrito como una exposición personal de los firmantes y no orno 
manifestación en representación del Banco, puesto que no ha- 
blan en su nombre. Además, es denotar que este escrito tiene 
fecha 5 de-Junio, muy anterior á aquel en que manifiesta el 
Banco han fracasado los arreglos con el señor Brandt. 

Con lo expuesto queda cumplido lo ordenado por la Suprema 
Corte. 

Dios guarde áV. E. 

Daniel Goylia. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 7 de 1897. 

Autos y vistos: Atenta la naturaleza de la causa y de con- 
forii idad á lo dispuesto en el artículo trescientos déla ley de 
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pr ocedimientos, 86 deelara bien denegado el recurso. Repuestos 
los sellos, remítanse estas actuaciones al juez de la causa para 
que las mande agregar á sus antecedentes, 

BENJAMÍN PAZ. — LUISV. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GB. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA 4'CIII 



Criminal contra Doroteo Larrosa, por violación de una carta 

y sustracción de valores 

Sumario. — La violación de una parta y sustracción de valo- 
res cometida por un empleado de correos, lo somete á la pena 
sancionada por el artículo 53 de la ley nacional penal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Tucuman, Abril de 1806. . 

Señor Juez de Sección : 

Haciendo uso de la vista conferida, á Y. S. digo : 

Del sumario organizado, resulta: Que el 14 de Noviembre 
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próximo pasado, don José Tristan, dependiente de don Arturo 
Missart, hecho en el buzón dos cartas que las había franquea- 
do para ser certificadas, dirigida la unaá los señores Togliani, 
Massolo y O y la otra á los señores Marti hermanos. 

De esas cartas llegó á su destino la dirigida á los señores 
Marti hermanos, mas la otra no, la cual contenía un cheque por 
la suma de 4396 pesos con 75 centavos nacionales, contra el 
Banco de Londres y Río de la Plata. 

£1 expresado cheque corre agregado á foja 3 de este expe- 
diente, presentado por don Arturo Missart al ha^er su denuncia. 

Las sospechas manifestadas por el señor Missart contra el 
auxiliar Doroteo Larrosa, resultan plenamente justificadas por 
la propia declaración de Larrosa, según puede verse á foja 6, 
en donde manifiesta que estando de servicio en la oficina de ex- 
pedición, extrajo del buzón de esta oficina central la carta con 
franqueo de certificada dirigida á los señores Togliani, Massolo 
y C'y sacado de ella el cheque que contenía, enviándolo á la se- 
ñora Josefa Aguirrede Basilicos, domiciliada en Buenos Aires 
en la calle Reconquista número 269,- declarándose el único y 
exclusivo culpable, agregando que á la señora de Basilicos le 
manifestaba falsamente que ese cheque lo había encontrado en 
la calle. 

Para terminar la exposición dé los hechos comprobados por 
el sumario, debo hacer notar que á foja 14 consta que Doroteo 
Larrosa reconoce que el cheque que original corre á foja 2, es 
el mismo que sacó de la carta de referencia y que envió en segui- 
da á Buenos Aires á la persona que tiene expresada. 

La simple lectura de lo que dejo expuesto, demuestra que es 
de estricta aplicación al presente caso lo dispuesto en el artícu- 
lo 53 de la ley designando los crímenes cuyo juzgamiento com- 
pete á los tribunales nacionales y estableciendo su penalidad, 
que dice así: < Si la carta detenida ó abierta contuviese bille- 
tes de Banco, ó letras de cambio ó de crédito, ó de cualquier 
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otro documento de recibir 6 pagar dinero, el empleado que resul- 
te delincuente, quedará inhabilitado para obtener cargos pú- 
blicos y sufrirá la pena de trabajos forzados por cinco años ». 

Por consiguiente, y fundado en la disposición legal citada, 
vengo á deducir formal acusación contra Doroteo Larrosa, pi- 
diendo se le aplique el máximum de la pena expresada, con más 
las costas del juicio. 

Será justicia, etc. 

Otrosí: He deducido la acusación por ser V. S. ala vez juez 
de sentencia, pero de conformidad á lo dispuesto en el artículo 
420 del Código de Procedimientos en lo criminal, pido' á Y. S. 
se sirva declarar cerrado el sumario y mandar se corra traslado 
de mi acusación al procesado, de acuerdo con lo proscripto en el 
artículo 463 del mismo código. 

Es igual justicia, etc. 

Napoleón, M. Vera. 



Falla del Juez Federal 



Tucuman, Marzo 16 de 1897. 

Vistos: estos autos criminales seguidos de oficio contra Doro- 
teo Larrosa, por violación de una carta y sustracción de la mis- 
ma de un cheque por valor de (396 pesos con 75 centavos^ de los 
que resulta : 

El 14 de Noviembre del año pasado, 1895, don José Tris tan, 
dependiente de don Arturo Missart, echó en el buzón dos cartas 
que las había franqueado para ser certificadas, dirigidas, la una 
á los señores Taglioni, Massolo y O y la otra á los señores Mar- 
ti hermanos . 

Be esas cartas llegó á su destino la dirigida á los señores Marti 

T. LXIt 6 
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hermanos, mas no la otra, la cual contenía un cheque por la su- 
ma de 4S96 pesos con 75 centavos contra el Banco de Londres 
y Río de la Plata, que resulta extraído de dicha carta. El refe- 
rido cheque corre agregado á foja 2 de este expediente, presen- 
tado por don Arturo Missart al hacer su denuncia de foja 1 .Las 
sospechas que éste manifiesta en su precitada denuncia contra 
el auxiliar Doroteo Lar rosa, resultan plenamente justificadas 
por la propia confesión y declaración de Larrosa, según puede 
verse á foja 5, en donde manifiesta que estando de servicio en 
la oficina de expedición extrajo del buzón de la oficina central 
la carta con franqueo de certificado dirigida á los señores Ma- 
glioni, Massolo y O y sacado de ellael cheque que contenía, en- 
viándolo á la señora Josefa Aguirre de Basilicós, domiciliada en 
Buenos Aires en la calle Reconquista número 269, declarándose 
el único y exclusivo culpable, agregando que á la señora de Ba- 
silicós le manifestó falsamente que ese cheque lo había encontra- 
do en la calle. En conclusión, debe notarse que á foja 14 consta 
que Doroteo Larrosa reconoce que el cheque que original corre 
á foja 2 es el mismo que sacó de la carta de referencia y que en- 
vió en seguida á Buenos Aires á la persona que tiene expresado. 

Dadasla acusación y la defensa con las constancias de autos, 
y considerando: Que la simple lectura de lo expuesto demues- 
tra claramente que es de estricta aplicación al presente caso lo 
prescripto por el artículo 53 de la ley, designando los crímenes 
cuyo juzgamiento compete á los tribunales nacionales y estable- 
ciendo su penalidad, articulo que dice así: c Si «la carta deteni- 
da ó abierta contuviese billetes de banco ó letras de cambio ó 
de crédito ó cualquier otro documento para recibir ó pagar di- 
nero, el empleado que resulte delincuente quedará inhabilitado 
para obtener cargos públicos, y sufrirá la pena de trabajos for- 
zados por cinco años. 

Que el artículo cuya aplicación pide el defensor, pretendien- 
do atenuar la responsabilidad que corresponde al procesado por 
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el' artículo 53 citado, evidentemente no es procedente y no hace 
al oaso. En el caso ocurrente se trata de una carta detenida 6 
abierta- qne contuviere cualquier documento de crédito para re- 
cibir 6 cobrar dinero; y desde luego basta que la carta deteni- 
da ó abierta contenga el documento en cuestión para que el cul- 
pable incurra en la pena del artículo, aunque por otra parte el 
delincuente no utilice los valores del documento, pues que por 
eso mismo el artículo castiga tanto al que detiene ó secuestra 
como al que abre una carta de la clase indicada, lo que signifi- 
ca que mal puede utilizar los valores de un documento cuando la 
carta que lo contiene está en estado de detención 6 secuestro 
aún; mientras que el artículo 52 de la ley citada, cuya aplica- 
ción exige el defensor, vale hablar de empleados de la adminis- 
tración que detienen, ocultan 6 destruyen cartas simples que no 
llevan dentro de sí documento alguno de crédito, 6 valor efecti- 
tivo. 

Por estos fundamentos, fallo condenando al procesado Doroteo 
Larrosa á la pena de cinco años de trabajos forzados, con desti- 
no al punto donde designase el Poder Ejecutivo; así como á la de 
quedar inhabilitado para ejercer cargos públicos, siendo enten- 
dido que la pena de trabajos impuesta debe ser con descuento 
de la prisión sufrida, con costas. Hágase saber. 

Delfín Oliva. 



VISTA DBLSEÜtOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 19 de 1807. 
Suprema Corte : 

El laudable celo y su ilustrado comentario, se desvirtúa ante 
la naturaleza del hecho, el espíritu severo y el texto expreso de 
la ley . 
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Esta ha revestido á la correspondencia pública y privada de 
todas lab garantías posibles. Su violación, aan sin intención 
fraudulenta, tiene penas establecidas por la ley. Y esa pena se 
aumenta considerablemente, si es un empleado de la adminis- 
tración pública, encargado de su custodia ó administración, el 
que detenga, oculte, destruya ó abra una carta recibida para su 
conducción 6 entrega. 

Todavía esas penas aumentan si la carta detenida ó abierta 
contuviere billetes de Banco 6 letras de cambio ó de crédito 6 
oualquier otro documento para recibir ó pagar dinero. 

La ley penal no ha exigido en este caso, que el empleado que 
viola la correspondencia se apropie los valores encontrados. 

Ha querido preveer y evitar la tentación de esa apropiación 
perjudicial á los interesados; y ha querido muy especialmente 
garantir á la administración, contra el descrédito y las respon- 
sabilidades contraídas por la falta de entrega oportuna de esos 
valores, confiados á la Administración Pública. 

La ley sobre justicia nacional no ha distinguido por ello en su 
artículo 53; estableciendo su penalidad, por el hecho sólo de la 
violación de una carta conteniendo documentos de créditos ó 
billetes de Banco. 

La teoría de la defensa sobre graduación de penas j distinción 
entre la tentativa y el hecho consumado, procede respecto de 
los delitos comunes; pero no resulta aplicable al delito que mo- 
tiva este proceso, que consiste, según el texto expreso de la ley, 
en la violación de correspondencia que contenga dineros 6 va- 
lores. 

En el caso sub-judice no sólo se ha producido el hecho califi- 
cado y penado por el artículo 53 de la ley citada, sino también 
el de sustracción del valor contenido en la carta que resulta de 
autos fué remitido á Buenos Aires por el sustraotor, con el falso 
pretexto de haberlo encontrado en una vía pública de la ciudad 
de Tucuman. 
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Beconozco que la ley es severa é injusta cuando, como en el ca- 
so sub-judice, no autoriza i dividir la pena, tomando en consi- 
deración el menor mal oansado. Ante su texto no puedo dejar de 
solicitar de V. E. la confirmación de la sentencia recurrida de 
foja 38, que considero ajustada á los términos presoriptos de 
aquella. 

Sabiniano Kier. 



Falte de la luprema Coria 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1897. 

Vistos : De aouerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja treinta y ocho, se confirma ésta, con costas; de- 
vuélvanse. 

LUIS Y. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRRNT. 
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CAUSA « < IV 



Don Mdmmo Paz contra don Juan Bossio, por escrituración ; 

sobre apelación denegada 



Sumario. — No es apelable el auto que se dicta en cumpli- 
miento de la cosa juzgada. 



Caso. — Resolta del siguiente 



INFORME 

Eoomo. Señor : 

£1 fallo del Y. E. dictado con fecha 27 de Agosto de 1895 en 
el juicio á que se hace referencia, revocatorio de la sentencia 
del inferior, declara: c Que el demandado tiene derecho al exa- 
men de los títulos de propiedad antes de la escrituración ; no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad por no haberse aducido 
causales de ley que produzcan ese efecto ». 

£1 26 de Setiembre del mismo año el juzgado mandó cumplir 
la sentencia, y el 17 de Junio de 1890, el representante del de- 
mandante presentó escrito manifestando : Que hacía largo tiem- 
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po que los autos habían sido devueltos por la Suprema Corte y 
el juioio se hallaba en suspenso, esperando el actor que, dado 
los términos de la sentencia pronunciada por aquella, oyera el 
juzgado á la parte demandada sobre el mérito de los títulos. 

Que seguramente el juzgado habría creid o que no podía dictar 
esa providencia sin que fuera pedida por el concurrente, 6 bien 
en el cúmulo de atenciones no se ha apercibido que la causa debe 
reponerse al estado en que se hallaba cuando aquél exhibió sus 
títulos, de los cuales debe darse conocimiento al señor Paz, para 
que haga las observaciones que crea conveniente. 

Que á fin de evitar demoras, el juzgado dictara la provi- 
dencia correspondiente acordando al señor Paz la competente 
audiencia acerca de los títulos exhibidos. 

El señor juez doctor Olaechea y Aloorta llamó € autos » dio- 
tando en seguida la siguiente providencia: 

« Buenos Aires, Noviembre 5 de 1896. 

c Y vistos : De conformidad con lo resuelto por la Exma. 
Corte, y lo pedido por el actor, dése vista al demandado señor 
Máximo Paz, de los títulos exhibidos por el actor Bossio, á los 
fines que correspondan. 

€ P. Olaechea y Alcoria. » 

< 

De este auto el demandado interpqso los recursos de revoca- 
toria y apelación, y sustanciado el incidente, le ha tocado al in- 
frascrito resolverlo en los siguientes términos : 

t Buenos Aires, Febrero 23 de 1897. 

t Vistos y considerando : Que el auto recurrido se ajusta es- 
trictamente á lo resuelto por la Exma. Suprema Corte, no ha lu- 
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gara la revocatoria solicitada ni al recurso de apelación deduci- 
do por no causar perjuicio 6 gravamen irreparable al intere 
sado. » 

Es cuanto tengo que informar en cumplimiento de lo orde- 
nado. 

Agustín ürdinarrain. 



Fallo de la Suprema Certa 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1807. 

Vistos en el acuerdo, y considerando : Que, como lo dice el 
precedente informe, es exacto tanto que la providencia recurri- 
da importa sólo el cumplimiento de una resolución ejecutoriada , 
como qne no trae gravamen susceptible de fundar el recurso 
autorizado por el artículo doscientos seis de la ley de procedi- 
mientos. Por esto : se declara bien denegado el recurso inter- 
puesto, y previa reposición de sellos, remítanse estas actuacio- 
nes al juez de la causa, para que la mande agregar á sus ante- 
cedentes. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BDNGE. 
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CAUSA CCV 



El doctor don Ángel 5. Pizarro contra el doctor don Leopoldo 

del Campo; sobre recusación 



Sumario. — 1° No es causa legal de recusación el pleito del 
juez con un hermano del recusante, ni la acusación en juicio po- 
lítico retirada por él. 

2 o No es admisible la recusación que adolece de vicio de 
forma. 



Fallo de I» Suprema Corte (ad hoc) 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1897. 

Autos y vistos; Considerando : Primero: Que el doctor del 
Campo, al deducir la recusación de los señores ministros de la 
Suprema Corte, manifiesta tener enemistad con ellos, fundado 
en los antecedentes ó circuntanoias de que hizo especialmente 
mérito. 

Segundo: Que son esos antecedentes ó circunstancias las que 
ha debido tomarse en cuenta para apreciar la procedencia ó im- 
procedencia de la recusación, de acuerdo con las disposiciones de 
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la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta j tres. 

Tercero: Que como se expresa en el auto de foja ciento doce, 
el hecho de ser el recurrente abogado de un hermano en pleito 
con el doctor Torrent, no está comprendido en los términos ni 
en el espíritu del inciso sexto del artículo cuarenta y tres de la 
citada ley, como no está tampoco comprendida en el mismo in- 
ciso la cansa alegada respecto á los señores ministros doctores 
Paz, fiazan y Bunge, desde que, como en el auto mencionado* 
se estableceigpor confesión propia del doctor del Campo, la acu- 
sación enjuicio político deducida contra aquellos fué reiterada 
por él, lo que legalmente produce el efecto de darla por no pre- 
sentada. 

Cuarto: Que la recusación contra el doctor Várela adolece del 
vicio de forma expresado en el auto de la referencia. 

Quinto : Que de los antecedentes expuestos resulta, por lo 
tanto, que la recusación deducida no se apoya en ninguna de 
las causales determinadas en el artículo cuarenta y tres, ni se 
ha presentado en la forma proscripta por el artículo veintiséis 
de la ley de Setiembre antes citada, lo que ha autorizado á este 
tribunal á desecharla de plano, en conformidad al artículo vein- 
tiocho de la misma ley y á la jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te (fallos, tomo veintiuno, página ciento ochenta; tomo treinta 
y siete, página doscientos setenta y dos, y tomo sesenta y uno, 
página cuatrocientos treinta y seis). 

Sexto: Finalmente, que las resoluciones de esta Suprema 
Corte sobre recusación de sus miembros hacen cosa juzgada, de 
acuerdo con el artículo veintinueve de la ley mencionada. 

Por estos fundamentos: no ha lugar á los recursos interpues- 
tos, y estése á lo resuelto. Repóngase el papel y notifíquese 
con el original. 

MANUEL QUINTANA. — MANUEL OB ARRIO.— 
JUAN MANUEL TERREAO. 
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CAUSA CC VI 



Drabie hermanos y C*, contra David y Antenor Carreras, por 

cobro de pesos ; sobre costas 



Sumario. — Debe eximirse de las costas al demandado, cuan 
do la demanda, por sus términos, ha dado motivo para contra* 
decirla. 



Caso. — Lo explioa el 



Vallo del Jues Federal 



Córdoba, Octubre de 1894. 

Y vistos: Los seguidos entre la razón social Drabie herma- 
nos j C a , de Buenos Aires y la de David y Antenor Carreras de 
Córdoba, (hoyen liquidación), de los que resulta: 

1° Los señores Drabie hermanos y C* demandan en juicio or- 
dinario á los señores David y Antenor Carreras, cobrándoles la 
suma de 11.967,09 pesos oro sellado, valor al 30 de Abril de 
1891, con más los intereses legales. 
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Dicen que los demandados sbn deudores de esta suma desde 
1888, y que ella procede de mercaderías compradas á oro á 5 
meses de plazo. 

Que habiéndose vencido la primera partida comprada, abrie- 
ron los demandantes una cuenta corriente á oro á los demanda- 
dos. 

Que con anterioridad abriéronle otra distinta de la primera 
j á moneda nacional por entregas que éstos hacían en dicha 
moneda para garantir aquellas. 

Que ellos cobran el saldo á oro, porque es independiente del 
que la casa de Carreras tiene á moneda nacional y que ponen á 
su orden este último. 

Que la primera demanda ha reconocido ese saldo á oro en car- 
ta del 14 de Enero del mismo año 91 . 

2 o La firma demandada contesta que de cualquier modo se 
miren las relaciones comerciales entre las casas en litigio, resul- 
ta que hay plus petitio en la demanda entablada, pues se co- 
bra lo que ellos dicen se les debe, y se hace caso omiso de lo 
que los demandantes deben á Carreras. 

Comoquiera que algo vale el saldo que los demandados tie- 
nen aso favor en la cuenta corriente. 

Que entrando al fondo de la cuestión, la firma demandada 
no está en la obligación de pagar el saldo que se les cobra, por- 
que cuando hizo las compras el año 88, celebró un convenio con 
la firma demandante, en virtud del cual la demandada debía fi- 
jar el tiempo en que debían saldar las compras á oro con los sal- 
dos á su favor, que siempre debía tener á moneda nacional. 

Que ese convenio consta de la correspondencia de las casas 
en litigio y especialmente de las cartas de fojas 155 á 157. 

Que atribuyen el proceder del demandante á dificultades que 
sobrevinieron más tarde sobre el tipo de interés que debía abo- 
narle por las partidas á moneda nacional. 

Que sólo con este convenio se explica que la firma demandan- 
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te jamás cobrara á la demandada el tal saldo á oro, no obstante 
haberse vencido varios; como también se explica así que la firma 
demandada reconociera varios saldos cuyos reconocimientos 6 
conformes se referían, no al saldo á oro solamente, sino á los 
dos saldos déla cuenta corriente. 

Que es evidente qne ambas partidas representan una sola y 
misma cuenta corriente y no dos como lo pretende el deman- 
dante. 

Que en todo caso se acogen á las prescripciones de la ley so* 
brela compensación, en virtud de la onil la deuda que se les 
cobra estaba extinguida de pleno derecho en Febrero del 88 y 
aún antes, como se ve por la cuenta número 3, letra A, foja 159. 

Que el mismo resultado les da la cuenta corriente del año 88, 
número 17 t letra B, foja 106. 

Que no es eíacto que los valores que ellos entregaban ala 
firma demandante, fuera en depósito ó garantía; que eran en 
propiedad, lo qne se demuestra por el interés que les pagaban. 
Ambos piden costas. El ministerio de menores, por los hijos me- 
nores de uno de los socios, el señor Antenor Carreras, fallecido, 
se adhiere á lo contestado y pedido por la firma demandada. 

3° Recibida la cansa á prueba se produce la escrita de fojas 
3, 5, 118 á 4 por parte del demandante, 94 á 114 por el de- 
mandado, como igualmente la de fojas 155 á 158 y 161 á 165 y 
demás qne se tendrá en[cuenta en adelante. 

Y considerando : I o De lo alegado por ambos litigantes, fá- 
cilmente se deducen cuáles han sido las relaciones comerciales 
entre ambas casas. La casa demandada compraba mercaderías 
á la demandante á cinco meses de plazo y á oro, desde el año 
1888. Como el oro tenía entonces un precio algo inferior al papel 
y muy oscilante, la casa demandada solicitó y obtuvo que la 
vendedora le abriera una cuenta corriente en la cual le debitaba 
las compras de mercadería á oro y le acreditaba las entregas á 
moneda nacional; y ello con el objeto de tener siempre fondos 
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en poder del vendedor pronto para pagar los saldos á oro, el 
dia que el metálico estuviera más bajo. La casa vendedora es- 
taba así garantida de sus ventas y la compradora en condición 
de pagar al menor tipo el saldo á oro. 

Siendo ésta la relación jurídica de las partes, es evidente 
que la casa compradora deudora, se reservaba el derecho de fi- 
jar el dia en que ordenaría la conversión, y que este derecho se 
le concedió realmente, consta de la correspondencia de ambas 
casas, de fojas 155, 156 y 157, del hecho de haber pasado mu- 
cho tiempo sin exigir el pago la cas>i demandante, de los venci- 
mientos á oro y de la naturaleza y propósitos de la caenta co- 
rriente que se había convenido, consta que la casa de Carreras 
propaso una vez la conversión, pero como la propuso á un tipo 
más bajo del que tenía el oro ese dia, la casa demandante no lo 
aceptó. Siguieron así las cosas, esperando la casa demandada 
mejores precios para pagar, los que no llegaron, porque el alza 
del metálico se acentuó con carácter de permanencia y siguió 
hasta la demanda y hasta hoy. 

Pero ya desde el año 90, la casa demandante empezó á cobrar 
sus saldos á oro á 1* casa demandada. Contestaba que teniendo 
ella el derecho de fijar el momento de la conversión, no podía 
la otra cobrarle con el alto precio que tenía el oro. 

Nunca sostuvo expresamente (véase, sin embargo, la carta de 
foja 130), que ya estaba pago el saldo, alegaba más bien una es- 
pera nacida de un convenio. 

Los demandantes negaban tal convenio y que la concesión que 
le hicieran tuviera otro alcance que una espera voluntaria y pru- 
dencial por parte de ella y sostenían que siendo dos las cuentas 
corrientes y no una, podrían cobrar el saldo de la cuenta á oro 
y ponían á disposición de Carreras el saldo á moneda nacional. 
Tales son los hechos que motivan este juicio, de los que surgen 
los puntos que deben resolverse. 

Mas de los alegatos de las partes resulta también en discusión 
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si se ha operado compensación de pleno derecho entra el débito 
y el crédito de Carreras con retroacción á las épooas (año 1888 
y 1889), en que á Carreras se te debía más de lo que él debía 
según los preciosdel oro entonces. 

Si los demandantes debieron hacer la conversión entonces, 
7 según parece también si hoy podría fijar la casado Carreras, 
en virtud del convenio que invoca, ana fecha de conversión ante- 
rior. 

* 

2 o Está legalmente probada la existencia de una concesión 
de la casa vendedora en virtud de la oual la demandada debía te- 
ner un saldo amoneda nacional que cubriese el á oro y fijar el mo- 
mento en que su débito á oro debía ser cubierto, mediante una 
orden de conversión que dicha casa debía «lar (véase las cartas 
reconocidas, corrientes á fojas 157 7 159 de los autos); según la 
correspondencia de ambas partes ese saldo á oro debía ser cu- 
bierto con el otro á favor de los demandantes á moneda na- 
cional; sin perjuicio del estudio del alcance 7 naturaleza de ese 
arreglo, la existencia del mismo no puede ser negada, no sólo 
ante la correspondencia citada sino ante el estudio de las rela- 
ciones jurídicas de ambas casas desde ab initio. Las entregas á 
moneda nacional no podían tener otro fin que responder al sal- 
do á oro, 7 dado el propósito de ambas casas, este fin no se lle- 
naba sino eligiendo Carreras el momento en que ordenaría su 
conversión (véase cartas de fojas 124, 130 7 155). 

Con este antecedente se ve claro que había una vinculación 
entre las partidas á oro y las á moneda nacional, vinculación 
reconocida por parte de Drable á foja 157. 

3 o De este antecedente se desprende la plus petitio de Dra- 
ble, pues si un saldo estaba destinado á cubrir el otro, él no 
pudo demandar por uno sólo, 7 si bien sostiene que Carreras 
no le dio orden de convertir, la firma demandante debió empe- 
zar por pedir la liquidación de ambas cuentas ó saldos (artículo 
784, Código de Comercio). 
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Se deduce también que no hay objeto de decidir si la cnenta 
corriente es doble ó única. Porque en uno ú otro caso Carreras 
debía pagar el saldo á oro con el saldo á moneda nacional : en 
uno ú otro caso no es permitido á la casa de Drable cobrar un 
saldo con presuindencia del otro ; sin embargo de que la cuenta 
corriente única, es indudable. Como cuenta única la ha mira- 
do un perito en un juicio análogo (Brownell y C*), la han mi- 
rado ambas partes como puede verse en cartas de foja 156. 

Y como tal debe considerarse, atenta la circunstancia de que 
toda cuenta corriente supone partidas de crédito y débito, y se- 
parándolas no habían podido ser llamadas cuentas corrientes 
desde que sólo debían tener una sola imputación. 

Es, pues, incuestionable que un saldo debe cubrirse cotí elotro 
ó como quiere la casa de Carreras, compensarse con el otro. 

¿Se ha producido ya esa compensación de manera que nada 
pueda cobrar Drable ? 

¿En caso negativo, tiene derecho la casa de Carreras de espe- 
rar todavía hasta que le convenga cubrir el Saldo en su caso ? 
¿A qué fecha deben liquidarse ambos saldos ó producirse esa 
compensación? 

4 o En cuanto al primero se decide que la compensación no se 
ha verificado en los años 88 ú 89, como lo sostiene la casa de Ca- 
rreras. Carreras no hizo sus entregas de moueda nacional para que 
la casa de Urable las compensara á voluntad de ella, ni para que 
las compensara la ley en sus casos, sino para que las compen- 
sara la casa de Carreras mediante sus órdenes. Esto es lo que 
esta firma sostiene en todos sus alegatos y correspondencias de 
fojas 124, 130, etc. Siendo así, la ley no puede oponer en con- 
tra de la voluntad de las partes. La casa de Carreras así lo ha 
entendido al reconocer saldos sucesivos (fojas 28, 139), lo que 
no hubiera hecho ni aun en la parte numérica si nada hubiera 
debido. Esto es de evidencia. El error de derecho invocado 
para esos conformes firmados cuando la deuda estaba ya oom- 
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pensada ministerio legis, como él dice, es improcedente, desde 
que tuvo un convenio ab initio de qne la compensación se veri- 
ficaría, cuando la casa de Carreras diera orden. La casa no ha 
probado haber dado tal orden en los años 88 ú 89; luego en ellos 
no se ha verificado la compensación (artículos 209, Código de 
Comercio de 1888; II, idem actual, título preliminar; 1197, Có- 
digo Civil), 

50 Pasando al otro extremo sostenido implícitamente por 
Carreras, de que en virtud de su reserva de fijar la época de la 
conversión no podría ser demandado actualmente desde Que no 
la ha fijado el tribunal, decide que la casa de Carreras no ha 
probado ün oonvenio que le dé derecho para pagar sus venci- 
mientos ó saldos á oro cuando á él le convenga, sino sólo una 
concesión de espera revocable y concedida por mero comedi- 
miento. 

Tratándose de una conversión como la invocada por la casa de 
Carreras, apoyada en las cartas de fojas 157 y 159, cuyo alcance 
no es claro, el juez debe estudiarlo, averiguando cuál fué la 
intención de las partes. (Título preliminar, artículo XI, Código 
anterior; título preliminar, artículo II, Código actual y 218 
Código anterior). 

No está negado por la casa de Carreras que las merca- 
derías que compraba á oro lo fueron á oinco meses de pla- 
zo* Para que Carreras tuviera, por un convenio, adquirido el 
derecho de pagar en cualquier tiempo, á su mera voluntad, apa- 
recería de la prueba ó al menos de lo alegado la costumbre 
comercial ó motivos que obraran en Drable é hicieron aceptar 
tan extraña convención, pues lo es realmente aquella por la 
cual un comerciante que no gana colocando sus dineros á inte- 
rés, sino comprando y vendiendo, aceptara se le pague cuando el 
comprad or quiera, siendo que las ventas figuran hechas á oinco 
meses como es de práctica en el comercio. Ese convenio, si hu- 
biera existido, habría traído al vendedor una inmovilización de 

T. LXiX 7 
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sus capitales por tiempo indeterminado, que según las prácticas 
comerciales no se contratan en esa especie de negociaciones 
(artículo 218, incisos 3 o y 6 o , del Código de Comercio actual, ar- 
tículo XV, título preliminar, Código anterior). 

Nada vale en contra de esta conclusión, de que el vendedor que- 
dara garantido por los saldos que el comprador tenía en poder de 
aquel, desde que Drable pagaba interés por esos saldos y aún cuan- 
do no los hubiera pagado desde que inmovilizaba sus capitales. 
Lo que ha habido, indudablemente, es lo que alegan los de- 
mandantes, que consintieron en esperar, como una deferencia en 
«obsequio á sus buenas relaciones», carta de fojas 155 y 157. 
No puede darse al contenido de las cartas citadas, otro al- 
cance que éste, mientras no se pruebe ó demuestre la conven- 
ción invocada. 

La parte misma de Carreras, no explica cómo ni por qué pudo 
Drable celebrar un arreglo en la forma que ella lo indica, y 
acepta que puede haber sido en obsequio de las buenas relacio- 
nes de foja 77 vuelta. En sentido contrario habría podido invo- 
carse la nulidad de esa cláusula potestativa de mera facultad 
(artículo 542, Código de Comercio). 

La casa de Drable aceptó esperar mejores condiciones en el 
precio del metálico para que la de Carreras pague con menos 
pérdidas. La alza se acentuó con caracteres de permanencia, 
duró varios años. ¿Cómo es posible creer que Drable esté obli- 
gado á seguir esperando una nueva baja, para que se les pague el 
precio de sus ventas, que originariamente fueron hechas á cinco 
meses de plazo, sólo por haber sido deferentes en pasar á cuenta 
corriente el saldo de las mismas y conceder esperas á la casa de 
Carreras hasta que obtuvieran más bajos precios por el oro? 
Tal no puede haber sido la intención de las partes, y lo úni- 
co que resulta probado, es que la casado Drable cedió á Carre- 
ras el derecho de pagar sus saldos ú ordenarle la conversión el 
dia qne conviniera á los intereses de Carreras, pero dentro de 
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un término prudencial é indeterminado, que debe ser fijado por 
el jaez á falta de arreglo. 

6 o Menos podría sostener la casa de Carreras que en vista de 
tal convenio ella puede fijar hoy la fecha anterior á la cual debe 
Drable liquidar la cuenta corriente, pues esta pretensión, que no 
se ha formulado expresamente, podría traer enormes perjuicios 
á la casa de Drable, que no había liquidado en esos tiempos la 
cuenta por falta de orden de la de Carreras. Jamás puede darse 
al convenio indicado tan extraño alcance, según los principios de 
interpretación (artículo 209, inciso 3 o , Código anterior; 28J, in- 
ciso 3 o , Código actual). 

De todo lo dicho resulta que la casa de Carreras puede sufrir 
perjuicios en el pago á un alto tipo del oro como el actual. Ello 
no puede evitarse por los tribunales que fallan no como arbitra- 
dores sino como jueces que aplican la ley antes que cualquiera 
consideración de equidad. 

Pero aun en el terreno de ésta, la casa de Carreras sería la úni- 
ca culpable de estos perjuicios, por no haber abonado ásu tiempo 
el saldo á oro ó no haber ordenado su conversión. 

La casa de Drable no está tal vez libre de estos perjuicios, por- 
que á consecuencia de su arreglo no ha percibido un pago á tiem- 
po, ni los intereses de su deuda. Por notoria, pues, que sea la 
seriedad y honorabilidad de ambas casas, los perjuicios ven- 
drían como una consecuencia de sus propios arreglos, pero cuyos 
efectos no podrán evitarse para una de las partes sin que reca- 
yesen en la otra. 

7° Si el saldo que cobra Carreras no se ha compensado por 
orden de esta casa, ni podido compensarse ministerio legisA* 
dicha casa no puede conservar indefinidamente el derecho de 
saldar esa cuenta, ni fijar hoy una fecha anterior para la liqui- 
dación, sólo queda á resolver en qué época debe hacerse la liqui- 
dación de las relaciones de ambas casas. Queda, entonces, en la 
condición de una obligación sin plazo, por tiempo indetermina- 
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/ 



do y que por consiguiente este plazo debe ser fijado por el jaez 
(artículo 782, inciso 2 o , Código de Comercio, y Código civil, 
artículo...) 

Este término no puede fijarse en una fecha anterior, porque 
en relación al precio del metálico podría ella ser perjudicial á 
cualquiera de las partes y sí sólo puede serlo en una posterior 
próxima en razón del largo tiempo transcurrido desde la inti- 
mación de Drable para aceptarla. 

En su mérito y de otras consideraciones que se omiten, defi- 
nitivamente juzgando, fallo: que la casa de David y Antenor Ca- 
rreras, en liquidación, debe abonar á la de Drable hermanos y 
compañía, el saldo que resultara deberle de la liquidación de la 
cuenta corriente de ambas, el que será fijado al tipo del oro del 
dia que indique la casa de Carreras dentro de los treinta si- 
guientes á la notificación de esta sentencia. Sin especia) conde- 
nación. Hágase saber original, previa reposición y transcripción 
en el libro de Resoluciones y no siendo apelada, archívese. 

C. Moyano Gacitúa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1897. 

Vistos y teniendo en consideración : que dados los términos en 
que ha sido interpuesta la demanda, no hay mérito para la con- 
denación en costas pretendida por el apelante. Por esto se con* 
firma la sentencia de foja doscientas diez en la parte apelada ; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCVII 



D. Feliz Azcué contra la Compañía francesa de Ferrocarriles 
de la provincia de Santa Fe ; sobre expropiación 



Sumario. — Los gravámenes que la ley de ferrocarriles hace 
peBar sobre los terrenos contiguos á la línea férrea no son de 
tomarse en cuenta á los efectos de la indemnización por razón 
déla expropiación. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juex Federal 



Rosario, Noviembre 13 de 1896. 

Vistos y considerando : 1° Qne en el presente caso de expro- 
piación de los terrenos del señor Feliz Azcué, con la Compañía 
francesa de los Ferrocarriles de la Provincia, no tiene objeto 
práctico la < inspección ocular » solicitada por la parte expro- 
piada, porque la prueba en materia de expropiación se limita á 
la apreciación del valor del terreno y ésta debe hacerse por pe- 
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ritos ; ni es el caso que corresponde decretar este medio de prueba 
de acuerdo con las leyes 8 a y 13, título 14, partida 3 a . Además 
los planos presentados por los peritos y el informe de cada uno 
de ellos suple perfectamente á la inspección personal que el juez 
hiciera del terreno. 

2° Que envista de que el terreno expropiado es de pastoreo y 
no corta ningún establecimiento agrícola ó industrial, la apre- 
ciación hecha por el perito tercero la considera equitativa el 
juez, tanto respecto del valor del terreno como los daños y per- 
juicios que causa la expropiación. * 

3° Los perjuicios á que hace mención el perito de la parte de 
Azoué, de que los ganados no podrán llegar al agua por estar 
cortado el campo por los alambrados de la línea 6 que los gana- 
dos corren peligro de ser destruidos por el tren, por estar abierta 
la línea, no son una consecuencia directa é inmediata estos per- 
juicios remotos de la expropiación misma, aparte de que son 
contradictorias las proposiciones de tomar en cuenta daños cau- 
sados por estar alambrada la línea y perjuicios futuros por ca- 
recer de alambrados . 

Forestas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias apreciando el terreno expropiado en la suma de 
dos mil cien pesos moneda nacional, y los daños y perjuicios 
causados por la expropiación en la de cuatro mil pesos de la 
misma moneda. Pagúese este valor por la Empresa del Ferro- 
carril, dentro del término de tercero día después de ejecutoriada 
esta sentencia, con más los gastos producidos en este juicio. 

Notifíquese con el original y repóngase. 

Daniel Goytia. 
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Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1897 . 

istos y considerando : Que los gravámenes que la ley de fe- 
rrocarriles hace pesar sobre los terrenos contiguos á la línea 
férrea, no son de tomarse en cuenta álos efectos déla indemni- 
zación debida por razón de la expropiación. 

Por esto, y reputando equitativa la indemnización fijada en la 
sentencia apelada de foja sesenta y cinco se confirma ésta, y 
repuestos los sellos, devuélvanse . 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE . — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCVIII 



D. Justo Serrano contra la Municipalidad del Rosario, 
por indemnización; sobre competencia 



Sumario. — En las cuestiones en que las partes proceden en 
virtud de cesión de acciones y derechos, debe justificarse el 
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fuero federal con relación á los cesionarios y álos cedentes res- 
pecto del demandado. 



Caso. — En el alegato de bien probado, el representante de 
la Municipalidad dijo de incompetencia de jurisdicción, porque 
el actor es un mero cesionario y no se ha acreditado el fuero por 
la persona del cedente» 



Fallo del Juei Federal 



Rosario, Agosto25 de 1896. 

Vistos y considerando : I o Que las cuestiones de competencia 
del juzgado federal pueden proponerse como excepciones dilato- 
rias, ante el juez que se considere incompetente, ú ocurriendo 
al que se crea competente, y pidiéndole que se dirija oficio al 
que estime no serlo, para que se inhiba y remita el- expediente 
(art. 45 de la ley nacional de enjuiciamiento). 

2 o Guando se opte por el primer procedimiento, como sucede 
en el presente caso, que se ha deducido la incompetencia ante 
el proveyente, juez de la cansa, se debe seguir el trámite indi- 
cado para las excepciones dilatorias (art. 53). 

3 o Que según disponen los artículos 72 y 75, las excepciones 
dilatorias deben proponerse antes de la contestación á la deman- 
da ; y no haciéndolo así, sólo podría usar de las que no alegare, 
contestando á la demanda. Mas, en el presente caso, se ha con- 
testado a la demanda derechamente á foja 23, sin oponer la 
excepción de incompetencia de jurisdicción, haciéndolo recien 
en el alegato de bien probado. 

4 o Que en este estado de hi causa no hay ley ni jurispruden- 
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cia que autorice á alejar este nuevo elemento de defensa, tanto 
más que no se trata de incompetencia de jurisdicción por razón 
de la materia, ni aparece claramente manifiesta de autos, para 
que el juez pueda hacer uso de la facultad acordada en el artí- 
culo 3 o de la citada ley; sino que para comprobarla había que 
reabrir el proceso á prueba para la investigación de este nuevo 
hecho. 

Por estas consideraciones declaro extemporánea la excepción 
de incompetencia deducida por parte de la Municipalidad. Con 
costas. 

Continúe el curso de la causa s>egun su estado. Repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 27 de 1896. 

Suprema Corte : 

La excepción de incompetencia no ha sido opuesta dentro del 
término legal, ni procede por razón de la materia, de tal manera 
que el juez deba declararla en cualquier estado de la causa. 

Siendo ajustadas á derecho y á las constancias de autos las 
consideraciones del auto recurrido de foja 233, pido á V. E. se 
sirva confirmarlo por sus fundamentos. 

Sabmiano Kier. 
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Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1897. 

Vistos y considerando : Que con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo primero de la ley de procedimientos, la jurisdicción fe- 
deral no es prorrogable sobre personas 6 cosas ajenas á ella, aun 
cuando las partes litigantes convengan en la prorrogación. 

Que en virtud de ese principio, la jurisprudencia tiene inva- 
riablemente establecido que en cualquier estado de la causa los 
jueces pueden y deben declarar su incompetencia, si así fuese 
procedente, ó adelantar las informaciones legales cuando las 
producidas no correspondieren á los extremos necesarios. 

Que así se practica de oficio aun en la instancia de apelación, 
toda vez que esta Suprema Corte no encuentre suficientemente 
acreditada la jurisdicción federal. 

Que la naturaleza de los contratos escriturados áque se refie- 
ren los instrumentos que corren de fojas treinta y tres á cuarenta 
y siete, y los términos empleados en ellos, revelan que las partes 
han convenido en una cesión de acciones y derechos, que el cesto- 
nano queda facultado á hacer valer de su cuenta y cargo. 

Que en tal caso, en cumplimiento al artículo segundo de la 
citada ley de procedimientos y del artículo octavo de la ley de 
jurisdicción y competencia, la información producida por el ac- 
tor á fojas dieciocho y diecinueve á objeto de acreditar el fuero, 
no ha debido limitarse á la comprobación de los hechos que lo 
funden por razón de la persona del demandante y demandado, 
sino que han debido comprender también á los cedentes, en 
presencia de la Municipalidad contra quien se hace la cesión. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de foja dos- 
cientas treinta y tres; y devuélvanse para que el inferior, reci- 
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biendo las informaciones pertinentes, proceda á resolver sobre 
su competencia. — Notifíquese con el original y repóngase el 
papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — OCTAVIO BCNGE. — JOAN E. 
TORRENT. 



CAUSA VtlX 



Don Francisco Pegasano contra don Alberto Levy y otro, 

por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — I o Contra un documento concebido á la orden 
no procede la excepción de causa ilícita de la obligación. 

2° Alegándose la. comisión de un delito, cuya existencia daría 
nacimiento á la acción pública, deben pasarse los testimonios 
necesarios al Procurador Fiscal para que proceda conforme á de- 
recho. 



Caso. — Resulta del siguiente 
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ESCRITO 

Señor Juez Federal : 

Héctor Ragossa, por don Alberto Levy y Pincetti y Bell, en 
el juicio promovido por don Francisco Fegasano, apoderado 
por yia de endoso de don Carlos Barraza, sobre cobro de pesos 
por la vía ejecutiva, á Y. S. con respeto decimos : 

Qne se nos ha notificado el auto de remate y que por consi- 
guiente ha llegado el momento de oponer la excepción que ha- 
bíamos anunciado. 



Ante todo debo repetir en este escrito lo que insinué en el 
anterior, á saber : que don Francisco Pegasano es simple apo- 
derado de don Carlos J. Barraza, pues el endoso carece de la 
formalidad presoripta por el inciso 3 o del artículo 626 del Código 
de Comercio, y que por consiguiente dicho endoso no es una 
operación traslativa de la propiedad de la letra sino un acto 
constitutivo de un mandato para cobrar, según los términos de 
la primera parte del artículo 1 28 del citado Código. 

De donde se sigue que las acciones entabladas por Pegasano 
están sujetas á todas las excepciones, ya por razón de la ma- 
teria, ya de carácter puramente personal, que los demandados 
puedan oponer á ellas, sin que la participación intermedia de 
Pegasano tenga mérito para cubrir los defectos del título origi- 
nados en actos propios de Barraza. 

II 

En este concepto paso á exponer los fundamentos de la ex- 
cepcion. 
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III 



Don Mariano Rondanini es concesionario de pertenencias 
huaneras en las islas del Sud. 



IV 



Con los salvoconductos correspondientes despachó ana expe- 
dición compuesta de los buques Ibratiner y Duilio Buenos Aires 
para cargar huano en sus pertenencias. 



Pendiente la expedición, nnsotros compramos el cargamento 
al señor Rondanini, pagando adelantado una parte del precio. 



VI 



Guando esperábamos el arribo del cargamento, el señor 
Carlos J. Barraza se nos presentó á decirnos que Rondanini 
había sacado el huano que nos vendió, de islas que no eran 
suyas sino del Gobierno, que, por consiguiente, el cargamento 
por nosotros comprado era un contrabando sujeto á un comiso; 
que él, Barraza, podía denunciar el contrabando lo que le pro- 
duciría un beneficio de 20.000 pesos, j que estaba dispuesto á 
hacer la denuncia, si nosotros no nos presentábamos á arreglar 
el asunto con él, entregándole extrajudicialmente la referida 
suma. 

Nuestra primera respuesta fué negativa, porque creíamos 
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que lo del contrabando era una pura invención. Pero Barraza 
nos enseñó comunicaciones y datos con tales apariencias de 
verdad que nos dejamos persuadir de que Rondanini había ex- 
traído el huano de islas pertenecientes al Gobierno. Estábamos 
pues á merced de Barraza, tuvimos que someternos á sus exi- 
gencias y fué una suerte que rebajáramos á 10.000 pesos la 
suma de 20.000 que él pedía. Este arreglo consta en términos 
generales en un documento firmado por Barraza, que presenta- 
remos oportunamente. 



VII 



Poco después supimos que el señor Barraza era un empleado 
público, nada menos que comisario de marina é inspector de 
huaneras, es decir que era cabalmente el funcionario encargado 
de velar porque el fisco no fuese defraudado en la explotación 
de las huaneras. Este empleado, que por su posición tenía los 
medios de conocer y vigilar los actos de las expediciones hua- 
neras con el objeto de guardar los intereses fiscales de la nación, 
aparece olvidando sus deberes, pero aprovechando criminalmente 
de las ventajas de su posición para negociar con los comerciantes, 
haciendo transacciones sobre intereses fiscales. 



VIII 



Esa transacción es el origen de la deuda que hoy nos cobra. 
En pago de los 10.000 pesos le entregamos tres pagarés, uno 
de 4000 pesos, valor al 30 de Mayo, que fué pagado puntual- 
mente á su vencimiento, y dos de 3000 pesos cada uno, uno de 
los cuales es el que dio origen á este juicio. 
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IX 



Nosotros pagamos el primer documento antes de conocer la 
verdadera posición del señor Barraza ; pero apenas tuvimos 
conocimiento de ella, comprendimos que nuestra obligación á 
favor de Barraza' procedía de una causa ilícita y que por ello 
teníamos el derecho y aun el deber de no pagarla y de poner el 
asunto en conocimiento de las autoridades competentes, según 
el curso que tomare este negocio. Como lo hemos dicho antes, 
ya lo hemos denunciado al Ministerio de la Guerra y ahora in- 
terponemos la excepción de falsedad é inhabilidad de título, á 
fin de que no se consume por la vía judicial el atentado que 
cometió Barraza. 

X 

Pero hay más : algún tiempo después del arreglo que hicimos 
con Barraza, llegó Bondanini y después con el cargamento de 
huano y después de él el capitán Enrique Rolland, que había 
estado en el Sud al mismo tiempo que Bondanini y que traía las 
tres actas de protesta. 

De esas actas resulta que Bondanini no cargó huano en la 
isla de su pertenencia ni tampoco en islas de propiedad del Go- 
bierno, sino cen la isla que se encuentra más al Este del grupo 
denominado Islas Blancas, que como consta por el expediente 
registrado bajo el número 124, pertenece á los señores Alberto 
Levy y Francisco Donnarrunima, y es denominada Blanca 
Chica». 

Besulta también que firma una de estas actas don Victoriano 
Dalla Rosa, como partícipe de Barraza en la expoliación de que 
nos hizo víctimas. 

Esas actas y la figuración en ella de Dalla Rosa ponen en su 
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verdadero panto de vista la operación de Barraza, que fué una 
maniobra fraudulenta, hecha con engaño y violando los deberes 
de su empleo para sacarnos por extorsión 10.000 pesos. 

Por tanto: á Y. S. suplicamos se sirva tener por interpuestas 
las referidas excepciones y abrir la causa á prueba. 

Es justicia, etc. 

Otrosí decimos: que, sin perjuicio de) traslado que corres- 
ponde, por la naturaleza de los fundamentos de las excepciones 
opuestas, sería procedente, salvo el mejor parecer del señor 
juez, que Y. S. diese intervención al Agente Fiscal. 

Sírvase Y. S. tenerlo presente. 

Es también justicia, etc. 

Indalecio Gómez. — Hedor fíagossa. 
— Pincetti y Bell. 



Señor Juez Federal : 



CONTESTACIÓN 



Buenos Aires, Diciembre 10 de 1895. 



Luis Gano, por Don Francisco Pegasano, en la ejecución que 
sigue contra los señores Alberto Levy, Pinsetti y Bell, eva- 
cuando el traslado conferido á Y. S. digo: 

Que por las razones que luego expondré se ha de servir re- 
chazar las excepciones opuestas por los ejecutados, ordenando 
que se lleve la ejecución adelante condenándolos en las costas 
del juicio. 



En primer término me veo en la necesidad de refutar la pe- 
regrina idea de los ejecutados al sostener que mi mandante, 
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don Francisco Pegasano, es simple apoderado de don Carlos J . 
Barraza, por haber carecido el endoso de la formalidad pros- 
cripta por el inciso 3° del artículo 626 del Código de Comercio 
y que por consiguiente la ejecución iniciada por Pegasano está 
sujeta á todas las excepciones, ya por razón de materia, ya de 
carácter puramente personal que los ejecutados puedan oponer 
á ella. 

II 

« 

Para desvirtuar tan singular interpretación del artículo 628 
del Código de Comercio insinuada por los ejecutados, basta leer 
las claras y terminantes disposiciones de los artículos 212, 602 
603, 625 y 627 del mismo Código; que con venia de V. S. me 
tomo la libertad de transcribir: 

«Art. 212. — La falta de expresión de causa ó la falsa causa, 
en las obligaciones trasmisibles por vía de endoso, nunca puede 
oponerse al tercero, portador de buena fé. 

«Art. 602. — La enunciación del valor recibido no es indis- 
pensable para la regularidad de una letra. Su falta no surtirá 
efecto alguno respecto de tercero, y su expresión sólo servirá 
para determinar las obligaciones entre el librador y tomador, 
entendiéndose siempre reservada la prueba en contrario. 

«Art. 603. — Las cláusulas de valor en cuenta y valor enten- 
dido hacen responsable al tenedor de la letra del importe de 
ellas en favor del librador, para compensarlo ó exigirlo en la 
forma y tiempo qne hayan convenido. Esas cláusulas estable- 
cen en favor del librador la presnncion de no haber recibido el 
valor, hasta que el tomador haya arreglado sus cuentas con el 
librador. Esta presunción no puede oponerse á los terceros, y 
pnede ser desvanecida por la prneba contraria. 

«Art. 625. — El endosante es un verdadero librador, consi- 
derado con relación á las personas á quienes traspasa la propie- 
dad de la letra de cambio. 

t. liix 8 
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cArt. 627. — Cuando el endosante ee limita á firmar con su 
nombre ó el de la razón social á que pertenezca, se presume que 
endosa á la orden del portador y qne ese endoso contiene el 
reconocimiento del valor recibido. > 

De ellos se desprende: i° Que la enunciación del valor re- 
cibido no es indispensable para la regularidad de un pagaré ; 
2 o Que el requisito proscripto por el inciso 3 o del artículo 626 
del Código de Comercio no es indispensable para trasmitir la 
propiedad de un pagaré á favor del endosatario ; 3 o Que el en- 
doso en blanco causa una presunción de propiedad ; 4 o Que la 
imperfección del endoso, únicamente puede afectar las relaciones 
entre endosante y endosatario, y de ninguna manera las de éste 
con el aceptante de un pagaré. 



in 



Se ve, pues, que en el caso sub-judice mi mandante, don 
Francisco Pegasano, es legítimo y de buena fé propietario del 
pagaré objeto de esta ejecución y que, por consiguiente, las ex- 
cepciones que pudieran oponerse contra el endosante son im- 
procedentes contra el endosatario de buena fé, carecen de toda 
razón de ser y no pueden prosperar en el presente juicio. El 
tercero de buena fé no puede ser perjudicado, pues es un axioma 
de jurisprudencia que: JSemo auditur turpitudinen suam 
allegans. 

IV 

Ahora bien, entraremos á examinar las excepciones opuestas 
que son de falsedad é inhabilidad de título. 
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En primer lugar observo que la de falsedad excluye la otra 
de inhabilidad; pues si un título es falso, por consiguiente es 
inhábil y no hay necesidad de interponer esta última, probando 
que el documento con que se inició la ejecución reviste todos 
los caracteres de falsedad, y vice versa si es inhábil no es nece- 
sario imputar la falsedad. La ley sobre procedimientos de jus- 
ticia nacional autorizando las excepciones en su artículo 270 
inciso I o : establece, «falsedad ó inhabilidad del título» lo que 
demuestra que la una excluye A la otra. 



VI 



¿ En qué fundan los ejecutados las excepciones opuestas, la 
de falsedad é inhabilidad? 

Examinando el escrito en traslado veremos que esas excep- 
ciones tienen su fundamento en las obligaciones y antecedentes 
que, según ellos, han causado el pagaré materia de esta eje- 
cución. 

En primer lugar niego categóricamente todo loque precedido 
antes de firmar el pagaré aludido y todas esas narraciones tienen 
solamente por objeto burlar los derechos de mi mandante. 

Por otra parte, todos estos antecedentes y relaciones, amn en 
la hipótesis de que fueran verdaderos, bajo ningún concepto no 
pueden afectar los intereses de mi mandante, que es el pro- 
pietario de buena fé y no debe ser perjudicado. Al adoptar 
tan extraña doctrina, como la que pretenden sostener los ejecu- 
tados, sería paralizar todas las relaciones comerciales, pues ella 
no armoniza ni con los principios establecidos por la ley y se 
halla en abierta contradicción con las prácticas mercantiles. 
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De lo contrario los pagarés comerciales se entorpecerían en su 
circulación por la extremada reserva é investigación escrupn- 
l losa con que se verían obligados los comerciantes á proceder en 
la adquisición de ellos. 



VII 



Caravantes, en sn tratado Ley de Enjuiciamiento en el tomo 3 o , 
página 332, párrafo 1200, hace la siguiente definición de false- 
dad del título ejecutivo : «Para que esta excepción pueda admi- 
tirse en la vía ejecutiva, ha de recaer sobre lo sustancial del 
título, pues no basta quu se refiera á alguna cosa 6 circunstan- 
cia accesoria debiendo en éste caso ser objeto de un juicio 
ordinario.» 

De todo esto se desprende, que la excepción autorizada por el 
artículo 270, inciso 4 o , de la ley de procedimientos de Justicia 
Nacional es la de falsedad ó inhabilidad del título con que se 
demanda ejecutivamente, lo que es muy diferente de la falsedad 
de la obligación, cayo cumplimiento se demanda, que es lo que 
alegan los ejecutados, y que no está autorizado por la ley. 

El juicio.ejecutivo, como lo define Reus, es la serie de proce- 
dimientos que la ley establece para que los acreedores puedan 
cobrar de sus deudores sin las dilaciones y dispendios de un 
juicio ordinario, aquellos créditos de cuya legitimidad no debe 
dudarse racionalmente, atendida la naturaleza del documento 
en que estén consignados. La acción ejecutiva no se acuerda 
á la naturaleza del crédito, sino á la del documento en que éste 
consta, y por eso es que los artículos 248 y 249 de la ley de 
procedimientos de la justicia nacional acuerdan aparejada eje- 
cución al título que demuestra la existencia del crédito. 

Por la misma razón, como la presunción legal resultante del 
título que trae aparejada ejecución, puede ser destruida por la 
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praeba contraria, queda siempre á salvo el derecho de los eje- 
cutados para ejercitarla en juicio ordinario, donde podrán de- 
mostrar la falsedad ó insubsistencia de la obligación contenida 
en el título ejecutivo, pero en ningún concepto en el presente 
juicio, que, como ejecutivo, es breve y sumario. Adoptar la 
doctrina sostenida por los ejecutados, admitiendo la excepción 
de la falsedad déla obligación, cuyo cumplimiento se demanda 
valdría suprimir el título XXIY de la ley sobre procedimientos 
de justicia nacional, pues los juicios ejecutivos serían com- 
pletamente inútiles é innecesarios y el cumplimiento de las 
obligaciones contenidas en los documentos reconocidos ilusorio. 



VIII 



Los hechos alegados por los ejecutados no solamente están 
fuera de logar en este caso, en que no pueden ser tomados en 
cuenta, sino que también son falsos, y aunque fueran verdaderos 
no podrían ser invocados por los mismos ejecutados autores de 
esos hechos, porque es máxima de derecho que nadie puede 
alegar ni aprovecharse de su propio dolo 6 delito, nehine suo 

DOLO PRODEST. 

Si los ejecutados para cometer el delito de contrabando co- 
metieron también el de cohecho, no pueden ampararse de este 
último para esquivar el cumplimiento de las obligaciones conte- 
nidas en el documento que motiva esta ejecución. 



IX 



Al finalizar mi escrito me veré en la forzosa necesidad de re- 
cordar á los ejecutados las elementales y claras disposiciones de 
los artículos 740 y 676 del Código de Comercio, de los cuales 
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consta que los pagarés son equiparados á las letras de cambio 
y que contra esos últimos no es admisible la excepción de inha- 
bilidad. En mérito de esa dispocicion tan precisa creo que los 
otros comentarios son inoficiosos y que la excepción de inhabi- 
lidad no debe propserar en este juicio. 



Excuso desarrollar las razones que solicitan mi criterio en el 
sentido invocado por mi y que no escaparán á la penetración del 
Juzgado y en virtud de lo expuesto pido á Y. S. se sirva resolver 
en definitiva como lo he solicitado al principio. 

Es justicia. 

Rojo. — Luis Gano. 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Diciembre 24 de 1896. 

Y vistos: Por los fundamentos del precedente escrito que el 
Juzgado encuentra perfectamente ajustados á derecho, no ha 
lugar á las excepciones opuestas y lléveáe la ejecución adelante 
hasta hacer pago al acreedor del capital, intereses, y las costas 
del juicio. 

Juan del Campillo. 



Fallo de lo Suprema Corle 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1897. 

Vistos y considerando: Que el documento de foja primera, 
concebido á la orden como lo está, se halla regido por las dispo- 
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siciones concernientes á la letra de cambio (artículo setecientos 
treinta y nueve y artículo setecientos cuarenta y uno del Código 
de Comercio). 

Que la excepción opuesta por el ejecutado, basada en la 
causa ilícita que, según pretende, vicia la obligación, no se 
halla comprendida entre las que, conforme al artículo seis- 
cientos setenta y seis del citado código, pueden oponerse contra 
la acción ejecutiva de la letra de cambio. 

Que en consecuencia no era necesaria la recepción de la 
causa á prueba. 

Por esto se confirma, con costas, el auto apelado de foja veinte 
y seis y no se hace lugar al recurso de nulidad. Y observando 
que en el escrito de foja diez y seis se afirma haberse cometido 
delito, que, siendo cierta su existencia, da nacimiento á acción 
pública, se resuelve que el inferior pase al Procurador Fiscal 
copia del referido escrito para que proceda conforme á derecho. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA 



Criminal contra Javier Castro y Demetrio Quevedo, por 
infracción d la ley de movilización 



Sumario. — La ignorancia de la ley no es excepción admisi- 
ble. 



Fallo del Jaez Federal 



Córdoba, Junio 16 de 1897. 

Y vistos : Los seguidos contra los ciudadanos Javier Castro, 
soltero, y domiciliado en la chacra de la Merced y de profesión 
labrador, y Demetrio Qnevedo, domiciliado en el pueblo déla 
Tama, labrador y de estado soltero, por suponérseles infracto- 
res á la ley de servicio obligatorio. 

Y considerando: I o Que según los documentos de fojas i y 2, 
el oficio de foja 3 y las declaraciones de fojas 4 y 5, se ha 
constatado legalmente que los procesados son infractores al ser- 
vicio obligatorio de la clase de 20 años. 

2 o Que la excusa invocada por Quevedo, ó sea ignorar que 
eran los ciudadanos de 20 años, los obligados á la moviliza- 
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cion, es inadmisible y no puede eximir la responsabilidad del 
procesado. 

3 o Que el procesado Castro no ha comprobado tener mayor 
edad que la de 20años, siendo que, por otra parte, alega que no 
concurrió á la movilización por encontrarse enfermo en San 
Francisco, lo que tampoco ha comprobado. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo : condenando á 
los procesados Demetrio Quevedo y Javier Castro á sufrir la pena 
de dos años de servicio militar en el ejército, por infracción al 
artículo 14 de la ley número 3318, con deducción del tiempo de 
prisión preventiva que llevan sufrida. Hágase saber con el ori- 
ginal, líbrese oficio al Ministerio de la Guerra, poniendo ásu 
disposición á los penados, y en su caso archívese. 

C. Moyano Gacitúa. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



fiuenos Aires, Julio 28 de 1897. 
Suprema Corte : 

La sentencia de foja 15 ha sido consentida y pasada en au- 
toridad de cosa juzgada respecto del procesado Javier Castro. 

El recurso instaurado por Demetrio Quevedo no puede pros- 
perar, á mi juicio, en esta instancia, porque, como lo establece 
la sentencia á su respecto, la ignorancia de la ley no es excepcipn 
legalmente admisible. Por ello pido á Y. £. se sirva confirmar- 
la en la parte recurrida. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 12 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos se confirma, con 
costas, la sentencia de foja quince, en la parte apelada. Devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO B UN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXI 



Criminal contra Juan Díaz, por violación de una carta 
certificada y sustracción de valores 



Sumario. — La violación de una carta, y sustracción de valo- 
res cometida por un empleado de correos, le hace pasible de la 
pena sancionada por el artículo 53 de la ley nacional penal. 



Caso. — Resulta del 



i 
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Fallo del Juer. federal 



Jujuy, Noviembre 28 de 1896. 

Vistos: los autos iniciados con motivo de la violacioa de una 
carta certificada y sustracción de parte del valor que contenía, 
hecho que tuvo lugar en la oficina de correos de esta ciudad, el 
dia 3 del corriente mes de Noviembre y de que se ha acusado 
como autor á Juan Diaz, empleado de la misma oficina. 

Y considerando : Que este proceso se inició ante este juzgado 
de sección en virtud de la nota de foja 6, del jefe del 17° dis- 
trito, á la que acompañaba unas declaraciones tomadas por el 
mismo y la carta materia de la investigación, haciendo á la vez 
saber que á su pedido el empleado Diaz había sido detenido en 
la policía. £1 juzgado dictó auto de prisión y dio intervención 
al fiscal. 

Que recibida la declaración indagatoria al sindicado Diaz, ha 
confesado espontáneamente ser cierto el hecho de haber violado 
una carta que ese día certificó don Esteban Fanelo, dirigida á 
doña Amalia Panelo, en San Antonio. Que es igualmente cierto 
que contenía veinte pesos en bonos de tesorería, de los que tomó 
diez, volviendo á cerrar la carta, habiendo antes alterado la 
cifra que en ella designaba la cifra remitida. Que esta decla- 
ración categórica, no tenía visos de violencia, ni el que la hace 
presenta signo alguno que pueda hacer dudar de la integridad 
de sus facultades mentales y reúne los demás caracteres deter- 
minados en la ley. Que no obstante, el juzgado ha proseguido 
la investigación, reuniendo losdatosque estaban indicados para 
el perfecto esclarecimiento de la verdad (artículo 235, Código 
de Procedimientos en lo Criminal), y todos están contestes en 
la exactitud del hecho y en la determinación del autor. 



124 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que la acusación ha fundado en esto su requerimiento para 
qae se aplique al procesado la pena establecida en el artículo 
53 de la le; de 14 de Setiembre de 1863. 

Que la defensa expuso que su patrocinado resulta del pro- 
ceso, desgraciadamente por su confesión, en condiciones lega- 
les culpable, y pide que se tenga en cuenta la circunstancia de 
ser menor de dieciocho anos el procesado; estar arrepentido, 
tener madre y ser esposo, lo que puede haberlo colocado en 
situación de una necesidad extrema, y finalmente no haber pro- 
ducido un mal grave, tomando diez pesos que do empobrecen á 
nadie. Renuncia en nombre de su defendido el término de 
prueba. Que adherido el Fiscal á esta última petición, se ha 
llamado autos y debe dictarse sentencia. Que á todas luces el 
hecho está claramente previsto y penado por el artículo 53 de 
la ley sobre delitos de carácter nacional y tiene dicha pena el 
carácter de indivisible, de manera que su aplicación implica 
necesariamente que no se pueden tomar en consideración los 
caracteres atenuantes con que se presenta el hecho. 

Que tal rigor en la ley, tiene indudablemente por objeto, res- 
guardar los intereses y créditos de la administración, la segu- 
ridad de las transacciones de que e! correo se constituye inter- 
mediario, la necesidad de esforzar la fidelidad de sus agentes, 
romo decía el Procurador déla Nación doctor Kier, en la causa 
XIII de la cuarta serie de los Fallos de la Suprema Corte. 
Asigna esa pena de cinco años de trabajos forzados, sin distin- 
guir entre la importancia 6 el valor de los documentos, porque 
lo que parece que constituye el delito en sí mismo, es la viola- 
ción de la carta por el empleado á cuya fe ha sido confiada por 
la autoridad pública la custodia de esos intereses. Que la de- 
fensa, al renunciar á la prueba, no ha pretendido tampoco esta- 
blecer las circunstancias que invoca de edad, necesidad, poco 
valor del perjuicio y otras, en contra de las que se puede esta- 
blecer la perfecta responsabilidad del procesado por su aspecto, 
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su larga vida de empleado, en la que no ha dejado de sufrir 
otros deslióos, su estado de casado, y otros detalles que no han 
hecho necesaria unainvestigaciou especial, de edad, salud, etc., 
que previene el Código de Procedimientos en los artículos 260 
y siguientes. 

Por tanto: y omitiendo otras consideraciones/ estando cali- 
ficado el delito y consideradas sus circimstanciás, definitiva- 
mente juzgando, fallo: condenando al empleado de correo Juan 
Diaz, preso en la cárcel de esta ciudad y procesado por violación 
de carta certificada y sustracción de dinero, á sufrir la pena 
prevenida en el artículo 53 de la ley citada, es decir, cinco años 
de trabajos forjados é inhabilitación para obtener cargos públi- 
cos, con diminución de la prisión preventiva, con arreglo al 
artículo 49 del Código Penal, y sin perjuicio de sus responsabi- 
lidades civiles, le condeno además á pagar las costas. Hágase 
saber al Ministerio de Justicia para que dicte las órdenes nece- 
sarias. 

Joaquín Carrizo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 26 de 1897. 

Suprema Corte : 

£1 procesado Juan Diaz está convicto y confeso. El delito 
perpetrado por 61 cae bajo el régimen del artículo cincuenta y 
tres de la ley sobre crímenes contra la nucion. La pena de cinco 
años de trabajos forzados impuesta en la sentencia, procede 
en derecho estricto, por severa que resulte ante la poca impor- 
tancia del daño causado. 

Se ha alegado, no obstante, que el procesodo en su declaración 
de foja siete expresa tener sólo diez y siete años de edad; é in- 
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sinuado en la expresión de agravios, la conveniencia que había 
para él, en justificar esa circunstancia. Siendo tan dura la pena, 
que no distingue entre los diversos grados de culpabilidad y 
del daño causado, teniendo en cuenta la sinceridad con que el 
procesado ba confesado su falta, facilitando con su espontánea 
confesiou, la acción de la justicia — que la pena de presidio, es 
divisible en el tiempo — y que el artículo ochenta y tres del Có- 
digo Penal prescribe en su inciso 2 o entre las circunstancias 
atenuantes, ser el imputado menor de dieciocho años, pienso 
que V. E. podría autorizar la justificación de la corta edad 
invocada en favor del procesado, si en su ilustrado criterio juz- 
gara que esa circunstancia autoriza la diminución de la pena 
de trabajos forzados por cinco años, que prescribe el artículo 
cincuenta y tres de la ley nacional aplicable. Si esa diminu- 
ción no fuera posible en estricto derecho, y la ley debe aplicar- 
se á pesar de su rigorismo manifiesto, rogaría á Y. E. que 
después de la sentencia, y fuera del mérito legal de la causa, 
adoptase el temperamento de solicitar al Poder Ejecutivo de la 
República á ejercer en el presente caso el derecho de indulto que 
le acuerda la Constitución Nacional, como fué resuelto en el 
fallo de Y. E., que se registra en la serie segunda, tomo según- 
do, página trecientos treinta y seis. 

Para esta petición á Y. E,, tengo en cuenta, además de las 
causales antes expresadas, que el procesado Juan üiaz, toman- 
do de la carta abierta sólo diez pesos que urgentemente necesi- 
taba y dejando el resto, no ha mostrado esa perversidad de 
espíritu que la ley ha querido castigar con pena tan severa, y 
ha causado el menor daño, pndiendo con las mismas responsabi- 
lidades legales, producir uno mayor. 

Pido por ello á Y. E. se sirva en último extremo proceder á 
este acto de equidad en favor de la corta edad del procesado. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 12 de 1897. 

Vistos y considerando: Que está plenamente probado que el 
procesado es autor del delito previsto y penado por el artículo 
cincuenta y tres de la ley nacional penal. 

Que no hay en autos prueba alguna que demuestre la exis- 
tencia de circunstancias atenuantes, resultando lo contrario del 
oonsiderando final de la sentencia recurrida» lo que hace inne- 
cesario apreciar el efecto que tales circunstancias pudieran pro- 
ducir. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General, y de la sentencia apelada de foja veinte y 
siete, se confirma ésta, con costas, con declaración de que el 
tiempo de prisión preventiva se descontará á razón de dos dias 
de esta por uno de trabajos forzados, de conformidad á la 
doctrina del artículo noventa y dos de la ley penal de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres y á la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte. Devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LÜ1SV. VÁRELA. 
—OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. 
TORRENT . 
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CAUSA CCXII 



Don Gerónimo Fassino y en tercería, por mejor derechs) sobre los 
bienes embargados por el Banco de la Nación en autos ejecur 
tivos contra Caraccio hermanos; por cobro de pesos. 



Sumario. — Las posiciones dadas por absueltas por los eje- 
cutados no pueden perjudicar al ejecutante. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Tucuman, Abril 10 de 1896. 

Vistos: estos autos seguidos por don Gerónimo Fassino, 
contra la sucursal del Banco de la Nación Argentina, sobre 
mejor derecho de unos bienes, de que resulta : 

A foja 1 se presenta don Gerónimo Fassino y expone : que 
en el juicio ejecutivo que sigue la sucursal del Banco de la 
Nación Argentina á los señores Caraccio hermanos, y por dis- 
posición de este juzgado, se está por vender por el martiliero 
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público, los bienes que se detallan en el aviso respectivo que se 
publica en los diarios de la localidad ; qae con los ejecutados 
trabaja desde el I o de Mayo de 1889 en calidad de empleado 
(sobrestante), á razón de doscientos cincuenta pesos nacionales, 
según arreglo de cuentas hasta el 30 de Junio del corriente año 
1894, dichos señores le son deudores de la suma de doce mil 
cuatrocientos veintidós pesos con cincuenta centavos de la 
misma moneda, que de este modo y por la causa expresada se 
encuentra comprendido en los términos de la disposición conte- 
nida en el artículo 3880, inciso 3 o , del Código Civil; que en 
tal virtud deduce tercería y pide que, previos los trámites 
legales se le mande pagar del producto de los bienes embarga- 
dos, los seis meses de sueldo deque habla la disposición citada, 
con costas. 

Corrido traslado al ejecutante y ejecutado, aquel expone: 
que la tercería debe ser rechazada con costas, pues á más 
de venir destituida de todo comprobante, tanto en el carácter 
que invoca Fassino, cuanto en el crédito mismo que dice se le 
adeuda, los bienes embargados se han encontrado independien- 
tes de todo trabajo, y en lugar muy distante de donde trabajan 
Caraccio hermanos en albañilería. 

Después de oir á los ejecutados, se recibió la causa á prueba, 
sin que las partes hayan producido ninguna, si se exceptúan 
unas posiciones que el actor ha puesto á los ejecutores Carac- 
cio hermanos, que cualquiera que sea su mérito nada prueban 
contra el Banco. 

Y considerando; Que esta causa se recibió á prueba para 
que el demandante justificara los hechos en que se funda la 
demanda, dado que, según jurisprudencia de la Suprema Corte 
(serie 4 a , tomo 5 o , página 407), corresponde al actor producirla 
prueba correspondiente sobre los hechos alegados en juicio, y 
negados por el demandado. 

Que no habiendo el actor producido la prueba que debía en 

T. LXIX 9 



-v 
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este juicio, debe ser a b suelto el demandado, dado que es así 
mismo jurisprudencia de la Suprema Corte, que incumbe al 
actor la prueba, y no siendo completa, la producida por el 
demandado debe ser absuelto (serie 2 a , tomo 2°, página 61). 
Por estos fundamentos, fallo : declarando que debo absolver 
como absuelvo al Banco, de la tercería deducida contra él, por 
don Gerónimo Fassino, con costas. Hágase saber y repóngase 
los sellos. 

Delfín Oliva. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 12 de 1897. 

Vistos y considerando : Que las posiciones deferidas á los 
ejecutados, única prueba producida por el tercerista, y que han 
sido dadas por absueltas en rebeldía de aquellos, no pueden 
perjudicar al Banco ejecutante. 

Por esto y sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja veintiséis. Devuélvanse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA. — OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



X. 



DE JUSTICIA NACIONAL 131 



CAUSA CC \ III 



Mackinnon y Coelho contra el fisco nacional; sobre cobro 

de pesos 



Sumario. — Deben indemnizarse las averías sufridas por las 
mercaderías depositadas en los almacenes fiscales, con arreglo 
al artículo 289 de las ordenanzas de aduana, cuando no se 
prueba el caso fortuito é imposible de evitar. 



Caso. — Lo explica el 



Vallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Abril 26 de 1897. 

Y vistos : el presente reclamo interpuesto por los señores 
Mackinnon y Coelho, por averías sufridas en un tabaco de su 
propiedad, que tenían en depósito de aduana y sobre el cual 
solicitan la devolución de su importe. 

T considerando : Que de los distintos informes que obran en 
autos de fojas 7 vuelta y 9 vuelta, queda constatado que en 
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realidad tuvieron entrada en los depósitos fiscales los fardos de 
tabaco pertenecientes á los apelantes. 

Que de esos mismos informes se desprende que esa partida 
de tabaco sufrió averías á causa de las fuertes lluvias de Octu- 
bre de 1895, de cuyo hecho tuvo conocimiento la aduana de la 
Capital por aviso que le pasó el guarda almacén encargado del 
depósito donde aquella se encontraba. 

Que siendo el origen de la avería producida, goteras ó filtra- 
ciones en los depósitos fiscales á causa de las lluvias, dicho ac- 
cidente no puede estar en manera alguna comprendido entre 
. los que se enumeran en los incisos I o al 5 o del artículo 287 de 
las ordenanzas de aduana, pues aun en el caso de que ellas hu- 
bieran sido abundantes ó torrenciales, no trajeron las inunda- 
ciones de que habla el referido artículo, para que pudiera dár- 
sele el calificativo de caso fortuito imposible de ser evitado. 

Que debiendo estar los depósitos fiscales á cubierto de esas 
intemperancias del tiempo y revestidos, tanto interior como 
exteriormente de todas las seguridades necesarias para la con- 
servación y seguridad de las mercaderías que en ellos se depo- 
sitan, el hecho que motiva este recurso y que ha sido recono- 
cido por los informes de las distintas oficinas de la aduana, 
demuestra que las mercaderías averiadas no se encontraban 
bajo el amparo de la seguridad debida. 

Qué por lo tanto no hay elementos suficientes que demues- 
tren de una manera real y positiva que haya existido el caso 
fortuito é imposible de evitar á que se refiere el artículo 287 de 
las ordenanzas, para que exima á la aduana de la responsabili- 
dad que determina el artículo 289 de las mismas ordenanzas. 

Por estos fundamentos y no obstante lo solicitado por el mi- 
nisterio público, resuelvo que, previa liquidación hecha por la 
aduana, se abone á los señores Mackinnon y Coelho el importe 
de la parte de mercadería averiada de la partida girada á depó- 
sitos, de acuerdo con la clasificación que según tarifa le corres- 
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ponda. Notifíquese original y previa reposición de sellos, 
devuélvase ala aduana este expediente á los efectos del caso. 
Repóngase el papel. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 15 de 1897. 

Suprema Corte: 

El informe de foja 8 expresa categóricamente que los fardos 
de tabaco que motivan la gestión de los señores Mackinnon y 
Coelho, fueron mojados á causa de las lluvias extraordinarias, 
torrenciales y prolongadas, que produjeron goteras, no sólo en 
los depósitos fiscales sino también en los de la Empresa de Ca- 
talinas, y hasta en la mayor parte de los edificios privados de 
la ciudad. 

Tales lluvias torrenciales y extraordinarias, que es notorio 
ocurrieron el año 95, constituyeron un hecho imprevisto y for- 
tuito que la administración no puede evitar. Para que la 
aduana pudiera ser responsable de sus consecuencias, debiera 
haberse probado que las goteras procedían de mala construc- 
ción de los edificios ó de un estado tal en los techos de los gal- 
pones, que hicieran presumir su falta de resistencia. Lejos de 
ello, sólo consta lluvias extraordinarias y torrenciales, que 
debido á su persistencia han ocasionado goteras en los más 
solidos edificios públicos, y en gran cantidad de edificios pri- 
vados. 

La sentencia recurrida establece, no obstante, que no im- 
portando esas lluvias, las inundaciones á que se refiere el ar- 
tículo 287 de las ordenanzas, no pueden exonerar al estado de 
la responsabilidad reclamada. 



434 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

El artículo 287 citado, refiere como ejemplos, los incendios ó 
inundaciones, pero no excluye y al contrario incluye en su 
inciso 4 o los desvíos, accidentes imprevistos que puedan ocu- 
rrir, agregando en su inciso 5 o , los casos y circunstancias en 
que no haya estado en la facultad de los encargados de los 
depósitos, el poder evitarlos. 

Si es claro ante el contexto de la ley, que todo accidente for- 
tuito é imprevisto, que los encargados de los depósitos no han 
podido evitar, constituyen una excepción á la responsabilidad 
del erario nacional determinado por el artículo 287 de las orde- 
nanzas, la sentencia recurrida no ha podido legalmente estable- 
cer aquella responsabilidad en el caso sub-judice. 

Si no se ha justificado descuido en la autoridad respecto al es- 
tado de los depósitos fiscales, ni al modo de conservar la merca- 
dería en ellos depositada, el hecho demostrado en el informe de 
foja 8, fortuito é imposible de evitarse, no responsabiliza á la 
administración pública. 

Por ello pido á V. E. se sirva revocar la sentencia recurrida 
de foja 40, manteniendo lo resuelto por la administración de 
aduana á foja 19 vuelta y 20 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 12 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos y teniendo además en conside- 
ración que las lluvias torrenciales y prolongadas que se invocan 
para contestar el derecho del reclamante, son acontecimientos 
que han podido y debido preverse por entrar en el curso ordi- 
nario de la naturaleza, lo que hace que no se trate de un caso 
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fortuito, según la definición del artículo quinientos catorce del 
Código Civil, desde que no se ha probado que las expresadas 
lluvias merezcan la clasificación de anormales, se confirma la 
sentencia apelada de foja cuarenta. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JDAN E. TOBBENT. 



CAUSA CCXIV 



Don Bernardo Romillón, por recurso de amparo de libertad; 

sobre apelación denegada 



Sumario. — De los autos sobre recurso de amparo de liber- 
tad, debe apelarse dentro de 24 horas. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando de la propia exposición del re- 
currente, que el juicio que ha promovido es el determinado por 



i 36 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

el artículo seiscientos diecisiete del Código de procedimientos 
en lo Crimina), en cayo caso ei procedimiento debe ajustarse á 
las reglas relativas de ese juicio, ya se otorgue ó deniegue el re- 
curso y estableciéndose por el artículo seiscientos treinta y nue- 
ve del mismo Código el término perentorio de veinticuatro ho- 
ras para apelar de la sentencia que recayere, lo que no sucede 
en el caso, como se reconoce en este escrito, se declara bien de- 
negada la apelación. Hágase saber y remítase al juez de la cau- 
sa para la agregación á sus antecedentes. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA 



Criminal contra Vicente Pellegrini, por heridas d bordo 
de la chata nacional « Miramar » 



Sumario. — Las heridas que produzcan incapacidad para el 
trabajo por más de un mes, hacen pasible á su autor de la pena 
de uno á tres años de prisión. 



Caso. — Resulta del 
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Fallo del Jues Federal 



Rosario, Mayo 7 de 1897. 

Y vistos: La presente causa seguida contra Vicente Pellegri ni, 
de 38 años de edad, soltero, italiano, marinero, vecino de Co- 
ronda, por heridas á Sebastian Conti, Carmelo Sardello y Anto- 
nio Demartino, de cayos autos resulta: 

I o Que el dia 7 de Marzo de 1896, y estando fondeada en el 
puerto de Coronda la chata nacional t Miramar », se suscitó á 
bordo de ella una disputa entre los marineros Sebastian Conti y 
Vicente Pellegrini, trabándose luego entre estos una pelea en 
la que el segundo hirió á Conti con una navaja de afeitar, y á 
dos marineros más de la misma chata, llamados Antonio De- 
martino y Carmelo Sardello. 

Que á foja 2 vuelta declara Sebastian Conti: que bajó dea 
bordo de la chata € Miramar » acompañado de tres tripulantes 
con el propósito de jugar una partida á los naipes, la que se 
realizó en la mejor cordialidad . 

Que durante el juego bebieron entre todos tres litros de vino, 
y terminada aquella, se embarcaron en una canoa que los con- 
dujo á bordo del buque. 

Que una vez allí, el declarante le dijo á Pellegrini: € Cómo 
es eso que habiendo salido juntos, vos te viniste solo, sin si- 
quiera esperarnos ! » < Hemos salido como la gente y hemos 
vuelto como los animales I » 

Que sin contestarle le aplicó un golpe de puño, á lo que res- 
pondiócon otro el declarante. 

Que entonces se interpusieron para separarlos los demás com- 
pañeros, y Pellegrini sacó una navaja de afeitar que guardaba 
en su bolsillo y lo hirió á él y á dos de sus compañeros. 
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Que durante el tiempo que conoció á Pellegrini, no tuvo con 
éste disgusto alguno. 

Que ni él ni sus compañeros estaban ebrios ese dia. 

Que el arma con que lo hirió, es la misma que se le pone de 
manifiesto v á la cual se ha referido. 

Que á foja 4 declara otro de los heridos, Carmelo Sardello, 
de acuerdo en un todo con el anterior declarante, agregando 
que después de salir del almacén y mientras cerraban trato con 
don José López, él y dos compañeros, para comprar 50 grana- 
das, Vicente Pellegrini se dirigió á la costa, solo, y tomó una 
canoa para ir á bordo. 

Que dispuestos él y sus demás compañeros á regresar al bu- 
que, le gritaron á Pellegrini que les trajera la canoa, á lo que 
éste contestó : c no voy á traerlos ! » 

Que otro de los marineros que estaba á bordo les condujo 
aquella, en la que volvieron al buque. 

Que el declarante y otro quedaron á proa, mientras los otros 
dos estaban á popa, produciéndose entonces la lucha en la cual 
resultó herido el declarante. 

Que á foja 5 vuelta declara Antonio Demartino, que el dia 
que se produjo el hecho se encontraba á bordo haciendo la co- 
mida. 

Que Pellegrini llegó primero al buque y como los tres ma- 
rineros que quedaban en tierra pidieran la canoa, ésta les fué 
llevada por uno de los tripulantes, en la cual regresaron las 
expresadas personas. 

Que en momentos que llegaban, el declarante bajó á la cáma- 
ra á sacar algunos comestibles y en circunstancias que salla á 
cubierta, vio que Pellegrini sacaba del bolsillo una navaja, con 
laque hirió á Sebastian Conti y Carmelo Sardello, y que por vol- 
ver á herir á este último, le tocó á él porque se encontraba 
contiguo á Sardello; que antes del hecho no tuvo resentimiento 
alguno con Pellegrini. 
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Que el arma que este último osó es la 'misma que se le pone 
de manifiesto. 

Que á foja 6 vuelta declara Bartolo Gorma] aro, que luego 
que regresó á bordo con Conti y Sardello fué á su camarote. 

Que desde allí sintió el ruido ocasionado por la contienda 
que tenía lugar, y cuando subió á cubierta encontró heridos ya 
á sus compañeros. 

Que estos le pidieron los condujera á tierra, á lo que accedió, 
dejando sólo á bordo á Fellegrini y al cocinero. 

Que en todo lo demás depone de acuerdo con el herido Car- 
mulo Sardello. 

Que áfoja 8 el procesado Tícente Pellegrini, declara que el día 
7 referido fué invitado por Bartolo Gormulado, para ir á comprar 
unos remedios á la botica y en compañía de él iban á más del 
que lo invitó, los marineros Sebastian Conti y Carmelo Sardello. 

Que una vez hechas las compras necesarias, se dirigieron los 
cuatro á un almacén á jugar la baraja. 

Que por motivo del juego el marinero Bartolo Gormulado ha- 
cía en compañía de Conti cuestión en su contra. 

Que por librarse de esto se separó de sus tres compañeros, 
volviendo solo á bordo. 

Que pasados unos 45 minutos vinieron ellos y que almorza- 
ron juntos como amigos. 

Que después del almuerzo fué nuevamente invitado para ba- 
jar á tierra por Conti, insinuándolos á que aceptaran los otros 
dos, ó sean Sardello y Gormulado. 

Que él pretestaba no tener dinero para eludir la salida, y 
que, finalmente, aceptó á causa de que le ofrecieran volver 
como amigos . 

Que habiendo ido á jugar al naipe, dice que bebieron tres ó 
cuatro litros devino, los cuales le embriagaron tanto á él como 
á sus compañeros, agregando que después se vino solo á bordo 
y se sentó en la escotilla de popa. 



140 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Que al poco rato llegaron los compañeros y le acometieron 
pegándole de trompadas, y qae últimamente y en defensa pro- 
pia sacó la navaja, no recordando á quién hirió oon ella, sino 
que fué tomado preso. 

Que no ha tenido ningún disgusto anterior con ellos. 

Que á foja 19 vuelta declara Nicolás Menga, el que dice, en su 
declaración, que presenció el hecho. 

Que viendo que Pellegrini y Gonti disentían y se tomaban á 
golpes de puño, el declarante y Sardello fueron á separarlos. 

Que al hacer esto, Pellegrini sacó del bolsillo del pantalón 
una navaja de afeitar, con la que hirió á Sardello, ocultándose 
el declarante por temor. 

Que cuando volvió vio que tres de sus compañeros estaban 
heridos, los que fueron conducidos á tierra por Qormulado. 

Que traído el procesado á presencia de este Tribunal y leida 
que le fué su declaración de fojas 14 y 19, se ratifica de ella á 
foja 23, no teniendo nada que agregar ni quitar. 

Que el hecho se produjo de la manera siguiente : estando 
reunido con sus compañeros y en estado de ebriedad, Sebastian 
Conti le tiró oon un balde al declarante, parando ese golpe 
con la mano. 

Que después se trabaron en pelea con aquél, que entonces, 
rodeado por los demás compañeros de Gonti, el declarante sacó 
una navaja y no sabe lo que hizo, porque estaba ebrio. 

Que á fojas 15, 16, 40 vuelta y 41, corren los certificados 
médicos informando sobre el carácter de las heridas, á foja 44 
vuelta y 45, un certificado del Hospital de Caridad de Santa Fé, 
en el que se expresa que el herido Sebastian Gonti salió com- 
pletamente curado de ese establecimiento el 11 del mes de Abril 
de 1896. 

2 o Que de fojas 48 á 50 produce su acusación el señor Procu- 
rador Fiscal, y pide que al procesado Vicente Pellegrini se le 
condene al máximun de la pena que establece el inciso I o del 
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artículo 120del Código Penal. 6 sea tres años de presidio y al 
pago de las costas, f andándose: I o en que las heridas inferidas 
á Demartino y Sardello, fueron de carácter grave: 2 o en que se- 
gún resulta de los informes médicos de fojas 15 y 44 vuelta, las 
heridas causadas á Sebastian Coatí requirieron para su cura- 
ción un mes y ti;es días, quedando incapacitado para el tra- 
bajo por todo este tiempo ; 3 o que no existe de parte del proce- 
sado ninguna circunstancia atenuante; 4 o Que el hecho de ha- 
ber reiterado el mismo delito contra tres de sus compañeros, 
es una causa agravante de su responsabilidad penal (art. 58 
del Código Penal), 

3 o Que de fojas 15 á 55 el defensor oficial hace la defensa del 
procesado aduciendo como argumento : que en los autos apa- 
rece como provocador de Pellegrini el herido Sebastian Con- 
ti ; que esta causa es un atenuante de la pena que correspon- 
dería al primero (art. 83, inciso 4 o , del Código Penal); que la 
circunstancia agravante de que la acusación hace mérito para 
que se aplique al procesado el máximun de la pena del artícu- 
lo 120 del Código Penal, no está fundada, desde que no ha 
existido reiteración como se afirma por aquélla ; que las heridas 
causadas por su defendido, fueron de un carácter leve y se cu- 
raron en breve tiempo; que en definitiva se le dé al procesado 
Vicente Pellegrini por compurgado el delito con el tiempo 
de prisión que lleva sufrida. 

4 o Que abierta la causa á prueba, no se produce ninguna en 
autos. 

T considerando: I o Que según las declaraciones de los tripu- 
lantes de la chata nacional cMiramar», de foja 1 á foja 9, resul- 
ta que Vicente Pellegrini es autor de las heridas inferidas á Se- 
bastian Conti, Carmelo Sardello y Antonio Demartino. 

2 o Que en esas mismas declaraciones se afirma que no existía 
resentimiento entre las víctimas y Pellegrini antes de la pelea. 

3 o Que consta también que ninguno de los tripulantes que 
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intervinieron en el hecho estaban ebrios y que Conti se dirigió 
á proa del baque donde estaba Pellegrini, tomándose en seguida 
en pelea. 

4 o Que de los informes médicos de foja 15 y foja 44 vuelta, 
se desprende que las heridas de Sardello y de Demartino fueron 
de carácter leve, pero no las de Conti, quien fué trasladado al 
Hospital de Caridad de Santa Fé, y dado de alta recien al mes 
y tres días. 

5 o Que no existe en autos ninguna circunstancia que exima 
de responsabilidad criminal al procesado Fellegrini por haber 
herido á tres marineros. 

Por estas consideraciones, y en atención á la poca gravedad 
de las heridas inferidas por el procesado, fallo definitivamente 
condenando á Vicente Pellegrini á la pena de dos años de pre- 
sidio, de acuerdo con el artículo 120 del Código Penal, con des- 
cuento del tiempo de prisión sufrida. Con costas. Repóngase y 
notifíquese con el original . 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 27 de 1897* 
Suprema Corte : 

Es un hecho demostrado y aún corroborado por la declaración 
del mismo procesado Vicente Pellegrini, á foja 8 vuelta, que él 
fué el autor de las heridas á los tripulantes de la chata nacio- 
nal c Miramar ». 

De esas heridas, la inferida á Sebastian Conti era de bastan- 
te gravedad, según el certificado médico de foja 15, su curación 
se prolongó más de un mes, esto es desde el 7 de Marzo, hasta 
el 4 de Abril, según el certificado de foja 44 vuelta. 
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El heridor opone la excepción de propia defensa. No la ha 
justificado, no resulta de las constancias del sumario, no pare- 
ce verosímil siquiera ante el hecho constante, de encontrarse 
desarmados los heridos en aquel lance. 

A tales hechos ha sido bien aplicada en la * sentencia la pres- 
cripción del artículo 120, inciso I o , del Código Penal, que impo- 
ne prisión de uno á tres anos, al autor de la lesión que produz- 
ca incapacidad para el trabajo por más de un mes. 

Dada la reiteración de heridas y el carácter grave de la infe- 
rida áConti, pudo imponerse al procesado el máximun de la es- 
tablecida en el artículo del Código Penal citado. Reducida á 
sólo dos años, en la sentencia de foja 57, considero que no sólo 
no le causa agravio sino que resulta á su respecto de la mayor 
benignidad. Pido por ello á Y. E. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1897. 



Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja cincuenta y siete. Devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BUNGE. —JUAN. E. 
TORRENT. 
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;ausa ex* vi 



Criminal contra Juan J. Conforti, por tentativa de homicidio 

d bordo del vapor c Daiman ». 



Sumario. — I o No puede ser eximido de pena el autor de ua 
delito, cuya irresponsabilidad no ba sido probada. 

2 o No puede agravarse la pena, ni aún en la hipótesis de que 
la calificación del delito hecho por la sentencia del inferior fa- 
vorezca al acusado, si ésta no ha sido apelada por el Ministerio 
fiscal . 



Caso. — - Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Noviembre 11 de 1896. 



Y vistos : la presente causa seguida á Juan J. Conforti de 22 
años de edad, de estado soltero, de nacionalidad argentino, em- 
pleado y con domicilio en la ciudad de Santa Fé, calle Jujuy 
número 674, por herida con arma de fuego hecha á Margarita 
Parolin, de la que resulta : 



DE JUSTICIA NACIONAL 145 

I o Que el día 16 de Marzo de 1896, D~ Juan J. Conforti, de 
viaje en el vapor c Daiman i, de Paraná á Santa Fé, atentó con- 
tra la vida de Margarita Parolin, disparándole dos tiros de re- 
vólver, de los cuales, uno consiguió herirla en la región frontal; 
que de foja 5 á foja 12 corre la declaración del procesado, dos 
cartas de éste, nn telegrama y un informe médico sobre las he- 
ridas de la víctima; que el procesado en su declaración prestada 
ante el subprefecto marítimo de Santa Fé, se muestra confeso 
y convicto del delito que se le imputa, y da como motivo deter- 
minante de ese hecho el compromiso de matrimonio que habja 
contraído con Margarita Parolin, que en efecto existía ese com- 
promiso, mas que con el trato frecuente del procesado se con- 
venció que sería difícil soportar con él la vida matrimonial, por 
lo que resolvió manifestarle su resolución de que no se Uevava 
á efecto; que esto exasperó á Conforti y desde entonces no reci- 
bió de él sino amenazas de muerte; que de las declaraciones de 
los testigos Hermenegildo Carlini, Alejandro Sohmith, Marce- 
lino Cano, Bernardo Grillo, Miguel Curcusello y Marcelo Lato- 
rre, confirman lo expuesto ya por el procesado. 

Que traído el procesado, á presencia de este Tribunal y leída 
que le fué su declaración, manifestó que tenía que hacar una rec- 
tificación; que había declarado al dia siguiente del suceso y que 
en ese momento se encontraba aturdido por lo que había pasado 
y no se dio cuenta de lo que se le preguntaba ; que recuerda 
haber sacado el revólver, pero no sabe en qué dirección apuntó 
el arma, ni tampoco que se haya disparado dos tiros á sí mismo, 
porque en ese momento cayó sin conocimiento; que cree ser 
exacto el hecho de los disparos á Margarita, mas no sabe por qué 
perdió el sentido. 

2 o Que corrida vista al señor Procurador Fiscal, éste se expide 
á foja 22 expresando que por las declaraciones del procesado, 
de los testigos y de la confesión de la víctima, se comprueba el 
hecho cometido y acusa al mencionado procesado para que se le 

T. LXIX ' 10 
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condené ai término medio de la pena del artículo 99, es decir á 
dos años y medio de prisión. 

3 o Qae á foja 82 el señor defensor afirma que la irresponsa- 
bilidad del procesado se manifiesta, fundándose en los antece- 
dentes del mismo, los que demuestran las diversas alteraciones 
que ha sufrido en sus facultades, las que unidas al hecho pasio- 
nal que da origen á este proceso, haciendo nacer la presuucion 
de que no puede serle imputable, desde que no lo ejecutó con 
pleno conocimiento; é invoca en consecuencia la disposición del 
artículo 84, inciso I o , del Código Penal, como la causa eximente 
de toda pena; que impugna la vista del fiscal como errónea, 
en la parte relativa á la aplicación de la pena de dos y medio 
anos de prisión, porque, según él, la interpretación del artí- 
culo sería ésta: el mínimum de la pena que dispone el precepto 
legal (un año) más la mitad que falta para llegar al máximum 
de dos años, es decir que en el presente caso, sería la de dos 
años de prisión; que el señor Fiscal reconoce que el procesado 
ha cometido el hecho en un estado anormal, haciéndolo víctima 
de una alteración nerviosa, que si no pudo tomarse como la eausa 
eximente de su responsabilidad, debe considerarse al menos 
como la primera de las atenuantes; que en consecuencia pide la 
absolución del procesado ó en su defecto el mínimum de la pena 
establecida en el artículo 99 del Código Penal. 

4 o Que abierta la causa á prueba se producen, á fojas 29 y 30, 
dos informes médicos, uno del doctor Cazutti y otro del doctor 
Trueco, sobre las facultades mentales del procesado ; que en el 
primero se certifica que éste ha padecido un trastorno mental 
que asumió la forma de monomanía efímera, y el segundo, dado 
en Marzo 21 de 1896, clasifica el estado del procesado de histe- 
rismo pompleto; que á foja 50 vuelta aparece la completa rati- 
ficación de este último facultativo; que á fojas 54 y 55 se acom- 
paña otro certificado médico expedido por el doctor Tomás Lar- 
guía y su ratificación, en el cual se afirma que el procesado 
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Joan J. Conforta estuvo afectado desde I o de Noviembre de 1894 
hasta el 9 del mismo mes, de delirio agudo con pérdida com- 
pleta de sus facultades, después de cuya fecha recibió el uso de 
su razón, no hallándose autorizado para informar si ese tras- 
torno pudo repetirse; que de foja 64 á foja 68 se consigna el 
informe de los doctores Firmat y Ghiraldi, cuya conclusión es 
la de que el procesado es irresponsable de sus actos, y puede, 
por causas afectivas, caer en un ataque de manía furiosa. 

Y considerando: I o Que según lo dispuesto en los artículos 
6 y 7 del Código Penal, la ley presume que se han ejecutado con 
intención los hechos calificados de crímenes ó delitos, salvo que 
por las causas que anteceden al caso, no autorizen una presun- 
ción en contrario. 

2 o Que en el presente proceso existen elementos de convicción 

« 

para resolver que el hecho criminoso no se ha cometido en es- 
tado de inconciencia, sino por el contrario, que ha existido pre- 
meditación, demostrada por la compra del arma con que hirió á 
á la víctima y la circunstancia muy comprometedora para el 
reo, de cargar arma blanca — daga — ademas del revólver. No 
tiene explicación satisfactoria llevar puñal en viajes de Santa Fé 
á Paraná. La premeditación de atentar contra su víctima amada, 
si ella no accede á reanudar su compromiso nupcial, resulta 
también de la declaración de Margarita M. Parolin, en la que 
hace la revelación que Conforti la había amenazado con com- 
prar un revólver, y que las dos primeras balas serían para ella 
y las otras dos para él, si insistía en rechazar su proposición 
de matrimonio . 

3 o Que la disposición legal que invoca el defensor pr.raque se 
le exima de pena, por haber cometido el hecho en estado de in- 
conciencia, no es aplicable en el presente caso, porque no ha 
probado que estuviera loco en ese momento, y las circunstancias 
que precedieron al hecho, ni los antecedentes del procesado 
autorizan para declararlo legalmente € irresponsable de sus 
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actos ». Signe en pié el principio del artículo 6 o que presume la 
intenoiou criminal. 

En efecto, por la redacción de la € solicitada », publicada en 
contra de Margarita; el ardid de que se ha valido para obtener 
por un telegrama falso, que su amada permaneciera más tiempo 
en Paraná y las cartas que él le dirigiera, así como la declara- 
ción prestada en la subprefectnra y en este juzgado, conven- 
cen que proceden de un enamorado contrariado en su pasión, pero 
de ningún modo que son artificios de c un irresponsable de sus 
actos t. 

Los facultativos que han atendido á Conforti en sus ataques 
mentales anteriores al suceso queda motivo á esta causa, decla- 
ran unos que es c neurótico intermitente », pero susceptible de 
curación, como efectivamente sanó, quedando solamente su cons- 
titución nerviosa más excitable que antes del ataque. 

Otro de los médicos, que lo atendió de un histerismo completo, 
pero el enfermo mejoró, y filialmente dice el doctor Larguía que 
atendió á Conforti, hace dos años, de un ataque de delirio agu- 
do, con pérdida completa de las facultades, crecobrando la razón 
al cabo de nueve dias, pero en conciencia no se cree en condicio- 
nesde informar respecto al grado d§ posibilidad de que se repro- 
duzcan los trastornos mentales ». 

En resumen, ninguno de estos tres médicos que lo han aten- 
dido en casos concretos lo declara cen condición permanente de 
irresponsabilidad de sus actos ». 

En el sumario no consta que viera á Conforti alguno de los 
pasajeros ó tripulantes del buque con su razón en estado anor- 
mal. 

Luego, todos los antecedentes nos enseñan que sufría ataques 
mentales, pero éstos eran transcurriendo más de un año entre 
uno y otro, que se curaba de estos ataques, no quedando más 
huella de su enfermedad que la excitabilidad nerviosa: su esta- 
do normal es el de un ser inteligente, que tiene conciencia de las 
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consecuencias de sos actos, cuando no hay un motivo que le pro- 
duzca agitación & so sistema nervioso. 

La defensa acepta el informe de los médicos peritos como sen- 
tencia para so defendido. 

Ese informe se recomienda por su ilustración y hace honor 
á sus autores, pero el juez no puede aceptarlo sin observación, 
porque hay la opinión de otros tres médicos que no avanzan á 
conclusiones tan radicales y también, porque los médicos peri- 
tos afirman que « es intermitente la manía á fondo histérico 
epiléptico i, yya se ha visto que las intermitencias son demá? 
de un año. 

Por otra parte, el informe médico legal de foja 64 se muestra 
partidario entusiasta de esta nueva escuela positivista, que cali- 
fica aciertos seres como nacidos para el crimen, porque su cons- 
titución orgánica así está dispuesta; que en los delincuentes no 
ve criminales sino locos; que estando siempre sujetos á fuerza 
impulsiva de destrucción, no tienen la perspicaz intuición de la 
importancia jurídica ó moral de sus actos voluntarios, ni la li- 
bre determinación de ellos en la época de sus ataques de mono- 
manía constitutiva. 

El juez, si creyese reconocer en Conforti talos caracteres del 
tipo de un malhechor peligroso para la sociedad, ¿cómo procede- 
ría y qué debería hacer con el actual procesado? 

Es claro que no habría más que recluirlo en el momento, como 
se hace ahora con los furiosos, por el peligro que presentan, y 
sin esperar imprudentemente que oause daño á otra dama á 
quien le dé el capricho de amar... 

¿Es aceptable este resultado, aunque muy lógico? 

¿Es admisible la teoría de que dimana? No, porque el autor 
de un hecho criminal que exige de su víctima las explicaciones 
de por qué no le conserva hoy la misma pasión que antes, es una 
razón que emite luz suficiente para discernir el bien y el mal 
moral; que tiene juicio para apreciar la conducta de su amada; 



150 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

que tiene memoria, porque cumple con el programa que se ha 
dictado de antemano, hacer dos tiros á ella y otros dos á sí mis- 
mo; si estos datos no demuestran conciencia en el agente, y por 
tanto responsabilidad de sus actos, los tribunales de derecho 
no tienen razón de ser ; la justicia penal es un anacronismo en 
la presente época en que no hay criminales sino epilépticos, his- 
téricos, neuróticos y demás de esta familia. 

En la causa seguida á llonges, autor del atentado contra el 
general Boca, los médicos declararon en su dictamen sobre aquel 
reo, que era epiléptico, histérico, incluyéndolo en el grupo de los 
que padecen el gran mal, en su máximo de irritabilidad, domi- 
nando su sistema nervioso, á la voluntad que estaba relajada 
por la misma influencia, que no puede hacer contrapeso á su im- 
pulsión. Sin embargo, los tribunales de la Capital lo condena- 
ron como delincuente responsable de sus actos. 

4 o Que el inciso 1° del artículo 81 del Código Penal exime 
de pena € al loco >, pero por poco que le falte á la locura, deja de 
ser tal, y por tanto, debe responder de su hecho; sin embargo 
encontramos en el artículo 83 que considera como circunstan- 
cia atenuante para el autor de un delito, la anormalidad de su 
organismo, que produce la enajenación parcial de la razón, lo 
que es lógico presumir en Conforti, de acuerdo completo con el 
dictamen de los cinco médicos que han examinado al paciente. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con los artículos 52 y 
99 del Código Penal, definitivamente fallo en esta sala de 
audiencias: condenando á Juan J. Conforti á la pena de un año 
y medio de prisión, con descuento del tiempo de detención su- 
frida, y las costasdel proceso. Repóngase. 

Daniel Goytia. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 38 de 1896. 
Suprema Corte : 

El estado anormal de las facultades del procesado Conforti, 
es un hecho demostrado en los certificados médicos, de fojas 46 v 
47 y 64. Es c neurótico intermitente », ha sufrido ataques de 
c histerismo completo » seguu unos, es « un histérico epiléptico 
con accesos de delirio agudo » según otros. 

Pero ni el carácter intermitente de esos accesos, obliga la su- 
posición de haber obrado fatalmente en su ataque contra Mar- 
garita Parolin, ni las circunstancias del acto mismo y las que 
precedieron inmediatamente al hecho, autorizan tal suposición. 

El procesado y su víctima han reconocido de un modo unifor- 
me los hechos que precedieron al conato de homicidio. Laperse- 
cucion del procesado para restablecer las relaciones alteradas, 
sus amenazas, su solicitud en buscarla, el telegrama fraguado 
con tanta serenidad y premeditación para detenerla, el viaje 
realizado con ese propósito en el mismo buque, sus empeños allí 
por hablarla, el disparo del arma de fuego comprada poco antes 
y el cuchillo oculto dentro del chaleco; todos estos actos, lógicos, 
ordenados y concurrentes áJa realización de propósitos precon- 
cebidos, muestran un espíritu libre, una voluntad activa, y por 
ello responsable de las consecuencias de sus actos. 

Sus ideas son ordenadas, dice el informe médico, y lo revelan 
los antecedentes citados y el hecho demostrado, de no haber 
manifestado síntomas de acceso ó delirio agudo, en el momento 
de realizar el propósito meditado. 

No es admisible entonces, el estado de locura, sonambulismo, 
imbecilidad ó de absoluta inconciencia, que según el artículo 83 
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del Código Penal exime de pena. El estado del procesado, aun 
juzgado no por las apariencias externas en el momento de la 
perpetración del delito, sino por las antes demostradas y ata- 
ques intermitentes sufridos, ofrece una circunstancia atenuante 
digna de toda consideración, según el artículo 83, incisos 4° y 6 o , 
del mismo Código. 

Si la pena aplicable al estado normal serla en el caso, produ- 
cido con premeditación y alevosía, la de 3 años de prisión, que 
prescribe como máximum el artículo 99 del Código Penal, ha- 
ciendo efectivas en favor del procesado las circunstancias ate- 
nuantes antes invocadas, considero que la reducción de aquella 
á la mitad, consulta las exigencias de la ley y las de la vindicta 
pública, frecuentemente conmovida por la repetición de hechos 
criminales, perpetrados bajo la excitación de pasiones violentas 
y comprensibles, pero no absolutamente irresponsables. 

Por ello pido á V. E. se sirva confirmar la sentencia recurrida 
de foja 77. 

» 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1897. 

Vistos y considerando : Que está plenamente probado que el 
procesado es autor del hecho que ha motivado este proceso, y de- 
mostrada también su responsabilidad . 

Que no habiendo sido apelada la sentencia por el Ministerio 
Fiscal, esta Suprema Corte no puede agravar la pena impuesta, 
aún en la hipótesis de que la calificación del delito hecha por el 
inferior favorezca al procesado. 
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Por esto, y f und amentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General, y sentencia apelada de foja setenta y siete, 
se confirma ésta con costas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BÜNGB. — JUAN E. TORhEKT. 



CAUSA CCXVII 



Criminal contra Leopoldo J. Pereyra, por defraudación 
cometida en las oficinas del Censo Nacional 

Sumario. — El delito de defraudación cometido por un em- 
pleado nacional, de dineros confiados á su guarda, se halla sujeto 
á las disposiciones de los artículos 80 y 88 de la ley nacional 
penal de 14 de Setiembre de 1863. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



Fallo del Juem Federal 



Buenos Aires, Abril 27 de 1897. 

Y vistos: estos autos seguidos contra Leopoldo J. Pereyra, 
argentino, naturalizado, de cuarenta y cinco años, casado, con- 
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tador del Censo Nacional, domiciliado en el Pasaje Buenos 
Aires, números 6 y 7, departamento número 2, por defraudación 
cometida en las oficinas del Censo Nacional, délas que resulta: 

Que con fecba 21 de Noviembre de 1895, el procesado Perey- 
ra se presenta ante el señor Juez de Instrucción, doctor Rodrí- 
guez Bustamante, declarando ser el autor del desfalco cometido 
en dineros pertenecientes á la comisión directiva de dicbo 
censo. 

Que llamado á declarar, dicbo procesado manifestó que en 
los primeros meses del año 1895, desempeñando el puesto de 
oficial de mesado la dirección del censo y estando á su cargo la 
tarea de correr con los gastos de oficina y demás que se origina- 
sen, babia dispuesto de pequeñas sumas de dinero para atender 
ásus gastos personales y los de su familia, que estaba enferma. 

Que en Junio del mismo año fué nombrado contador del censo, 
con las mismas atribuciones antes referidas. Que á principios 
del mes de Noviembre, habiéndose encontrado con un amigo que 
le habló del juego á la ruleta, se le ocurrió tentar fortuna, á fin 
de ver si por ese medio podía restituir á las oficinas del censo, 
las cantidades de que había dispuesto, y que en conjunto forma- 
ban unos seiscientos pesos moneda nacional, por lo que acudió 
con frecuencia á una ruleta en procura de utilidades. Que ha* 
biéndole sido adversa la suerte, tuvo que distraer los dineros que 
recibía, buscando siempre recuperar lo perdido, y que la noche 
del 20 de Noviembre, perdió por última vez, una suma conside- 
rable que próximamente ascendía á quince mil pesos moneda 
nacional. Que en vista de eso resolvió presentarse ásu empleo 
y á la justicia para evitar la distracción de nuevos fondos, como 
en realidad lo hizo. Que el declarante había dispuesto de esos 
fondos en diferentes cantidades, y que ellos provenían de sumas 
recibidas para abonar gastos y honorarios de empadronadores 
así de la Capital como de las provincias, estando incluido en ellos 
un giro que debía hacer á Mendoza, valor de siete mil novecien- 
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tos sesenta pesos moneda nacional, ignorando el monto exacto 
de toda la defraudación. Que los fondos que manejaba, los re- 
cibía de la Contaduría de la Nación 6 del Banco, mediante che- 
ques ó libramientos firmados por el vocal señor Alberto B. Mar- 
tínez, de la comisión dol censo. Que & foja 6 vuelta, comparece 
á declarar don Diego (x. de la Fuente, presidente del censo, 
manifestando baber llegado á su conocimiento que el contador 
de dicha repartición había cometido una defraudación en los 
fondos confiados á su guarda, como asimismo que el ordenanza 
Francisco Saenz le había dicho que el contador Leopoldo J. 
Pereyra llevó á su casa la suma de diez y siete mil pesos mone- 
da nacional, diciéndole que así lo hacía por considerarlos más 
seguros y en razón de que otro empleado tenía también llave 
para la caja. Que pedía se practicase un registro de la casa de 
Pereyra á objeto de ver si se encontraba la suma desaparecida. 
Que comisionado el comisario Carlos Costa para practicar una 
investigación en casa de Pereyra, ella no dio resultado, como 
consta del acta de foja 9 vuelta. Que á foja 13 es llamado á 
declarar Francisco Saenz, quien manifiesta que con motivo dé 
haber cobrado á Pereyra doscientos pesos moneda nacional, que 
como anticipo á su sueldo le había prestado, vio que aquel sacó 
de la caja un billete valor de doscientos pesos moneda nacional 
y se lo entregó al declarante. Que al mismo tiempo Pereyra 
retiraba de la caja un paquete de billetes cuyo valor ignora, que 
arrolló y echó al bolsillo del pantalón diciendo al declarante que 
eran diezj siete mil pesos que se llevaba á su casa por conside- 
rarlos más seguros en su poder que en la caja. Que ampliando 
Pereyra su declaración á fojas 15 niega haber extraído de la 
caja la suma que dice Saenz le vio sacar, pues esa suma no 
existía en la caja. Que la única suma que tomó aquel día fue- 
ron unos setecientos cincuenta pesos, de los que perdió cuatro- 
cientos veinte la noche de ese día. Que no recuerda si cuando 
tomó esa suma se encontraban presentes algunas personas, ni si 
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dijo que la llevaba á su casa para mayor seguridad, pero que es 
muy posible que así haya sucedido y que lo haya dicho también 
para evitar que se creyera que pretendía defraudarlas. 

Que existiendo contradicción entre lo declarado por el proce- 
sado y por el ordenanza Saenz, son careados á foja 16 vuelta, y 
ambos se ratifican en sus respectivas afirmaciones. Que á fojas 
24 vuelta depone don Gabriel Carrasco y manifiesta: que el 
contador Pereyra debía efectuar el pago de empadronadores y 
del personal de empleados del censo, á cuyo efecto recibía los 
fondos de Tesorería Nacional mediante órdenes firmadas por el 
presidente y vocal tesorero, señores de la Fuente y Martínez, 
respectivamente. Que esas sumas las debía depositar Pereyra 
en el Banco de la Nación, no pudiendo retirarlas sino mediante 
cheques firmados por los referidos miembros de la comisión. 
Que habiéndose tenido conocimiento de que Pereyra había dis- 
puesto de algunas cantidades de dinero que tenía á su cargo, se 
había ordenado una compulsa de libros y revisacion de expedien- 
tes, llegando á establecerse que la defraudación por aquél come- 
tida ascendía á catorce mil setecientos pesos moneda nacional. 
Que ordenada y practicada por dos contadores, éstos se expiden 
á foja 34, informando haber encontrado un déficit en la caja 
del censo que asciende á la suma de diez y seis mil cuarenta y 
cinco pesos con treinta centavos. Que recibido este sumario en 
este juzgado, el procesado se ratifica á foja 51 vuelta de su 
declaración antes prestada y el procurador fiscal expidiéndose 
áfoja 55 vuelta solicita se apliquen al procesado las disposiciones 
de los artículos 268 y 193, inciso 2 o , del Código Penal, conde- 
nándolo al máximum de la pena en ellos establecida. Que 
corrido traslado de la acusación fiscal, la contesta el defensor 
del procesado á foja 59 y pide que, no obstante estar su defen- 
dido convicto del delito que se le acusaba, creía no debía apli- 
cársele el máximum de la pena en vista de las atenuantes que 
resultan de autos. Que habiendo renunciado las partes al tér- 
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mino de prueba se llama autos para definitiva á foja 61 
vuelta. 

, Y considerando : Que se encuentra suficientemente compro- 
bado, por la propia declaración del procesado, el delito por el cual 
se le procesa (f. 1 á 15). 

# 

Que esta confesión surte los efectos requeridos por el articulo 
321 del Código de Procedimientos en materia criminal, por ha- 
berse llenado los extremos exigidos por el artículo 316 del 
mismo código. 

Que por otra parte, se halla igualmente comprobado ese deli- 
to, no sólo por la confesión del procesado, sino también por la 
declaración de los testigos que han depuesto en el sumario, 
como por la compulsa corriente á fojas 34 y siguientes. 

Que habiendo declarado el procesado sobre la forma en que 
sustrajo ó invirtió las sumas de que indebidamente se apoderó 
de la caja de una oficina nacional, tales hechos deben necesaria- 
mente considerarse comprendidos en las disposiciones que deter- 
minan los artículos 80 y 83 de la ley nacional penal de 44 de 
Setiembre de 1863, no siendo por consiguiente de aplicación la 
disposición del Código Penal que pide el señor Procurador Fis- 
cal sea impuesta al procesado, desde que se trata de un delito 

* 

cometido por un empleado de una oficina nacional, previsto y 
penado por una ley especial, como es la que se aplica en el pre- 
sente caso. 

Que para la graduación de la pena que debe imponerse al pro- 
cesado, hay que tener en cuenta aquellas circunstancias que 
rodean el hecho que han dado origen á este sumario, como asi- 
mismo el monto de las sumas defraudadas, y en ese caso, y 
siguiendo el precepto establecido por el artículo 52 del Código 
Penal, aquella sería la del término medio de la indicada por el 
precitado artículo 80 de la ley nacional penal, por no haberse 
efectuado el reintegro á que se refiere la segunda parte del ar- 
tículo 83 de la misma. 
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Qae teniendo en cuenta el medio empleado por el procesado, 
para dar á conocer su delito, presentándose voluntariamente á 
la justicia denunciando ser su autor, demuestra indudablemen- 
te que hubo de su parte la intención de reparar de alguna ma- 
nera los perjuicios que su proceder había ocasionado á la repar- 
tición defraudada, evitando con esa acción de un diotado de la 
conciencia, que aquella asumiera mayores proporciones, es 
indudable que este hecho debe ser considerado como una cir- 
cunstancia aten uante en favor del procesado Pereyra para 
disminuir aquella pena. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
señor Procurador Fiscal, fallo: condenando á Leopoldo J. Pe- 
reyra, acusado de defraudación de dineros públicos, á la pena 
de cinco años de trabajos forzados, más las costas del juicio; 
debiendo descontársele el tiempode prisión preventiva que haya 
sufrido en la forma determinada por el artículo 49 del Código 
Penal. 

Notifíquese con el original, y repóngase el pape). 

Gervasio P. Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 27 de 1897. 

Suprema Corte: 

Respecto del hecho que motiva este proceso, la comprobación 
es evidente. 

El informe de los contadores, nombrados á efecto de balan- 
cear la caja del Censo Nacional á foja 34 — revela la existencia 
de un déficit de diez y seis mil cuarenta y cinco pesos con trein- 
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ta centavos — y* el procesado Pereyra, ha reconocido <jua siendo 
contador del Censo Nacional, ha defraudado, en repetidas oca- 
siones, tos fondos nacionales puestos á su disposición para el 
cumplimiento de servicios públicos, con todos los detalles com- 
prendidos en su declaración de fojas 1 y 2. 

La defensa misma reconoce la existencia de la defraudación 
y la responsabilidad que ella impone al autor convencido y 
confeso. 

Lacuestion sub-judice, surge del conflicto entre las disposicio- 
nes del Código Penal y las de la ley nacional sobre crímenes 

contra la Nación, de Setiembre 14 de 1863. 

> 

La teoría de la defensa sobre el carácter nacional de nuestro 
Código Penal y sobre.su vigencia, como posterior á las leyes 
anteriores del mismo género, es incontestable. 

Pero la ley del Congreso de 1863 no ha sido modificada por el 
Código Penal, porque aquella, como las ordenanzas de aduana, 
es una ley especial, de carácter fiscal, sancionada en defensa de 
los intereses públicos de la Nación. 

Como la defensa lo reconoce, la discusión del Honorable Con- 
greso, al sancionar el Código Penal Argentino, muestra la sub- 
sistencia, á pesar de aquella sanción, de la ley especial vigente, 
que reprime los crímenes contra su existencia ó contra sus 
autoridades ó contra los intereses del Tesoro de la Nación. Este 
punto, tantas veces discutido, ha sido ya incorporado á la juris- 
prudencia de los tribunales nacionales y ante las declaraciones 
y resoluciones de Y. E. aplicando la ley de 1863, en los casos 
que rige su texto, con preferencia á toda otra prescripción penal, 
creo improcedente llevar adelante la demostración de su vi- 
gencia. Basta recordar que el artículo 80 se refiere expresa- 
mente al administrador, recaudador, receptor ó depositario de 
caudales públicos que los distrajera, sustrajera ó hurtare, 
para justificar su aplicación como ley especial de la Nación al 
caso sub-judice. Por ello, recomiendo la oportunidad con que el 
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jaez invoca la presentación y denuncia espontánea del proce- 
sado, con el propósito de evitar mayores perjuicios, pido á Y. E. 
la confirmación de la sentencia de foja 77 que le impone el 
mínimum de la pena establecida en el artículo 80 de la ley de 
14 de Setiembre de 1863. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1897. 

Vistos y. considerando: Que aplicando para el castiga del 
delito á que se refiere esta causa, la ley especial que define y 
pena los crímenes contra la Nación, el Inferior se ha ajustado á 
los principios y á la jurisprudencia, que en su virtud ha estable- 
cido esta Suprema Corte, desde que el hecho delictuoso de que 
ha sido autor el procesado, se halla expresamente castigado por 
los artículos ochenta y ochenta y tres de la citada ley es- 
pecial. 

Que aunque al procesado se ha aplicado el mínimun de la 
pena determinada por las mencionadas disposiciones, esta Su- 
prema Corte no puede agravarla, por cuanto la sentencia no ha 
sido apelada por el Ministerio Público. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General, y de la sentencia apelada de foja setenta 
y siete, se confirma ésta, con costas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN.— OCTA- 
VIO BÜNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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CACHA «CAVIII 



D. José Ferreira contra el Ferrocarril Central Argentino, 

por daños y perjuicios ; sobre prueba 



Sumario. — No deben agregarse las diligencias probatorias, 
que no han sido urgidas dentro del término. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Marzo 16 de 1897. 

En atención á la oposición manifestada en el escrito que an- 
tecede, y resaltando de autos que ninguna de las partes ha 
urgido para el cumplimiento de la prueba pendiente dentro del 
término de prueba, el cual se encuentra vencido, certifique el 
actuario como se .pide, no haciéndose lugar á la agregación de 
nuevas probanzas. 

Urdinarrain. 

T. lxix 11 
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Auto del Juez Federal 



Buenos Aires, Marzo 31 de 1897. 

T vistos, el incidente pendiente sobre revocatoria del decreto 
de foja 75 vuelta. 

Y considerando; Que es de ley y de jurisprudencia que las 
diligencias de prueba deben pedirse, ordenarse y cumplirse, 
dentro del término ordinario, correspondiendo á las partes inte- 
resadas gestionar el cumplimiento de las ordenadas por el juz- 
gado. 

Que resulta con toda evidencia de autos, que la que motiva 
esta resolución no ha sido oportunamente presentada por el 
perito López, así como que la parte reclamante y directamente 
interesada en su agregación, no ha urgido su producción, como 
era de su deber. Por ello, consideraciones aducidas en el pre- 
cedente escrito y las que contiene el mencionado auto, no se 
hace lugar, con costas, á la revocatoria pedida. 

T atenta la apelación subsidiariamente interpuesta, se con- 
cede en relación dicho recurso para ante la Suprema Corte, 
debiendo elevarse los autos en forma. Repóngase el papel. 

Agustín de Urdinarrain. 



Vallo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1887. 
Vistos : por sus fundamentos y por los consignados en los 
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dos primeros considerandos del auto de foja ciento ana, se con- 
firma con costas. 
Bepoestos los sellos, devuélvanse. 

t 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGB. — JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA CC'XIX 



La Compañía General de Fósforos contra don Abel Romiglialli, 
por falsificación de patente; sobre caución 



Sumario. — La caución prescripta por el artículo 58 de la 
ley de patentes de invención puede ser real y personal ; y la 
declaración conforme hecha por el juez, después de haber recha- 
zado una caución personal, importa la modificación de este 
auto, si hubiera de entenderse como negativo de toda caución 
personal. 



Caso. — Por auto ejecutoriado, se dispuso que la compañía 
demandante preste la canción prescripta por el artículo 58 de 
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la ley de patentes de invención, y á ese efecto propaso la fianza 
personal de don Cayetano Del la Cha. 

El demandado manifestó no estar conforme con dicha fianza, 
exponiendo : que se trata de un juicio criminal, en que se han 
embargado los útiles de su taller mecánico, quese leba privado 
de su trabajo, ocasionándole perjuicios que estima en 50.000 
pesos ; que siendo comerciante el señor Della Cha, su solvencia 
se halla sujeta á los riesgos de los negocios; que el demandante 
es UQa compañía anónima quo tiene propiedades y dinero efec- 
tivo suficiente para otorgar la caución, sea en forma hipotecaria 
ó de depósito en el Banco ; que, por consiguiente, debe recha- 
zarse la fianza ofrecida y declararse que debe prestar caución 
real, bajo apercibimiento. 



Fallo del Juess Federal 



Buenos Aires, Julio 30 de 1896. 

Y vistos : por los considerandos aducidos en él anterior es* 
crito, que el juzgado encuentra ajustados, no se hace lugar á la 
caución ofrecida. 

Agustín Ur diñar rain. 

Sin aceptar este auto, el representante de la compañía pidió 
que se fijase el monto déla caución, aduciendo al efecto diver- 
sas consideraciones sobre el valor de los efectos embargados. 
Agregó que la caución podía ser personal como es de ley. 
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Auto del «Inés Federal 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1896. 

9 

Autos y vistos: Teniendo en cuenta la importancia de los 
objetos, y las consideraciones aducidas en el anterior escrito 
se fija en 15.000 pesos el importe de la caución, la cual podrá 
ser real 6 personal , suficientemente abonada para las costas 
del juicio. 

Agustín Urdinarrain. 

La compañía apeló de este auto, en cuanto al monto de la 
caución, y del anterior por cuanto rechazaba la caución perso- 
nal ofrecida. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires» Agosto 14 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la declaración contenida en el 
auto de foja ciento una vuelta, de que la caución puede ser 
real 6 personal, importa modificar el de foja noventa y siete 
vuelta, si éste se hubiera de entender como lo pretendía la 
parte, cuyas conclusiones se aceptaron en el mismo. 

Que dada la importancia de la cansa, por razón de los valo- 
res cuestionados, es de considerarse suficiente una garantía por 
cinco mil pesos moneda nacional, á los objetos de la caución 
mandada dar por el actor. 

Por esto : se resuelve fijar esa caución en la mencionada 
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cantidad de cinco mil pesos moneda nacional, modificándose en 
esa parte el auto apelado de foja ciento una vuelta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT» 



CAUSA «t XX 



Don Lisandro Bilbao contra don Lorenzo Anzellotti, 

por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — Debe llevarse adelante la ejecución si el deudor 
no prueba las excepciones opuestas. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juez Federal 

San Juan, Abril 28 de 1896. 

Vistos : la excepción deducida por don Lorenzo Anzellotti i 
la ejecución que le tsigue don Lisandro Bilbao. — Expone 
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aquél, fundando la excepción de inhabilidad dé título, que la 
deuda porque se le ejecuta procede de juego, habiendo el ejecu- 
tante obtenido de él el título con que se presenta á fuerza de 
violencia. El dinero lo perdió al juego en la tertulia del ejecu- 
tante y el cheque se le arrancó revólver en mano. Ahora 
bien, el artículo 2055 del Código Civil, prohibe demandar en 
juicio deudas de juego 7 el 2058 concede al que hubiere firmado 
una obligación que tiene tal origen — á pesar de la indicación 
de una causa civilmente eficaz — una excepción legítima, 7 
puede probar por todos los medios la causa real de la obli- 
gación. 

Contesta el ejecutante, diciendo, que todo lo afirmado por el 
deudor es falso. 

Prestó al demandado la suma que dice el cheque. Por otra 
parte, no se trata de una deuda de juego, 7 así dice la ley que 
cuando un tercero, que no es de la partida, hiciera una antici- 
pación ó prestara á uno de los jugadores, éste está obligado á 
pagarla, aunque hubiere perdido la suma prestada, pero no si 
el préstamo se hubiera hecho por uno de los jugadores (artículo 
2060 del Código Civil). Por lo tanto el título es perfecto 7 civil- 
mente eficaz. 

Se abrió á prueba la causa 7 ninguna de las partes usó de 
ella. 

Y considerando : Que la expresión de falsedad ó inhabilidad 
del título» por causa de violencia á que se refiere el artículo 270 
del Código de procedimientos, no ha sido probada por el excep- 
oionante, á quien le competía esta prueba, desde que es el autor 
de la excepción ; correspondiendo en tal caso la aplicación de 
la ley I a , título 14, partida 3\ 

Por tanto, no hago lugar á la excepción interpuesta, por don 
Lorenzo Anzellotti á la ejecución seguida en su contra por don 
Lisandro Bilbao, y ordeno en consecuencia, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 277 del Código de procedimientos, llevar 
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la ejecuci on adelante, hasta ser pago al acreedor del capital 
intereses y costas de la cobranza. 

Juan M. Contreras. 



Fallo do la Suprema Corto 



Buenos Aires, Agosto 17 de 1897. 

Vibtos y considerando : Que el ejecutado, citado de remate 
sólo ha opuesto á la ejecución, la excepción de inhabilidad de 
título, fundada en que la deuda procedía de juego y en que el 
documento de obligación le fué arrancado por la violencia, 
ofreciendo la prueba correspondiente. 

Que no obstante no la ha producido, y ni siquiera iniciado 
gestión alguna para rendirla durante el termino legal señalado 
al efecto. 

Que además de que los principios generales imponían al eje- 
cutado el deber de comprobar la excepción, el artículo dos mil 
cincuenta y ocho por él invocado, del Código Civil, lo prescribe 
expresamente. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
cuarenta y nueve vuelta, se confirma ésta, con costas, no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE. 
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CAUSA CC XXI 



Criminal contra Antonio Salviola ; por delito de circulación 

de billetes, de curso legal falsos 



Sumario. — I o El delito de circulación de billetes de corso 
legal falsos, es pasible de la pena sancionada por el artículo 62 
de la ley nacional penal de 14 de Septiembre de 1863. 

2 o No puede hacerse valer el principio de la indivisibilidad 
de la confesión, cuando el delito se halla plenamente averiguado 
con prescindencia de ella. 

3° No invocándose motivo alguno de los previstos por el 
artículo 530 del Código de Procedimientos en lo civil, no pro- 
cede la recepción de la causa á prueba en la segunda instancia. 



Caso. — Resulta del 



Vallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Junio 5 de 1897. 

Y vistos para sentencia, esta causa criminal seguida de oficio 
á Antonio Salviola, sin sobrenombre, ni apodo, italiano, de 
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diez y seis años de edad, soltero, jornalero, domiciliado calle 
de Jujuy número 1073, procesado por el delito de circular bille- 
tes falsos de Banco creados con autorización del Gobierno de la 
Nación y de cuyas constancias, resulta : 

Que llevada á conocimiento de la autoridad policial la denun- 
cia de foja i, sobre que el día 14 de noviembre de 1896, transi- 
tando el agente Remigio Frías por la calle San Juan entre 
lasde&lbertiy Savedra, fué llamado por don Alberto Lorensen, 
para pedirle detuviera aun sujeto que el día anterior había ido 
á la relojería de que era dependiente, en busca de un reloj que 
dejó en compostura, abonando su importe con seis billetes de 
cincuenta centavos moneda nacional, que resultaron ser falsos y 
pretendido el mismo, posteriormente, abonar dos pesos por una 
cadena, entregándole dos billetes más de cincuenta centavos, 
lo hizo conducir arrestado á la comisaría, resultando ser dicho 
sujeto el procesado Salviolá, quien le manifestó que los bi- 
lletes referidos se los habían dado en pago que hizo al dueño de 
la agencia de lotería, San Juan número 2683. Que instruido el 
sumario respectivo, fué llamado Salviolá, á foja 5, á prestar 
declaración, afirmando en ese acto, qne el día 12 de Diciembre 
de 1896, siendo las ocho p. m., penetró á la agencia San Juan 
2683, donde compró dos quintos de la Lotería Nacional, de 
diferente número, el primero de veinte mil pesos moneda 
nacional, que se jugaba el trece del mismo mes, que por la noche 
de ese día, fué á la agencia indicada y observó que uno de sus 
quintos estaba premiado, razón por la que el dueño de la agencia 
se lo abonó, entregándole ocho billetes de cincuenta centavos, ó 
sean cuatro pesos, y el resto en un peso, cuyos billetes reconoce 
ser los mismos que se le exhibieron. Reconoce asimismo, ser 
cierto haber entregado en la joyería ubicada calle de San Juan 
2440 dichos billetes, en pago de la compostura de un reloj, y 
de una cadena, pero que ignoraba fueran falsos. 

Llamado nuevamente á declarar, en razón de los cargos con- 
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cretos que se desprendían de las declaraciones sumariales, lo 
hace á foja 12, destruyendo fundamental mente su anterior 
manifestación y agregando» que hacía cuatro 6 cinco días, en- 
contrándose trabajando en la calle de Solis y Avenida de Mayo, 
en arreglos de la vía, un trabajador encontró allí próximo, un 
paquete que contenía doscientos pesos, descompuestos en billetes 
de cincuenta centavos, de los cuales dio al declarante cuatro 
pesos, ó sean los mismos ocho billetes de cincuenta centavos 
secuestrados, diciéndole que guardara silencio para que nadie 
supiera; agrega que al hacer su anterior manifestación fué por- 
que no recordó en el primer momento que los hubiera encon- 
trado, y que ignora el nombre y domicilio de la persona que le 
entregó los billetes. 

Elevada la causa á plenario, previa ratificación ante el juez 
de la causa, se produce la acusación fiscal de foja 37, pidién- 
dose en ella la aplicación de la ley de 14 de Septiembre de 1863, 
por resultar comprobada claramente la delincuencia de Salvio- 
la como circulador de billetes falsos de Banco, debiendo servir 
de atenuación, la edad que dice tener, su ignorancia y humilde 
condición social. 

La defensa pide la absolución de culpa y cargo del procesado, 
por aparecer de manifiesto la no culpabilidad de su defendido. 

Recibida la causa á prueba, se produce la que expresa el cer- 
tificado de foja 50, llamándose autos para definitiva. 

Y considerando : Que de lo relacionado y demás constancias 
de la causa resulta evidentemente comprobado el cuerpo del 
delito que es objeto del proceso, y que según el artículo 207 del 
Código de Instrucción Criminal, es necesario para la prosecu- 
ción de esta causa criminal. Las declaraciones sumariales, la 
propia confesión de] presunto culpable y reconocimiento hecho 
de los billetes secuestrados y que agregados con el sello de fal- 
sos, puesto por la Caja de conversión, corren de foja 13 á foja 20 
inclusive, es la prueba viva y elocuente de su existencia. 
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Que desde luego, comprobada indubitablemente la existencia 
del delito, incumbe al juzgado inquirir, si las constancias del 
proceso arrojan antecedentes bastantes á comprobar la respon- 
sabilidad delictuosa que la acusación atribuye á Salviola, y en 
su caso, determinar la pena que le es de rigor y en justicia 
aplicable. El tribunal, después de un meditado estudio de las 
distintas piezas que constituyen la causa, se pronuncia afirma- 
tivamente, reconociendo que las pruebas que arroja el sumario, 
son suficientes á establecer esa responsabilidad delictuosa. La 
declaración de Salviola es prueba incontrastable de su propia 
delincuencia. Es él, quien á foja 5 reconoce ampliamente su 
delito, cuando dice, que es cierto haber entregado en la joyería 
sita calle San Juan número 2440, ocho billetes ie cincuenta 
centavos en pago de la compostura de un reloj y de una cadena, 
y que reconoce ser los secuestrados. Y si bien el procesado ale- 
ga ignorancia sobre la falsedad de esos billetes, por haberlos 
recibido de buena fe en la agencia de lotería calle de Jujuy nú- 
mero 2683, en pago de un billete de lotería premiado, tal afir- 
mación no merece fe, notan sólo porque en el período de la 
prueba no la comprobó, sino, y muy principalmente, porquetas 
declaraciones contestes de foja 7, foja 9 y foja 10 vuelta lo con- 
tradicen fundamentalmente, al constatar que ese pago lo rea- 
lizó el dueño déla agencia, con un quinto de un peso y el resto 
en un billete de dos pesos, y dos de uno ; declaraciones que lle- 
van al espíritu y conciencia del magistrado el convencimiento 
íntimo de la verdad, y que apreciándolas con arreglo alas reglas 
de la sana crítica, y por su uniformidad y concordancia, 
constituyen prueba plena y legal (artículos 305, 306 y 307 del 
código de instrucción criminal). 

A los efectos de la determinación de la responsabilidad crimi- 
nal del procesado en el hecho en cuestión, debe tenerse pre- 
sente la prescripción del artículo 6 o del Código Penal, que pre- 
ceptúa, que, «en la ejecución de hechos clasificados de delitos, 
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se presume la voluntad criminal, á no ser que resulte una pre- 
sunción contraria de las circunstancias particulares de la 
causa», voluntad que legalmente debe conceptuarse existe, 
desde que lejos de beneficiarlo, las presunciones y circunstancias 
del proceso le son contrarias en absoluto. La tenencia en poder 
de Salviola de los varios billetes falsos secuestrados por la au- 
toridad policial, sin poder precisar satisfactoriamente su origen 
ó procedencia, es una prueba elocuente de su misma criminali- 
dad, desde que su afirmación constituye excepción, cuya prueba 
le incumbe, en razón de las vehementes presunciones que con- 
tra él existen (artículo i 8 del código arriba citado); no debien* 
do merecer fe la hecha á foja i 2 acerca de que esos billetes le 
fueron entregados por un obrero desconocido en circunstancias 
que trabajaba en la vía pública, y esto por las siguientes consi- 
deraciones : 

i" Porque esa afirmación está en radical desacuerdo con lo 
declarado á foja 5, declaración ésta que debe imperar sobre 
aquélla, porque los testigos de la causa la constatan ; 

2 o Porque no es ni siqniera verosímil pudiera un descono- 
cido hacerle la donación que invoca, sin antecedente, causa 6 
motivo atendible y justificado ; 

3 o Porque esa aseveración no ha sido justificada oportuna- 
mente, desde que la declaración de foja 47 no constituye prueba 
legal á su respecto, no solamente por tratarse de una declara- 
ción singular. Testis unus, testis nullus, sino y muy principal- 
mente, porque la declaración referida le es contraproducente, 
cuando dice que no conoce al procesado ; aparte de la inverosi- 
militud que rodea al hecho afirmado del hallazgo de los dos- 
cientos pesos en billetes de cincuenta centavos, su inter- 
vención para poderlos haber contado en la vía pública y con 
anuencia del obrero descubridor, desconocido para él; 

4 o Porque las demás constancias de la causa destruyen esa 
afirmación, y entre ellas la declaración de foja 7, que establece, 
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que días antes del hecho, Salviola le pagó el billete de lotería 
que había comprado, con cuatro billetes de cincuenta centavos, 
y que por resultar ser falsos los inutilizó, declaración que es 
confirmada por la de foja 10 vuelta, y con lo que claramente se 
yiene á demostrar que el procesado hacía ejercicio habitual de 
la circulación de billetes falsos de Bancos autorizados por el 
Gobierno Nacional. De las consideraciones precedentes y demás 
antecedentes del proceso, surge lógicamente la responsabilidad 
de Salviola por el delito incriminado ; delito que encoadra en la 
prescripción del artículo 62 de la ley penal nacional de 14 de 
Setiembre de 1863, por ser evidente que expendió y circuló 
billetes deBancos autorizados, con conocimiento de su falsedad ; 
penalidad que debiera aplicarse en su término medio (artículo 
52 del Código Penal), á no mediar la circunstancia atenuante 
de la minoridad invocada y no desvirtuada por la acusación (in- 
ciso 2 o , artículo 483 del código citado) y por cuya razón el jua- 
gado hará uso en su sentencia de la facultad discrecional acor- 
dada por la ley. Por estos fundamentos y los aducidos por la 
acusación, definitivamente juzgando, fallo : declarando á An- 
tonio Salviola, reo del delito de circular billetes falsos de 
Banco, creados con autorización del Gobierno de la Nación, y 
en su consecuencia lo condeno á la pena de cuatro años de tra- 
bajos forzados y multa de quinientos pesos fuertes, indemni- 
zaciones civiles y demás accesorios legales, y con declaración de 
que las costas procesales son á su cargo, debiendo descontarse 
la prisión preventiva sufrida. Notifíquese con el original y há- 
gase saber esta resolución al señor jefe de policía, á sus afectos. 
Repónganse los sellos. 

Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCUKADOK GENERAL 



Buenos Aires, Julio 30 de 1897. 

Suprema Corte: 

El procesado Antonio Salviola, rectificando á foja 12 lo de- 
clarado á foja 5, afirma que los billetes de Banco falsificados 
que motivan este proceso, eran parte de an paquete hallado en la 
vía pública, por un peón, que se los dio para que guardara si- 
lencio sobre el hallazgo. Esta declaración ha sido ratificada 
esplícitamente á foja 24, y su contexto guarda relación con lo 
declarado por el jefe de la cuadrilla de trabajadores, á foja 49. 
Existe la confesión calificada del procesado, que reconoce haber 
entregado los billetes falsos de cincuenta centavos en pago de 
la compostura de un reloj y cadena, pero afirmando que los re- 
cibió de bnena fe y los entregó en pago, ignorando fueran falsi- 
ficados. La confesión calificada, no puede dividirse en perjui- 
cio del cansante, ni los hechos y circunstancias que ella con- 
tenga importan excepciones cuya prueba incumba al acusado, 
prescribe el artículo 318 del Código de procedimientos en lo 
criminal. Contra el texto de esa confesión, no se ha probado 
ni resulta evidenciado por las constancias del sumario, que el 
procesado hubiera adquirido con intención dolosa los billetes 
circulados. Las declaraciones de los testigos de fojas 7, 9 y 10 
y la contradicción misma del procesado, llevan al espíritu la 
presunción del conocimiento de la falsedad al entregar los bille- 
tes; pero ni esas presunciones ni ninguna otra, revelan el pro- 
pósito de circulación de moneda falsa, que rige y castiga el 
artículo 62 de la ley sobre crímenes contra la Nación. 

El hecho del procesado, no resultando autorizada la presun- 
ción de haber adquirido los billetes con conocimiento de su 
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falsedad y el propósito doloso de circularlos, caería en el peor 
de los casos, bajo el régimen del artículo 63 de la ley citada, 
que impone pena de multa. Por ello, adhiriendo á las conclusio- 
nes de la expresión de agravios, pido á Y. E. se sirva revocar 
la sentencia apelada, declarando compurgada la pena de multa 
que le correspondería, con la prisión que lleva sufrida el pro- 
cesado. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de 1* Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 17 de 1897. 

Vistos y considerando; Que el hecho de la circulación de bi- 
lletes falsos, imputado al procesado, se halla plenamente averi- 
guado, aún con prescindencia de la misma confesión del proce- 
sado. Que por consiguiente, no se puede hacer valer en la causa 
el principio de la indivisibilidad déla confesión, aunque délas 
circunstancias del hecho no resultare, como resulta, confesio- 
nes graves contra el confesante . 

Que habiéndose recibido la causa á prueba en primera ins- 
tancia, no es procedente el pedido del defensor del procesado 
para que se abra también en ésta, desde que no se invoca nin- 
guno de los motivos que lo autorice, con arreglo al artíoulo 
quinientos treinta del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja cincuenta y dos vuelta. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCWII 



Don José Bernardo Contreras contra el Fisco Nacional^ 
sobre indemnización; por eaopropiacion 



Sumario. — Probado el hecho de haber sido ocupado el te- 
rreno para ensanche de una estación de ferrocarril á cargo de 
la nación, corresponde se pague la indemnización relativa. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo éel Jue* Federal 



San Juan, Agosto 27 de 1896. 

Vistos estos autos y los traídos, y resultando que don José 
Bernardo Contreras se presenta en este Juzgado, en 1887, con la 
cuenta de foja 4 y el certificado de foja 5, demandando el 
valor de 13.500 metros más del terreno para ensanchar la esta- 
ción del ferrocarril en esta ciudad y cobra al Exmo. Gobierno 
de la Nación, según la cuenta de foja 4, la cantidad de 16.992 
pesos 63 centavos nacionales, cuya demándala dirlje oontrael 

T. LXIX 12 
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doctor Pedro A. Garro, como representante del Exmo. Gobierno 
para ese objetó. Citadas las partes á comparendo, el doctor 
Garro, comisionado nacional, se opone á él, diciendo que no 
tiene conocimiento qne. haya tomado terreno para la estación 
con posterioridad á la sentencia de que se le ha mandado pagar, 
que en caso de nombrar perito es cuando las partes están conve- 
nidas en la cosa expropiada y la diferencia está en el precio qne 
debe pagarse, lo que no ocurre en el presente caso. 

No se le ha tomado terreno al señor Contreras. ni tiene conoci- 
miento qne el Gobierno Nacional lo haya hecho, con posterioridad 
al que se le expropió para la estación, y cuyo asunto está venti- 
lado ante los tribunales, el cual está concluido. Es verdad qne 
el señor Gontreras le ha hablado particularmente diciendo que el 
terreno qne se le ha mandado pagar y se obligó á inquirir el 
hecho, sin que de sus averiguaciones resulte comprobada aquella 
afirmación, por consiguiente cree que el señor Contreras está en 
el deber de justificar que se le ha expropiado más terreno, para 
entonces recien proceder á nombrar peritos. Se citó nueva- 
mente á comparendo, al cnal asistieron los señores Contreras, 
Comisionado Nacional y Procurador Fiscal, como consta del 
acta de foja 12 vuelta, y en el cnal expuso el señor Comisionado : 
que él no tiene conocimiento que se le haya tomado más terreno 
al señor Contreras que el que figura en el otro expediente de 
expropiación en que está comprendido el terreno parala estación 
del ferrocarril, y no puede aceptar el certificado que acompaña, 
porque no sabe que el que lo firma esté autorizado para darlo 
y porque su fecha es anterior al juicio que se le ha seguido de 
expropiación y que cree que todo el terreno que se ha expropiado 
al señor Contreras es ei que se le ha mandado pagar ya. 

El señor Procurador Fiscal dijo que como el señor Comisio- 
nado Nacional niega la expropiación del terreno que se cubra, 
oree no procede el nombramiento de perito mientras no se jus- 
tifique la cosa que debe apreciar. 
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El señor Contreras expuso que tanto el certificado de la pri- 
mera expropiación que acompaña, que fué aceptado por el Comi- 
sionado, como el que adjunta á la demanda, son firmados por la 
misma persona en distinta fecha; que este terreno no se incluyó 
en la primera demanda porque fué distinta su naturaleza, ano 
para la estación, cuyas dimensiones estaban ya trazadas, y el 
otro para ensanchar la estación. En vista de estas divergencias 
entre los comparecientes, el señor Juez mandó que el señor 
Contreras justifique el exceso que hoy reclama. El señor Con- 
treras presentó en diferentes épocas las pruebas corrientes de 
fojas 16 4 36. 

Y considerando : I o Que según el expediente traído á la vista, 
el juicio de expropiación de terrenos para la estación y vía de 
ferrocarril á don José Bernardo Contreras, se inició en Febrero 
de 1885 y seguido éste y sus articulaciones por todos los trá- 
mites legales se nombraron peritos para que tasacen el terreno 
y perjuicios, siendo nombrados don Armando Cousinet, don 
Francisco Aguilar y don César Quiroga (acta foja 64), y 
éstos dictaminaron, á foja 57, que después de tomar todos los 
datos necesarios, el terreno para la estación y parte de las vías 
del Ferrocarril era de 26.483 metros cuadrados, cuyo juicio fué 
terminado con esta operación y pagado su valor, lo que es de 
suponer que los peritos hicieran la medición del terreno en 
cumplimiento de su cometido. 

2 o Que el señor Contreras, en 1887, se presenta con el recibo 
ó certificado firmado en 1884 cobrando la expropiación de más 
terreno para ensanche de la estación, es decir, tomado antes del 
juicio de expropiación, y habiendo los peritos avaluado el 
terreno expropiado en 1885 es natural y lógico creer que lo hi- 
cieran de todo el terreno ocupado en 1884, pues que no se dice 
que después de esta fecha haya habido modificación^ 

3* Que el recibo ó certificado presentado no tiene valor nin- 
guno, porque no consta que el firmante haya estado autorizado 
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para hacerlo, pues que el señor Knoll, en su relación, dice que 
unas veces los daba él y otras Teces el secretario, sin concretarse 
al caso dado, lo que es indispensable, porque el certificado está 
contradicho por el Comisionado Nacional y el Procurador Fiscal. 

4° Que la operación pericial ordenada por el juzgado, á peti- 
ción fiscal, tampoco tiene valor, porque es errónea, pues que 
siendo el mismo perito doctor César Quiroga quien avaluó y 
midió el terreno ocupado al señor Contreras, para la estación y 
vías del ferrocarril en 1885, no se comprende cómo en 4892 
aparece ocupado mayor terreno cuando desde aquella fecha 
hasta hoy no ha habido modificación en la trasa de dicha estación, 
error que se comprende porque no hay señales del terreno que 
ha sido del señor Contreras y por eso obtiene que el terreno 
ocupado para la estación y via del Ferrocarril es mucho mayor 
que el que el señor Contreras cobra en los dos juicios. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugar al pre- 
sente juicio de expropiación. Hágase saber con el original, 
repónganse los sellos y archívese oportunamente. 

L. Echegaray. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 26 de 1896. 

Suprema Corte*. 

El expediente agregado se refiere á un juicio seguido por don 
José Bernardo Contreras contra el Fisco Nacional, sobre ex- 
propiación de 26.483 metros cuadrados de terreno de propiedad 
del demandante. Ese juicio quedó terminado con la operación 
pericial que estableció su valor, y el pago de ese valor á mérito 
de las resoluciones judiciales. 
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£1 mismo señor Contreras reclama ahora el pago de otros te- 
rreóos contiguos, que asegura tomó la empresa del Ferrocarril 
Andino con posterioridad, para construcciones accesorias de la 
estación, que existen en poder de esa empresa. 

Se trata entonces de un terreno diferente, y de una acción 
diversa de la ejercitada en los autos agregados. 

Desconocido el hecho por el señor doctor Garro, Comisionado 
del Gobierno, aunque sin negarlo, la causa fué recibida á 
prueba; difiero respecto de la producida, de las conclusiones de 
la sentencia recurrida, pienso que el demandante ha justificado 
plenamente su acción. Cinco testigos sin tacha afirman, de 
foja 24 adelante, que les consta que á m;ís de la primera ex- 
propiación que se hizo al señor Contreras, se ha ocupado por la 
empresa más terreno de ese señor. 

A ello se agrega el certificado de foja 5, cuyo valor no 
puede desconocerse, una vez que fué otorgado por la misma 
persona que dio el referente á la primera expropiación, y el que, 
según el informe del ingeniero Knoll, corriente á foja 32, daba 
esos certificados alternativamente con el informante, como se- 
cretario suyo, al solo efecto de hacer constar el número de 
metros de los terrenos á expropiarse. 

Esta prueba se ha corroborado además por la operación prac- 
ticada de orden judicial por el agrimensor Quiroga, cuyos re- 
sultados consigna el plano de foja 41 y diligencia de foja 42. 
Y de ellos resulta que la existencia de terreno del señor Con- 
trera encontrada en poder y uso del Ferrocarril, es de 43.465 
metros, de la que separando los 26.483 metros expropiados y 
pagados en el primer juicio, quedó á expropiarse como materia 
de la acción instaurada 16.982 metros. 

Se observa que esta diligencia del agrimensor Quiroga, está 
en contradicción con la primera operación pericial de foja 57 
del expediente agregado. No lo encuentro así. 

La operación de foja 42 es una diligencia de mensura para 
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averiguar la extensión real de terrenos y consignarla en medidas 
métricas, mientras que la de foja 57 se dirigía á establecer el 
precio, por metro cuadrado, de los 26.000 y pico de metros reco- 
nocidos como tomad os por la empresa. Era una simple tasación 
del valor, y de daños y perjuicios, como se deduce de los antece- 
dentes de nombramiento de foja 54, y del carácter que la ley 
de Setiembre de 1§66 atribuye á los peritos nombrados con ese 
objeto. 

Siendo distintas las operaciones estudiadas no se contradicen, 
y la de mensura ordenada por el Juez aquo, que no ha sido ob- 
jetada, reviste caracteres de prueba legal, respecto á la exten- 
sión de tierra ocupada. 

Por ello, pienso que el demandante ha justificado la segunda 
apropiación por la empresa del Ferrocarril Andino, de terrenos 
incorporados á su propiedad según el título de foja 45; y que 
le corresponde en consecuencia el derecho á cobrar su importe 
con sujeción á las prescripciones de la ley nacional de expropia- 
ción de 1S de Setiembre de 1866. En consecuencia, adhiero á 
las conclusiones de su escrito de expresión de agravios, y pido á 
Y. E. la revocación de la sentencia recurrida de foja 58. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1897. 

Vistos y considerando: que don José Bernardo Gontreras 
demanda el pago de trece mil quinientos metros cuadrados de 
terreno, que, según afirma, fueron tomados para ensanche de la 
estación del Ferrocarril Andino, en San Juan, y que dice no 
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están comprendidos en la superficie de veinte y seis mil cuatro- 
cientos ochenta y tres metros qae le fué expropiada y pagada 
con destino á la misma estación y á la via de ese Ferrocarril. 

Que no reconociéndose la verdad de ese hecho por el comisio- 
nado nacional, encargado de las expropiaciones y por el Procu- 
rador Fiscal, y conceptuándose de carácter previo el juicio 
sobre si se ha ocupado ó no el terreno á que se refiere la de- 
manda, se dispuso que el demandante justifique su pretensión, 
según se ve en el acta de foja doce vuelta, quedando planteada 
la cuestión en esos términos. 

Que la prueba producida es bastante para dar el hecho por 
debidamente averiguado, como lo reconoce y sostiene el señor 
Procurador General, porque así resulta del mérito combinado 
del certificado de foja cincuenta, declaraciones de fojas veinte 
y cuatro, veinte y cuatro vuelta, veinte y cinco, veinte y cinco 
vuelta, veinte y seis y treinta y una vuelta, é informe pericial 
de foja cuarenta y dos, producido en virtud de pedido del Pro- 
curador Fiscal y por el ingeniero por él designado (fojas treinta 
y nueve y treinta y nueve vuelta). 

Por ésto se revoca la sentencia apelada de foja cincuenta, 
declarándose que el demandante tiene derecho á ser pagado de 
la superficie de trece mil quinientos metros cuadrados que re- 
clama, con arreglo á la ley de expropiación. Repuestos los 
sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAlf. 
i — OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCXX1II 



Criminal contra Juan Bacareza, Larrosa Cabral, Cayetano 
Doménico y Rafael Naddero, por hurto en el Arsenal de 
Guerra. 



Sumario. — No puede agravarse la pena impuesta por la 
sentencia de I a instancia, si ésta no ha sido apelada. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1887. 

Y vistos : la presente causa criminal seguida á instancias del 
Ministerio Público contra Juan Bacareza, argentino, soltero, de 
veinticuatro años de edad, jornalero, domiciliado calle Sarandí 
entre Pavón y Garay ; contra Larrosa Cabral, paraguayo, sol- 
tero, de veinticuatro años, empleado, domiciliado Sarandí entre 
Pavón y Garay ; contra Cayetano Doménico, italiano, de cin- 
cuenta y dos años, empleado, casado, domiciliado Solís 1081; 
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y contra Rafael Naddero, italiano, soltero, ajustador mecánico, 
% de diecisiete años, con domicilio, Méjico entre Matheo y Aiber- 
ti, empleado, procesados los dos primeros por el delito de 
hurto, y los últimos por complicidad en el mismo hecho; de 
cuy as constancias, resulta: 

Que en los primeros días del mes de Febrero de 1 892, en cir- 
cunstancias que el comisario auxiliar don EdelmiroM. Miranda 
transitaba por la calle Cangallo, vio que de una victoria bajaban 
varios bultos que eran introducidos á la casa designada bajo el 
número 2120, quien sospechando fuesen balas, por lo pesado 'le 
los bultos, y porque días anteriores se le había informado que 
del Arsenal de Guerra se sacaban tiros para venderlos, resol- 
vió dar cuenta á su superior, siendo autorizado para proseguir 
la averiguación, la que dio por resultado la detención de Felipe 
Nicodemisy de Rafael Naddero, como presuntos encubridores del 
delito y el secuestro de cinco mil cuatrocientos tiros de reming- 
ton que habían sido hurtados del arsenal. 

Que llamado Nicodemis á prestar declaración, lo hace bajo 
juramento á foja 2, manifestando ser cierto que Naddero, el día 
indicado, llevó á su casa esos tiros de remington diciéndole 
haberlos comprado para venderlos; que poco después se presen* 
tó la autoridad y procedió á su detención y secuestro de las 
balas. 

Que declarando Naddero, confiesa á foja 3 vuelta, ser cierto 
que llevó á casa de Nicodemis los tiros en número de 5400, 
los que pertenecen al Arsenal de Guerra, de donde habían sido 
sacados por los empleados Cabral y Bacareza, quienes se los 
dieron para venderlos á comisión ; y que más antes los mismos 
le hablan dado tres mil tiros, que los vendió á Antonio Gianci, 
por la suma de 140 pesos moneda nacional, precio que entregó 
á aquellos, sin haber recibido comisión, agregando haber visto 
frecuentemente que ellos, al salir del arsenal, llevaban paquetes 
de tiros en el seno, dentro de la camisa. 
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Que prestando á fojas 5 vuelta y 6 vuelta declaración indaga- 
toria los procesados Cabral y Bacareza, ratificada ante este # 
juzgado, confiesan ampliamente su delito, dando precisos ante- 
cedentes que confirman plenamente lo que precede. 

El encubridor Cayetano Doménico confiesa igualmente, áfoja 
7, su delito. 

Que cerrado el snmario y conferida vista al Procurador Fis- 
cal, este funcionario promueve su acusación á foja 41, pidiendo 
la declaración de culpabilidad de Larrosa Cabral y de Juan 
Bacareza, como autores del delito de hurto incriminado, y que 
se les condene al máiimun de la pena del artículo 193, inciso 
1°, del Código Penal, por ser empleados del arsenal, y á Caye- 
tano Doménicoy i Rafael Naddero, como encubridores en el mis- 
mo delito, á la pena de tres meses de arresto. 

Que el defensor de Bacareza, de Cabral y de Naddero, reco- 
nociendo la justiciadela acusación, se limita á solicitar la dimi- 
nución de la pena, para los dos primeros á cuatro meses, y para el 
último á un mes; el defensor de Doménico pide sn absolución 
de culpa y cargo. 

Que recibida la causa á prueba , no se produjo ninguna por las 
partes, llamándose autos para definitiva. 

Y considerando: Que con arreglo al artículo 2° del Código 
Penal y 207 del de Procedimientos Criminales, siendo la base 
del procedimiento, la comprobación de un hecho ó de uoa omi- 
sión que la ley reputa delito ó falta, toca al juzgado, como acto 
previo de esta resolución, inquirir si las constancias procesales 
comprueban el cuerpo del delito y la persona de sus autores, y 
caso afirmativo, ver la sanción legal en la que encuadra los actos 
de los presuntos delincuentes. 

Que como resulta de los antecedentes que quedan relaciona- 
dos, los procesados Bacareza y Cabral se encuentran convictos 
y confesos ser los autores de las distintas sustracciones clandes- 
tinas de balas remington efectuadas en el Arsenal de Guerra de 
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la Nación, de donde ellos eran empleados ; esta confesión amplia 
y sin restricción, por ana parte, las declaraciones contestes de 
los testigos sumariales y secuestro de parte de lo hurtado, por 
otra, son la prueba viva é indestructible del cuerpo del delito y 
de la persona de los delincuentes en su rol de autores principa- 
les, desde que la confesión judicial en materia penal forma plena 
prueba cuando ha sido prestada, como en el caso $ub-judice } en 
forma y en todas sus solemnidades (artículos 316 y 321 del 
Código de Instrucción Criminal). 

En cuanto á la intervención en el hecho de Doménico y Nad- 
derOj sus actos confesados y probados por los testigos del suma- 
rio, encuadran sin dificultad en los incisos 3 o y 7 o del artículo 42 
del Código Penal, y desde luego sus responsabilidades legales 
por su participación respectiva en el hecho es incontrovertible 
é indiscutible como el mismo defensor de Naddero lo reconoce, y 
lo confiesa el de Doménico, al afirmar que su defendido vendió 
balas del Arsenal de Guerra, pero que no pudo sustraerse á la 
influencia de Bacareza y de Cabral, que eran sus amigos ínti- 
mos, trabajaban juntos y hasta ejercían cierto predominio sobre 
él, extremos estos inaceptables como causas eximentes de pena, 
ño sólo por no mencionarlos la ley, sino porque ni siquiera quien 
las alegó ha intentado su justificación en el periodo de la 
prueba. 

Que establecida la responsabilidad criminal de Cabral y Ba- 
careza como autor del hurto efectuado, la penalidad requerida 
por el Procurador Fiscal es la que debe ser aplicada, porque si 
bien el inciso 1° del artículo 193 del Código Penal estatuye que 
el hurto de menor valor de quinientos pesos, que es el caso, es 
castigado con arresto de un mes á un año y que según el artículo 
52 del mismo, esa penalidad debiera aplicarse en su término 
medio, tal disposición no debe aplicarse desde que concurren 
distintas circunstancias agravantes que autorizan á elevar esa 
pena á su grado máximo; agravantes, que según sus propias afir- 
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mariones, consisten en haber reiterado el mismo delito en dife- 
rentes ocasiones, y haber obrado con manifiesto abaso de con- 
fianza, traicionando así la fé que sos superiores depositaban 
en ellos. 

Por idénticas consideraciones los procesados Doménico y 
Naddero, en su rol de encubridores, ddben ser castigados en la 
forma prevenida por el artículo 43 del mismo código y que lo 
requiere el fiscal. 

Por los fundamentos expuestos, y de acuerdo con la acusación, 
definitivamente juzgando, fallo: condenando á Juan Baoaresa y 
á Larrosa Cabral como autores principales del delito de hurto 
de balas efectuado al Arsenal de Guerra de la Nación, á la pena 
de un ano de arresto y costas procesales, y á Cayetano Doménico 
y á Rafael Naddero, como encubridores de ese delito, á la pena de 
tres meses de arresto y costas, debiendo descontarse de esta 
condena el tiempo de prisión preventiva sufrida. 

Y encontrándose los procesados excarcelados bajo fianza, no- 
Íifíque8e á los fiadores á fin de que dentro de cinco días presenten 
á sus fiados al juzgado, bajo apercibimiento de derecho. 

Ejecutoriada esta resolución, hágase saber al jefe de policía, 
y en su oportunidad archívese la causa, 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 20 de 1897. 
Suprema Corte : 

Los procesados Bacareza y Larrosa, están convictos y confe- 
sos de haber perpetrado el robo de balas del Arsenal de 
Guerra. 
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Esos procesados eran empleados de un establecimiento nacio- 
nal y perpetraban una sustracción de objetos de propiedad fiscal. 
Estas dos circunstancias habrían podido autorizar la aplicación 
á los procesados de las penas impuestas en el título 9 o de la 
ley -de Justicia Nacional de Setiembre 44 de 1863. Pero se ha 
usado de benignidad al imponerles las que el Código Penal esta» 
bleoe para los delitos comunes, y si bien se les ha aplicado el 
máximun de un año de arresto, que determina el inciso 4° del 
artículo 493, cuando el valor de lo hurtado no excede de qui- 
nientos pesos, preciso os reconocer que ese máximun se justi- 
fica por ser empleados los culpables de un establecimiento pú- 
blico, y el haber consumado el robo con reincidencia. 

Pido por ello, á V. E., la confirmación á su respecto, de la 
sentencia condenatoria de foja 55. 

Sabiniano Kier. 



Fallo ée la ftuprema Carta 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1897. 

Vistos 7 considerando: Que está probado no tan sólo que los 
procesados Bacareza 7 Larrosa, han sustraído balas, sino que 
ambos estaban al servicio de la Nación, en el Arsenal de Guerra, 
7 que los objetos sustraídos son de propiedad de aquella. 

Que con tales antecedentes 7 con la circunstanciado la reite- 
ración que hace valer el señor Procurador General, los procesa- 
dos han debido ser condenados al máximun de la pena estable- 
cida en el artículo ciento noventa y tres, inciso primero, del 
Código Penal, si, como se dice en la sentencia apelada, ese Código 
fuera la ley penal aplicable. 

Que si hubiera de aplicarse el artículo ochenta de la ley penal 
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nacional, como lo insinúa el señor Procurador General, en con- 
sideración ala naturaleza de los hechos cometidos, los procesa- 
dos serían pasibles de pena mucho mayor que la impuesta en la 
citada sentencia, lo que, en tal caso, les favorecería. 

Que esta Suprema Corte no puede agravar la pena impuesta, 
por no haber sido apelada por el Ministerio Público la senten- 
cia del Inferior. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo pedido por el señor 
Procurador General, y las concordantes de la sentencia de foja 
cincuenta y cinco, se confirma ésta, con costas, en la parte 
apelada. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OGTAYIO BUNGE. 



CAUSA CC XXIV 



D. Domingo Martorell contra A . M. Delfino y hermanos, 
par indemnización de daños y perjuicios; sobre costas 



Sumario. — No hay mérito para condenar en costas al actor, 
cuando la sentencia absolutoria establece que el demandado ha 
faltado á nna obligación y deba cumplirla. 



DE JUSTICIA NACIONAL 191 

Caso. — Resalta del 



Fallo del Jura Federal 



Buenos Aires, Febrero 10 de 1896. 

Vistos estos autos de los que resulta : Que en fecha 31 de Marzo 
del año 1894 don Domingo Martorell tenía pasaje en Barcelona 
para venir áesta ciudad en el vapor cRemo », de la Compañía de 
vapores italianos, abonando por viaje de venida y retorno la canti- 
dad de 750 pesetas (documento de foja 1). Qneen6deOctubredel 
mismo año dicho señor se presenta al juzgado exponiendo: queel 
tratamiento que se le había dado á bordo en vez de ser el que co- 
rrespondía á su pasaje de primera clase, fué al de tercera, pues 
la comida que se le daba era detestable, sin café y oon un vino 
intomable, sucediendo lo propio con el alojamiento, pues no se 
le cambió una sola vez la ropa de cama, teniendo para el servi- 
cio de todos los pasajeros un solo camarero que no podía aten- 
derlos debidamente, por todo lo cual protestaron estos, entre- 
gando la protesta al capitán. 

Que como lo expresa el enunciado boleto de pasaje el expo- 
nente tenía el derecho de regresar en alguno de los vaporas que 
en el mismo se indican, y los consignatarios A. M. Delfino y 
hermanos, han reconocido la obligación de darle pasaje de re- 
torno, pero no de primera clase, porque en ninguno de ellos lo 
hay, por ser todos de carga. Que al tener conocimiento del re- 
greso del vapor c Remo > se presentó á los consignatarios soli- 
citando pasaje de vuelta, que le fué negado, manifestándosele que 
en esa ocasión no tomaba ningún pasajero porque dicho vapor 
conducía animales solamente, por lo cual tuvo que quedarse aquí 
dos meses, más ó menos, sufriendo toda clasede necesidades. Que 
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los consignatarios le habían ofrecido pasaje de primera en cual- 
quiera otra Compañía á condición de que abonara la diferenoia 
de precio, lo que rehusó por no perder su derecho. Que, final- 
mente, el demandante tenía necesidad de estar en Barcelona á 
mediados de Agosto del mismo año y por culpa de la Compañía 
no ha podido efectuar su regreso, lo que le ha ocasionado perjui- 
cios que estima, hasta la fecha de la demanda, en siete mil pe- 
sos moneda nacional, por cuya suma demanda á los expresados 
señores Delfino hermanos con sus intereses y costas. Los señores 
Delfino hermanos contestan la demanda á foja 16 exponiendo 
por su parte : Que niegan en absoluto ios hechos alegados por 
el actor ; pues el trato que se había dado al señor Martorell es 
el mismo que se dio á todos los pasajeros que viajan en las 
condiciones que expresa el boleto de foja 1 , siendo buena la co- 
mida y la misma que da para la oficialidad del vapor; Que las 
comodidades que se han dado al demandante están en relación 
con el insignificante precio que ha pagado por su pasaje, no po- 
diendo exigir los beneficios que acuerdan otras compañías donde 
se cobra tres veces más por el mismo servicio. Que en cuanto aj 
regreso de Martorell, jamás han tenido inconveniente en que lo 
efectuara en cualquiera de los vapores que se expresan en el bo- 
leto, siendo incierto que le habían ofrecido pasaje en vapor de 
otra compañía en las condiciones que dice ; pues lo único que se 
le ha propuesto y están dispuestos á cumplir es ponerle al dorso 
de su boleto: cVale por el viaje de retorno en cualquier vapor de 
los que se indican en el presente boleto». Que tampoco es exacto 
que se le haya negado el pasaje de regreso en el vapor « Remo > 
ni menos que éste no llevara, en ese viaje, pasajeros, puesto que 
condujo una familia y otras más. Terminan reiterando su ofreci- 
miento de dar al demandante un pasaje de retorno en cualquiera 
de los vapores indicados en el boleto aludido. Abierta la causa á 
prueba para la justificación de los hechos respectivamente alega- 
dos por las partes se produjo laque expresa el certificado de foja.. 
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T considerando : I o Qae en cnanto al primer fundamento de la 
demanda ó sea el hecho de haberse dado al demandante en su 
viaje de Europa á esta el mal trato de que se queja y qde dice 
no correspondía á su calidad de pasajero de primera clase, los 
propios testigos presentados por éste se hallan completamente 
disconformes en sus declaraciones al respecto. En efecto, los 
señores José Esquerra y Cosario Santa Cruz, contestando al in- 
terrogatorio de foja 38, afirman en sus declaraciones de fojas 39 
y 42 la verdad de los hechos alegados por el actor respecto al 
mal trato que recibieran á bordo los pasajeros del vapor € fie- 
mo >. Por el contrario, los testigos Guillermo Vidal y Eduardo 
Casañez expresan á fojas 41 y 43 que el trato que se les dio co- 
rrespondía al precio del pasaje, no habiendo tenido motivo al- 
guno de queja, sino es por habérseles dado carne de una vaca que 
decían había muerto á bordo, según lo dice el primero, lo cual 
motivó la protesta aludida. 

2 o Que por consiguiente, para entrar á apreciar el mérito de la 
prueba rendida por los demandados á este respecto, no puede 
aceptarse como probado este fundamento de la demanda ante la 
absoluta disconformidad de los testigos referidos, que por sí sola 
desautoriza las afirmaciones del actor. 

3 o Que por otra parte, del propio boleto de pasaje presentado 
aparece que sn costo por viaje de venida y de retorno es sólo de 
setecientas cincuenta pesetas, que hacen próximamente la suma 
de ciento treinta pesos oro ; y es entonces menos fundado el 
cargo hecho á la Compañía demandada por mala alimentación 
y trato cuando se ha probado por los representantes de ésta que 
el viaje sólo de ida ó vuelta en otros vapores es hasta de doscien- 
tos pesos oro, lo que es además de pública notoriedad, y debe 
entonces estarse á la declaración* del citado testigo Casañes, en 
que se expresó que el trato dado á los pasajeros del vapor c Re- 
mo» estaba en relación con el precio del pasaje. 

4 o Que además déla prueba rendida por el actor á este res- 

T. LXIX 13 
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pecto no aparece que se le haya ocasionado daño ó perjuicio al- 
guno sujeto á una indemnización pecuniaria, menos aún si, co* 
mo queda dicho, él estaba en relación al precio abonado por el 
pasaje. 

Considerando en cuanto á la indemnización que se redama 
por la negativa de los demandados á acordar el pasaje de re- 
torno y que constituyen el petitum de la demanda : 

5 o Que el actor ha justificado ser verdad los hechos alegados 
en su escrito de demanda ósea que ocurrió ala Agencia de Va- 
pores á cargo de los señores Delfino hermanos á pedir el pasaje 
de retorno en el mismo vapor cRemo» al saber el regreso de 
éste, lo cual le fué negado, observándosele que dicho vapor sólo 
conducía animales en ese viaje. Que ha justificado también y 
los mismos demandados lo confiesan, que el citado vapor condujo 
pasajeros en esa ocasión. Que ha justificado igualmente que la 
misma negativa se dio á otros individuos que ocurrieron por 
pasaje, dándoseles la misma razón y, finalmente* que los deman- 
dados le ofrecieron pasaje en algún vapor de otra compañía, á 
condición de abonar la diferencia de precio. 

6 o Que versando la demanda sobre indemnización de daños y 
perjuicios por la causa enunciada y habiéndose pedido en ella 
por tal concepto la suma de siete mil pesos moneda nacional en 
que ellos se estiman, ha debido el actor justificar estos dos extre- 
mos de su acoion, es decir la existencia positiva de aquellos y el 
valor de los mismos . 

7 o Que esto no obstante no se ha producido prueba alguna en 
autos pero ni siquiera intentado producirse las más mínima en 
relación álos perjuicios que se dicen sufridos, y sólo existen las 
afirmaciones del actor, que en ningún caso pueden bastar para 
fundar legalmente una condenación, máxime no existiendo, Go- 
mo no existe en el caso, antecedente alguno que pueda ilustrar 
el criterio del juez para fijar el monto de los perjuicios cuya in- 
demnización se demanda. 
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8 o Que por el contrario del mismo escrito de demanda resalta 
que él fué presentado en fecha 6 de Octubre de 1804 y según 
consta de autos la petición de pasaje de retorno fué hecha en el 
mes de Julio del mismo año, 6 sean cerca de tres meses después. 
Que entonces y dado el tiempo transcurrido hasta la fecha de la 
demanda sin que mediara protesta ni reclamo inmediato alguno, 
es de suponer que la estadía en ésta del actor, era voluntaria y 
no debida exclusivamente á culpa de los demandados, pues á no 
ser así no se habría retardado tan largo tiempo la interposición 
de la demanda. 

9 o Que por otra parte consta de autos que los demandados han 
ofrecido al aotor proporcionarle el pasaje de retorno en alguno 
de los vapores designados en el boleto presentado, como se ex- 
presa en el escrito de contestación, el cual ha sido rehusado por 
éste, yes entonces menos fundada la demanda por el hecho que 
Be alega. 

10° Que es verdad que el boleto presentado contiene un con- 
trato de fietamento que obliga á ambas partes á su ñel cumpli- 
miento, y es verdad también que se ha comprobado, como queda 
dicho, la negativa por parte de los demandados á dar el pasaje 
de retorno á que estaban por aquél obligados, pero es de obser- 
vársele si bien la ley, por razones de equidad, castiga toda vio- 
lación á un contrato perfecto, imponiendo la condenación de los 
daños y perjuicios al que lo viola, es evidente que para la impo- 
sición de la pena se requiere la existencia de algún daño ó per- 
juicio estimable, pues de lo contrario carecería ella de toda razón, 
á menos que en el mismo contrato se hubiese estipulado deter- 
minada pena para el caso de inejecución por alguna de las partes. 

11° Que, finalmante, por el artículo 13 de la ley nacional de 
procedimientos se establece que la sentencia definitiva debe con- 
tener decisión expresa positiva y precisa, con arreglo á las ac- 
ciones deducidas en el juicio; y es indudable que á los efectos de 
esta disposición de la ley es indispensable la existencia de una 
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prueba en que deba aquélla fundarse, y en el caso, según queda 
dicho, no se ha producido ni intentado producirse ninguna que 
fundelaaccion deducida. Por tanto fallo, definitivamente: absol- 
viendo de la presente demanda á los señores Delfino hermanos, 
debiendo estos otorgar al demandante don Domingo Martorell 
el pasaje de retorno á Europa en las condiciones que expresa el 
citado boleto de fojal, sin especial condenación en costas. 
Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 19 de 1897. 

Vistos y considerando : Que según lo demuestra la sentencia 
de primera instancia, los demandados han faltado á la obligación 
contraída á favor del demandante, negándole el pasaje para re- 
gresar en el vapor italiano € Remo >, en que hizo el viaje de ve- 
nida, como le daba derecho la convención contenida en el docu- 
mento de foja primera. 

Que este antecedente es suficiente para haber por no fundada 
la pretensión de los citados demandados, de que se condene al 
actor en las costas procesales. 

Por esto, se confirma la sentencia de foja ciento veintiocho, en 
la parte apelada por los demandados. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OGTAYIO BUNGE. 
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CAUSA CCXXV 



Doña Adelaida Oliver de fíergalli, contra don Francisco Sainz, 
por rendición de cuentas ; sobre prueba de testigos 



Sumario. — Si el testigo presentado en tiempo no pudo ser 
citado por haber cambiado de domicilio, el jaez debe fijar térmi- 
no para que se manifieste su nuevo domicilio, bajo apercibi- 
miento de prescindirse de la declaración, pndiendo, aegan las 
circunstancias, fijar también el de veinticuatro horas. 



Caso. — Resalta de las siguientes pieías 



Fallo id J«ei fe4 



Buenos Aires» Mayo 6 de 1897. 

Autos y vistos : Intímese al apoderado del demandado don 
üiginio Aparicio indique el domicilio del testigo ofrecido, señor 
José Gómez Rodríguez, dentro de veinticuatro horas, bajo aper- 
cibimiento de prescindirse de la declaración de dicho testigo si 
no lo hace. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



i 
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RECURSO 

Buenos Aires» Majo 11 de 1897. 
Señor Juez Federal : 

Higinio Aparicio, por don Francisco Sainz en autos con 
dona Adelaida O. deBergalli, por cobro de pesos, áV. S. digo: 

Que se me ha notificado el auto de V . S. en que se me intima 
manifieste, dentro de veinticuatro horas, cuál sea el actual do- 
micilio del testigo de mi parte, don José Gómez Rodríguez, bajo 
apercibimiento de prescindirse de su declaración. 

No pudiendo conformarme con esta resolución, suplico á V. 3. 
se sirva revocarla por contrario imperio, y en caso omiso 6 dene- 
gado, concederme el recurso de apelación en relación para ante 
la Suprema Corte. 

Desde luego y en general, me permito hacer presente á V. S. 
que no es facultativo délos jueces decretar apercibimientos que 
no están en las leyes, como lo es el que en el auto de Y. S. 
subordina á un acto mío, que puede 6 no serme posible, la prue- 
ba que hace al derecho de mi parte. 

El apercibimiento es una verdadera pena, y á ese título debe 
ser expresa en la ley. Excuso decir que no conozco ley que auto- 
rice á los jueces para prescindir de pruebas ofrecidas en tiem- 
po hábil, simplemente porque las partes ignoren, 6 no les sea 
posible, conseguir la producción de esas mismas pruebas. 

Siendo así, V. S. no ha podido ordenarme denuncie el domi- 
cilio del señor Gómez Rodríguez, bajo el apercibimiento de que 
me estoy ocupando. 

Por otra parte, consta de autos que mi parte denunció el do- 
micilio del señor Gómez Rodríguez, donde éste fué personalmen- 
te notificado. Como yo no he podido obtener su comparescenoia, 
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solicítelas medidas compulsorias, porque dicho testigo ha cam- 
biado su domicilio, sin que sepa donde lo ha fijado. 

Ahora bien. En el angustioso plazo que V. S. me señala, no 
me es posible averiguar el actual paradero de Gómez Rodrigues, 
lo que, legalmente, no es causa bastante para que se me prive 
de su testimonio tan importante, tanto más cuanto que no ha 
habido negligencia de mi parte en la producción de la prueba 
ofrecida. 

Por lo expuesto : á V. S. suplico se sirva proveer como lo 
solicito, dejando sin efecto el apercibimiento decretado, y acor- 
dándome un plazo prudencial que no baje de quince días para 
cumplir lo demás de auto recurrido. 

Esjustioia. 

Higinio Aparicio.— -Medina. 



CONTESTACIÓN 

Señor Juez Federal : 

Don Nicolás Bergalli, por mi esposa señora Adelaida Oliver 
de Bergalli, en los autos seguidos contra don Francisco Sainz, 
sobre rendición de cuentas de alquileres y demás en su razón 
obrado, usando del traslado conferido como mejor proceda, digo : 

Que el plazo legal de prueba ha vencido con exceso: los treinta 
días que la ley asigna para producirla, se han convertido en más 
de doscientos, y bastaría para convertirlos en tiempo indefinido 
que una de las partes interesadas aparentara ignorar el domici- 
lio de uno de sus testigos presentados en tiempo, 6 el lugar en 
que se halla un documento que ha invocado en su favor para 
saspender la tramitación de la causa. Esto, señor juez, es 
ilegal. 

La parte que presenta un testigo debe indicar su domicilio 
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al tiempo de su presentación; si citado no concurre y cambia 
de domicilio, su obligaciones averiguar su nuevo domicilio y ha- 
cerlo saber al juez de la causa. La omisión, decidía 6 convenien- 
cia de la parte en demorar, no puede perjudicar al demandante, 
ni suspender la tramitación ni el efecto del plazo legal. 

Han pasado meses para averiguar el domicilio de un testigo 
que habiendo sido abogado de mi esposa por elección de Apari- 
cio, se encuentra inhabilitado para declarar» y es natural que 
no se presente de acuerdo con el que lo ha propuesto y como ni 
la ley ni convención fija el plazo en que el proponente debe ma- 
nifestar el domicilio del testigo que no se halla en el indicado, 
es el juez quien lo señala. Cuando la ley ni la convención se- 
ñalan plazo, corresponde fijarlo al juez: ya lo sabe el señor 
Aparicio. 

T como han pasado algunos meses sin denunciar ese domici- 
lio, que debía y debe saber, el juez, por gracia y asando por ana- 
logía de la ley que la otorga cuando no se contesta un traslado 
en el plazo legal, le acuerda veinticuatro horas, después de los 
meses de referencia. 

Sírvase V. S. dar por contestado el traslado y desechar, con 
costas, los recursos interpuestos. 

Es justicia. 

Nicolás Bergalli. — Pereyra. 



Auto del Juea Federal 



Buenos Aires, Junio 1* de 1897. 



T vistos: Por las consideraciones aducidas en el escrito de 
foja 108, que el juzgado encuentra ajustadas á derecho, no ha 
lugar á la revocatoria solicitada á foja 189; y se concede en 
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relación y en ambos efectos, el recurso de apelación, subsidia- 
riamente interpuesto, elevándose los antos á la Suprema Corte, 
en la forma de estilo. 

P. Olaechea y Alcor ta. 

Falto 4to la &*prema Carta 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1897. 

Vistos: Teniendo en consideración el tiempo transcurrido 
desde que se ha hecho constar en autos que el testigo de que 
se trata, había cambiado de domicilio, sin que se sepa cuál 
fuera el que nuevamente tuviera, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja ciento oohenta y cinco; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO BÜNGE. 



CAUSA CCXXTI 



Criminal contra Hermenegildo Hortuna, Antonio Riera y 
Santiago Lezaún; por uso de estampillas nacionales y defrau- 
dación del impuesto interno* 

Sumario. — La falsificación de estampillas destinadas á ase- 
gurar el pago del impuesto interno, cae bajo la disposición del 
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articulo 58 de la ley nacional penal de 14 de Setiembre 
de 1863. 



Caso. — Resalta del 



Pallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Diciembre 28 de 1896. 

X v¡8toslos presentes autos, délos que resalta : 

Haberse ellos iniciado en virtud de la denuncia traída á cono- 
cimiento del juzgado, por la administración de impuestos inter- 
nos, de que en la fábrica de fósforos de propiedad de los seño- 
res Santiago Lezaún y C a , radicada en esta capital, calle de 
Cochabambanúmero 1334, se expendían cajas de fósforos con las 
estampillas de los impuestos internos falsificadas; lo que mo- 
tivó un registro de dicha fábrica, que dio por resultado compro- 
bar plenamente la denuncia hecha. 

Que délas investigaciones y pesquisas practicadas, ha resul- 
tado haberse encontrado también cajas de fósforos en el domi- 
cilio particular y fábrica de Antonio Riera, con estampillas de 
la administración de impuestos internos, igualmente falsifi- 
cadas. 

Que instruido el respectivo sumario, recibióseles á los proce- 
sados sus respectivas declaraciones indagatorias y oidas la 
acusación. y defensa, se renunció por las partes al trámite de la 
prueba y llamóse autos para sentencia. 

Y considerando: Que el cuerpo del delito necesario en todo 
proceso, se encuentra comprobado por los informes del director 
déla casa de Moneda, corrientes á foja 4 de autos, foja 133 
vuelta, foja 175, foja 182, foja 199 vuelta, foja 200, foja 
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218 y foja 221 vuelta, que acreditan que las estampillas que 
llevan las cajas de fósforos secuestradas, son falsificadas. 

Que si bien el procesado Hermenegildo Hortuna, oriental, sin 
sobrenombre ni apodo, de 36 años, casado, gerente de la fábrica 
de fósforos de S. Lozaún y O, en su indagatoria ha negado 
toda participación en el delito porque se le procesa, las constan- 
cias de la causa arrojan elementos de juicio y pruebas bastantes 
que evidencian esa culpabilidad. El allanamiento del looal donde 
se halla la fábrica de fósforos de S. Lezaún y C\ sita en la calle 
Cochabamba 1334, dio por resultado el hallazgo de 5 paquetes 
cerrados, conteniendo media gruesa de cajas de fósforos con es- 
tampillas y varias cajas sueltas adheridas las que fueron 
secuestradas según diligencia de foja 14. 

Se encontró asimismo, en poder de Hortuna, un paquete de 
estampillas que conducía, así como también otro paquete de 
las mismas, que tenía guardado en la caja de fierro de la casa, 
y también algunas sueltas, las que examinadas por el director 
de la Casade Moneda, resultaron falsas, según el informe auto- 
rizado de foja 133 vuelta ; siendo desde luego estos hechos la 
prueba más evidente de que la fábrica referida, hacía uso de 
estampillas falsificadas, constatada por la posesión del cuerpo 
mismo del delito, el onal fué secuestrado por la autoridad. 

Y no obstante que Hortuna, para eludir su responsabilidad, 
en su indagatoria de foja 62 vuelta, manifiesta que quien traía 
las estampillas que la fábrica necesitaba era S. Lezaún, y que 
desde luego no sabía de dónde éste las adquiría, esta manifes- 
tación ó excusa en nada favorece su causa y defensa, pues que 
-al confesar Hortuna que Lezaún hacía como un mes que se ha- 
bía ausentado de esta capital, dijo que las estampillas que le 
dejó, todas se habían gastado, lo que significa elocuentemente 
que las secuestradas no son las que aquel dejó. Él, en su carác- 
ter de gerente de ese establecimiento, es quien, necesariamente 
tenía que conocer el origen y procedencia de las estampillas 
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falsas, pues es él quien tiene esa administración, una vez que 
Lezaún se había ausentado, y no es posible ni verosímil supo- 
ner puedan introducirse en tan grande escala artículos perte- 
necientes al servicio de la fábrica, sin su consentimiento y 
asentimiento. 

Y esa ignorancia es tanto más inexplicable cuanto en poder 
del mismo Hortuna, la policía le secuestró un paquete de estam- 
pillas que resultaron ser falsificadas. 

£1 cuerpo del delito en su poder es la prueba viva y más con- 
vincente de su culpabilidad en p1 hecho delictuoso imputado, 
mayormente que no ha dado razón 6 explicación satisfactoria, 
que disculpe 6 aclare el hecho y la procedencia de esas estampi- 
llas; y aun cuando según la prescripción del artículo 318 del 
Código de Instrucción Criminal, su confesión es indivisible, y 
los distintos hechos y circunstancias que ella contenga no im- 
portan excepciones, cuya prueba le incumbe, esa indivisibilidad 
cesa, cuando, como en el caso sub-judice resultan presunciones 
graves en contra del confesado, extremo éste que existe de 
una manera indubitable en este proceso. 

La prueba del cargo existente contra Hortuna, se robustece 
aun más, cuando se observa que el mismo Hortuna ha confe- 
sadohaber verdido déla fábrica de fósforos alas casas de Godas 
y Alemany, Caride hermanos, TTnanue Velaz y C a y Polledo 
Torres, y secuestrados estos artículos en poder de estos comer- 
ciantes, ha resultado que las estampillas que tenían adheridas 
las cajas, eran falsificadas, según lo demuestra el informe de 
foja 133 vuelta, lo que constituye, más que una presunción, 
una prueba concluyente de que en la fábrica mencionada, se 
hacía uso de estampillas falsificadas. 

Confirma aún más la delincuencia de Hortuna, los términos 
de la declaración especial de don Luis Lataza^ foja 30, corre- 
dor de la expresada fábrica, cuando afirma haber vendido artí- 
culos de esa fábrica, entre otras casas á la de Cichero, Massini 
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y Rafo, y secuestradas también las cajas de fósforos de esa pro- 
cedencia, resultaron igualmente ser falsificadas las estampillas 
á ellas adheridas. 

Que interrogado Hortuna, si había solicitado de la oficina res- 
pectiva las estampillas necesarias para el servicio de la fábrica, 
responde con indecisión no poder afirmarlo, por cuanto quien 
hacía esta operación era don Santiago Lezaún, pero esta evasiva, 
esta manifestación, no puede ser tenida en cuenta, por no ser 
el reflejo de la verdad, puesto que aún admitiendo fuese cierto 
que éste hacíalas compras, de esa operación tenía que tener 
conocimiento Hortuna, pues que, según el contrato social de 
foja 185, es éste el gerente de la fábrica, y se hallan á su cargo 
los libros, correspondencia, caja y parte administrativa de ella, 
y por consecuencia, toda compra ú operación que se hiciera 
sobre estampillas, debiera de ella tener conocimiento, porque 
hallándose á su cargo la caja, era él quien debería satisfacer el 
importe de ese impuesto. 

Aparte de ello, como los libros estaban á su cargo, era él 
también quien tenía que hacer en ellos las anotaciones respecti- 
vas, todo lo que demuestra que su declaración tiende única- 
mente á una ocultación de datos, confirmada por otra parte con 
la manera irregular de llevar esos libros y atraso visible en esos 
asientos . 

De Enero á Octubre de 1895, la fábrica de Santiago Lezaún y 
O, sólo aparecen comprando á la oficina de Impuestos Internos, 
2.945.000 estampillas, y si á ello se agrega las 400.000 más ó 
menos que recibió de Riera, suman alrededor de 3.345.000 es- 
tampillas, y mientras tanto, de la declaración de Juan José Dó- 
mense, foja 71, capataz de la fábrica, aparece haberse ven- 
dido durante el año mil ochocientos noventa y cinco, al- 
rededor de cincuenta mil gruesas, ó sean, siete millones más ó 
menos de cajas ; hecho este elocuente y que demuestra que ha 
tenido que asarse para completar esta cantidad de estampillas 
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falsificadas, lo que Tiene á justificar la existencia en plaza de 
este artículo y la delincuencia del procesado. 

Considerando : Respecto del encausado Antonio Riera, espa- 
ñol, de treinta años de edad, fabricante de fósforos, domiciliado 
calle de Europa 2721 , que dicha persona se halla también Yin- 
culada á este proceso, y aun cuando en su indagatoria de foja 54 
niega todo conocimiento de los hechos que han motivado esta 
causa, al practicarse un registro en su casa habitación, el juz- 
gado halló dentro de una balija, según resulta á foja 14 vuelta, 
20 estampillas, que según informe de foja 133 vuelta resultaron 
ser falsas. El cuerpo del delito en su poder sorprendido, por la 
propia autoridad judicial, es la prueba más evidente de su cul- 
pabilidad, mayormente que al ser interrogado á foja 59, para 
que explicara la procedencia de esas estampillas, manifiesta 
que no puede dar ninguna, pues ignora de dónde proceden y que 
en su casa no tenía estampilla alguna. 

Esta negativa infundada y los hechos recogidos en el proceso, 
establecen claramente su culpabilidad. 

Josefina Méndez que habitaba la misma casa de Riera y que 
se encontró presente cuando se efectuó el registro, al reconocer 
como de éste la balija, y tratando de explicar la razón por la que 
esas estampillas existían en ella, dice haber venido estas juntas 
con los fósforos que Riera traía para el consumo; declaración 
que evidencia que la fábrica de Riera hacía uso en las cajas de 
estampillas falsificadas. 

Esta presunción vehemente, grave y precisa, se robustece al 
observar que en el registro practicado de la fábrica de propie- 
dad de Riera, situada en el pueblo de Barracas al Sud, calle 
General Mitre número 018, se encontraron 24 cajas con 
estampillas falsificadas, según resulta del informe de la Casa de 
Moneda, lo que es otra prueba de convicción de que allí se ha- 
cía uso de estampillas falsas. 

Se robustecen aún más esas presunciones, teniendo en cuenta 
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que según la nota de foja 142, en momentos que se practicaba 
el registro en la fábrica de Riera, so capataz, en compañía de 
otros operarios, sacaron de la casa por los fondos, sin ser vistos, 
tres cajones de fósforos con estampillas, hecho que se halla 
comprobado por José Scolari, foja 144, que confiesa que por 
orden de Riera y en unión de Carlos Gaida, sacó esos cajones 
que contenían cajas de fósforos estampilladas, y los condujeron 
á casa de Santiago Royet, declaración que á su vez se encuen- 
tra confirmada por las prestadas por Royet y Gaida, á fojas 148 
y 150 vuelta, especialmente. 

Esa ocultación, ésos procedimientos clandestinos, constitu- 
yen prueba acabada de que la fábrica del procesado hacía uso 
de las estampillas falsificadas, y los cajones sacados sigi- 
losamente y ocultados, conteniendo esos artículos, pues es 
inexplicable que á haber sido estampilladas las cajas con estam- 
pillas legítimas, se hubiera observado un proceder tan caute- 
loso y una ocultación tan inmotivada é injustificable. 

T para que no quede la más leve duda de la existencia del 
delito cometido por Riera, basta hacer la siguiente observación : 
y es, que según lo tiene éste confesado á foja 54, sólo ha com- 
prado 700.000 estampillas, en dos ocasiones, de las cuales había 
prestado á Lezaún las primeras 400.000 compradas, y otra can- 
tidad que no pudo precisar de las 300.000 restantes, que no se 
le habían aán devuelto. Resulta, en consecuencia, que la fábrica 
sólo ha hecho uso escasamente de unas 300.000, y sin embargo 
de sus propios libros examinados por el juzgado, aparece haber 
vendido 745.760 oajas de fósforos y elaborado 939.084 cajas, 
y como de éstas sólo se encontró en el registro de la fábrioa 24 
cajas, resulta comprobado con lógica indestructible que toda 
aquella cantidad ha sido vendida, hecho éste que eleva al es- 
píritu el convencimiento íntimo, que ha tenido que usarse, para 
llegar á ese resultado, de estampillas falsificadas. 

Todas las circunstancias y antecedentes estudiados, traen al 



208 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



juzgado la persuacion de la culpabilidad de Antonio Riera en 
el delito porque se le procesa, pues esas presunciones constitu- 
yen pruebaplenade esa delincuencia, de acuerdo con el artículo 
358 del Código de Procedimientos criminales, desde que el 
cuerpo del delito ha sido judicialmente constatado y esas pre- 
sunciones son precisas, graves y concordantes, y el proceso renne 
las demás condiciones legales exigidas por dichos artículos. 

Que el delito cometido por Hortuna y Riera, es el legis- 
lado por el artículo 16 de la ley federal de 14 de Setiembre de 
1863, cuya penalidad debe aplicarse en su grado mínimo, por 
no resultar de la causa justificado el monto de las estampillas 
falsificadas, y desde luego por protegerles el beneficio del artí- 
13 del Código de instrucción criminal. 

Que en cuanto alas denuncias de los delitos que se indican 
en las notas de fojas 271 , 276 y 281 , y han dado margen á las 
vistas fiscales de fojas 273 vuelta, 277 vuelta y 282 vuelta, 
resultando que esos delitos aparecen ejecutados en la provincia 
de Buenos Aires, este juzgado, de acuerdo con la opinión fiscal, 
se declara incompetente para su conocimiento, por ser el lugar 
del delito la fuente primera de la jurisdicción en materia crimi- 
nal (serie 2 a , tomo 15, página 450, Fallos de la Suprema 
Corte), 

Por las consideraciones expuestas, de acuerdo con la acusa- 
ción y en virtud de las disposiciones del artículo 62 de la ley 
nacional de 14 de Septiembre de 1863, definitivamente juz- 
gando, fallo : I o Condenando á Hermenegildo Hortuna y á An- 
tonio Riera, por haber hecho uso de estampillas nacionales 
falsificadas, empleadas en los fósforos que fabricaban y expen- 
dían al comercio de esta plaza, á la pena de cuatro años de 
trabajos forzados, multa á cada uno de ellos de 500 pesos fuer- 
tes, accesorios legales y costas procesales. 

2 o Declarando abierto este proceso en lo referente á Santiago 
Lezaún, á fin de continuarlo contra él, una vez que sea habido, 
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para cu yo efecto se librará oficio al jefe de policía, recomendan 
do especialmente sa captura. 

3 o Declarándose el juzgado incompetente para conocer dé- 
los hechos delictuosos denunciados en las notas de fojas 271 , 
276 y 281, debiendo desglosarse dichos documentos para seT 
remitidos al señor juez federal de la provincia de Buenos Aires. 
Notifíquese con el original. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 22 de 1897. 

Suprema Corte : 

Resulta evidente que la fábrica de fósforos de que es gerente 
el procesado Hermenegildo Hortuna, usó estampillas falsifica- 
das, y que esas estampilas se han encontrado adheridas á las 
cajas vendidas ó en depósito. La ignorancia invocada por el 
procesado, no es admisible contra los hechos expuestos, mu- 
cho más cuando siendo el único gerente de la fábrica, tenía á 
su cargo toda la administración, así las ventas como las com- 
pras y las anotaciones de los libros, que le obligaban al conoci- 
miento de los valores comprados y pagados — según resulta de 
los artículos 9 y 10, del contrato de foja 185. Respecto del 
otro procesado Antonio Riera, resulta que sólo ha comprado 
un número limitado de estampillas, mientras de sus libros re- 
sulta fabricado y expendido un número excesivamente ma yor. 
Resulta que de las cajas de fósforos llevadas para el consumo de 
la casa particular del procesado, se secuestraron, en una balija, 
las estampillas de aquellas, que resultaron falsificadas. 

Que en la fabrica sólo se hallaron 24 cajas de fósforos, por 

T. LXIX 14 
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haber sacado otras furtivamente por los fondos, al anuncio de 
la diligencia de inspección; y que todas las estampillas délas 
únicas 24 cajas halladas en la fábrica, resultan falsificadas. No 
puede darse prueba más concluyente del uso por parte del pro- 
cesado de estampillas falsas en su fábrica de Barracas. No se 
ha demostrado que los inculpados hubiesen fabricado estampi- 
llas; su delito consiste en el empleo sólo de esas estampillas, en 
fraude de los derechos fiscales. No creo por ello aplicable las 
penas de los artículos 59 y 62 de la ley sobre crímenes contra la 
Nación, que se refieren á casos muy diversos. El que motiva este 
proceso no está comprendido en aquellas disposiciones, ni en 
otra alguna del Código penal. Es la misma ley de impuestos 
internos, la que en sus artículos 18 y 19 castiga con inulta, si 
según el 19» solóse trata de simples infracciones á las dispo- 
siciones de la ley y á los reglamentos, y con multa de veinte 
tantos de la suma que se haya querido defraudar y el arresto 
del autor ó autores por un término que no baje de tres meses 
ni exceda de un año, según el artículo 18, cuando mediare falsa 
declaración, acto ü omisión que tenga por mira defraudar los 
impuestos. 

A falta de otra explícita, creo que es esta última disposición 
penal la que debiera aplicarse al caso de los procesados. Que sin 
resultar haber falsificado las estampillas aparecen usándolas, 
constituyendo ese acto indebido un acto conducente á la de- 
fraudación de los impuestos internos. 

Por ello, pido á V. £• la revocación déla sentencia recurrida 
á foja 343, en cuanto á la pena impuesta, y la condena de los 
procesados, á las de multa de veinte tantos y arresto por un 
año, con sujeción á lo proscripto en el artículo 18 de la ley 
sobre impuestos internos. 

Sabintano Kier. 
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Falto de la Suprema Capte 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1897. 

Vistos y considerando: Que en la presente caasa se trata de 
la averiguación y castigo no sólo de una mera defraudación del 
impuesto interno á los fósforos, sino de la falsificación de estam- 
pillas destinadas para asegurar el pago del impuesto. 

Que si el primero de esos delitos se halla previsto y penado 
por la ley especial de la materia, no sucede lo mismo con el 
segundo, que cae bajo el régimen de las disposiciones de la ley 
penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que dado el objeto con que han sido creadas las mencionadas 
estampillas, lo que las hace aplicables tan sólo á lo que se re- 
fiere al pago de impuestos, su falsificación debe entenderse 
comprendida en el artículo cincuenta y ocho de la citada ley de 
catoroe de Septiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que las constancias de autos demuestran de una manera induda- 
ble la comisión del delito con la circunstancia de la reiteración. 

Por esto : se reforma la sentencia de foja trescientas cua- 
renta y tres, en la parte apelada, reduciéndose la pena corpo- 
ral impuesta á Hermenegildo Hortuna y Antonio Riera, de 
acuerdo con el artículo cincuenta y ocho mencionado, á doce 
meses de trabajos forzados para cada uno, y se confirma dicha 
sentencia, con costas, en lo demás que contiene ; debiendo des- 
contarse á aquellos el tiempo de prisión sufrida, á razón de dos 
días de ésta por un día de trabajos forzados, en conformidad al 
artículo noventa y dos de la citada ley. 

Notifíquese con el original y devuélvase. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA CCXXVII 



Solári Stefanini y compañía, contra don José Chiappal, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre entrega de la suma ciernan- 

daiin hnifí rniirinn 



dada bajo caución 



Sumario. — No puede hacerse entrega de la suma demandada, 
ni aun bajo caución, si se hallan pendientes juicios de tercería 
por mejor derecho sobre ella. 



Caso. — Lo explica el 



Falto del Juei Federal 



Buenos Aires, Abril 26 de 1897. 

Autos y vistos: la petición de los señores Solari y Stefanini, 
de que se les entregue, bajo fianza, el importe del crédito que 
cobran, sobre el valor del vapor < Amazone» ; con lo expuesto al 
respecto por las partes. 

Y considerando : que existe una tercería sobre el importe de 
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ese vapor; que existiendo esa tercería, no corresponde hacer 
pago alguno mientras aquella no se resuelva. 

Por tanto, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 
302 de la ley de procedimientos nacionales de 14 de Setiembre 
de 1863, no se hace lugar á lo pedido por los señores Solari y 
Stefanini. — Repónganse los sellos. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Fallo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja ciento veintiuna. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZáN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT* 
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CAUSA 4CWVIII 



Don Miguel Arguello, contra don Julián Fablet, por reivindica- 
ción ; sobre embargo preventino de alquileres 



Sumario. — La reivindicación de una finca no autoriza el 
embargo preventivo de los alquileres. 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1897. 

Vistos y considerando: Que habiendo desistido el apelante 
del recurso interpuesto en cuanto se refiere al embargo del in- 
mueble mismo, queda la cuestión reducida al embargo de los 
alquileres 6 frutos. 

Que si bien el artículo cuatrocientos cuarenta y siete del Có- 
digo de Procedimientos para la Capital, incorporado al Proce- 
dimiento Nacional, autoriza el embargo preventivo del inmueble 
que haya de ser demandado por acción reivindicatoría, mientras 
dure el juicio respectivo, es indudable que ese embargo debe 
trabarse en la forma prescripta para el juicio ejecutivo, pues 
que así lo previene expresamente el artículo cuatrocientos cin- 
cuenta y cinco del mismo Código. 



DE JUSTICIA NACIONAL 215 

Que ya se atienda para la referencia á la forma del embargo 
en el jo icio ejecutivo, á que se ha hecho mención, á las disposi- 
ciones de la ley de procedimientos para la justicia federal ó ya 
á las de la justicia local, e! emhargo de bienes raices en juicio 
ejecutivo se traba mediante anotación en el libro especial que al 
efecto debe llevar el escribano de hipotecas, según respectiva- 
mente lo disponen los artículos doscientos sesenta y cuatro y 
cuatrocientos oohenta y dos, lo que vale decir que el demandado 
continúa en posesión de la cosa embargada. 

Que la posesión de la cosa implica la percepción de los frutos, 
si no estuviera ordenado por disposición especial. 

Que la ley de procedimientos no contiene prescripción que 
se refiera directamente á los frutos del inmueble que haya de 
demandarse por acción reivindicatoría, desprendiéndose lo con- 
trario de la circunstancia de que no se manda el depósito de 
esos frutos, <;omo hubiera sucedido si debiera afectarlos el 
embargo. 

Que importando el embargo preventivo del inmueble durante 
el juicio de reivindicación, una limitación al derecho de propie- 
dad presumida, la disposición que lo autoriza no debe ser inter- 
pretada extensivamente. 

Que la doctrina queda al demandado por la acción reivindica- 
toría el derecho á la percepción de los frutos durante el juicio, 
es conforme con la que surge del artículo dos mil setecientos 
ochenta y ocho del Código Civil. 

Por estos fundamentos, dejando subsistente el embargo or- 
denado por el juez y aceptado por la parte, en cuanto se refiere 
al inmueble materia del litigio, se revoca el auto de foja 4 en 
cuanto extiende el embargo á los frutos ó alquileres del mismo. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, podiendo notificarse con el 
original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA VV XXIX 



Criminal contra D. Francisco Valerdi, por defraudación 
de rentas postales y contra otros ; por complicidad 



Sumario. — La omisión del contador interventor de la ofici- 
na de giros y valores del arqueo de caja en los períodos regla- 
mentarios no constitaye por sí sólo un delito previsto y penado 
por la ley nacional penal, ni por el código criminal. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juei Federal 



Santiago, Noviembre 6 de 1896. 

Vistos : los seguidos por el señor Procurador fiscal, contra don 
Francisco Valerdi, empleado del correo de esta ciudad, en la ofi- 
cina de giros y valores declarados, á mérito de haber desapare- 
cido de la localidad el dia martes 31 del mes de Marzo del co- 
rriente año, apropiándose indebidamente una cantidad de dine- 
ro, que asciende á 3908 pesos con 50 centavos moneda nacional 
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de curso legal y 15 pesos coa 99 centavos oro sellado, y respecto 
de cuya persona, se pide, á foja 101, el sobreseimiento, hasta 
tanto pueda ser habido el procesado. El mismo señor fiscal y con 
motivo de la fuga del mencionado Valerdi , acusan primero, á don 
Anselmo F. López (español, casado, de 44 años, comerciante 
y domiciliado en esta ciudad), de cómplice en segundo grado con 
el prófugo, por haberle facilitado caballos para la haida, pi- 
diendo en consecuencia sea constituido en arresto por seis me- 
ses; segundo, ádon Saturnino Gutiérrez (argentino, de 88 años, 
casado, botero y domiciliado en esta ciudad), cómplice también 
en segundo grado, por haber conducido á Valerdi en su fuga, 
al otro lado del río, pidiendo para él el mismo arresto que para 
López ; tercero , á don Alfredo J. Gnzman (argentino, de 28 años, 
casado, empleado y domiciliado en esta ciudad) por no haber 
puesto, como jefe interino de este distrito, los cuidados y dili- 
gencias necesarias para que Yalerdi hiciera ingresar inmedia- 
tamente en caja las sumas por los giros que aquel firmaba, 
haciéndose pasible por lo tanto, déla pena establecida en el in- 
ciso segundo, articulo diez y ocho del Código Penal, ó sea un 
mes de arresto; y cuarto, á don Guillermo Schneider, cuya 
nacionalidad no se expresa (de 35 anos, soltero, empleado y do- 
miciliado en esta ciudad), porque siendo contador interventor del 
distrito, no había cumplido con lo presoripto en el artículo 150, 
incisos 3 o y 6 o , artículo 151 , incisos 9 o y 10, y artículo 153 del 
Código de Correos y Telégrafos, haciéndose acreedor á la misma 
pena, de un mes de arresto. La defensa de los dos primeros 
acusados, expresa que ellos no son cómplices de la fuga de Va- 
lerdi, si se atiende que para la codelincuencia, es requisito in- 
dispensable la concurrencia de dos ó más personas á designio, 
en la comisión de un delito. La del tercero (Guzman) estriba, en 
que habiendo sido Yalerdi un empleado modelo durante cuatro 
años, bien pudo merecer que se suspendieran los efectos precau- 
cionaos de los reglamentos vigentes en la oficina á su cargo. Y 
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la del cuarto : en que si bien ei arqueo de caja do se hizo de una 
manera regular, fué porque el jefe del distrito señor Lara y 
otros, el 8egundoGuzman, se lo impidieron y él como subalterno 
que era, se encontraba inhibido para dar órdenes á sus superio- 
res, á loque se agregaba que el arqueo de los valores postales 

4 

se verificaba mensualmente, según la práctica y órdenes del re- 
ferido Lara. Del informe pericial de foja 90 resulta: Que du- 
rante algunos meses del corriente año y del año pasado, los gi- 
ros internos ingresaban cada quincena y en otros, cada mes, ha- 
biendo esto último sucedido durante los meses de Enero y Fe* 
brero próximo pasado; que los producidos de las oficinas de 
campaña ingresaban cada mes ; que los depósitos en el Banco 
de la Nación han sido hechos uniformemente, en la fecha corres- 
pondiente á su entrada, y que los arqueos de caja se hablan efec- 
tuado cada quince dias, á estar á las constancias del libro de ac- 
tas llevado al efecto firmado en conjunto por el jefe del distrito 
y el contador interventor. 

Anselmo López y Saturnino Gutiérrez, según sus propias de- 
claraciones, que no han sido desvirtuadas por las otras del pro- 
ceso ni por antecedente alguno que haga suponer lo contrario, 
confiesan expontáneamente, el uno haberle facilitado á Valerdi 
caballos y el otro haberlo hecho atravezar el río, pero igno- 
rando ambos que el dicho Valerdi pretendiera fugarse lleván- 
dose dinero ajeno. De modo que faltando la voluntad criminal, 
esto es, el designio de ayudar al prófugo en su huida, no tienen 
responsabilidad alguna y respecto de ellos, debe sobreseerse de- 
finitivamente. Por lo quo hace á Guzman y á Schneider sus obli- 
gaciones y responsabilidades, como jefe de distrito el uno y el 
otro en su calidad de contador interventor, se encuentran ex- 
presamente consignados en los artículos 153, 150 y 151 del Có- 
digo de Correos y Telégrafos, que disponen : c propender al me- 
joramiento del servicio y á la mayor exactitud en la recaudación 
de la renta » ; « ingresar semanalmente en la sucursal del esta- 
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bleoimiento banoario que se le designe, á la orden de la dirección 
general, el dinero percibido por renta de correos y telégrafos y 
por emisión de giros >; c verificar la existencia en caja y la de va- 
lores postales en poder del jefe del distrito. La primera diaria' 
mente y la segunda por lo menos cada semana » ; < verificar tam- 
bién el arqueo de la caja y de valores postales en las oficinas de 
distrito que estén en la localidad por los menos dos veces al mes >; 
c dar cuenta á la dirección general en oaso de resultar faltas en el 
arqueo que dispone el inciso 9 o , y al jefe del distrito en el que 
dispone el inciso 10 » ; y que « son responsables los contadores 
interventores conjuntamente con los jefes del distrito, en caso 
de no dárseles el debido destino, á los dineros fiscales que ma- 
nejan ». 

Ante tan seria responsabilidad, el jefeG-uzman, no ha debido 
tener en consideración la buena conducta de Valerdi, para exo- 
nerarlo y exonerarse él también, de las obligaciones que á am- 
bos incumbían, mucho más, si se tiene presente que los dineros 
á administrarse pertenecen á la Nación, y que por esa adminis- 
tración perciben una renta mensual. 

Idéntica cosa acontece con Schneider; su responsabilidad es 
directa y en este sentido su deber (en caso de ser exactas las afir- 
maciones que en su descargo revela la declaración de fojas 40 á 
54) fué poner el hecho inmediatamente en conocimiento de la 
dirección general . 

Esta cnlpa 6 imprudencia, en los dos procesados que acaban 
de nombrarse, queda comprendida en el inciso 5 o del artículo 16 
del Código Penal, en virtud del cual la culpaos grave « cuando 
por razón de su estado, profesión, empleo, compromiso ú otras 
circunstancias análogas, el autor estuviese obligado á mayor di- 
ligencia y atención >. Sólo podría tomarse como circunstancia 
atenuante de la culpabilidad de G-uzman y Schneider, la práctica 
irregular observada, de hacer los arqueos de caja é ingresos de 
fondos, fuera de los términos marcados por el Código de Correos 
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y Telégrafos pero sin que aquella alcance á destruir por completo 
la responsabilidad que pesa, sobre cada una de las personas nom- 
bradas. El inciso 2 o del artículo 18 del mismo Código, es de es- 
tricta aplicación al caso sub-judice jen su consecuencia pasibles 
los procesados de la pena de arresto. 

Por estos fundamentos y conforme al artículo 10 del Código 
de procedimientos en lo criminal, suspéndase la causa con rela- 
ción al prófugo Valerdi; sobreséese con respecto á López y Gu- 
tiérrez definitivamente, sin que el proceso, afecte sus buenos 
nombres, é impónese á Guzmany Schneider la pena de un mes 
<ie arresto en la cárcel de esta ciudad, y á sus efectos líbrese opor- 
tunamente oficio al departamento de policía, siendo las costas 
del proceso, á cargo de los penados. Restituyanse al señor Guz- 
man, los objetos secuestrados y de que da cuenta la diligencia 
de fojas 25 vuelta y 26. Notifíquese con el original. 

Saturnino Salva. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 16 de 1897. 
Suprema Corte : 

En esta causa seguida contra don Francisco Yalerdi por de- 
fraudación en la oficina de giros y valores declarados de la Ad- 
ministración de Correos y Telégrafos de la ciudad de Santiago, 
el procesado contra quien resulta manifiesta la defraudación 
imputada, fugó, obligando por ello á la suspensión de la causa. 

Pero en el curso de los procedimientos, el juzgado había en- 
contrado que don Alfredo J. Guzman, jefe interino del distrito, 
y don Guillermo Schneider, contador interventor del mismo, 
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habían negligido obligaciones de su cargo, impuestas por el de* 
nominado Código de Correos y Telégrafos, dejando de exigir el 
primero, el depósito regular délas entradas diarias, y ultrapa- 
sando el segundo los términos reglamentarios para el arqueo 
de la caja. De aquí la condena del jefe y contador interventor, 
á la pena de un mes de arresto. Habiendo recurrido sólo el con- 
tador interventor de la sentencia, es únicamente su recurso, 
que viene á la consideración de Y. £. No consta en el proceso 
que el recurrente haya tenido la más minima connivencia ó con- 
vencimiento de la defraudación. Su responsabilidad, en cuanto á 
haber dejado de practicar el arqueo de caja, dentro de los tér- 
minos reglamentarios, es únicamente administrativa. Se ha es- 
cusado esa falta con los mandatos de los superiores y las prác- 
ticas establecidas, que constituían una regla. Aún prescindien- 
do de ello, la negligencia en el cumplimiento de ese deber, no 
constituye un delito ó falta del Código Penal. 

Su artículo I o llama delito ó falta á la acción penada por la 
ley ; y el artículo 46, prescribe que no serán castigados otros 
actos ú omisiones, quelos que la ley, con anterioridad, haya ca- 
lificado de delitos. Ni tal calificación, ni tal penalidad son apli- 
cables al hecho de la demora en el arqueo de la caja; y de esa 
demora no debe deducirse ni complicidad ni connivencia con el 
autor de la defraudación. 

La culpa ó imprudencia que califican los artículos 15 y 16 del 
Código Penal, se relacionan con el hecho mismo, motivo del pro- 
ceso, con el autor directo de ese hecho; que según la malicia ó 
descuido que lo causa, puede resultar criminal ó culpable. Par- 
ticipo á este respecto de los principios sostenidos en la expre- 
sión de agravios, concluyendo con el ilustrado defensor del 
procesado, que lo que siendo intencional se castiga por el Código 
Penal como delito, se califica y pena como falta, ouando es he- 
cho sin intención. 

El desfalco no procede, en el caso, del recurrente ; no le es im- 
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putable ni como delito ni como falta. Es independiente y ajeno 
al hecho del arqueo de caja, y resulta fuera, por consiguiente, 
de la prescripción del inciso 5°, artículo 16 del Código Penal, 
que se refiere expresamente al caso en que el autor estuviere 
obligado á mayor diligencia y atención. Por ello, adhiriendo á 
las conclusiones de la expresión de agravios de foja 132, pienso 
que procede en el caso la revocación déla sentencia de foja 114, 
en la parte recurrida ; y pido á Y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Falto úm la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1897. 

Vistos : Considerando : Queel cargo que se hace al recurrente, 
en el proceso iniciado contra Francisco Yalerdi, prófugo, por 
defraudación de dineros fiscales, es el de no haber cumplido las 
obligaciones del cargo deoontador interventor que desempeñaba 
en la oficina de giros y valores declarados de la Administración 
de Correos y Telégrafos de Santiago del Estero, haciendo el 
arqueo de la caja en los períodos reglamentarios prescritos por 
el Código de Correos y Telégrafos. Que aún cuando esta falta se 
halla comprobada por las constanoias del proceso, ella no es por 
sí sola un delito previsto y penado por el Código Penjal de la 
Nación, ni por la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, que designa y pena los crímenes contra la Nación, 
ni implica tampoco complicidad en el delito de defraudación 
que se imputa al prófugo Valerdi, complicidad sobre la cual no 
hay antecedente ni dato alguno en autos que la haga presu- 
mir. 
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Por ello, sin perjuicio de las penas disciplinarias del resorte 
del Poder Ejecutivo y de las responsabilidades civiles á que 
haya lugar por la falta cometida por el procesado, y de acuerdo 
con lo expuesto y pedido por el señor procurador general, se re- 
voca la sentencia de foja ciento catorce, en la parte apelada, y 
se absuelve al procesado Schneider de la pena y costas que le 
impone dicha sentencia. Notifíquese con el original y devuél- 
vanse . 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. TÁRELA. — ABEL 
BAZAlt. — OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCXIX 



La empresa del Ferrocarril Nordeste Argentino, por tercería 
de dominio en la ejecución de doña Mercedes E. de Ga- 
llardo contra don Bernardo Frattari. 



Sumario, — La cosa mueble encontrada en poder del deudor 
debe considerarse de propiedad de éste. 



Caso. — Resulta del 
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putable ni como delito ni como falta. Es independiente y ajeno 
al hecho del arqueo de caja, y resulta fuera, por consiguiente, 
de la prescripción del inciso 5 o , artículo 16 del Código Penal, 
que se refiere expresamente al caso en que el autor estuviere 
obligado á mayor diligencia y atención. Por ello, adhiriendo á 
las conclusiones de la expresión de agravios de foja 132, pienso 
que procede en el caso la revocación de la sentencia de foja 114, 
en la parte recurrida ; y pido á Y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Falto úm la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1897. 

Vistos : Considerando : Que el cargo que se hace al recurrente, 
en el proceso iniciado contra Francisco Yalerdi, prófugo, por 
defraudación de dineros fiscales, es el de no haber cumplido las 
obligaciones del cargo deoontador interventor que desempeñaba 
en la oficina de giros y valores declarados de la Administración 
de Correos y Telégrafos de Santiago del Estero, haciendo el 
arqueo de la caja en los períodos reglamentarios prescritos por 
el Código de Correos y Telégrafos. Que aún cuando esta falta se 
halla comprobada por las constanoias del proceso, ella no es por 
sí sola un delito previsto y penado por el Código Penal de la 
Nación, ni por la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, que designa y pena los crímenes contra la Nación, 
ni implica tampoco complicidad en el delito de defraudación 
que se imputa al prófugo Valerdi, complicidad sobre la cual no 
hay antecedente ni dato alguno en autos que la haga presu- 
mir. 
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Por ello, sin perjuicio de las penas disciplinarias del resorte 
del Poder Ejecutivo y de las responsabilidades civiles á qne 
haya lugar por la falta cometida por el procesado, y de acuerdo 
con lo expuesto y pedido por el señor procurador general, se re- 
Toca la sentencia de foja ciento catorce, en la parte apelada, y 
se absuelve al procesado Sohneider de la pena y costas que le 
impone dioha sentencia. Notifíquese con el original y devuél- 
vanse . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. TÁRELA. — ABEL 
BAZAlt. — OCTAVIO BÜNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCXIX 



La empresa del Ferrocarril Nordeste Argentino, por tercería 
de dominio en la ejecución de doña Mercedes E. de Ga- 
llardo contra don Bernardo Frattari. 



Sumario. — La cosa mueble encontrada en poder del deudor 
debe considerarse de propiedad de éste. 



Caso. — Resulta del 
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Pallo del Juez Federal 



Corrientes, Mayo 11 de 1895. 

Vistos : La demanda de tercería excluyente deducida por don 
Fernando Alsina, en representación de la empresa del Ferro- 
carril Nordeste Argentino, en la ejecución seguida por doña 
Mercedes F. de Gallardo contra don Bernardo Frattari, y 
resolta: 

Que el tercerista alega que los 500*000 ladrillos existentes 
en el campo de la ejecutante y cuya venta se ha ordenado en 
remate público, son, como los demás existentes en dicho cam- 
po, de propiedad de la empresa del Ferrocarril Nordeste Argen- 
tino, y no del ejecutado Frattari, quien era contratista de 
Clark y compañía para la fabricación de ladrillos, en el campo 
mencionado, cuyos materiales fueron entregados y puestos á la 
disposición de Clark y compañía, y abonados por éstos con ar- 
tículos de proveeduría, dinero y vales, como lo promete justi- 
ficar en la estación de prueba, agregando que esos ladrillos, 
pagados por Clark £ compañía, pasaron al dominio de la actual 
compañía del ferrocarril, en virtud del contrato de transfe- 
rencia de todos los materiales de construcción celebrado en 
Londres en Agosto de 1891, y concluye pidiendo se declare que 
todos los ladrillos existentes en el campo de Gallardo son de 
propiedad de la actual empresa del ferrocarril, y mandar en con- 
secuencia levantar el embargo sobre ellos con todos los pronun- 
ciamientos de derecho. 

Corrido traslado a! ejecutante y ejecutado por medio de sus 
procuradores en la ejecución mencionada, el del primero 
expuso: 

Que su representada tiene sobrada razón para considerar que 
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los ladrillos embargados y mandados vender son de la propiedad 
exclusiva del señor Frattari y qae nunca pasaron al dominio de 
la empresa del Ferrocarril Nordeste Argentino y que esta dere- 
cha razón deriva de la escritura pública de fojas 3 á 4 del juicio 
principal, de la cual resulta, que don Bernardo Frattari arrendó 
de don Aniceto Gallardo, esposo de su mandante, la fracción de 
terreno situada en la costa del río Santa Lucía, para la fabri- 
cación de ladrillos, pagando en virtud de ese contrato los pre- 
cios en los plazos y condiciones estipuladas, reconociendo el 
mismo representante de la empresa del ferrocarril, que esos la- 
drillos existen en el campo mencionado, que fué del finado don 
Aniceto Gallardo; que el señor Frattnri, según los hechos ex- 
puestos, resulta ser el fabricante de los ladrillos, los cuales se 
encuentran aún en el lugar de su fabricación, y ellos le perte- 
necen en propiedad, porque la fabricación, especificación 6 
transformación, es una de las formas de adquirir el dominio de 
las cosas y que poco importa que Frattari haya sido contratado 
por la empresa de Clark y compañía para la fabricación de dichos 
ladrillos, que la naturaleza de su dominio no cambia por eso, 
pues el tercerista no adquiere por ese solo hecho el dominio de 
los ladrillos; que el dominio no se adquiere sino por los medios 
y con las solemnidades que la ley determina, y la empresu no 
tiene el derecho de dominio que alega, porque Frattari nunca le 
hizo tradición de los ladrillos, pues éstos continúan en el mis- 
mo campo en que fueron fabricados, de donde no han sido 
trasladados y donde están al cuidado de los representantes del 
señor Frattari, encargados poréste con poder en forma, y agrega 
que aún en el supuesto de que el dominio de los ladrillos hubie- 
se pasado á la empresa del Ferrocarril, la ejecutante tendría 
siempre el derecho de ser pagada con preferencia con el valor 
de esos materiales, en virtud del contratoque para su construc- 
ción celebró su esposo oon el contratista Frattari, porque los 
materiales de construcción de los ladrillos son de propiedad de 

T. LXIX 15 
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la ejecutante, como heredera de su esposo don Aniceto Gallardo, 
según el contrato celebrado entre éste y Frattari, y aún más, 
porque su mandante, como dueña del campo en que los ladrillos 
fueron fabricados, arrendado por Gallardo á Frattari, tiene pri- 
vilegio por los alquileres 6 arrendamientos adeudados, con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo 3883 del Código Civil y 
concluye pidiendo, por los fundamentos expuestos, que no se 
haga lugar á la tercería interpuesta, ó, por lo menos, que la 
ejecutante tiene privilegio sobre los materiales embargados y 
mandados vender. 

El procurador de la parte ejecutada dijo: que no se haga lu- 
gar, con costas, á las pretensiones del tercerista. Que la em- 
presa del ferrocarril funda su acción en un contrato que dice 
tener con su mandante Frattari, para la fabricación de los 
ladrillos en el campo de Gallardo, cuyos materiales, según afir- 
ma, fueron entregados y puestos á la disposición de Clark y C a ; 
que á la tercerista le corresponde la prueba de los hechos que 
afirma, y que, además, la ejecutante tiene privilegio para el co- 
bro de sus créditos en este caso, por la naturaleza de la obliga- 
ción, según lo dispuesto por el artículo 3883 citado. 

Con lo expuesto por las partes, se abrió á prueba la causa y 
produjeron por el tercerista y la ejecutante las que se mencio- 
nan en el certificado de foja 12, sobre cuyo mérito presentaron 
los escritos de fojas 75 á 85, fojas 86 á 88 y fojas 89 á90, ale- 
gándose en el presentado por el tercerista que el juicio contra 
Frattari, que ha motivado esta tercería, se ha seguido contra 
él, síq audiencia, pues los que se llaman sus representantes no 
lo son, porque no tienen poder válido para representarlo en jui- 
cio, como se ve claramente en el poder que Frattari otorgó ádon 
Carlos Balzari para cuidar y administrar la fábrica, pero no 
para responder ó contestar demandas judiciales, y suponiendo 
tal poder ó tal mandato para representarlo en cualquier pleito 
ó juicio que se promoviera contra Frattari, éste no le ha confe- 
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rido la facultad de sostituirlo, resultando de las disposiciones 
legales que cita, que es nula y de ningún valor la representa- 
tacion que don A. Escolástico Ayala ha ejercido en el juicio 
promovidopordonaMercedesE.de Gallardo, siendo así evi- 
dente que Frattari no ha sido oido en ese juicio, y que el reco- 
nocimiento de la deuda hecho por Ayala, en la demanda de 
aquella señora, no puede perjudicar á Frattari ni puede invo- 
carse contra él ; que esto es una prueba más que demuestra que 
no ha podido seguir adelante esa demanda, y como consecuen- 
cia de ella decretarse la venta de los ladrillos,aün en el supuesto 
de que estos fueran de propiedad de Frattari, quien no ha sido 
citado en forma como es de ley. 

Y considerando á este respecto, antes de entrar al fondo de la 
cuestión : 

I o Que aún estimando oportuna la discusión de este punto, sus- 
citado en el estado en que se halla el presente juicio y admitiendo 
también que el tercerista pudiese hacer la defensa del ejecutado, 
sobre la cuestión propuesta, la nulidad alegada no existe, porque 
el poder conferido por Frattari á Bal zar i, para administrar su 
fábrica de ladrillos, implica la facultad de velar por la buena 
conservación y reparación de los bienes administrados y, por 
consiguiente, la de comparecer en juicio, iniciando ó contestan- 
do demandas sobre deudas concernientes á los negocios adminis- 
trados, según se deduce de la doctrina de los artículos 1879 y 
1880 del Código Civil y de los términos mismos del poder de fo- 
ja 12 del juicio ejecutivo, conferido por Frattari á Balzari, pI 
cual contiene entre otras estas facultades : c para que ejerza su 
representación en todos los actos que se relacionen con la acti- 
vidad y administración de su fábrica de ladrillos para que exija 
privada y judicialmente de cualquier persona ó empresa el pago 
de toda cantidad que le fuese debida como precio de ladrillos 
elaborados en la fábrica del otorgante, pudiendo d tal objeto pre- 
sentar los escritos y pruebas que fueren del caso » . 
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2° Que si bien el poder conferido por Frattari á Balzari, no 
contiene expresamente la facultad de sustituir, tal omisión no 
implica, de un modo absoluto la prohibición de hacerlo, pues 
cuando la sustitución sea conveniente ó necesaria puede hacerse, 
y en tal caso la sustitución establece, relaciones de derecho entre 
el sustituyente y el sustituido, por él análogas á las del man- 
dante y mandatario, según las disposiciones de los artículos 1924 
y 1928 del Código Civil y por consiguiente el mandante tiene 
en el caso una acción directa contra el sustituido en razón de 
las obligaciones que éste contrajese en virtud de la sustitución 
y recíprocamente, el sustituido tiene acción contra el mandante 
por la ejecución del mandato (artículo 1926). 

3 o Que la conveniencia de la sustitución hecha por Balzari á 
los sustituyentes de Ayala, surje naturalmente de la causal 
misma alegada por aquel, de no serle posible continuar en el 
ejercicio de su mandato por el mal estado de su salud ; que pue- 
de decirse de igual modo que la sustitución hecha á favor de 
Ayala por los sustituidos de Balzari, al solo objeto de intervenir 
en el juicio expresado, es conveniente y necesaria á los intere- 
ses de Frattari, desde que aquellos, al hacerlo, manifiestan que 
no les es posible trasladarse á esta capital para entender en el 
juicio que contra su mandante Frattari ha iniciado doña Mer- 
cedes E» de Gallardo. 

4° Que la razón alegada es evidente, porque si debieran in- 
tervenir personalmente en el juicio suscitado, tendrían que I 
abandonar el establecimiento y fábrica cuya administración 
tienen, y en este caso, el abandono podría producir perjuicios 
irreparables á la administración, lo que la ley y la jurispruden- 
cia han tratado de evitar, permitiendo la sustitución en los casos 
necesarios, quedando el mandante obligado por los actos de los 
sustituidos. Y considerando en cuanto al fondo de la ouestion : 
5 o Que está demostrado por la propia declaración de Frattari, 
hecha en el poder conferido á Balzari parala administración de 
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su fábrica de ladrillos, planteada en el terreno arrendado á don 
Aniceto Gallardo y por las demás constancias de autos, que el 
citado Frattari celebró con los señores Clark y C* un contrato 
para la provisión de ladrillos con destino al ferrocarril en cons- 
trucción. 

6° Que en ese mismo poder se confiere también á Balzari la 
siguiente facultad : c para que contrate con cualquier persona 
la venta de ladrillos que se elaborasen en la fábrica enunciada, 
á precios y condiciones razonables... > de donde resulta que la 
fábrica elaboraba ladrillos, no sólo para la empresa del ferroca- 
rril sino también para venderlos ó negociarlos con cualquier 
persona, ó lo que es lo mismo, la fábrica mencionada no se fundó 
con el único propósito de proveer de esos materiales ala Empresa 
del ferrocarril, apareciendo también demostrado por el texto 
mismo del contrato de arrendamiento celebrado entre Gallardo 
y Frattari, que la fábrica planteada en el terreno arrendado, 
pertenecía á este último. 

7 o Que en consecuencia, para averiguar la verdad del dominio 
que la Empresa alega tener en los ladrillos embargados en la 
ejecución seguida por la viuda de Gallardo contra Frattari, hay 
que atenerse exclusivamente á las cartas presentadas y prueba 
testimonial rendida por el tercerista y la parte del ejecu- 
tante. 

8° Que según el certificado del secretario, de foja 12, la prueba 
rendida por el tercerista corre de fojas 32 á 71 y consiste prin- 
cipalmente en la carta de foja 50, dirigida por el ex-ingeniero 
de la empresa don Emilio Rigolini, al Administrador general del 
ferrocarril Nordeste Argentino, haciéndole saber que en virtud 
de órdenes recibidas de la Empresa del Ferrocarril, se recibió del 
trabajo hecho por el contratista Frattari agregando, más ade- 
lante, que los ladrillos recibidos eran todos los existentes en el 
terreno que Gallardo oedió en arrendamiento á Frattari, á quien 
e ntregó un certificado como de costumbre, sin expresar su va- 
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lor ni la cantidad de material recibido ni la fecha en que tuvo 
lugar el acto ; agregando, finalmente, que en ese tiempo recibió 
orden de Clark y C a para entregar á la Compañía propietaria 
del ferrocarril todos los trabajos ejecutados y los materiales exis- 
tentes en su sección ; entrega que efectuó bajo formal inven- 
tario al representante de dicha compañía don Roberto Lyell, 
quien á su vez entregó todo á otra persona ó empleado de la 
misma compañía. 

9 o Que si bien al pié de la carta expresada aparece un con- 
forme puesto por e) empleado de la compañía, Antonio Carena, 
quien en su declaración de foja -45 manifiesta tener conooimien - 
to de esa carta y ser ciertos los hechos relacionados en ella, agre- 
gando ser verdad también que loe ladrillos fabricados en San 
Roque, en el campo de Gallardo, por Frattari, pertenecían á la 
Empresa de Clark y C a y que fueron mandados fabricar por ésta 
para la construcción del Ferrocarril Nordeste Argentino, y que 
tanto él como el ingeniero Rigolini eran empleados de Clark y C a ; 
tal carta y tal declaraoion, inclusa la de Rigolini, corriente á 
foja 52, ratificando el contenido de su carta, no tienen sin em- 
bargo, la virtud de probar el dominio alegado, por la circuns- 
tancia misma de haber sido ambos empleados de la empresa 
interesada en la época en que los supuestos hechos tuvieron lu- 
gar, y suponérseles, por consiguiente, inclinados á favorecer los 
intereses de aquél á quien sirvieron, presunción legal que debe 
subsistir no obstante el hecho de haber dejado los declarantes 
de ser empleados déla empresa en la fecha en que prestaron sus 
declaraciones quienes, por otra parte, no podrían menos que 
confirmar el contenido de dicha carta, sin incurrir en una fal- 
sedad resaltante. 

10° Que la parte ejecutante, por el contrario, ha producido 
pruebas más claras y ooncluy entes que demuestran de un modo 
indudable que la pretendida tradición no se ha operado ni in- 
tentado siquiera, y que todos los ladrillos en cuestión perma- 
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necea en el lugar de su fabricación, 6 sea, en la misma fábrica 
de su propietario don Bernardo Frattari. 

11° Que así debe creerse en definitiva y con más razón cuando 
que el supuesto encargado de esos materiales, dejados allí por 
Lyell, según la carta recordada, no ha producido ni intentado 
producir acto posesorio alguno con relación á dichos materiales 
que implicase necesariamente el dominio alegado por parte de 
la empresa reclamante, á lo menos nada se ha dicho sobre este 
respecto, silencio que arroja la presunción notada de que tal 
entrega no se ha operado ni por Frattari á Rigolini, ni por éste 
á Lyell, y por último nf por éste á la persona 6 empleado de la 
empresa mencionada. 

12° Que ninguna luz tampoco arroja la carta de Balzari á 
Lyell, corriente á foja 34, con relación á la pretendida tradición, 
pues en ella nada se dice á su respecto. 

13° Que si bien está demostrado por propia confesión de Frat- 
tari, constante en la escritura de mandato á Balzari, la existen- 
cia del contratu en virtud del cual debía proveer de ladrillos á 
la empresa de Clark y O, ese concurso de voluntad, el derecho 
personal resultante de ese contrato, no es suficiente para que el 
tercerista pueda considerarse dueño de los ladrillos, era nece- 
sario, además, que se probase haberse hecho la tradición tras- 
lativa de la posesión efectuada por el propietario Frattari á fa- 
vor de la empresa, para que ésta pudiese adquirir el dominio, 
artículo 577, Código Civil, y tal hecho no existe probado ni como 
hecho jurídico ni como hecho material, constando, por el con- 
trario, en autos, que los ladrillos están en la fábrica del ejecu- 
tado Frattari, á cargo de los mismos mandatarios que lo defien- 
den en este juicio. 

14° Que en definitiva debe concluirse que la empresa recia- 
mante no ha probado de un modo claro y evidente el dominio 
que alega sobre los materiales en cuestión, á cuyo respecto no 
existen más que meras presunciones, y en la duda debe resol- 
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yerse á favor del que conserva su posesión, que en este caso lo 
es Frattari, desde que esos materiales no han salido del lagar 
de su fabricación, como todas las partes lo reconocen uniforme- 
mente y resalta además de las constancias de autos. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la tercería 
de dominio deducida por la Empresa del ferrocarril Nordeste Ar- 
gentino con relación á los quinientos mil ladrillos embargados en 
la ejecución seguida por la viuda de Gallardo contra don Ber- 
nardo Frattari, sin especial condenación en costas, por no encon- 
trar mérito suficiente para imponerlas. 

Hágase saber con el original y repóngase . 

E. A. Lujatnbto. 



Fallo 4o lo Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1897. 

Vistos y considerando : Que las observaciones sobre insufi- 
ciencia del poder conferido al representante del ejecutado para 
estar en juicio, no deben ser tomadas en consideración, pues 
sólo se han formulado al alegarse de bien probado, cuando ya el 
pleito se había trabado por demanda y por respuesta. 

Que las cartas de fojas treinta y cuatro y cincuenta no de- 
muestran que los ladrillos fabricados por Frattari, existentes 
en su establecimiento, hubiesen pasado al dominio de la em- 
presa del Ferrocarril Nordeste Argentino, lo cual tampoco 
resulta de lo expuesto en el poder de foja doce de los autos so- 
bre juicio ejecutivo. 

Que es exacto que no se ha probado la entrega de los ladrillos 
á la empresa del ferrocarril, como lo demuestra el juez en su 
sentencia. 
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Por esto, y sus fundamentos concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento ocho. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. Notifíquese original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN. 
E. TOHRENT. 



CAUSA CCIIII 



Criminal contra Anselmo L. de León, por malversación 

de caudales públicos 

Sumario. — La aplicación á usos propios y ajenos de cau- 
dales públicos puestos á su cargo, que han sido reintegrados, 
cae bajo la disposición del artículo 83 de la ley nacional penal 
de 14 de Setiembre de 1863. 



Caso. — Resulta de la 



Senteneia del «Pues Iletrado 

Posadas, Diciembre 16 de 1896. 

Vista esta causa criminal seguida de oficio contra Anselmo 
Lindolfo de León, de 33 años de edad, viudo, empleado, de na- 
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cionalidad oriental, domiciliado en Concepción, sobre malver- 
sación de caudales públicos de la nación y falsedad, cometida 
en los meses de Noviembre de 1895 y Enero del corriente año, 
en la Receptoría de Rentas de Concepción. 

Resultando : Que el inspector de rentas don Emilio Majane- 
11 e, se dirigió al juzgado con la comunicación corriente á fojas 
40 y 11, exponiendo: Que en la inspección que practicó en el 
mes de Mario próximo pasado, á la Receptoría de Barra Con- 
cepción, á cargo del procesado de León, comprobó que se 
había producido un déficit por la suma 839 pesos con 28 cen- 
tavos moneda nacional en esta forma : por ingreso del producido 
de la renta en general durante la I a y 2 a quincena del mes de 
Enero del corriente año, 730 pesos 68 centavos, cuya cantidad 
no existe en caja, ni está depositada en el Banco de la Nación, 
en Santo Tomé, á pesar de figurar esto en los libros de contabi- 
lidad, y 108 pesos que faltan en valores de papel sellado, de los 
que el receptor de León dispuso indebidamente en la cantidad 
de 82 pesos 25 centavos, siendo así responsable éste de 812 pe- 
sos 93 centavos, que retiene en su poder, según su propia de- 
claración, constante en el sumario que adjunta; pide al juzgado 
el juicio correspondiente contra de León, por malversación de 
fondos, confiados á su cargo como receptor, acompaña copia 
del movimiento de las entradas, en el libro de caja de la 
aduana, durante el mes de Enero, y copia del balance del papel 
sellado. 

A foja 20 se dirigió nuevamente el inspector Mejanelle remi- 
tiendo un sumario relacionado con un permiso número 180, 
correspondiente á una operación aduanera efectuada en San 
Javier, el 28 de noviembre del año próximo pasado, por impor- 
tación de 14 bultos de yerba del Brasil, falseándose este docu- 
mento, en el que se suprimió la palabra Brasil por la de Mon- 
teagudo, haciéndose aparecer la importación, como de proce- 
dencia argentina, siendo en realidad brasilera, ~ 
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Por los antecedentes que acompaña, manifiesta tratarse de 
una operación fraudulenta, puesto que no se ingresó en caja 
ni se dio intervención alguna al vista contador, quien descubrió 
ei hecho al tratar de controlar el producido de las importa- 
ciones. 

Pide el señor inspector el juicio por la operación aduanera 
fraudulenta, contra el procesado de León, quien cobró los de- 
rechos en San Javier, figurándolos cobrados en Barra Concep- 
ción. 

Que el procesado de León manifiesta que tiene en su poder 
269 pesos 64 centavos, que debió remitir al receptor de Santo 
Tomé, pero que no le fué posible hacerlo por el apuro del señor 
Alfaro, quien debió llevarlos, que también tiene en su poder 
otra suma que él debió remitir al mismo receptor, pero que no 
consiguió giro y que está dispuesto á integrar á la mayor bre- 
vedad el déficit de 730 pesos 68 centavos . que figura en el 
asiento de los libros, como existencia en caja. Reconoce además 
el déficit de 82 pesos 25 centavos, como falta en caja de papel 
sellado, y expresa que la suma total de 812 pesos 93 centavos, la 
abonará inmediatamente que consiga dinero, por mayor canti- 
dad que le adeudan, que tal déficit proviene de haber gastado 
un dinero (730 pesos 80 centavos) en atenderse en una enfer- 
me lad, contraída al andar á caballo en cumplimiento de su de- 
ber, y que dispuso, confiado en poderlos reponer con sus suel- 
dos de receptor, que se le adeudan como correspondientes á los 
meses de Octubre y Diciembre del año próximo pasado y algu-, 
nos días de Marzo del corriente año, y un saldo de 375 pesos 
que también le adeuda la Dirección de Rentas, por construc- 
ción de la casa para la aduana en que ésta funciona, previa au- 
torización; que los 82 pesos 25 centavos, valores del papel 
sellado que el guarda Novillo Saravia, de San Javier, dispuso, 
dándole una orden para que los abonase de sus sueldos que es- 
taban en la receptoría de Santo Tomé, el inspector se los cargó 
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en cuenta. Reconoció los valores corrientes á fojas 8 y 9 como 
exactos en su contra. 

Con relación al cobro de 98 pesos 67 centavos, provenientes 
de una importación de H bultos de yerba introducidos por San 
Javier, manifestó primero no recordar de esa operación y des- 
pués en presencia déla copia del recibo otorgado por él, que 
debe haber cobrado esa suma y supone haber pasado por sus 
manos el permiso de foja 18, pues todos esos documentos se le 
presentaban para que decretase, € pase al vista contador para 
que pague los derechos y anote en los libros >, habiendo acos- 
tumbrado á recibir unas veces él los derechos, y otras el conta- 
dor, que para facilitar el comercio, despachaba en San Javier 
sin la intervención del vista y sin el sello de la Receptoría, 
entregando á éste todas las pólizas que traía; que en San Javier 
otorgó el recibo de foja 55, por el importe de los derechos del 
referido permiso y lo fechó en Concepción porque aquí debía de 
hacerlo, que no puso en él decreto correspondiente, porque era 
de práctica ponerlo al fin del mes, ignorando cómo puede estar 
á favor del contador, sin despacharlo y anotarlo en los libros y 
sin hacerle observación, que por esto, indudablemente, el im- 
porte de los derechos está en su poder (del procesado), que le 
extraña la adulteración de la guía número 180, donde dice la 
palabraMonteagudo en vez de Brasil, délo qne no tiene conoci- 
miento ni ha podido haceTlo él, por no haber tenido necesidad 
y que considera que su autor pudo ser el vista contador, 
con quien andaba disgustado (fojas 3, 13, 14, 21 á 25, 57 

y 58). 

El contador don Wenceslao Malrido declara : que el receptor 

de León mandaba hacer los depósitos por cuenta de la aduana 

en el Banco de Santo Tomé, por medio de giros á personas de 

confianza, y que habiendo manifestado el receptor que había 

depositado 730 pesos 68 centavos, hizo los asientos en los libros 

c orno depositados, pero como el Banco no le enviase los com- 
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probantes, y el receptor de Santo Tomé, le informase que de 
Leonno había efectuado el depósito, comunicó ala Dirección de 
Rentas tales irregularidades. 

Que vio en tramitación un expediente relativo á la construc- 
ción de una casa para la oficina, pero no vio ningnna resolución 
autorizándola, pero que el receptor la construyó, cobrando 
mensnalmente 20 pesos por alquiler, sin saber nada respecto al 
saldo de 375 pesos. 

Que los meses de Octubre y Diciembre del 95 no habían sido 
pagos al personal : que no hizo constar en los libros, ni dio en- 
trada en caja al dinero proveniente de la importación del Brasil 
correspondiente al permiso número 480, porque no tuvo conoci- 
miento de esa operación,. que para controlar las operaciones de 
importación, efectuadas en San Javier en el año 95, con los li- 
bros de la oficina, solicitó el 10 de Febrero del corriente año, 
del receptor territorial, copia de los certificados de yerba intro- 
ducida del Brasil, despachados por esa oficina, y entonces des- 
cubrió que el permiso referido nunca fué presentado á la adua- 
na y lo entregó al inspector Mejanelle. 

Que ve fraude en la adulteración del permiso al escribir Mon- 
teagudo donde decía Brasil, puesto que se hace figurar la 
yerba como argentina que no paga derechos, y supone que las 
personas que intervinieron en la operación y percibieron el va- 
lor de los derechos, sepan de tal adulteración. 

Que «habiendo sido suspendido el 16 de Noviembre de 
León, la Dirección de Bentas desaprobó tal proceder, fojas 5, 
15 y 16, ratificada á foja 47. 

£1 guarda don Doroteo Arismendi dice : que despachó en San 
Javier el permiso número 180, para ser abonados los derechos 
en Concepción, pues en el destacamento de San Javier nada se 
abonaba, y que por el certificado que extendió se comprueba 
que esas yerbas son brasileras, estando dicho permiso adulte- 
rado, donde dice : « Jlonteagudo > decía c Brasil >, foja 2, rati- 
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Ocada á foja 16 vuelta. De la compulsa practicada por el juez 
de paz de Concepción, de los balances de fojas 8 y 9, que en 
copia corren de fojas 34 vuelta á 37 vuelta, con el libro de caja 
de la receptoría, resultó su exactitud, foja 46 vuelta. 

El fiscal acusa al procesado por el delito que menciona el 
artículo 268 del Código penal, y en atención á que la importan- 
cia de la defraudación excede de 500 pesos lo considera regido 
por el artículo 493, inciso 3°, y pide contra aquél la pena de un 
año de prisión, inhabilitación para cargos públicos, indemniza- 
ción de daños y perjuicios y pago de costas, teniendo presente 
que el acusado alega haber dispuesto por necesidad, de los fon- 
dos pertenecientes á la Nación que custodiaba, y que el tesoro 
naoional le es deudor de sueldos devengados y de otras sumas, 
circunstancias éstas que son atenuantes del delite. No considera 
suficientes las presunciones que existen para fundar una acu- 
sación por el delito de falsedad. 

La defensa alega : que en cumplimiento de su deber el proce- 
sado contrajo una enfermedad crónica, que le obligó á guardar 
cama en los meses de Febrero y Marzo, por lo que, y para el 
pago de alimentos, gastos de enfermedad, etc., se vio en la 
necesidad de hacer uso de los fondos de la caja de la aduana, 
adeudándosele los meses de Octubre, Diciembre y Marzo del 
corriente año y en la seguridad de reponerlos. No hubo, pues, 
fraude, no hubo sustracción, ni hurto, porque no hubo intención 
de despojar sino de restituir con los fondosque le tenía el mismo 
fisco y que con el total de pesos 833.33 que debe liquidarle la 
contaduría por sueldos, gastos de oficina y alquileres de casa, 
y la dirección general de rentas por la construcción de la casa 
que ocupa la aduana, tiene para abonar los 812 pesos 98 centa- 
vos que adeuda á ésta. 

Considérale falta leve, definida por el artíoulo 17, inciso 3 o , 
del Código Penal y penada por el artíoulo 10, inciso 2 o , y pide 
su libertad, dándose por oompurgada la falta por la prisión 
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sufrida. Abierta la cansa á prueba se produjo por el procesado, 
la que corre fojas 71 á 81. 

Y considerando : Qae de los antecedentes relacionados, resul- 
ta constatado el hecho de la existencia de un déficit de 812 pe- 
sos 93 centavos nacionales, que faltan en la caja del receptor 
de la aduana de Barra Concepción, don Anselmo L, de León, y 
no han sido depositados en el Banco, correspondientes 730 peg- 
eos 68 centavos al producido de la rentas generales del mes de 
Enero de! corriente año, y 82 pesos 23 centavos faltan en valo- 
res del papel sellado. 

Que también resulta comprobado otro déficit de 98 pesos 67 
centavos, correspondientes á los derechos de importaoion de 14 
bultos yerba introducidos del Brasil á San Javier, que figuran 
cobrados en Concepción, sin haber ingresado en la caja del 
mismo receptor, y la falsedad del permiso número 180 que corre 
á foja 18, correspondiente á esa yerba, en el que puso la pala- 
bra Monteagudo donde decía Brasil, déficits de que nunca dio 
cuenta aquel empleado, y fueron descubiertos por el vista con- 
tador don Wenceslao Malvido. , 

Que el procesado de León confiesa haber gastado 730 pesos 
68 centavos, y que los 82 pesos 25 centavos con que forma el 
déficit de 812 pesos 94 centavos, son valores de papel sellado, 
que el guarda Novillo Saravia, de San Javier, dispuso, aceptan- 
do él una orden para abonarlos con sus sueldos, pero alega en 
su justificación el propósito de reintegrar estas sumas y la 
necesidad de disponer de ellas, por la enfermedad que contrajo 
en cumplimiento de su deber como receptor. 

Dada la circunstancia de que el procesado estuvo realmente 
enfermo en cama durante los meses de Febrero y Marzo del 
corriente año, según resulta de las declaraciones de los docto- 
res Bolognini, Madariaga y García, del farmacéutico Fernán- 
dez y del testigo don Lorenzo López, fojas 73 á 76 ; que no le 
habían sido abonados sus sueldos por los meses de Octubre y 
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Diciembre del 05 (declaración del receptor don Manuel Mesa, 
fojas 78 vuelta y 70 y del vista Wenceslao Mal vid o) ; que las 
dos piezas que ocupa la aduana de la Concepción fueron cons- 
truidas por él, y que no se explica que teniendo sumas ma- 
yores á su disposición y cuando el desfalco tenía necesaria- 
mente que ser descubierto, se apoderase sólo de una parte y no 
intentara fugar, todo hace suponer que si distrajo esos fondos 
confiados á su guarda, fué sin propósito fraudulento. Pero á 
la pardeestas consideraciones, existen otras que no le favorecen, 
las cuales son las de no haber dado cuenta oportuna y expontá- 
neamente del déficit, de no haber justificado que hubiera sido 
debidamente autorizado para la construcción de las dos piezas 
que ocupa la receptoría y que el saldo de 375 pesos que cobra, 
provenga realmente de dinero invertido por él en la obra, exis- 
tiendo, por último, el antecedente declarado por el vista conta- 
dor Malvido y reconocido por el procesado, de haber cobrado 
mensualmente al fisco 20 pesos por alquiler de casa, no obs- 
tante cargar á éste el costo de construcción. Y si á esto se aña- 
de que el procesado está confeso de haber cobrado 08 pesos 
67 centavos, provenientes de una importación de H bultos yer- 
ba del Brasil, introducida por San Javier, disimulando ú ocul- 
tando el percibo de esos derechos hasta el momento en que 
el inspector de rentas le puso de manifiesto la copia del recibo 
que otorgó, pues no ingresó en caja esa suma, ni participó al 
vista contador tal operación, decretando lo correspondiente en 
el permiso para la liquidación y pago de los derechos y anota- 
ción en los libros, coincidiendo ello con la alteración del per- 
miso de foja 18, donde decía Brasil por Monteagudo, de modo 
que la importación aparece como de procedencia argentina en 
vez de brasilera, sin que el procesado haya explicado satisfac- 
toriamente estos hechos, tales circunstancias demuestran y 
hacen necesariamente presumir, no el mero hecho de la existen- 
cia material de una falta de dinero dispuesto con intención de 
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devolverlo, sino un hecho positivo de distracción de los fondos 
de qoe se trata ó sea nna apropiación fraudulenta de ellos en 
provecho propio . 

* De lo expuesto resulta, que aunque pueda considerarse al 
procesado sólo civilmente responsable de una parte de las sumas 
porque se le acusa, existen motivos suficientes para juzgarlo 
reo de la apropiación fraudulenta, por lo menos de los 98 pesos 
67 centavos, correspondientes á los derechos de importación de 
la yerba, y comprendido en la disposición del articulo 80 de la 
ley nacional penal de 14 de Setiembre de 1363, porque se 
tratado un crimen contra la nación, perpetrado por un recep- 
tor que malversa caudales públicos que se hallan en su poder 
por razón de su cargo, en cuya virtud las conclusiones del fiscal 
sobre aplicabilidad del Código Penal al caso en cuestión, son 
improcedentes. 

Que aun cuando del proceso aparecen serias presunciones con- 
tra el acusado como responsable del delito de falsedad por alte- 
ración del documento de foja 18, cual los que se deducen del 
interés que debió tener en que aparecieran como argentinas, 
yerbas cuyos derechos de importación había recibido y ocultado 
su cobro, habiendo negado cualquiera participación en el hecho, 
y el fiscal no encontrado mérito para acusar por este delito al 
juzgado, inclinándose á lo más favorable al reo, en atención ala 
poca importancia de la defraudación, considero que el proce- 
sado estará suficiente castigado con el mínimum de la pena 
establecida. 

Por estos fundamentos y lo establecido en la ley recordada, 
fallo: condenando al procesado Antonio Lindolfo de León por el 
delito de malversación de caudales públicos de la Nación, á la 
pena de cinco años de trabajos forzados, que cumplirá en el 
lugar que el poder ejecutivo designe, á la restitución al 
tesoro de la Nación de las sumas de dinero ilegalmente adqui- 
ridas, indemnización de danos y perjuicios y pago de costas. 

T. LXIX 16 
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Elévese en consulta á la Suprema Corte, si esta resolución 
no fuere apelada. 

D. Quiroga. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 21 de 1897. 
Suprema Corte: 

£1 procesado de León, enfermo en cama durante los meses de 
Febrero y Marzo, según certiñcado de los médicos y farmacéu- 
ticos, y testimonios de foja 73 adelante, é impago de sus suel- 
dos y otros haberes, dispuso de la suma de 730 pesos 68 cen- 
tavos, correspondientes á la receptoría de la aduana de Barra 
Concepción ; autorizó el aprovechamiento de 82 pesos 25 cen- 
tavos, valor del papel sellado en favor del guarda Novillo Sara- 
via, aceptando una orden para su reintegración 'con los sueldos 
también impagos de aquel, y dispuso, finalmente, en condiciones 
análogas de la suma de 08 pesos 67 centavos, procedentes según 
el documento de fojas 55, de derechos de importación de yer- 
bas del Brasil. 

Dados los buenos antecedentes del procesado y la adminis- 
tración irreprochable de importantes valores fiscales, la sitúa- 
cion especial en que se encontraba, postrado eu cama é impago 
de sueldos y haberes indispensables para la subsistencia, el he- 
cho, aunque irregular y abusivo, no se encuentra en las pres- 
cripciones del artículo 80 de la ley sobre crímenes contra la 
Nación. 

Las circunstancias enunciadas no descubren en el procesado 
la intención criminal del robo, sustracción 6 defraudación de 
caudales públicos. Las enunciaciones del sumario, con excepción 
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de lo declarado por el testigo señor Malvido, cuya declaración 
es sospechosa por su comprobada enemistad personal, coinciden 
más bien, en cuanto á alejar la presunción de intención dolosa. 
La pequenez de la suma distraída, con relación á la magnitud 
de los valores administrados con honradez, la evidencia del 
hecho, sin emplearse por el procesado ningún .medio para ocul- 
tarlo ; la falta de pago de los sueldos y haberes con que pudo 
reintegrar lo gastado, y la imposibilidad, por razón de su enfer- 
medad, de proporcionarse recursos externos para reemplazar 
aquellos sueldos impagos, llevan al espirítala creencia de que, 
al disponer de los dineros administrados en proporción necesa- 
ria con los haberes impagos, tuvo la intención que afirma, de 
saldar oportunamente el déficit con el importe de sus ha- 
beres . 

El hecho delictuoso del procesado cae entonces más directa- 
mente bajo el régimen del artículo 83 de la ley sobre justicia 
nacional antes citada, porque no consta r a ni resulta aparente la 
intención de defraudar al fisco, en el hecho de la aplicación á 
usos propios, de los dineros cuya reintegración esperaba ope- 
rar y se ha operado. 

En la duda, las circunstancias excepcionales en que el reo se 
encontraba cuando los hechos se han producido, inclinan el áni- 
mo á la presunción más favorable, con excepción de lo pros- 
cripto en el artículo 13 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal. 

Por ello, de acuerdo con la exposición concordante de la ex- 
presión de agravios* pienso que la revocación de la sentencia 
recurrida procede en cuanto impone al procesado la durísima 
pena de 5 años de trabajos forzados. 

Pido por ello, á V. E., se sirva revocarla, imponiendo al pro- 
cesado la que establece el artículo 83, fijando el alcance de la 
multa en él proscripta, según el prudente arbitrio de V. E.; sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles á que hubiere lugar 
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por razón de la imputación al estado de construcciones i ñau 
torizadas. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corto 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1897. 

Vistos y considerando : Que los antecedentes del procesado 
así como los hechos comprobados y las circunstancias de la 
causa, son bastantes á demostrar que el expresado procesado, 
desempeñaba el empleo de receptor de rentas de la Nación, ha 
aplicado á usos propios y ajenos los caudales puestos á su cargo 
hasta la suma de novecientos pesos aproximadamente, obrando 
en daño del servicio público. 

Que con los valores depositados por el defensor del procesado 
(comprobante de foja 151) y con los que se adeudan á éste por 
sueldos y otros gastos, queda integrada la cantidad indebi- 
damente aplicada que se menciona en el considerando an- 
terior. 

Que con tales antecedentes, se debe concluir que el caso está 
regido por el artículo ochenta y tres de la ley penal de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, desde que 
concurren los extremos establecidos en ese artículo, sin que se 
halle suficientemente averiguada la ejecución de los hechos que 
hicieran procedente la aplicación del artículo ochenta de la ci- 
tada ley. 

Que las constancias de autos no permiten imputar al proce- 
sado la intención de defraudar la renta, por no haberse dado 
entrada á la cantidad de noventa y ocho pesos, sesenta y siete 
centavos moneda nacional que recibió, según el comprobante 
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de foja cincuenta y cinco, porque hay mérito bastante para 
atribuir el hecho á una omisión involuntaria, en lo que se refie- 
re al encausado de León. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se reforma la sentencia apelada de foja 
ciento catorce, y declarándose que el procesado Antonio L. de 
León, es autor del delito previsto por el artículo ochenta y tres 
de la ley penal ya citada, se le condena de conformidad á lo 
dispuesto en él, á la pena de pérdida del empleo, inhabilidad por 
cuatro años para obtener otros, y multa de quinientos pesos 
fuertes, debiendo computarse ésta en la forma proscripta por el 
artículo noventa y dos de la mencionada ley penal de mil 
ochocientos sesenta y tres. 

Comuniqúese al Poder Ejecutivo con remisión de testimonio 
de la sentencia de primera instancia, vista del señor procurador 
general y de la presente, y líbrese oficio al Banco de la Nación 
Argentina, para que ponga á disposición del ministerio de ha- 
cienda la cantidad á que se refiere el recibo de foja ciento 
cincuenta y una vuelta. 

Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL AZAN . — OCTAVIO BDN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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JA USA Ct'XXXII 



Criminal contra Luis Pepa y Dionisio Gadano, por circulación 

de billetes de curso legal falsos 



Sumario. — No existiendo pruebas del delito, debe absolverse 
á los acosados de culpa y cargo. 



Caso. -— Resulta del 



Vallo del Jfumm Federal 



Mendoza, Febrero 1* de 1897. 

Vistos estos autos seguidos por denuncia de la policía, á ins- 
tancia fiscal, contra los procesados Luis Pepa, italiano, de 38 
años de edad, casado, domiciliado en el departamento de Guai- 
mallen de esta provincia, y Dionisio Gadano, italiano, de 25 
años, casado, comerciante, domiciliado en esta ciudad, calle Perú, 
por circulación de billetes falsos de Banco, de loque resulta: 

i° Que instruido el sumario y pasados los autos al señor juez 
ad hoc, por implicancia del titular (foja 39), se pronuncia la acu- 
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sacion de foja 68 en que se sostiene que ambos procesados son 
circulad ores de papel moneda falsificada, según las constancias 
de autos y la declaración que uno y otro han prestado, que han 
infringido la ley de 44 de Setiembre de 1863 (artículo 62) y 
les corresponde la pena señalada por la ley infringida, cuya apli- 
cación solicita. 

2* Que en su defensa (foja 70) alega el procesado Luis Pepa, 
que los indicios en que se funda la acusación fiscal no reúnen 
las condiciones del artículo 358 del Código de procedimientos ; 
que toda la prueba emana de la declaración de Gadano y esta 
es antojadiza ; que Gadano compró un canasto cuando Pepa se 
retiraba, procediendo de su propia cuenta ; que el descargo de 
Pepa, invocado por Gadano, no es sino una disculpa de éste ; 
que no hay ni semiplena prueba del hecho imputado y debe des- 
estimarse la acusación ordenando la libertad del procesado (ar- 
tículos 432, 438 y 439, Código de procedimientos). 

3 o Que á su vez Gadano (foja 74) sostiene que reoibió de Pepa 
el billete de foja 123, con el objeto de comprarle un artículo de 
almacén en casa de Carosio ; que no hay prueba de que ese bi- 
llete fuera falso y afirma que, á su juicio, no lo es ; que aún cuan- 
do fuera falso, es irresponsable de circularlo, porque Pepa, abu- 
sando de su amistad, le dio el billete de 50 pesos, encargándole 
comprara un objeto determinado, después que á él mismo se lo 
habían rechazado antes al comprar otras mercaderías que pagó 
con buena moneda ; que también la señora de Pepa trató de 
cambiarle otro billete, que resultó igualmente falso; que des- 
pués de todo, lo hizo bajar de su carruaje dándole el billete para 
que le comprara un canasto ; que Gadano paga con su dinero y 
manifiesta la persona que le dio el billete rechazado, Luís Pepa, 
quien se pone en precipitada fuga; que Pepa es el único dueño 
del billete que con tanta mala fé ponía en su mano ; que otro 
tanto sucede respecto del billete de foja 124, pues fué cambiado 
al señor Salvador Ortiz por la esposa de Pepa, siendo falso que 
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él (Graciano) se lo haya dado á ella ; que corresponde absolverlo 
de todo cargo, poniéndole en libertad. 

4 o Que abierta la causa á prueba no se solicita sino la ratifi- 
cación de las declaraciones que la defensa de G-adano, observó 
en su totalidad. 

5 o Qne renunciado el término para informar in voce, llama- 
dos los autos para sentencia, se pide para mejor proveer (foja 
120 vuelta) el informe del Banco de la Nación Argentina, del 
que resulta que los billetes agregados que originan este proce- 
so, son efectivamente falsos (véase foja 1 25 vuelta). 

6 o Que la prueba rendida en estos autos acredita: 

I o Que á fines de Junio del ano próximo pasado, en el depar- 
tamento de Guaimallen, Dionisio G-adano trató de hacer una 
compra y de cambiar un billete de 50 pesos que le fué rechazado 
en ambas ocasiones por considerarlo falso (declaraciones de Ma- 
ría Almada de Ortiz, foja 52, y de Pedro Bullones, foja 53 vuelta 
y foja 96, interrogatorio de foja 37, repreguntas de Gadano) ; 

2 o Que el 29 de Junio del mismo año, á las 3 p. m., Gadano 
fué á comprar uc canasto en el almacén de don Mateo Tour< 
calle Las Heras de esta ciudad, intentando pagarlo con un 
billete de 50 pesos, el de foja 123, que es falso (decíar aciones de 
Mateo Tour, fojas 1, 65 y 108 ; Pedro Sánchez, fojas 3 y 103 
vuelta; José M. de Canto, fojas 5 y 101 ; Vicente Carosio, fojas 7i 
65 vuelta y 90 vuelta; José de Giorgio, fojas 9 y 92 vuelta; Luis 
Pepa, fojas 14 y 22 vuelta ; Dionisio Gadano, fojas 16 y 23 
vuelta) ; 

3° Que aprehendido por la policía en virtud de la denuncia de 
don Vicente Carosio, manifestó Gadano haberle dado el billete 
el procesado Luis Pepa, encargándole comprar el objeto ante- 
dicho; afirmación que este último niega en su declaración (tes- 
timonio de Gadano, de Pepa y de los testigos Tour, Carosio 
Sánchez, di Cunto, de Giorgio, fojas citadas) ; 

4 o Que al tiempo de apresarse á Gadano y habiendo ido jun- 
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tos, puso en marcha so carruaje Luis Pepa por la calle General 
Paz, esquina Libertad (declaraciones de los testigos Toar, Sán- 
chez, di Cunto y Carosio) ; 

5° Que la esposa del procesado Luis Pepa, cambió por sen- 
cillo ádon Salvador Ortiz el billete falso de foja 124, quien lo 
dio en pago á don Julio Lapierre, creyéndolo bueno (declaracio- 
nes de Luisa de Pepa, fojas 30, 66 vuelta y 98; Julio Lapierre, 
fojas 26, 55 vuelta y 105 vuelta; Francisco Gabrielli, fojas 28 y 
56 vuelta; Salvador Ortiz, fojas 29 y 64) ; 

6° Que la esposa do Pepa declara que ese billete se lo dióGa- 
dano en su casa, para que lo cambiara, no habiéndose acredi- 
tado el hecho (fojas 30,66 vuelta y 98) ; 

7 o Que en la mañana del dia 29 de Junio del año próximo pa- 
sado, Luis Pepa trató de comprar mercaderías á don Vicente 
Carosio y don Antonio Camoglio con un billete de 50 pesos de 
nueva emisión, que le fué rechazado por considerarlo falso (de- 
claraciones de fojas 14 y 22 vuelta, fojas 7, 65 vuelta y 90 
vuelta, fojas 44 vuelta, 66 vuelta y 102). 

T considerando : I o Que de lo anteriormente relacionado se 
infiere que tanto Gadano como Pepa, han intentado por varias 
veces hacer circular, á sabiendas, billetes falsos de 50 pesos de 
nueva emisión. Sus tentativas se han verificado separadamente 
por cada uno y también por ambos á la vez, hasta ser aprehendi- 
dos, cuando los dos iban juntos, por más que se alegue la inexis- 
tencia de un propósito común. Su defensa principal consiste en 
inculparse recíprocamente, además de alegarse la ineficacia del 
testimonio respecto de la falsedad. Que los billetes son falsos, 
resulta del informe de foja 125 de que ya se ha hecho mérito y 
la circunstancia de no haber procedido el uno bajo la inspiración 
del otro, no modifica la responsabilidad, porque si bien no se ha 
probado por ninguno que cuando fueron tomados, Gadano proce- 
diera por sí solo, á pesar de ir acompañado de Pepa, ni que éste 
fuera quien enviara á Gadano, intentando una compra, como 
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individualmente lo pretenden, además del hecho que motivó j 
produjo la denuncia, cada cual tiene sus tentativas por separado, 
aún prescindiendo de aquella que originó la detención de Graciano 
y de Pepa, casi al mismo tiempo. 

2 o Que, de consiguiente, no puede considerarse á Pepa como 
oómplice de Gadano, ni vice- versa ; ambos serían coautores, ó 
autores del mismo intento, ya se trate del hecho que dio mar- 
gen á esta proceso, ó ya, si sólo Gadano es responsable de éste, 
de los que señalan á uno y otro, como intentando igual acción, 
independientemente del otro. 

3 o Que no existen circunstancias atenuantes ni agravantes 
que tomar en cuenta al graduar la responsabilidad de que am- 
bos procesados se han hecho pasibles. 

4 o Que no habiéndose verificado compra, ni concluido cambio 
alguno de los billetes secuestrados como falsos, no es imputable 
á los procesados, sino la tentativa de circular billetes falsos de 
Banco autorizado por la Nación (artículos 3° y 8 o , Código Pe- 
nal). 

5 o Que no obstante lo dispuesto por el artículo 285 del Código 
Penal, la sanción legal señalada para la falsificación de billetes 
falsos de Banco ó su circulación, es la de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 sobre crímenes nacionales, porque después de la 
vigencia del Código, la ley nacional número 2216, de 3 de No- 
viembre de 1887, sobre Bancos garantidos, así lo ha establecido 
por su artículo 30. 

6 o Que correspondiendo al delito consumado el término medio 
de la penalidad señalada por el artículo 62 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre crímenes nacionales ó sean cinco años 
y medio de presidio y 2750 pesos de multa, rebajada la pena 
en la mitad con arreglo al artículo 12 del Código Penal, deben 
imponerse, por la tentativa de circular billetes falsos de 50 pe- 
sos en la forma y condiciones que resultan de este proceso, no 
existiendo mayor perjuicio con el hecho incriminado, dos años y 
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nueve meses de presidio, y 1375 pesos de multa, que resultan 
después de disminuirse la sanción en la mitad. 

7 o Que respecto del billete de foja 124 dado por la esposa de 
Pepa, la responsabilidad criminal no puedo establecerse de ofi- 
cio : no se ha producido acusación fiscal, ni querella de parte, no 
podría tampoco requerirse de ella declaración contra su esposo, 
de cuya casa ha salido por intermedio de ella el billete falso. 
Le corresponde entonces al esposo la responsabilidad civil por 
el valor del billete respecto del tenedor actual de buena fé. 

8 o Que no habiendo buena fé de parte de los procesados, como 
resulta evidente por la insistencia en cambiar sus billetes hasta 
por otros de igual valor no puede legalmente estimarse aplica- 
ble el artículo 63 de la ley de 14 de Setiembre antes citado, en- 
contrándose robustecida esta afirmación con la falta absoluta 
de toda explicación acerca del origen de los billetes falsos que 
intentaban cambiar. De consiguiente, ambos procesados son 
también responsables de las costas de la causa. 

Por tanto, omitiendo mayores consideraciones, fallo: conde- 
nando á los procesados Dionisio GadauoyLuis Pepa á sufrir dos 
años y nueve meses de presidio y á pagar 1375 pesos de multa 
cada uno, por la tentativa de circular billetes falsos de Banco 
de 50 pesos, con costas y sin perjuicio de la responsabilidad ci- 
vil del procesado Pepa por el valor del billete de foja 124, cam- 
biado por su esposa. Compútese con arreglo al artículo 49, Có- 
digo Penal, el tiempo de prisión sufrida. 

En definitiva así lo declaro y ordeno en Mendoza á I o de Fe- 
brero de 1807. Hágase saber original. Remítanse en oportuni- 
dad los billetes á la Caja de conversión en la Capital de la repú- 
blica y repuestos los sellos, archívense los autos. 

Severo G. del Castillo. 
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VISTA DEL SEflOE PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 9 de 1897. 
Suprema Corte: 

De las constancias del sumario no resulta que el procesado 
Luís Pepa hubiese circulado fraudulentamente billetes falsos. 
El procesado ha confesado á foja 14 que compró mercaderías, y 
cuando hubo de pagarlas, no se le quiso recibir el billete de cin- 
cuenta pesos entregado en pago, porque se le dijo no lo cono- 
cían, efectuando entonces el pago de las mercaderías con mo- 
neda legal. Esto mismo confirma el vendedor de las mercade- 
rías á foja 45. 

No pueden tomarse en consideración como prueba de cargo 
contra el procesado, las vagas declaraciones de los diversos tes- 
tigos examinados. Las presunciones que ellas arrojan, no bas- 
tan, á mi juicio, á constituir una prueba legal, porque carecen de 
los requisitos, de concordantes, inequívocas y directas, que 
prescribe el artículo 358 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

La declaración del procesado Gadano, á foja 16, siendo única 
y procediendo de un individuo complicado en el mismo delito 
que motiva el proceso, carece de fuerza probatoria para justifi- 
car el hecho en esa declaración imputada. 

Ante la falta de pruebas fehacientes, el procesado Pepa po- 
dría, cuando más, ser responsable de haber cambiado con cono- 
cimiento de su falsedad, el billete de 50 pesos mencionado; ya 
lo hiciera personalmente, según resulta de su declaración de foja 
45, ya por intermedio de su mujer Cecilia Pepa, como aparece 
posible ante las declaraciones de fojas 95 y 98. 

No correspondería entonces aplicársele la pena del circnlador 
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fraudulento de billetes falsificad osa que se refiere el artículo 62 
de la ley sobre crímenes contra la Nación. 

No resultando probada la mala fé, en la duda debe presu- 
mirse la buena fé en la adquisición del billete expendido des- 
pués, con conocimiento de su falsedad; aplicaudo en conse- 
cuencia al procesado la multa prescripta por el artículo 63 de la 
ley citada, cuya pena, por razón de la tentativa, podría compur- 
garse con la de prisión sufrida. 

El procesado Gadano se encuentra en análogo caso. Afirma á 
foja 16 que el billete de 50 pesos que le fué secuestrado, se lo 
había dado Pepa para que comprase un canasto, y que ignoraba 
que dicho billete fuese falso. Aunque negado el hecho por Pepa, 
no hay prueba alguna quo demuestre que Gadano conocía la fal* 
sedad del billete entregado. En su giro, que ascendió á más de 
siete mil pesosy el dinero llevado al efecto que pasó de quinien- 
tos pesos según la declaración de foja H2, no apareció ningún 
billete falsificado. No surgen entonces del proceso presunciones 
bastantes para desautorizar su declaración ; y debe estarse á 
ella sin dividir lo adverso de lo favorable, con sujeción á lo 
proscripto en el artículo 318 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. Por ello pienso que no puede imputársele una ten- 
tativa fraudulenta, sino cuando más el intento de cambiar por 
su cuenta ó la del coprocesado Pepa un billete falsificado con 
conocimiento de su falsedad. En el peor de los casos, su pena 
sería la de multa, que establece el artículo 63 de la ley citada, 
que Y. E. podría, tratándose de simple tentativa, dar también 
por compurgada con la prisión sufrida. Por ello, adhiriendo á 
las conclusiones de la expresión de agravios, pido á V. E. se 
sirva revocar la sentencia recurrida de foja 128, declarando 
oompurgada la responsabilidad penal de los procesados, con la 
prisión sufrida. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo 4e la Suprema Corto 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1897. 

Vistos y considerando: Que, comolu dice el señor Procurador 
genera] , no hay prneba bastante que demuestre que el proce- 
sado Luís Pepa sea autor del delito de circulador de billetes 
falsos. 

Que en tal sentido, las constancias de autos, sólo contienen 
indicios suficientes para dar por acreditada la criminalidad que 
se atribuye al expresado Pepa y que casi consisten exclusiva- 
mente en la declaración del procesado Gadano, que dice haber 
recibido de aquel el billete que motivó la investigación de foja 
primera y en la circunstancia de ser la mujer del mismo Pepa 
quien circuló el billete á que se refiere la investigación de foja 
veinte y ocho, y que, según ella afirma, lo rtcibió de Gadano, á 
objeto de cambiarlo sin que su esposo tuviera de ello conoci- 
miento y en la creencia de que no se trataba de un billete 
falso. 

Que, aunque es verdad que Gadano tuvo el primero de los 
mencionados billetes y que trató de circularlo, no lo es menos 
que las circunstancias comprobadas en los autos revelan la 
presunción contraria á la intención de cometer el delito. 

Que resulta en efecto que en los valores de siete mil y más 
pesos circulados por Gadano en Mendoza, á donde fuéá objetos 
comerciales, y los que le han sido embargados, no figura nin- 
gún billete falso, lo que importa una circunstancia que hace 
sospechar fundadamente que la existencia del billete secuestra- 
do en su poder, pudo haber acontecido sin que tuviera noticia 
de so falsedad. 

Que la declaración del esposo de Pepa, de que ya se ha hecho 
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mención, no constituye prueba de que procediera de G-adano el 
segundo de los billetes expresados. 

Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo seis del 
Código Penal, articulo trece del Código de Procedimientos en 
lo Criminal y con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
general, se revoca la sentencia apelada de foja ciento veinte y 
ocho, absolviéndose en consecuencia á los procesados Pepa y Ga~ 
daño, de toda culpa y cargo. 

Notifíquese con el original y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. — JOAN B. 
TORRENT. 



CAUSA 



XXYI1I 



Don Pedro N. Orti%, albacea de la sucesión del presbítero don 
Andrés Funes, contra don Vicente Félix Gálica, sobre rendi- 
ción de cuentas y entrega de bienes. 



Sumario.— -Tío pueden admitirse las partidas de descargo que 
no se encuentren debidamente justificadas. 
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Caso. — Resulta del 



Palle del JTue» Fedeml 



San Luis, Setiembre 16 de 1896. 

T vistos : Los autos iniciados por don Pedro N. Ortiz en su 
carácter de albacea de la sncesion del finado presbítero Andrés 
Funes, contra el señor Vicente Félix G-atica, por entrega de bie- 
nes pertenecientes á aquélla. 

Y resultando : 1 ° Que el señor Pedro N. Ortiz, como albacea de 
la testamentaría del finado presbítero Andrés Funes, s* presen- 
tó ante el juzgado de letras de Mendoza (f. 57), demandando 
al señor Vicente Félix Gatica por la entrega de varios bienes de 
la sucesión que representaba, y decía: que hasta la fecha no 
había sido posible pagar á los acreedores del extinto, ni entre- 
gar á los legatarios Nicomedes y Rosario Miranda los bienes qne 
les había legado el testador, en razón de que el ex administra- 
dor que tenía los bienes, en San Luis, del presbítero Fnnes, no 
sólo no lo ponía en posesión de ellos, como se le ha mandado judi- 
cialmente, sino que ponía todo género de obstáculos para el 
ejercicio del cargo de albacea y la liquidación de la testamen- 
taría, trabajando á deudores de la sucesión para que no paguen 
lo que deben, y lo que era más grave, resistiéndose á entregar 
los bienes que indebidamente detenía bajo pretextos incalifica- 
bles, y que se veía en el caso de demandar á don Vicente Félix 
Gatica, ex administrador, por la entrega de los siguientes bie- 
nes inmuebles pertenecientes todos á la testamentaría de Funes, 
y ubicados en esta provincia y que eran: I o Una casa en la ciu- 
dad; 2 o una cuadra de terreno en el boulevard Sncre esquina Bo- 
lívar; 3 o un sitio en la calle Pringles frente á la de don Fran- 
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cisco Vila; 4 o un potrero al Oeste de la ciudad ; 5 o la estancia 
de Charloni; 6 o el campo de la Barranqüita; 7 o de la Arboleda, 
segando departamento; 8 o catorce manzanas de terreno en la 
ciudad de Villa deMercedes; 9 o un campo en la costa del Río Y, 
y 10° la estancia denominada «El potrero de los FuneS». Lo de- 
manda también por los ganados que tiene en su poder de dicho 
presbítero, entre éstos novecientas cabezas que le han sido lega* 
das á Rosarito Miranda, las que tiene en poder de don Eulogio 
Barbeito y las existentes en la estancia «Potreros de Ion Fu- 
nes» y «Charlon». Y que también rinda cuenta del importe de 
la venta del campo «Ojo del Río», con sus intereses, etc. 

2° Que mandado correr traslado de esta demanda por el juez 
de Mendoza (f . 58 vuelta), el señor Gatica se presenta deduciendo 
elrecurso de inhibitoria ante este juzgado, cuyo incidente, previos 
los trámites que constan en autos, lo resolvió el juzgado por el 
auto de fojas 29 vuelta y 30, declarándose competente para en- 
tender en esta demanda. 

3° Que aceptada la jurisdicción del juzgado por ambas partes* 
el señor Vicente Félix Gatica, por intermedio de su apoderado 
don Tomás Yufré, se presenta por el exhorto de fojas 78 á 85, 
contestando la demanda entablada y duduciendo reconvención 
por diecinueve mil ciento setenta y cinco pesos diez centavos 
moneda nacional por gastos hechos en la administración, dine- 
ro adelantado y honorarios como administrador. 

4 o Que el señor Yofré, por su representado, en su escrito que 
se ha mencionado, y contestando la demanda, manifiesta que es 
falso que bu instituyente se haya negado á verificar la rendi- 
ción de cuentas que se le exigía, acompañando la cuenta de la 
administración (la que corre en el legajo por separado de docu- 
mentos presentados por la misma parte). Y agrega que la casa 
en la ciudad que quiere el señor albacea Ortiz le sea entregada, 
está desde ya á su disposición; la cuadra de terreno en el bou- 
levard Sucre y el sitio en la calle Pringles pertenecen á su 

T. LXIX 17 
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mandante en dominio y posesión,. como se acredita por los ins- 
trumentos públicos que en seis fojas acompaña, que estos in- 
muebles, por cuya entrega se le demanda, no pertenecen i la 
sucesión Funes, y que en consecuencia, Gatica niega categóri- 
camente su entrega. Que el campo de la cBarranquita» perte- 
nece igualmente al señor Gatica, como se comprueba por los tí- 
tulos adjuntos, y por lo tanto que se niega á hacer su entrega . 
Que el campo de «La Arboleda» está á disposición del señor 
albacea por pertenecer ala sucesión. Que las catorce manzanas 
de terreno en la ciudad de Mercedes, las hubo su mandante por 
compra que le hizo al presbítero Funes en la cantidad de diez 
mil pesos el año mil ochocientos ochenta y nueve, lo que acre- 
dita por los títulos que oorren en el juicio seguido por el señor 
Gatica contra don Gregorio Portal, por ante este juzgado, los 
que pide se manden agregar á los autos. Que el campo de la 
costa del Río Y y la estancia denominada tPotrero de los Fu- 
nes» son del presbítero Funes y están á disposición del albacea 
Ortiz. Que en cuanto á la hacienda vacuna, en poder de su 
mandante, sólo existen cuatrocientas cinco cabezas y no nove- 
cientas. Agrega que el albacea señor Ortiz, demanda también 
á su instituyente por el importe de la venta del campo denomi- 
nado tOjo del Rio» y que su representado celebró un arreglo 
con el señor Funes, por el cual se daba éste por recibido de todas 
las cantidades administradas hasta el 29 de Octubre de 4890, 
comoconsta por la escritura pública que se acompaña y en cuya 
rendición de cuentas estaba incluida la venta del inmueble del 
€ Ojo del Rio >, como se comprueba por el instrumento privado 
que también se acompaña. Y termina con la reconvención y 
pide que, se le mande pagar la cantidad que contrademanda, 
agregando que, de conformidad á los artículos 3939 y 3940 del 
Código Civil, tiene derecho de retención sobre los bienes de la 
testamentaría, hasta su completo pago, pidiendo por último, se 
apruebe la rendición de cuentas presentada, rechazando con 
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costas la temeraria demanda deducida por el albacea señor 
Ortiz. 

5 o Que corrido traslado & la parte demandante de la contra- 
demanda, lo evacúa por medio del escrito de fojas 112 á 124 
corriente en autos, y dice: que la reconvención es una verdade- 
ra sorpresa, pues que se demanda por c<>bro de honorarios como 
administrador, siendo que tal administrador no ha existido, que 
si bien es cierto que el representante del señor Yofré ha t?nido 
un poder amplio, pero que éste era para representarlo en juicios, 
y que no consta que Oatioa haya tenido ningún juicio por su 
poderdante, y de conformidad al artículo 1869 del Código Civil, 
el mandato que se da para que el que lo acepta represente á 
aquél en un acto jurídico y que el señor Gatica no ha represen- 
tado al señor Funes en ningún acto de esta naturaleza. 

Que si Gatica hubiese prestado servicios 6 ejecutado actos 
en beneficio de su mandante, justo sería que cobrase ó percibie- 
ra la recompensa de su trabajo, pero que no habiendo hecho más 
que lucrar con los intereses que ha tenido á su cargo, no sería 
justo que sobre haberlos dejado menoscabar y arruinar en be- 
neficio propio, viniendo después de concluido los bienes por su 
abandono 6 negligencia á pretender una retribución por servi- 
cios que no ha prestado y por el perjuicio que con su mala ad- 
ministración ha causado á su mandante. 

Que en cuanto al saldo que demanda de la rendición de cuen- 
tas y por los gastos y dinero adelantado, manifiesta que la 
forma de la rendición es original, pues por ella no puede 
saberse á ciencia cierta, cuáles son los bienes administra- 
dos y en cuáles no ha habido ganancias ó pérdidas, que si los 
bienes denunciados son todos los recibidos ó si faltan algunos, 
que la relación del ganado vacuno es incierta también, porque 
ella se concreta ádar noticia que existe en ta) parte 6 poder de 
fulano, etc., sin dar número, clase, edad, condiciones, etc., y 
que en esa forma no su puede llamar rendir cuentas; que en 
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cuanto á los adelantos en dinero que aparece haberle hecho al 
señor Funes, no puede ser eso por cuanto no rinde cuenta por 
los valores y dineros existentes en poder del ex administrador 
Gatica pertenecientes al mandante Funes, y agrega el represen- 
tante del albacea que, según datos que le ha suministrado éste 
(albacea) y según declaración propia del testador, dice que le 
consta que el señor Gatica tenía en su poder ochenta mil pesos 
en dinero pertenecientes á Funes, quien los tenía para invertir- 
los en varias obras pías, las que no pudo realizar por haberle 
sorprendido la muerte, cuando se disponía á ejecutar sus pro- 
pósitos. 

Que la retención que hace el demandado de los bienes, de 
acuerdo con el artículo 3939; que va más allá de lo que laley le 
autoriza, porque si bien ésta, para el caso de que un mandata- 
rio realmente fuera acreedor de su mandante, lo autoriza para 
retener los bienes necesarios, cubrirse de lo que es debido con 
ocasión del mandato ; que Gatica sin ser acreedor se presenta 
ejerciendo ese derecho; no basta la concurrencia de lo que se le 
debe sobre todos los bienes, y que, por último, mal puede deman- 
dar por un saldo de rendición de una cuenta de administración 
que no está aprobada y que recien después de esto, si resultaba 
saldo á su favor, podía demandar por él. 

6 o Que contestada la reconvención, el juzgado, por auto de 
foja 425, abrió la causa á prueba, para que las partes acredita- 
ran los hechos alegados, produciéndose por ambas las que se 
detallan en el certificado puesto por el actuario á foja 369 
vuelta. 

Y considerando: I o Que de conformidad á la demanda y con- 
testación, esta litis comprende dos partes : la demanda hecha al 
señor. Gatica por la entrega de los bienes que administraba del 
señor Funes (hoy su sucesión), y la reconvención deducida por 
aquél contra éste, por saldo de la rendición de cuentas y hono- 
rarios con más la aprobación de la misma. Así, que para mayor 
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claridad se tomará cada ana por su orden para el análisis mi- 
nucioso de los hechos en que se apoyan las pretensiones del 
demandado, de acuerdo con la prueba rendida por cada uno 
de ellos. 

2 o Que antes de entrar á considerar algunos de los puntos de 
la demanda, y tratándose de una cuestión más puramente de 
heohos que de derecho, vamos á establecer 6 recordar los prin- 
cipios generales de prueba y ver al mismo tiempo lo que le co- 
rrespondía á actor y reo. Es un principio generalísimo de dere- 
cho en materia de prueba, que el que afirma una cosa, es el 
que ha de probarla y no el que niega, porque la negación no 
puede probarse por su naturaleza, á no ser que contenga 
afirmación. Ei incumbit onis probandi qui dicii non ei qui 
negat, etc. 

3° Que sentado este principio general, vamos á entrar á la 
demanda. 

Según la relación que se ha hecho precedentemente y resul- 
tas del escrito, el señor albacea Ortiz decía que no se le ponía 
en posesión de los bienes por el administrador Gatica, como se 
le había mandado judicialmente, y que trabajaba á deudores 
para que no pagasen lo que debían á la sucesión, lo que, según 
las constancias de autos, no se ha probado ni siquiera intentado 
como correspondía al actor, de acuerdo con el principio general 
sentado anteriormente, porque consta en el escrito del señor 
Yofré, contestando la demanda (f. 78), que éste negó ese hecho 
y dijo que era completamente falso; el demandante para acre- 
ditar la primera parte de su afirmación debió adjuntar siquiera 
copia del mandato judicial á que hace referencia y en que cons- 
tara la negativa del administrador, nada de esto se encuentra 
en autos y ni referencia se ha hecho en ninguna parte, y en 
cnanto al otro punto sucede lo mismo, no se ha acreditado, y el 
demandado todavía acusa al señor albacea de ser deudor de la 
sucesión (f. 80 vuelta, 2 o acápite), loque hace presumir en este 
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caso, que más bienrtiene interés en que la sucesión cobre todo lo 
que se le debe y no poner obstáculo á ello. 

4 o Que la casa en la ciudad; cuya entrega se demanda, se tie- 
ne que el demandado, ex administrador G-atíca, manifiesta en su 
escrito de contestación á fojas 78 y 79 que está á disposición del 
albacea doctor Ortiz, lo que quiere decir que sobre este punto 
no hay cuestión, propiamente dicha, máxime que lo único que 
podría ofrecerla, sería el hecho de que se hubiera negado á en- 
tregarla, pero esto, como se ha establecido, no ha sucedido, por- 
que por más qu^ así se haya aseverado por el demandante, pero 
no se ha probado. 

5 o Que de la cuadra de terreno en el boulevard Sucre 
que se reclama, resalta que el demandado al contestar la de- 
manda dice (foja 79), que no es de la sucesión Funes, y que esta 
le pertenece en posesión y propiedad, negándose á su entrega 
en consecuencia. La prueba en el caso sub-judice, correspon- 
día á las dos partes á la actora por su afirmación y aireo por su 
negación con afirmación. El demandante no ha producido nin- 
guna al respecto como consta de autos, ni para acreditar su afir- 
mación ni para destruir la negación de la parte contraria. El 
demandado, por su parte, para corroborar su dicho presen- 
ta el instrumento público de fojas 66 á 71, que es plena 
prueba y el medio como se prueban los contratos en gene- 
ral, artículo 4491, Código Civil, edición Segovia; por él cons- 
ta que con fecha 26 de Diciembre del año 1890 y por ante el Re- 
gistro del escribano Panelo, vendía el autor de esta sucesión el 
sitio 6 la propiedad que reclama ahora el albacea al señor Vi- 
cente Félix Oatica, desde cuya fecha está en posesión como 
propietario y cuya afirmación no ha sido desmentida ni se ha 
probado lo contrario en autos. 

Y para mayor abundamiento, á estar ala copia del testamento 
otorgado por Funes muchos dias antes de suceder su muerte, 
no menciona en ninguna parte la propiedad que pretende ahora 
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el albacea, lo que agregado á lo anterior, se tiene dos veces ple- 
na prueba deque la propiedad reclamada no pertenece ala su- 
cesión mencionada, y por tanto no tienen derecho á demandar 
su entrega. 

6° Que el sitio en la calle Pringles frente á io de don Fran- 
cisco Vila, que demandan su entrega, se encuentra en igualdad 
de condiciones, es decir que el albacea dícese ser de la sucesión 
y pide su entrega, y el demandado manifiesta que era de su ex- 
clusiva propiedad, lo que efectivamente ha probado ser así y 
consta del mismo instrumento público de foja 66, compró al se- 
ñor Funes conjuntamente con otras propiedades; y por otra 
parte, como ya se ha dicho, el testador no ha declarado al hacer 
la manifestación de los bienes que dejaba, que éste fuera suyo, 
y ni se encuentra comprendido entre los bienes que se mencio- 
nan en el mismo testamento. La parte demandante, á pesar de 
su afirmación y la negación de la contraria, no ha producido 
ninguna prueba al respecto, lo que importa asentir en absoluto 

4 

en lo alegado y probado por el demandante, de manera que el 
representante de la sucesión no debió gestionar la entrega de 
este bien raíz, por no perteneoerle á su representado. 

7 o Que el potrero ó sitio al oeste de esta oiudad cuya entrega 
se pedía por pertenecer á la sucesión de Fnnes, manifestó el 
demandado al contestar la demanda, que éste pertenece efecti- 
vamente á la sucesión y que estaba listo ó pronto para entre- 
garle; por lo que no hay cuestión como se desprende de esto, y 
en cuanto á la afirmación del albaoea que hizo de que el ex -ad- 
ministrador Gatica se negaba á la entrega de los bienes que te- 
nía en su poder, no se ha corroborado en autos como debía ha- 
cerse, tanto respecto de este inmueble como de los demás, así 
que la responsabilidad que podría haber resultado de esa nega- 
tiva, á pesar de reconocer que la propiedad era de la sucesión 
no resulta por no haberse probado nada al respecto. 

8 a Que en cuanto á la entrega de la estancia de Charloni se 
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tiene qae Gatica negó categóricamente al contestar la demanda 
que ese bien perteneciera á la sucesión Funes, y sí que le per- 
tenecía á él en posesión y propiedad ; según la prueba rendida 
por Gatica el campo de Gharloni es efectivamente de su pro- 
piedad, á estar al instrumento público que corre á foja 73 de 
autos en el cual consta que el año 1884 adquirió Gatica esa pro- 
piedad por compra que hizo al señor Raimundo Barroso y de 
cuya fecha la posee como dueño, haciendo dicho instrumento 
plena prueba, ser el medio como se justifican los contratos y la 
forma cómo se trasmite la propiedad raíz, según el artículo 
1185, inciso I o , Código Civil, Segovia. El demandante, por su 
parte, nada ha justificado de su dicho respecto al reclamo, co- 
mo no ha destruido la afirmación del reo, ni desvirtuado su 
prueba, se ha concretado pnioamente á decir que reclama la 
propiedad como perteneciente á la sucesión, sin preocuparse en 
nada y para nada de acreditar esto, máxime cuando el deman- 
dado negó y afirmó un hecho contrario. En el caso que nos ocu- 
pa no hay ni la mera presunción, por no haber pertenecido 
nunca al señor Funes, pues que á estar á la escritura de foja 
73, fué adquirido de un señor Raimundo Barroso, y no se ha 
demostrado eñ autos en ninguna forma que Gatica haya hecho 
alguna vez transferencia ni por instrumento público ni privado 
al señor Funes. A esto se agrega que en la relación de los bienes 
que contiene la copia del testamento que .corre á fojas 96 á 98 
no se encuentra esta propiedad, lo que significa que al no ha- 
berla mencionado el testador, era porque no le pertenecía y es 
de presumirse que ni pretensión tenía por no hacer una vaga ó 
ligera indicación ó enumeración de derecho áella* La demanda 
déla entrega de estas propiedades qué ha hecho el señor alba- 
cea sin tener noticia de la existencia de un título, ó si esto no 
existía por lo menos que se hubieran encontrado relacionados 
en el testamento, hace ver que ha habido de su parte, sino te- 
meridad, por lo menos una gran negligencia y error, al venir á 
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reclamar propiedades que no le han pertenecido ni perteneoen á 
su representado. 

9 o Qne la estancia de la Barranquita, también se negó por el 
demandado qne fuera de propiedad de la sncesion y sí que le 
pertenecía de hecho y derecho; habiendo comprobado en los 
autos por el mismo documento de foja 66, que efectiva- 
mente le pertenece por compra que hizo di mismo señor Funes. 
La parte contraria, como ya se ha dicho en el número prece- 
dente, ni siquiera mención ha hecho á probar su afirmación que 
constituía su reclamo, de todo lo cual resulta que la propiedad 
en cnestion no le pertenece y sí al señor Gatica, haciendo ex- 
tensivo á este punto las mismas consideraciones de derecho del 
anterior en lo pertinente. 

10° Que el campo de la Arboleda este, á estar á la contesta- 
ción de la demanda, no hay litis sobre él, por cuanto el deman- 
dado contestó que éste era de la. sucesión sin que nunca haya 
tenido pretensión sobre él, y á pesar de que el demandante no 
ha justificado como debía la propiedad, pero como ella no ha 
sido negada, por el contrario se afirma que pertenece á la su- 
cesión queda así. es decir como propiedad perteneciente á la su- 
cesión Funes. 

i\° Que las catorce manzanas de terreno en Villa de Mer- 
cedeSjdij o el demandado que éstas le pertenecían por compra 
que hizo al autor de la sucesión por 10.000 pesos. Hecho éste 
que ha sido probado con la escritura pública que corre en el ex- 
pediente ó juicio seguido por Gatica contra Portal, de lasque se 
ha agregado copia en los autos; por ese instrumento se confir- 
ma la aseveración de Gatica, sin que el demandante por su parte 
haya probado su afirmación, la de que pertenecía á la sucesión, 
ni lo ha intentado en forma alguna, ni ha negado la afirmación 
de la contraria ni desvirtuado su prueba, lo qne indica estar 
conforme, con sólo la aseveración hecha por Gatica. Así que 
estos terrenos no pertenecen en modo alguno á la sucesión y la 
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demanda de ellos no ha correspondido ni podido corresponder. 

12° Que el oampo de la costa del río Quinto, como la estan- 
cia del Potrero délos Funes, dijo el señor G ática al contestar la 
demanda, que le pertenecían á la sucesión y que estaban á so 
disposición. Sobre ésto, como se ve, no alegaba ningún derecho el 
demandado, por el contrario, reconocía que eran de Funes, y lo 
único que hizo fué alegar la retención hasta ser pagado délo 
que en razón de ello había gastado, cuyo derecho de retención 
se ha dicho ya que se estudiará más adelante. 

No habiendo negado Gatica la propiedad de los terrenos re- 
clamados, quiere decir que no se tenía ni necesidad de deman- 
dar judicialmente su entrega, loque queda completamente evi- 
denciado según la constancia de autos. 

13° Que las novecientas cabezas de ganado vacuno que han 
sido legadas á Rosarito Miranda y que se demanda su entrega, 
se tiene : que el demandado, al contestar la demanda, dice que 
no son novecientas cabezas, sino cuatrocientas cinco. De am- 
bas afirmaciones resulta, que el demandante no prueba en 
manera alguna que existan esas novecientas cabezas, y el 
demandado, por su parte, confirma su dicho : I o por el con- 
trato privado que corre á foja 77 vuelta, en el que consta que 
son cuatrocientas cinco cabezas las que recibió don Paulino 
Suarez, de que es de la hacienda de que se trata; 2 o por la de- 
claración de este mismo señor que corre á foja 338, y que fué 
ofrecido por la parte actora, dice el testigo quedel Ojo del Río, 
sacaron seiscientas doce cabezas de lasque arreglaron Funes y 
Gatica, que cuatrocientas siete eran de aquel y doscientas cinco 
de éste; 3 o la carta de foja 110 está diciendo casi lo mismo, por- 
que ahí se hablado la haoiendaque entregó á Suarez, y dice que 
oapitalizada asciende á cuatro mil quinientos pesos, cuyo valor 
si bien es cierto que varía con el del documento de foja 77, 
pero es una variación insignificante, que en muy poco puede ha- 
cer modificar la cantidad de ganado. 
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De todo esto resulta que el representante del albacea no ha 
probado que haya novecientas cabezas en poder de Suarez como 
le correspondía, y si Gatica ha demostrado que no existen sino 
cuatrocientas cinco cabezas en poder de aquél, más las ganan- 
ciales al presente, que fué su afirmación al contestar la de- 
manda, lo que indica que el albacea ha demandado por una 
cantidad de más, y que Gatica sólo está obligado á entregar lo 
que se ha evidenciado que existe, que son las cuatrocientas 
cinco cabezas, más las gananciales á la faena. 

14° Que en cuanto á la hacienda en poder de Eulogio Bar- 
beito y en el potrero de los Funes que se demanda, de autos re- 
sulta según declaraciones de los mismos tenedores de foja..., 
que dicen que dichas haciendas no pasan de unos cuantos ani- 
males que tienen en su poder, y según las mismas declaracio- 
nes, se entendían respecto de ellas, directamente con el señor 
Funes, sin que tuviera participación el señor Gatica. 

Aun cuando estas declaraciones no hacen plena prueba por 
tratarse en cada caso de una sola persona, pero si hacen seria 
prueba y que en el caso sub-judice es suficiente para la parte de 
Gatica, teniendo en cuenta que el actor no ha producido prueba 
alguna como le correspondía, sacándose de ébto que Gatica nada 
tiene que ver con relación á este punto de la demanda. 

15° Que lo que hace á la hacienda de Charloni, que también 
se demanda, el reo ha negado categóricamente el hecho y el 
actor, según resultado autos, no ha presentado prueba de nin- 
gún género para corroborar sn dicho, y no habiendo probado 
nada, corresponde, según los principios generales de derecho en 
materia de prueba y la jurisprudencia sentada poT la Suprema 
Corte, absolver al reo, declarando en consecuencia, que este 
capítulo de la demanda, no ha sido probado por el deman- 
dante. 

16° Que á lo que hace al último punto de la demanda del 
albacea señor Ortiz, sobre que Gatica rinda cuenta de ochenta 
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rren á fojas 161 vuelta y 172. La partida segunda se demuestra 
por las declaraciones de los señores Miranda, que declaran que 
Gatica fué varias veces á Mendoza, llamado por Funes ; por la 
misma anotación del cheque número 35, que los peritos de- 
claran que fué puesta en la misma fecha, y por la declaración 
de varios testigos, que no han sido tachados y que gozan de 
buena reputación, que aseveran que Gatica viajaba con frecuen- 
cia á mendoza, porque era llamado por Funes, declarando que 
lo saben por haberlo visto, etc. 

Entre estos testigos están José Pien, declaración de foja 201; 
Antonio Gualpa, declaración de foja 203; Patricio Peder ñera, 
declaración de foja 206; Manuel Algún , foja 199. Yá más tam- 
bién lasoarta8del clérigo Funes que están en autos, corroboran 
lo mismo, porque en ellas le dice que lo espera que vaya á Men- 
doza y en otras hace referencia á la época cuando ha ido Ga- 
tica. 

La partida tercera está comprobada por la atestación puesta 
en el mismo cheque, la que han declarado los peritos en el in- 
forme ya citado que corresponde á la fecha del cheque, en las 
cartas del señor Funes, en que consta por sus términos que con 
freouencia le pedía dinero á Gatica y que éste lé mandaba. La 
parte demandada si no ha hecho observación á esa partida no 
se desprende de autos que haya probado lo contrario ni siquiera 
que lo haya intentado. 

Las partidas cuarta, quinta y sexta, se demuestran por la 
carta de Mayo 11 de 1891, que le acusa recibo del dinero que 
le entregó al presbítero Domínguez y que le mandaba Gatica y 
los demás por las mismas cartas de Funes que están en autos. 

La partida sétima queda también evidenciada por las cons- 
tancias de autos, ahí están las declaraciones de Lucio Fernan- 
dez, foja 192; José María Gómez, foja 201 ; Patricio Pedernera, 
foja 206, que dicenque llevaron un arreo á Mendoza dos de ellos, 
y que ocupó peones y que duró un mes el viaje; y uno de ellos 
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declara que cuida la misma hacienda deCharloni, declaraciones 
todas en debida forma, que declaran á ciencia cierta, qne no 
han sido tachadas, loque hace que hagan plena prneba. A esto 
se agrega las cartas de foja 232 y de foja 12 del cuaderno de 
comprobantes en que Funes habla á G-atica de estos arreos. 

La partida octava queda justificada por el informe del señor 
Beoker, que corre á foja 8 del cuaderno de comprobantes, el 
que no ha sido destruido por la contraria. 

La partida nueve se justifica con las mismas pruebas que se 
ha hecho referencia en la partida primera. 

La partida diez se demuestra por los documentos de foja 266 
á foja 272, en los que consta que el albacea Ortiz consiguió mo- 
ratoria del doctor Saá por el importe del documento. 

La partida once se justifica por la carta del cuaderno de 
comprobantes de Funes, que le aousa recibo á G-atica de esa can- 
tidad y la firma de dicha carta ha sido declarada auténtioa por 
los peritos . 

La partida doce se justifica lo mismo que la anterior por la 
carta de foja 10 (cuaderno de comprobantes), en que Funes aou- 
0a recibo y también se ha declarado auténtioa esta carta. 

La partida trece por el recibo de foja 285 que ha sido reco- 
nocido por Serpa y en el mismo se dice que recibía para entre- 
gar á Funes. 

La partida catorce corrobora lo mismo que la partida ocho. 

La partida quince se demuestra por las declaraciones de los 
testigos José Gazán, Daniel Serpa y Lucio Fernandez, quienes 
declaran contestes sobre ese punto, no qnedando lugar á duda, y 
por otra parte el albacea doctor Ortiz no demnestra lo contrario 
en ninguna forma. 

Las partidas 16 y 17 se corroboran por lo dicho anterior- 
mente en otras partidas análogas y por el informe del empleado 
de la dirección general de rentas de que se ha hecho mención y 
correen autos. 
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Las partidas 18 y 19 quedan probadas por las declaraciones 
de los testigos José María Gómez, foja 201, y el testigo Fernan- 
dez, foja 189, y á más que la oontraria no ha probado otra cosa 
6 desvirtuado esto mismo. 

Las partidas 20 y 21 se justifican evidentemente por los re- 
cibos de fojas 242, 243 y 244, reconocidas todas sus firmas que 
los hacen valer como prueba plena. 

La partida 22 se justifica también por los recibos que corren 
en el cuaderno de comprobantes firmado por don Florencio Qui- 
roga, las señoras Aurora de Barbeito y Josefina de Daract, 
cuyas firmas han sido debidamente reconocidas y prueba en 
esta forma la partida mencionada* 

La partida veinticuatro se demuestra por las declaraciones de 
varios testigos contestes que no han sido rechazados y que por 
la calidad de las personas hacen sus dichos plena fe y prueba, 
estos son Manuel Alguin, José Gazoa, Patricio Pedernera, las 
señoras Miranda y, por fin, la carta de foja 232 que viene á jus- 
tificar por completo todo. 

Del análisis rápido que se ha hecho de cada una de las parti- 
das de la rendición de cuentas, resulta, como se dijo al principio, 
que todas estaban debidamente justificadas y la parte contraria 
no ha tratado de demostrar 6 probar lo oontrario, lo que hace 
que dicha cuenta se pueda aprobar en todas sus partes; de con- 
formidad á la ley y á lo pedido por la parte reconvencionante. 

18° Que en cuanto se refiere á lo producido de la administra- 
ción de los bienes ó propiedades que ella comprende, resulta de 
autos, corroborado lo que afirmó la parte de G ática, que ellos 
eran improductivos y que más bien habían ocasionado gastos. 

En efecto, la declaración de los testigos Pieri, Francisco Pe* 
rez, Angelo Avellano, Ramón Carrizo, dicen que la propiedad 
en la parte poniente es improductiva por falta de agua. El testi- 
go Claudio Quiroga, declara á foja 239 que él posee el campo 
de la costa del Rio Y sin pagar arriendo. Lorenzo y Mariano 
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Becerra y Lorenzo Barzola, foja 253, dicen que el campo de La 
Arboleda es improductivo y que ellos lo tienen prestado desde 
mucho tiempo por el finado Funes. La única propiedad produc- 
tiva, que es la finca de los Potreros de los Funes, dice el mismo 
capataz Ojeda que Gatica nada recibe ni recibía porque de ella 
están posesionados los señores Sai, sobrinos del cura Funes, y 
que esta ocupación la hacen desde el año 1890 adelante, lo que 
ha sido ratificado por estos mismos señores según sus propias 
declaraciones de foja... Lo que indica que mal podía Gatica 
rendir cuenta de productos cuando estos no se habían producido 
sin que fuera por su culpa. 

i9° Que por lo que respecta á los honorarios que cobra el señor 
Gatica no puede ser esto más justo ni tener más derecho, á ello 
á estar á las pruebas de autos. 

Pues desde la primera hoja del expediente hasta la última, se 
puede decir que está indicando, á lo vivo, que Gatica ha sido 
administrador general de los bienes del cura Funes y que real- 
mente ha habido administración en toda la extensión de la pala- 
bra; esa administración de que nos habla el derecho romano, 
cuya doctrina se halla en nuestra legislación civil ; así tenemos 
que Gatica cuidaba y velaba por los intereses de Funes, como si 
fueran propios, á estar á las declaraciones de todas las personas 
que han intervenido en los autos y que según se desprende de 
los documentos que hay en los mismos. 

£1 representante del albacea Ortiz, al contestar la reconven- 
ción, dice que Gatica no ha sido administrador y sin embargo 
la demanda es como á tal, y después está el documento de fojas 
2, 3 y 4, por el que Funes nombra administrador general de 
sus bienes á Gatica; ahí está también el documento de fojas 5, 
75 y 76 de autos en que Gatica rinde cuenta de la administración 
y se le paga una cantidad de veinte mil pesos por dos años de 
administración. Por fin, ahí están todas las cartas de Funes, 
que han sido declaradas auténticas, en las que éste ordena, 

T. LXIZ 18 
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manda, le pide esto, aquello, etc., á Gatica; ahí constan debí* 
damente los arreos que éste mandaba á Mendoza para Funes; 
ahí está, según declaraciones contestes, de que Gatica haoía tra- 
bajar en las propiedades de Funes, y todo esto no quiere decir 
otra cosa sino que Gatica administraba verdaderamente los 
bienes de Funes y qne por ello y de acuerdo con las disposicio- 
nes del Código Civil, le corresponde una remuneración, la que 
se fijará en la parte dispositiva de esta sentencia. 

20° Que, por último, en cuanto al derecho de retención usado 
por Gatica, él es y ha sido procedente en el caso sub-judice, de 
acuerdo con lo dispuesto expresamente por el Código Civil en 
sus artículos 3939 y 1956 que lo establece para el mandatario ó 
poseedor de una cosa para retenerla en su poder hasta ser reem- 
bolsado de los adelantos ó gastos hechos. Esta doctrina ha 
sido uniformemente comentada por los juristas y todos están de 
acuerdo en que es un dereoho procedente y perfecto. 

Por estos fundamentos, las constancias de autos, los que se 
omiten y los concordantes del escrito de fojas 371 á 400, definiti- 
vamente fallando esta causa resuelvo : 

No hacer lugar á la demanda deducida por el albacea de la 
sucesión del presbítero Funes, señor Pedro N. Ortiz, contra el 
señor Vicente Félix Gatica, oon expresa condenación en costas, 
declarando en consecuencia que Gatica no está obligado sino á 
entregar las propiedades ó bienes que se reconocen por de ty 
sucesión Funes ; aprobándose en un todo la rendición deouentas 
presentadas por Gatica y que corre á fojas 1, 2, 3 y 4 del cua- 
derno de comprobantes, á excepción de la partida de cobro de 
honorarios como administrador, que se regulan, atendiendo el 
tiempo y trabajo, en la cantidad de ocho mil pesos moneda nacio- 
nal, mandando se paguen por la sucesión, como asimismo el sal- 
do de la rendición de cuentas que resulta á favor de Gatica. 

Hágase saber, repónganse los sellos, y si no fuere apelada, 
archívese, dándose las copias que se solicitaren. 
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T resultando del informe del actuario de foja 426 tuelta, que 
el escrito de fojas 401 á 419 vuelta ha sido presentado fuera del 
término y de acuerdo con la petición de foja 423, desglósese el 
referido escrito, devolviéndose al interesado, por haber sido pre- 
sentado fuera del término legal. 

Francisco S. Sarmiento. 



Falte 4e la Suprema Carie 

Buenos Aires, Agosto 36 de 1897. 

Vistos: considerando en cuanto al recurso de nulidad: Que 
iniciada en Mendoza la presente causa, ante el juez de la testa- 
mentaría del finado presbítero don Andrés Funes, el demanda- 
do Gatica ocurrió al juez federal de San Luis, á objeto de que 
declarándose competente, promoviese la respectiva cuestión por 
inhibitoria. 

Que previa la comprobación déla distinta vecindad, el citado 
juez federal se declaró competente, y se dirigió al juez local de 
Mendoza comunicándole su resolución á los fines prevenidos por 
la ley. 

Que el juez local de Mendoza, tramitando esa comunicación, 
reconoció la competencia del juez federal y dispuso la remisión 
de los antos, según se ve á foja ciento una vuelta. 

Que las partes se conformaron con esa decisión, la que quedó, 
en consecuencia, ejecutoriada. 

Que es cierto, por dtra parte, que la presente causa promovi- 
da por la testamentaría contra Gatica, no se halla comprendida 
en ninguno de los casos que, conforme al artículo tres mil dos- 
cientos ochenta y cuatro del Código Civil son de la jurisdic- 
ción del juez de la sucesión. 
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Que la distinta vecindad surte el fuero federal, de aouerdo 
con el artículo dos de la ley de jurisdicción y competencia de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que el recurso de nulidad deducido por la parte, se funda tan 
sólo en la incompetencia del inferior. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, no se hace lugar á dicho recurso. 

Y considerando en cuanto al de apelación : Que la sentencia de 
primera instancia al resolver el pleito, en lo que se refiere á los 
bienes inínuebles demandados, se ajusta al mérito de la deman- 
da y contestación y ala prueba por instrumentos públicos pre- 
sentada por el demandado. 

Que consta también de instrumento público, no tan sólo que 
G-atica ha tenido la representación de Funes en la administra- 
ción de los bienes de éste, situados en la provincia de San Luis, 
sino que rindió cuenta de esa administración hasta el veintinue- 
ve de Diciembre de mil ochocientos noventa, y que esa cuenta 
fué aprobada por Funes, declarándose respectivamente libres de 
cargo alguno por razón de dicha administración. 

Que los autos, además, revelan en su conjunto y de una mane- 
ra indudable que el actor no ha podido desconocer en Gatica la 
calidad de administrador, mucho menos cuando lo ha demandado 
para la rendición de cuentas. 

Que examinando la cuenta de foja una se observa que la pri- 
mera de sus partidas, por la suma de quinientos pesos, entrega- 
dos á don Justo del C. del Arce, no pudo aceptarse como legíti- 
ma de cargo, porque no hay prueba de que esa entrega se haya 
hecho por orden y cuenta de Funes, desde que no se expresa así 
en el comprobante acompañado á foja 6 y puesto que las decla- 
raciones de los testigos don Jesús y don Estanislao Miranda 
distan mucho de constituir una prueba suficiente* 

Que la partida tercera, por valor de dos mil doscientos cin- 
cuenta pesos, que se dicen entregados al Presbítero Funes, no 
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está acreditada, pues que no se puede admitir como compro- 
bante atendible el libro talo.nario]que oon tal propósito acom- 
pañó el demandado, oon tanta más razón cuando que las ano- 
taciones en la tapa figurando una cuenta de Funes, han sido 
puestas en tiempos posteriores que los revelados en la fecha 
dé su asiento, según el informe caligráfico de foja trescientas 
sesenta y tres y que hadado resultado negativo el informe del 
Banco Nacional, de foja cuatrocientas vuelta, expedido ápedi- 
do del demandado. 

Que las partidas cinco y seis, de trescientos pesos cada una, 
no tienen en su apoyo prueba alguna, encontrándose en las mis- 
mas condiciones la partida nueve, por valor de ciento nueve 
pesos que se dice entregada á don Justo del G. Arce. 

Que la partida quince, por siete mil trescientos setenta y 
cinco pesos, importe de hacienda remitida á Mendoza para don 
Daniel Serpa, no puede aceptarse como probada á cargo de la 
testamentaría. 

Que esa partida revela que no se trata en ella de funciones 
que desempeñara Gatica en calidad de mandatario de Funes, 
desde que contiene una negociación sobre ganados propios. 

Que, en consecuencia, si los dineros déla negociación fueron 
á parar en poder de Funes y á disposición de éste como si fue- 
ran suyos, el acto importaría un préstamo que hiciera G-atioa 
á dicho Funes, y no hay pruebas deque dichos dineros hubie- 
ran sido entregados á Funes, ó lo que es lo mismo no hay prue- 
ba suficiente. 

Que la declaración de Gaseari está desautorizada por las afir- 
maciones contenidas en el interrogatorio de foja trescientas 
veinte y cinco, presentado por la parte de Gatica y por la decla- 
ración de don Daniel Serpa, pues que en estos se dice y reconoce 
que el ganado á que se refiere la partida que se analiza, no fué 
remitido :i Funes sino á Serpa, ni pagado su valor al mismo 
Funes. 
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Qae basta examinar la declaración del testigo Lacio Fernandez 
para que no quede dada que, al hablar ese testigo de un arreo 
de ganado, no se refiere al remitido á Serpa, con el que no guar- 
da relación ni en el número ni en la persona del destinatario. 

Que no queda en consecuencia, sino la declaración de Serpa, 
desde que la carta de foja doce no prueba el hecho, no habién- 
dose por tanto producídose la bastante, con tanta más razón 
cuanto que no hay el principio ás prueba por escrito que sirve 
de antecedente á la prueba testifical. 

Que el mismo Serpa reconoce que no entregó á Funes el pre- 
cio del ganado, afirmando que hizo esa entrega después de la 
muerte de Funes, á don Saturnino Alvarez, en la suma de ocho 
mil pesos, áQ-atica en la de mil, y á Bianohi en dos mil, lo que 
da la cantidad total de diez mil pesos, en la que dice estar com- 
prendido el precio del ganado. 

Que el demandado ha dado cuenta satisfactoria de su admi- 
nistracion en lo que se refiere á los ganados de Funes, en méri- 
to del documento de foja ciento quince, prueba testimonial pro- 
ducida á ese respecto y la partida á su cargo, valor dos mil 
doscientos pesos quince centavos, que figuran en la cuenta de 
fojados, cuya legalidad no se ha puesto en ouestion. 

Que ha producido también prueba de descargo á objeto de 
acreditar que son casi improductivos los bienes inmuebles que 
administraba, no habiéndose rendido prueba en contrario por 
el demandante. 

Que el hecho consignado en el precedente considerando y que 
se revela además por la corta importancia de las entradas de que 
Gatica da cuenta, sirve á convencer que la remuneración que 
éste pide por sus servicios, y aun la que se fija en la sentencia 
apelada, no guarda relación ni con la diligencia ni con la res- 
ponsabilidad del administrador. 

Que las demás partidas de la cuenta de foja una deben darse 
por suficientemente acreditadas. 
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Poi esto, y fundamentos concordantes, se confirma la senten- 
cia apelada de foja cuatrocientas cincuenta y siete, en loque á 
bienes inmuebles se refiere, así como á ganados y rendición de 
cuentas hasta el veintinueve de Diciembre de mil ochocientos 
noventa ; y se la revoca en cuanto admite en su totalidad las 
partidas de cargo de la cuenta de foja una y fija en ocho mil 
pesos la retribucioo debida á Gatica por su administración, de- 
clarándose que no son de legitimo cargo contra la testamenta- 
ria la partida primera, su valor quinientos pesos; la tercera, de 
dos mil doscientos sesenta pesos ; la quinta, por trescientos pe- 
sos, y la décima quinta, por siete mil trescientos setenta y cin- 
co pesos ; se fija en mil quinientos pesos moneda nacional la 
retribución debida á Gatica, por su administración, sin especial 
condenación en costas en ambas instancias. 

Notifíqaese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. —JUAN 
B. TORRENT. 
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CAUSA CCXXXIV 



El Fisco Nacional contra don Bartolomé Obligado, por 
reivindicación; sobre apelación denegada 



Sumario. — El término para apelar corre individualmente 
para la parte que se sintiese agraviada, y debe denegarse la 
apelación interpuesta después de vencido. 



Caso. — Resulta del 



RECURSO 



Buenos Aires, Agosto de 1897. 



Excelentísima Corte Suprema : 



Manuel José Castilla, en representación del Fisco Nacional 
en los autos oon don Bartolomé Obligado, sobre reivindicación, 
ante V.E . respetuosamente, expongo : 

Que estando llamados los autos para definitiva y por consi- 
guiente cerradaesta causa bacía ya cerca de tres días, el juez de 
la causa doctor Olaecbea y Alcorta, proveyó con calidad de para 
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mejor proveer, ordenando se practicase una inspección ocular 
que no pudo tener lugar en el día designado por indisposición 
del señor juez. 

Con el motivo de señalar nuevo día en un subsiguiente acto, 
intercaló sin requisición de parte, una resolución inmotivada y 
que cambiaba fundamentalmente el estado de la causa, evitando 
pronunciación sobre ella. 

Esta resolución expedida de oficio contra la disposición del 
artículo 2 o de la ley de justicia nacional de octubre 16 de 1862 
y en el estado de la causa, en el que no valen más decretos que 
los expresamente comprendidos en el artículo 16 de la ley de 
procedimientos, dispone imperativamente para el señor procu- 
rador fiscal que tome la intervención que le corresponde de 
acuerdo á la ley de Julio 8 de 1896, lo que importa, según los 
términos de la disposición invocada, que cesa mi intervención 
oomo representante del Fisco Nacional y que debe tomarla el 
señor Agente Fiscal, á quien se le impone esta obligación, sin 
tener en cuenta la opinión de este funcionario respecto á ia apli- 
cabilidad de la citada ley á este caso y sin que hubiese recla- 
mado tampoco la intervención que se le impone. 

La inconsecuencia de esta disposición salta á la vista, tenien- 
do en cuenta que la ley de Julio que se invoca, estaba ya en 
.vigencia cuando se decretó primeramente la inspecoion ocular 
sin intervención fiscal, y no se comprende qué motivo podría 
inducir al señor juez á cambiar intencionalmente el juicio, su- 
primiendo nada menos que la persona del actor : cuando el 
estado de la causa no requería ya la intervención de las partes, 
sino inmediatamente la del juez para pronunciar sentencia 
en lo principal. 

El autoá que vengo refiriéndome, fué notificado á mi parte 
con fecha 17 de Julio de 1897, pero el señor Procurador Fis- 
cal fué notificado recien con fecha Julio 21 de 1897, según 
aparece de las diligencias respectivas y en mérito de los funda- 
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* 

méritos que dejo señalados, me presenté en apelación con fecha 
27 de Jalio de 1897, resultando evidente que no estaba ven- 
cido el término de cinco días que acuerda el artículo 208 de la 
ley de Procedimientos, si este término debe contarse desde la 

» 

notificación de la providencia, como expresamente lo dispone el 
mismo artículo 208 y el artículo 17 de la ley de procedimien- 
tos, es decir desde la última notiñeacion. 

A la apelación interpuesta proveyó el señor juez : 

< Y vistos : hallándose fuera del término la apelación aducida 
á foja 115, no ha lugar á dicho recurso, repónganse las fojas 
sin más trámites. » 

Como una prueba evidente de que la práctica ha consagrado 
la interpretación del principio general consignado en e. artículo 
17 referente al modo de computarse los términos judiciales en 
el sentido que deben serlo desde la última notificación, presen- 
tamos, entre otros, los casos resueltos por la Eic 'lentísima Su- 
prema Corte, que se registran en la serie 2 a , tomo 7, página 
234, y tomo 8°, página 205. 

Esta interpretación ámás es la única compatible con los tér- 
minos de la ley, que habla de la notificación de la providencia, 
que sólo lo está cuando han sido notificadas todas las partes en 
el juicio y con la equidad que prescribe no limitar los términos 
cuando no hay perjuicios para la marcha del procedimiento. 

En esta virtud á Y. E. pido, que habiéndome por presentado 
en forma, se sirva concederme el recurso de queja que de acuer- 
do con el artículo 229 interpongo contra la providencia qoe 
niega la interpelación interpuesta, proveyendo se ordene la re- 
misión de autos al juez doctor Olaechea y Alcorta y con su mé- 
rito otorgarme el recurso denegado. 

Es justicia, etc. 

Emilio San Miguel. — Manuel José Castilla. 
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Fallo de la ftfiprenuí Corte (1) 



Buenos Aires, Agosto 28 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando de la propia exposición de la 
parte que ha interpuesto el recurso de apelación después de 
los cinco días contados desde la notificación del auto apelado, 6 
lo que es lo mismo, después de vencido el término acordado al 
efecto por el artículo doscientos ocho de la ley de procedi- 
mientos, que corre individualmente para la parte que se sintiere 
agraviada, se declara bien denegado el recurso. 

Repóngase el papel y remítase al juez de la causa para la 
agregación á sus antecedentes. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARBLA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



(1) Igual resolución se dictó en los recursos interpuestos por don 
Manuel J. Castillo, en las causas contra don Albino P. Rosales, don 
Domingo Burnengo, Alejandro Irauza y don Juan Dorequa, por reivin- 
dicación. 
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CAUSA CCIXXT 



Criminal contra Lorenzo Bovio; por circulación 
de billetes de curso legal falsos 



Sumario. — No hay delito en la circulación de billetes de 
curso legal falsos, si las constancias de autos permiten presu- 
mir que no se tuyo conocimiento de la falsedad. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



La Plata, Julio 22 de 1896. 

Señor Juez Federal : 

El fiscal en la causa seguida á Lorenzo Bovio, por circulación 
de billetes de banco falsos, como más proceda á Y. S. dice : 

£1 procesado ha confesado que estuvo el 17 de Junio próximo 
pasado en Zarate en la casa de negocio de don José Morin, á 
comprar cigarros con un billete de cincuenta pesos que no puede 
ser otro que el de foja ... secuestrado por la policía. 
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Fuera de esto que por si sólo pone en evidencia la culpabilidad 
del procesado, las circunstancias del delito están comprobadas 
oon las declaraciones de don José llorín y don Ramón Dorrego. 

Justificados esos dos extremos el suscrito pide para el proce- 
sado la pena de cuatro años de trabajos forzados que prescribe 
el artículo 62 déla ley de 14 de Setiembre de 1863. 

6. G. Vieyra. 



Fallo del «Juez Federal 



La Plata,; Noviembre 18 de 1896. 



i ii 



Y vistos : Los seguidos contra Lorenzo Bovio por circulación 
de un billete falso de cincuenta pesos. 

Y considerando: Que el. procesado ha confesado estuvo el 17 
de Junio próximo pasado en la ciudad de Zarate á comprar ci- 
garros con un billete de cincuenta pesos; y qneen su declaración 
de foja 4, al ser preguntado por la causa de su detención, dice 
que ha sido por haber idoá una casa de negocio á bacer nn gasto 
con un billete falso de cincnenta pesos, estando además probada 
la culpabilidad del procesado y las circunstancias del delito por 
las declaraciones de don José Morin y don Ramón Dorrego, cir- 
cunstancias ambas que lo hacen pasible de pena. 

Por esto, y de conformidad con lo dictaminado por el procu- 
rador fiscal, fallo : condenando al referido Lorenzo Bovio á la pe- 
na de cuatro años de trabajos forzados, con arreglo á lo dispuesto 
en el artículo 62 de la ley de!4 de Setiembre de 1863, y quinien- 
tos pesos fuertes de multa, debiendo deducirse de esta el tiempo 
de prisión sufrida y hacerse el cómputo por secretaría de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal. 
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Notífíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repóngase la foja. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 8 de 1897. 
Suprema Corte; 

El procesado Lorenzo Bovio ha pretendido pagar so gasto en 
un almacén de Zarate con un billete de cincuenta pesos qne re- 
salta ser falso. 

El procesado no puede afirmar que el billete agregado á foja 
18 fnera el mismo que entregó en pago. Pero las declaraciones 
de los testigos, y el hecho mismo del secuestro del poder del 
procesado, si no bastan á establecer una prueba concluyente al 
respecto, arrojan presunciones vehementes. 

Esto no obstante, el procesado niega categóricamente que 
conociera la falsedad del billete dado en pago y explica de una 
manera pintoresca el heoho, que no es imposible, de su adqui- 
sición. 

Contra su confesión calificada, que niega el conocimiento de 
la falsedad, ninguna prueba ha podido producirse. No ps de con- 
siderarse como tal el heoho expresado en la sentencia de haber 
expuesto en sus declaraciones que cree estar detenido por la 
circulación del billete falso ; porque esa creencia era natural 
ante el tumulto producido en el almacén á causa del billete, y 
el secuestro y detención subsiguientes. 

No resultando justificado que Bovio se ocupase de la circula- 
ción de billetes falsos ni aun que conociera la falsedad del que 
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entregara en pago de so compra, la absolución se impone, como 
una consecuencia legalmente necesaria. 

Pido por elloá Y. E. se sirva revocar la sentencia recurrida 
de foja treinta y cinco, declarando, ante la carencia de pruebas 
de criminalidad, la absolución del procesado. 

Sabiniano Kier. 



Falte da la taprma Carie 

Buenos Aires, Febrero 28 de 1896. 

Vistos y considerando : Que las constancias de autos permiten 
presumir que el procesado no ha tenido conocimiento de la fal- 
sedad del billete de banco á que se refiere esta causa. 

Que lejos de reconocer el procesado que recibió el citado bi- 
llete con conocimiento de ser falso, dice al contrario que al ad- 
quirirlo dio por él su justo valor, lo que, á ser cierto lo aseve- 
rado, demostraría su buena fé. 

Que nada hay tampoco en el expediente que importe reconoci- 
miento por parte del encaasado, de haber en cualquier momento 
conocido la falsedad, como lo observa el señor Procurador ge- 
neral. 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, y con arreglo á lo dispuesto en el artículo trece del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, se revoca la sentencia 
apelada de foja treinta y cinco y se absuelve en consecuencia al 
procesado de toda culpa y cargo. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRERT. 
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CAUSA 1CIXXTI 



Criminal contra Benito Aguirre y Benicio Oliva; por circu- 
lación de billetes de curso legal falsos ; sobre competencia 



Sumario. — Cuando es conocido el lagar donde se ha cometido 
el delito, el conocimiento de la causa corresponde al juez de di- 
cho lugar, y no al del lugar del arresto del culpable. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez de Sección : 

Apareciendo del presente sumario que el hecho de circulación 
de billetes falsos que se imputa á los procesados Benito Aguirre 
y Benicio Oliva ha tenido lugar en Merlo, provincia de San Luis, 
este ministerio piensa que Y. S. debe abstenerse de seguir cono- 
ciendo en el asunto y debe mandar pasar los antecedentes al 
señor juez federal de aquella provincia, que es el competente 
para la averiguación del hecho y castigo de sus autores. 
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En consecuencia, soy de opinión que Y. 8. debe dejar sin 
efecto el auto de clausura del sumario y resolver de conformi- 
dad á lo expuesto, por ser así de justicia, etc. 

E. Morillo. 



Pallo del Juez Federal 

Córdoba, Junio 28 de 1897. 

Vistos y considerando : Que aunque aparece de estos autos qne 
el procesado Benito Aguirre tenía su residencia, á la época en 
que se cometió el delito porque se le procesa, en el lugar deno- 
minado «Las Bosas», departamento San Javier de esta provin- 
cia, el hecho de la circulación aparece cometido en Merlo, de la 
provincia de San Luis. 

Por esto, y de conformidad á lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador Fiscal, se declara que este juzgado es incompe- 
tente para el conocimiento de la presente causa, debiendo remi- 
tirse los autos y elementos de comprobación al señor juez federal 
de la provincia de San Luis. 

Diríjase oficio al Ministerio de Justicia á los efectos de trasla- 
ción de los procesados. Hágase saber con el original. 

C. Moyano Gacitúa. 

VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 9 de 1897. 
Suprema Corte : 

El hecho que motiva el proceso contra Benito Aguirre y Be- 
nicio Oliva, ha sido perpetrado en territorio de la provincia de 

T. LXIX 19 
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San Luis. Pero los encausados son vecinos de la provincia de 
Córdoba y allí han sido aprehendidos y procesados. 

El artículo 3°, inciso 2 o , de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia nacional, prescribe la jurisdicción del juez en cuya sec- 
ción se encuentren loa criminales, cuando sea el que prevenga 
en la causa, y el artículo 35 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal oorrobora lo proscripto en la ley federal, cuando 
por excepción reconoce la jurisdicción preferente de la resi- 
dencia del culpable, cuando este último hubiese prevenido en 
la causa. 

Aplicando estas disposiciones legales, considero que corres- 
ponde al señor juez de la sección de Córdoba continuar el cono- 
oimiento de la causa en que ha prevenido, y pido á V. E. se 
sirva así declararlo, revocando en consecuencia el auto recurrido 
de foja 41. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1897. 

Vistos y considerando: Que está averiguado que el hecho que 
ha dado lugar á estas actuaciones ha sido cometido en la pro- 
vincia de San Luis. 

Que en tal caso, de acuerdo con el principio establecido por 
el artículo tercero, inciso tercero, de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales, el hecho debe ser juz- 
gado en la sección judicial de San Luis. 

Que el artículo treinta y cinco del Código de Procedimientos 
en lo Criminal confirma esa regla, pues que sólo autoriza la 
intervención de otro juez para el juzgamiento del caso, cuando 



DE JUSTICIA NACIONAL 291 

fuere desconocido el lagar en que se hubiere cometido el delito. 
Por esto, oido el señor Procurador General, se confirma el 
auto apelado de foja cuarenta y una ; y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORBENT . 



CAUSA CCXXWII 



Don Manuel Gorostiaga, por doña Leonor R. de Gorostiaga, 
contra don Marcelino Escalada y don Benito L. Ramayon, 
por reivindicación; sobre excusación del juez. 



Sumario. — No puede admitirse la excusación fundada en el 
prejuzgamiento, si de éste no hay constancia alguna en los autos. 



Caso. — Don Manuel Gorostiaga, por su esposa Leonor 
déla Riostra, demandó á los señores Marcelino Escalada y Be- 
nito L. Ramayon, para que se declare nula la venta que se hizo 
á éstos por el Juez del concurso civil de don Noherto de la Ries- 
tra, de unos campos situados en la provincia de Santa Fé. 
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Producida la información que ofreció el actor para acreditar 
el fuero, socorrió traslado de la demanda, la que fué contesta- 
da por los demandados, quienes citaron de eviciou á sus can- 
santes. 

Hecha la citación, se dictó el siguiente : 



Auto del Jtaem Federal 

Siendo la jurisdicción federal de carácter excepcional y li- 
mitada por la Constituoion y ley. de competencia á los casos 
expresamente determinados, es menester esclarecer si la cuestión 
cae bajo su jurisdicción; pues si no lo fuera, la sentencia sería 
anulada por falta de jurisdicción, con notorio perjuicio de las par- 
tes. Por estas consideraciones, de acuerdo con la jurisprudencia 
déla Suprema Corte y la opinión de Paschal, tomo I o , página 
403, para mejor proveer, pase en vista al señor ñscal para que 
dictamine lo que corresponda respecto al fuero federal. Repón- 
gase . 

Daniel Goytia. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Esta causa ha ido á conocimiento de la justicia nacional por 
ser las partes litigantes vecinos de distintas provincias, y al 
juzgado de Y. S. por estar situados en esta provincia los bie- 
nes inmuebles, objeto de la acción real reivindicatoria deducida. 

Sin embargo, no basta justificar la distinta vecindad de las 
partes, prescindiendo de la nacionalidad de las mismas, como 
Be ba hecho en la sumaria información de fojas 4, 18 y 19, por- 
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que bien puede suceder que los vecinos de distintas provincias 
sean extranjeros, en cuyo caso no correspondería el conocimien- 
to del asunto á la justicia nacional, por razón de las personas, 
de acuerdo con la jurisprudencia establecida por la Suprema 
Corte nacional en un sin número de fallos. En consecuencia, y 
de autos resulta que V. S. no es competente para entender en 
esta causa, salvo que se justificaran los extremos legales; lo que 
ha debido hacerse al presentar la demanda (art. 2 de la ley de 
procedimientos nacionales). Salvo, etc. 

R. G. Parera* 



Producidas las informaciones que ofrecieron las partes para 
acreditar que el demandante es argentino y vecino del Rosario 
y que los demandados son extranjeros, se dictó el siguiente : 



Auto delinea federal 



Rosario, Mayo 7 de 1806. 

Y vistos : En mérito de la información producida, declárase 
que esta cansa corresponde al fuero federal por razón de la di- 
versa nacionalidad de las partes. 

Habiéndose alegado hechos en la demanda y contestación 
acerca de las cuales no existe conformidad de las partes, ábrese 
esta causa á prueba por el término de la ley ; siendo los hechos 
á probar, los alegados por las partes, reservando la admisión 
de la prueba testimonial para la oportunidad. Repónganse* 

Daniel Goytia, 
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Estando terminada la sustanciacion de la cansa y pendiente 
el informe in voce pedido por el actor, se dictó el siguiente : 



Falto del JTues Federal 



Rosario, Febrero 11 de 1897. 

El suscrito juez titular se excusa en el conocimiento de esta 
causa para dictar sentencia definitiva por haber emitido opi- 
nion en cuanto á la competencia raíione materia de la justicia 
federal con motivo del auto de foja 429 y vista fiscal de foja 430. 

En consecuencia, pase esta causa al primer con juez doctor Pe- 
dro N. Arias. 

Daniel Goytia. 



Falto de la üupreaia Corte 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Vistos y considerando : Que no hay en autos constancia al- 
guna del prejuzgamiento á que alude el inferior en su provi- 
dencia de foja trescientas cincuenta y seis. 

Que el incidente promovido de oficio á foja ciento veintinueve 
vuelta, con el propósito de acreditar el fuero federal en la forma 
que allí se dispuso, se halla resuelto por el auto de foja ciento 
cuarenta y una. 

Que no aparece, por otra parte, de las constancias de la cau- 
sa, que exista causal legal alguna que autorize la excusación del 
juez a quo. 
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Por esto, se revoca a1 auto apelado de foja trescientas oin- 
cuenta y seis, declarándose que el jnez de sección debe conti- 
nuar en el conocimiento de la cansa. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 
— MARIANO CASTELLANOS. 



CAUSA C4JXYXV1II 



Recagno hermanos, en recurso contra una resolución de aduana ; 

sobre liquidación de derechos 

m 

m 

Sumario. — Cuando las mercaderías introducidas han sufri- 
do averías, y éstas han sido manifestadas, la liquidación de 
derechos debe hacerse sobre el resultado efectivo de ellas. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez Federal : 

El Fiscal Nacional en el expediente traído en apelación por 
los señores Recagno hermanos sobre declaración de avería de 
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una partida de vinos, con motivo de las resoluciones adminis- 
trativas de fojas 11 y 16, evacuando el traslado conferido del 
escrito de expresión de agravios ; ante Y. S. expone : 

Los señores Becagno hermanos no se han conformado oon las 
resoluciones administrativas que han mandado, segnn el ar- 
tículo 4 de lít ley de Aduana del año próximo pasado, pagar los 
derechosde importación, con sólo la merma del 5 por ciento so- 
bre el total de la partida de 340 bordalesas de vino, y alegan 
que el despacho debe hacerse de acuerdo con el artículo 804 de 
las Ordenanzas de Aduana, por tratarse de un caso de avería 
declarado en tiempo por el capitán del vapor « Amazone > que 
condujo dicha partida de vino y que entró á este puerto el 29 
de Setiembre próximo pasado, bajo registro número 889. 

Por su parte, el señor administrador, en su informe de foja 3 
y resolución de foja 16, hace constar que la declaración de ave- 
ría del capitán, al dar entrada al vapor de su mando, si bien es 
cierto que fué hecha en tiempo, no reúne sin embargo los requi- 
sitos legales que prescribe el artícnlo801 , inciso I o , de las Orde- 
nanzas, á saber : Que el capitán del buque en caso de aconteci- 
miento de mar, debe declarar así al dar entrada, ó dentro de 
las 48 horas hábiles, para enmendar el manifiesto, expresando 
los sucesos de mar que oausaron la avería, los volúmenes que la 
sufrieron, cuál fué la averia y el nombre del respectivo dueño 
ó consignatario. 

En el caso sub-judice el capitán ha declarado al formalizar la 
entrada, haber sufrido dos fuertes temporales durante el viaje, 
determinando las fechas, latitud y longitud ; manifestando á la 
vez, que en el primero de aquellos, hallándose el buque en peli- 
gro, tuvo que arrojar al mar parte del cargamento que estaba 
sobre cubierta, compuesto de papas y ajos, destinados á los 
puertos de Montevideo y Buenos Aires, y que al hacer trabajar 
las bombas se extrajo agua mezclada con vino, aceite y otras 
sustancias, lo que le hace suponerla existencia de averías en el 
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cargamento (véase el informe de la Oficina de Registros de 
foja 10). 

Esta declaración del capitán del vapor cAmazone», aunque 
hecha en tiempo, adolece sin embargo de la falta de ciertos re- 
quisitos que la ley exige necesariamente para estos casos, como 
ser : la expresión de los volúmenes que sufrieron la avería y el 
nombre del dueño 6 consignatario de la mercadería averiada. 

La omisión de estas circunstancias ha hecho que el señor ad- 
ministrador, aplicando extrictamente las ordenanzas, niegue el 
despacho de la mercadería, como lo solicitan los señores Recag- 
no hermanos, de acuerdo con el artículo 804 de aquellos, es 
decir, rebajándose los derrames 6 pérdidas ocurridos durante 
el viaje. 

La parte apelante, en el escrito de expresión de agravios que 
contestó, dice que no puede, equitativamente, tener la ley ese 
alcance, porque es imposible, en el angustioso plazo de 48 horas, 
reconocer toda la estiva de un bnque para obtener todos los 
datos que exige el artículo 801, inciso I o , de las Ordenanzas de 
Adnana. 

No nos es dado entrar á juzgar si la ley es 6 no justa y equi- 
tativa. A los tribunales sólo se puede ocurrir para pedir su 
aplicación. 

Sea ó no dura la disposición mencionada, ella es ley, por 
consiguiente corresponde aplicarla. Dura lea, sed lex. 

Por las consideraciones expuestas pido no se haga lugar á lo 
solicitado por la parte apelante, con costas. 

Será justicia. 

R. G. Parera. 
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Fallo del Jue* Federal 



Rosario, Mayo 17 de 1896. 

Vistos estos autos traídos en apelación por ana resolución del 
administrador de esta aduana, que obliga á los señores Beoagno 
hermanos á pagar impuestos qne juzgan no deber. 

Y considerando : I o Que la tolerancia reconocida por el ar- 
tículo 4 o de la ley de aduana de 1895, á todos los cargamentos 
de vinos, aceites, aguardientes, cervezas y licores, no es la 
avería definida y reglamentada por los artículos 800 y si- 
guientes de las Ordenanzas de Aduana : aquella es la merma 
que siempre sufren los líquidos por la acción climatérica ó me- 
teorológica al pasar el plano ó línea equinoccial; ésta, la avería, 
es un hecho, que puede suceder por razón del viaje en el mar ó 
por causa de vicio propio de los objetos cargados, sean líqui- 
dos 6 sólidos. 

2 o Que habiendo reconocido la administración de Aduana la 
verdad y existencia de la avería, no es por lo tanto aplicable 
el artíoulo 4 o de la ley de aduana, sin que se deba juzgar el 
caso con arreglo á las Ordenanzas de Aduana. 

3 o Que si bien es cierto ha omitido el capitán del buque cum- 
plir con el requisito de indicarlos volúmenes que han sufrido la 
avería, no lo es menos que ha cumplido con la obligación de ma- 
nifestar la existencia de la avería en el vino cargado, explican- 
do que no puede enumerar los cascos por el poco tiempo que 
dispone pera ello. Además, la verdad de lo expuesto se encuen- 
tra comprobado por el informe de los vistas. 

Por estas consideraciones y haciendo uso de la facultad acor- 
dada por el artículo 1056 de las Ordenanzas de Aduana y fallo 
de la Suprema Corte, serie tercera, tomo VIII, página 222, se 
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revoca la resolución administrativa de foja 16, declarándose en 
consecuencia, que los derechos deben liquidarse con arreglo al 
resultado efectivo de las mercaderías introducidas. 
Notiflque8e con el original. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SBÜtOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 1896. 

Suprema Corte : 

El informe de la Oficina de Vistas, de foja 10 vuelta, muestra 
una merma tan considerable en algunos de los 10 cascos denun- 
ciados con avería que excede de la mitad de su contenido po- 
sible . 

Esta avería ha sido denunciada por los consignatarios de los 
cascos averiados, ha sido protestada por el capitán del buque, 
como procedente del choque de los cascos á consecuencia del 
movimiento de las estivas, ocasionado por dos tempestades su- 
fridas en el viaje y ha sido también verificada por las autorida- 
des aduaneras. 

No es posible confundir en el caso, la merma que sufren los 
líquidos de todo un cargamento, por la acción climatérica, du- 
rante el viaje 6 estadías, con la merma independiente de aque- 
lla, producida en algunos por otro factor bien conocido y deter- 
minado. 

La resolución de foja 11 no ha podido, al conceder la avería 
justificada por derrame, computarla sobre el total de la partida, 
y la resolución de foja 32 no parece por ello arreglada á las 
constancias de hecho, y á las prescripciones de la ordenanza. 

Pido á Y. E.,no encontrando mérito para sustentar el recurso 
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interpuesto por el Procurador Fiscal, se sirva confirmar por 
sus fundamentos la resolución de foja 32. 

« 
Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Coria 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y con arreglo & lo dispuesto en los artícu- 
los ochocientos y siguientes de la Ordenanzas de Aduana, se 
confirma la sentencia apelada de foja treinta y dos. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TOBBENT. 
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CAUSA CCIXXII 



F. Cinzano y C á contra tíriffero y Rocca ; por falsificación 

de marca de fábrica 



Sumario. — El demandado en cayo poder se encuentran 
productos falsificados con marca ajena, y elementos que sirven 
para la falsificación, incurre en el delito previsto y penado por 
el artículo 28 de la ley sobre marcas de fábrica y de comeroio. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jue» Federal 



Buenos Aires, Diciembre 27 de 1896. 

T yistos : estos autos seguidos por F. Cinzano y O contra 
Grillero y Bocea, por falsificación de Una marca de fábrica. 

Besulta: Que áfoja 1 se presenta don Alejandro Ferro, en 
representación de los actores, exponiendo que sus mandantes 
son propietarios de la fabricación conocida en plaza por « Ver- 
mouth Cinzano » y que los demandados hacen construir cajones 



302 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

de la forma, dimensiones y exterioridades de los déla oasa Cin- 
zano, embotellan un producto que no es de su fabricación con 
el mismo nombre de Vermouth Cinzano en botellas parecidas» 
envueltas en el mismo papel, cpn corchos sellados, cápsulas y 
etiquetas iguales á las usadas por sus poderdantes para el ex- 
pendio de su producto y que constituyendo estos hechos el deli- 
to previsto y penado por el artículo 28 de la ley de marcas de 
fábrica y de comercio, pide que sean condenados al máximun de 
la pena establecida en el mencionado artículo, á la indemnización 
de daños y perjuicios, á la destrucción de los instrumentos que 
sirven para la falsificación, al comiso de las mercaderías falsi- 
ficadas, ala publicación de la sentencia de condenación y al 
pago de las costas. 

Que trabado el embargo solicitado y de que instruye la dili- 
gencia de foja 4 á foja 7 inclusive, y notificado el traslado de 
la querella á foja 19, lo evacúa don Antonio M. Ruiz, en repre- 
sentación de don Pedro Griffero, quien concurre individual- 
mente á este juicio por encontrarse disuelta Ja socieded Griffe- 
ro y Rocca, déla cual quedó dueño del activo y pasivo, pidiendo 
en virtud de las consideraciones que aduce, el rechazo de la 
demanda con especial condenación en costas, protestando por 
los daños y perjuicios que puedan irrogarse á su represen- 
tado. 

Que recibida la causa á prueba se produjo la que corre agre- 
gada de foja 37 á foja 94, y llenados los demás trámites lega- 
les quedó conclusa para sentencia. 

Y considerando: Que según el certificado de foja 12 los de- 
mandantes han acreditado con los documentos respectivos ser 
propietarios de la marca con que distinguen el vermouth que 
elaboran é importan. 

Que resulta de la diligencia de embargo de foja 5 vuelta, i 
foja 7 vuelta, que se han secuestrado en casa del demandado 47 
botellas de vermouth con la marca, cápsula y etiquetas de los 
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demandantes, 15 cajones vacíos, 200 hojas He papel ó passe- 
partouts, 300 cápsulas para botellas y 100 etiquetas, todas ellas 
con la marca de los demandantes. 

Que el demandado, al contestar la demanda, confiesa que es 
adulterado el vermouth embargado en su casa, alegando como 
única defensa que 24 de las botellas embargadas fueron deja- 
das en la casa con el propósito de desacreditarlo, mediante un 
complot fraguado por un exempleado que no nombra ; y que 
las restantes fueron adquiridas por él, en remate público, cuan- 
do compraron el establecimiento de lioorería que fué del con- 
curso de Molteni, Arnaboldi y C\ Nada expresan respecto de 
las etiquetas, cajones, cápsulas y passe-partouts. 

Que la prueba producida por el demandado para justificar 
su defensa, de que 24 de las botellas embargadas no le perte- 
necían y fueron depositadas allí por un tercero no reúne las 
condiciones necesarias para surtir el efecto de ana prueba com- 
pleta, y es, como se demuestra en el alegato de foja..., ineficaz al 
objeto indicado. 

Que tampoco está debidamente justificada la compra en re- 
mate que dicen haber hecho de las 23 botellas restantes, pues 
la declaración de foja 54 es singular y la de foja 93 es inadmi- 
sible, dada la calidad de acreedor de los demandados del testigo 
que allí depone. 

Que aun cuando se diese por estableoido que 24 botellas fue- 
ron dejadas en casa del demandado por un extraño, y que las 28 
restantes fueron adquiridas en remate, y éstas sean las mismas 
que se han secuestrado, en todo caso el demandado había tenido 
á la venta en su fábrica de licores, durante algunos meses, esas 
23 botellas de vermouth adulterado, con conocimiento de ser 
un producto falsificado. 

Que á ello se agrega que el demandado, fabricante de licores, 
tenia en su fábrica cajones vacíos, cápsulas etiquetas y passe- 
partouts con la marcado los demandantes, instrumentos defal- 
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sificacion caya posesión no han explicado al contestar la de- 
manda y no han justificado en el término de prueba. 

Que en consecuencia, el demandado en ouyo poder han sid o 
encontrados productos falsificados, con marca ajena y diversos 
elementos que debían servir parala falsificación, ha incurrido 
en el delito previsto y penado por el artículo 28 de la ley de 
marcas de fábrica y de comercio. ' 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á una multa de 500 
pesos ó en su defecto á un año de prisión y al pago de las cos- 
tas del juicio. Se procederá con lo» artículos embargados de 
conformidad con lo que disponen los artículos 32 y 33 de la ley 
de marcas. Déjanse á salvo las acciones que por daños y perjui- 
cios corresponden á los demandantes. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

J. V. Lalanne* 



Fallo de la Suprema Corte 

« 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1807. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas la 
89ntencia apelada de foja ciento setenta y ocho, debiendo 
verificarse la venta prevenida por el artículo treinta y dos de 
la ley de la materia, previa inutilización de las marcas ó 
etiquetas falsificadas que contengan los artículos. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. —luis y. várela .— 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BCItGE.— 
JOAN E. TORRENT. 
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CAUSA CC XI, 



Criminal contra Lucio Giménez, por hurto á bordo del vapor 

nacional < Gualeguay » 



Sumario. — Los indicios que resultan de los gastos desorde- 
nados y muy superiores á los recursos conocidos del procesado, 
no son bastantes para constituir en su contra la prueba del 
delito de hurto, y procede el sobreseimiento provisional. 



Caso. — Resolta de las siguientes piezas 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

He estudiado detenidamente este proceso iniciado por denun- 
cia del capitán del vapor nacional « Gualeguay » con motivo de 
haber desaparecido del poder del mayordomo del mismo, en 
viaje de la Asunción á Buenos Aires, la suma de un contó y 
medio, equivalente á novecientos cuarenta pesos moneda nacio- 
nal de curso legal. 

El mismo José Lucio Giménez, de dieciocho años de edad, pa- 

T. LXIX 20 
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r aguayo, fué el sindicado de autor de dicho robo, fundándose 
el denunciante en que había gastado en Buenos Aires y en ésta, 
cuatro veces más de los sesenta pesos que recibió en esos días 
de su sueldo, por cuya razón fué detenido por la subprefectura 
de este puerto é iniciádose el correspondiente sumario. 

Tomadas las indagaciones del caso, se constata efectivamente 
que Giménez había gastado una suma cuatro veces mayor que 
los sesenta pesos que le entregó el capitán del vapor por su suel- 
do, pero no se ha llegado á esclarecer que él sea el autor del robo, 
aunque existan sospechas fundadas en su contra. Además, el 
procesado se descarga diciendo que encontró cincuenta pesos en 
la plaza Victoria de Buenos Aires y que el resto lo tenía de aho- 
rros de su sueldo de marinero. 

Por todo lo expuesto, correspondería sobreseer provisional- 
mente esta causa, dejando abierto el proceso para cuando 
aparecieran nuevos elementos de prueba que esclarecieran los 
hechos que han originado este sumario, todo de conformidad 
con los artículos 435, inciso 2°, y 436 del Código de procedi- 
mientos criminales. 

Salvo, etc. 

fi. E. Pavera. 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Julio 16 de 1896. 

Y vistos: la presente causa seguida contra don José Lucio 
Giménez con motivo de un robo ejecutado á bordo del vapor 
cGualeguay ». 

Y considerando : I o Que las diligencias indagatorias que 
se han practicado en este juicio no son suficientes para justifi- 
car el delito que se le imputa al acusado. 



I 
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2 o Que el señor Procarador fiscal, confirmando esta circuns- 
tancia, solicita en su última vista el sobreseimiento provisional 
en esta causa, lo que está de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tículo 435 de la ley de procedimientos en lo criminal. 

Por estas consideraciones se sobresee provisionalmente en 
esta causa, ordenando sea puesto inmediatamente en libertad 
el detenido José Lucio Giménez, á cuyo efecto se librarán los 
oficios necesarios. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 
Suprema Corte : 

Todo el esfuerzo de la autoridad para averiguar la culpabili- 
dad del procesado, se ha esterilizado por sus negativas reite- 
radas. 

Ninguna prueba ha podido aducirse contra él, quedando sólo 
los indicios vehementes que resultan de sus gastos desordena- 
dos y muy superiores á sus recursos conocidos. 

No constituyendo esos indicios prueba bastante para conde- 
narlo, el sobreseimiento provisional se imponía, por lo que pido 
á V. E. se sirva confirmar por sus fundamentos el auto de foja 
80 que así lo declara. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo do 1* SupremA Corto 



Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General y por sus fundamentos, se eonfirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja treinta. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA C1XL1 



Don Pedro Alvar ez Prado, cesionario de don Manuel Antonio 
Peña, contra el doctor Manuel Landivar, por cobro de pesos; 
sobre procedimiento ejecutivo. 



Sumario. — El reconocimiento de haber recibido una suma 
de dinero que no se alega haber sido entregada para ser de- 
vuelta, y serlo en un plazo determinado, no puede fundar el 
procedimiento ejecutivo para cobrarla. 
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Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jim Federal (ad hoo) 

Salta, Abril 90 de 1807. 

Autos y vistos : Considerando este juzgado que el título en 
que se funda la presente demanda no tiene aparejada ejecución, 
porque si bien el doctor Manuel Landivar recunooe haber reci- 
bido, como albaoea de don Manuel A. Peña, la cantidad de cua- 
tro mil pesos moneda nacional, este reconocimiento no importa 
la confesión clara de una deuda, requisito indispensable para 
que, según el inciso 3° del artículo 425 del Código de Procedi- 
mientos (Manresa y Beus, tomo 3 o , página 372), proceda la ac- 
ción ejecutiva. 

2 o Que el juicio ejecutivo, por su naturaleza, sólo puede em- 
plearse para hacer efectivos créditos de cuya legitimidad no 
puede dudarse, dada la oalidad de los documentos en que estén 
consignados y con el objeto de que no queden ilusorias, como 
lo dice el autor citado, las obligaciones y deudas ya decididas 
enjuicio 6 por títulos tan eficaces como los juicios. 

3° Que es además requisito indispensable para que la confe- 
sión traiga aparejada ejecución, que ella se haya hecho enjui- 
cio, no constando de los obrados presentados que se haya se- 
guido ninguno contra el doctor Manuel Landivar, para que 
reconociera la deuda de cuatro mil pesos moneda nacional, pues 
el supuesto acreedor señor Manuel A. Peña debió haber pedi- 
do, para así tener expedita la acción ejecutiva, que el presunto 
deudor doctor Landivar declarase que le es deudor de los referi- 
dos cuatro mil pesos. 

Por estas consideraciones y cumpliendo con lo presorito por 
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el artículo 432 del código citado, no se hace lagar á la 

ejecución. 

Repónganse los sellos. 

Arias. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 

Vistos : Fot sus fundamentos y teniendo además en conside- 
ración que, según lo expone el demandante, él no entregó los 
dineros que demanda para que le fueran devueltos, y menos 
para que le fueran devueltos en un plazo determinado, se con- 
firma, con costas el auto apelado de foja treinta vuelta. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CC'XIíII 



Contienda de competencia en el concurso de don Juan Dilarre- 
gui entre el juez de 4* instancia de la Capital y el de Dolores, 
provincia de Buenos Aires. 



Sumario. — El domicilio general del deudor determínala 
jurisdicción del juez del concurso. 



Caso. — El representante del ¡Banco Español del Rio de la 
Plata se presenta en 17 de Febrero de 1897, ante el Juez de 
I a instancia de la Capital, doctor Posse, diciendo que dicho 
Banco es acreedor quirografario de don Juan Dilarregui, según 
el documento que acompaña, el cual se halla concebido á la or- 
den; que esto no obstante, reconoce que el deudor no es 
comerciante, porque se trata de obtener la declaración de con- 
curso civil de dicho deudor; que á este fin concurren los 
requisitos establecidos en la ley; pero que resulta que el juez 
de I a instancia de Dolores ha decretado el concurso civil de Di- 
larregui, lo que no ha podido hacerse, pues éste tiene su domi- 
cilio en la Capital desde hace más de tres años, como lo reco- 
noce él mismo, suscribiendo el escrito, y resulta además del 
documento acompañado; que, en consecuencia, pide se promueva 
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la correspondiente contienda de competencia por inhibitoria, 
al juez de Dolores, librándose el oficio respectivo. 

Dilarregui se ratificó en la exposición del representante del 
Banco. 

£1 agente fiscal sostuvo qne no procedía la jurisdicción del 
juzgado, dada la naturaleza comercial del documento acom- 
pañado . 



AUTO DEL JUEZ DE I a INSTANCIA DE LA CAPITAL 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1897. 

Y vistos : considerando : I o Que como se reconoce por el es- 
crito de foja 6, tanto por el demandante como por el deudor 
Dilarregui, éste no es comerciante, por cuya razón precisa- 
mente ha sido concursado civilmente por el señor juez de I a 
instancia en lo civil del departamento de Dolores, provincia 
de Buenos Aires y según este hecho se comprueba por el edicto 
agregado á foja 4. 

2 o Que como resulta del domicilio fijado en el documento 
de foja 3 y lo reconoce el deudor Dilarregui, en el escrito de 
foja 6, ser su domicilio en esta ciudad calle Buen Orden nú- 
mero 1664. 

3 o Que si bien es exacto, como lo afirma el Agente Fiscal, que 
las controversias que ocurren sobre actos que la ley las reputa 
comerciales caen bajo esa jurisdicción, no es menos cierto que 
cuando esas operaciones se verifican de una manera accidental, 
no entrañan la calidad de comerciantes aquellos que las 
ejecutan. 

4 o Que este juicio tiene por objeto obtener que el deudor 
Dilarregui sea concursado civilmente, quien, como sedeja dicho 
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no es tal comerciante, siendo el únioo juez competente para 
conocer en este juicio el jaez civil de su domicilio, según 
expresamente lo preceptúa el artículo 718 del Código de Pro- 
cedimientos. 

5* Que el hecho de ser comercial la deuda que da origen á 
esta petición, no puede cambiar la calidad de no comerciante, 
que tanto el acreedor como el deudor reconocen que no goza Di- 
larregui, no pudiendo por lo tanto ser declarado éste en quie- 
bra, sino concursado civilmente. 

Por estas consideraciones y estando justificado en autos los 
extremos establecidos por el artículo 719 del Código de Proce- 
dimientos y especialmente reconocido que es en esta ciudad 
capital su domicilio : declárase el infrascrito competente para 
entender en este juicio y en su consecuencia, y de acuerdo con 
lo solicitado en el escrito de foja 6, líbrese el oficio, con los re- 
caudos establecidos por el artículo 717, al señor juez de igual 
clase de la ciudad de Dolores, para que se inhiba de continuar 
entendiendo en esos autos, ó encaso contrario, para que dando 
por trabada la contienda de competencia, se sirva remitir los 
antecedentes á la Suprema Corte de Justicia. 

Repónganse las fojas. 

Luis F. Pos$e. 



AUTO DEL JUEZ DE I a INSTANCIA DE DOLORES 

Dolores, Mayo 28 de \Kfl. 

Autos y vistos : Resultando, que el señor Juez de lo civil de 
la Capital de la República, doctor LuisF. Pos->e, se ha dirigido 
á este juzgado solicitando se inhiba de seguir conociendo en el 
concurso formado á Juan Dilarregui y que trampa en e*te de- 
partamento judicial. 
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Que el jaez exhortante funda el requerimiento de inhibito- 
ria, en haberse declarado competente para entender en el juioio 
promovido por el Banco Español del Río déla Plata, pidiendo 
sea declarado concursado dicho Dilarregui en la Capital fe- 
deral, por estar allí domiciliado el deudor, según resulta del 
documento de la obligación con ese Banco y de la manifestación 
especial de Dilarregui. 

Que corrido traslado del requerimiento de inhibitoria al sín- 
dico del concurso, éste lo ha evacuado sosteniendo la improce- 
dencia de la solicitud de inhibitoria de este juzgado, es com- 
petente para entender en el mencionado concurso por estar Di- 
larregui domiciliado en Necochea, jurisdicción de este departa- 
mento, como resulta de las escrituras públicas que menciona y 
demás referencias que hace, agregando que Dilarregui tiene 
la familia y sus bienes y negocios en Ke coche a, como aparece 
en esas mismas escrituras ; que el domicilio indicado en la le- 
tra presentada por el Banco Español al juez exhortante, es sólo 
accidental para el cumplimiento de esa obligación ; y que la ma- 
nifestación de Dilarregui, de que hace más de tres años que está 
domiciliado en Buenos Aires, está desmentida por las declara- 
ciones del mismo Dilarregui hechas en escrituras públicas. 

Que oido el Ministerio fiscal, éste es también de opinión que 
no se haga lugar á la inhibitoria, por resultar de las escritu- 
ras y expedientes que menciona en su vista, que Dilarregui 
está domiciliado en Necochea y no en Buenos Aires y por ha- 
ber sido concursado con anterioridad por este juzgado. 

Que de los antecedentes consignados en el exhorto y de los 
existentes en los autos del concurso, aparecen justificados los 
extremos requeridos por el artículo 719 del Código de Procedi- 
mientos, y por consiguiente la cuestión á resolver es cuál de 
los dos jueces es el competente para continuar entendiendo en 
el concurso de Juan Dilarregui, por razón del domicilio del 
deudor . 
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Y considerando: Que cuando la ley ha establecido que es juei 
competente para entender en el concurso civil el juez del domi- 
cilio del deudor, se ha referido indudablemente al domicilio 
de derecho y al domicilio real, que, según el artículo 100 del 
Código Civil, determinan la competencia de las autoridades pú- 
blicas para el conocimiento de los derechos y cumplimiento de 
las obligaciones. 

Con tanta mayor razón, cuanto que el concurso civil, las 
quiebras y testamentarías, son juicios universales que atraen 
todos los asuntos pendientes y futuros del fallido 6 del extinto, 
hasta su liquidación, cualesquiera que sean las obligaciones á 
cumplirse en domicilios especiales, dentro de la República (ar- 
tículos 720 y 634 del Código de Procedimientos; 3284 del Ci- 
vil y 1387 del de Comercio). 

Que como resultado la colocación de los artículos 101 y 102 
del Código Civil y de sus propios términos, la elección de un 
domicilio especial para el cumplimiento de una obligación, im- 
plica una prórroga de jurisdicción que no puede extenderse más 
allá de lo necesario para el cumplimiento de esa obligación. 

Que en el documento presentado por el Banco Español al juez 
exhortante, no se establece propiamente como domicilio espe- 
cial para el cumplimiento de la obligación que á él se refiere, la 
ciudad de Buenos Aires, pero aún admitiendo la jurispruden- 
cia de los Tribunales de la Capital Federal, que presume la ju- 
risdicción del juez del lugar donde se ha extendido el documen- 
to, esa presunción no tiene valor sino para el caso de deman- 
darse el cumplimiento de esa obligación, y no importa en ma- 
nera alguna establecer el domicilio real de las personas, ó, como 
dice Segovia, el domicilio general que origina una competencia 
general, como es la del concurso. • 

Que por consiguiente, la indicación en la letra del Banco Es- 
pañol, del lugar donde ha sido extendida dicha letra, no impor- 
ta por sí sólo que ese lugar sea el domicilio qne debe fijar la 
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competencia del juez del concurso y cuando más puede consi- 
derarse como un domicilio especial para el cumplimiento de esa 
obligación. 

Que por otra parte, de los autos del concurso que tramitan 
ante este juzgado resultado una manera indudable, por con- 
fesión propia, que Jaan Dilarregui está domiciliado en Neco- 
chea que corresponde á esta jurisdicción. En efecto, en las 
enunciaciones de las escrituras públicas cuyos términos corren 
á fojas 200, 207, 210, SIS y 216, otorgadas en 9, 10 y 27 de 
de Abril de 1896, fechas posteriores á la que lleva la letra del 
Banco presentada al juez exhortante, que es de 6 Febrero 
del mismo año 95, Dilarregui manifiesta ser casado, hacenda- 
do y estar domiciliado en Necochea. 

Que en 20 de Mayo de 1895, fecha posterior también á la de 
la letra, Dilerregui fué declarado en quiebra, en su carácter de 
comerciante domiciliado en Necochea; y no sólo no se hizo cues- 
tión de la jurisdicción de este juzgado, que hizo la declaración 
de quiebra, sino que el mismo Dilarregui la reconoció expresa- 
mente. Así resulta del poder que con fecha 20 de Setiembre de 
ese mismo año confirió al doctor Bassi, para que en su nombre 
interviniese en el levantamiento de la quiebra y cuyo testimonio 
obra á foja 12 del juicio seguido por Santiago Bepetto contra 
Dilarregui, por cobro de pesos. En ese poder otorgado en Ba- 
rracas al Sud, Dilarregui manifiesta que es vecino de Necochea 
y que se encontraba allí de tránsito. 

Que en virtud de ese poder el señor Bassi ha estado intervi- 
niendo en el referido juicio con Repetto y en los seguidos por el 
señor Lian de Rosas, y don Anselmo B. Cisneros, hasta el 25 y 
26 de Noviembre próximo pasado, es decir, hasta cuatro ó cinco 
dias antes de declararse concursado á Dilarregui por este juzga- 
do. En esos juicios se han embargado bienes á Dilarregui, si- 
tuados en Necochea, y en uno de ellos se han rematado pública* 
mente los bienes embargados, interviniendo el señor Rossi como 
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apoderado de Dilarregui hasta el último momento, en el nombra- 
miento de martiliero y aprobación de la venta. 

Que en el juicio promovido por Modesto Bilbao contra Dila- 
rregui, por cobro de pesos, á fines del año 1894, se acompaña á 
foja 31 una protesta firmada por Dilarregui el 18 de Octubre de 
ese año, en la que manifiesta ser comerciante y hacendado de 
Necochea, y en ese mismo juicio, á foja 123, absolviendo posicio- 
nes el día 13 de Mayo de 1895, manifiesta también bajo jura- 
mento que está domiciliado en Necochea. 

Que en el juicio que ante el juzgado de paz de Necochea pro- 
movió José ¿rásalo contra Juan Dilarregui, sobre reconocimien- 
to de firma, citado Dilarregui en su domicilio, concurrió y reco- 
noció las firmas el 16 de Mayo del año 1895, según consta á 
foja 13. 

Que en todos los antecedentes que quedan relacionados, Di- 
larregui, antes y después de la fecha de la letra del Banco Espa- 
ñol áque se refiere el juez exhortante, ha manifestado invaria- 
blemente que es hacendado y vecino de Necochea. Si ¿ esto se 
agrega que de las escrituras mencionadas anteriormente resulta 
que Dilarregui tiene en Necochea sus bienes, sus negocios, sus 
establecimientos, y que hoy están á cargo de la sindicatura, no 
puede haber lugar á duda de que es Necochea el domicilio de 
Dilarregui, y que el lugar en la letra del Banco á que se hace 
referencia en la solicitud de la inhibitoria, cuando más, puede 
tomarse como un domicilio especial para el cumplimiento de esa 
obligación. Además de las diligencias practicadas á fojas 12 
vuelta y 13 de los autos del concurso civil que tramita ante este 
juzgado, resulta también que la familia de Dilarregui vivq en 
Neoochea. Así es que, familia, asiento de sus negocios y residen- 
cia, todo concurre, en el presente caso, á demostrarla competen- 
cia de este juzgado para entender en el concurso. 

Que debe tenerse en cuenta también, como elemento demos- 
trativo de la competencia de este juzgado, la circunstancia de 
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que aquí se signen todos los juicios y ejecuciones contra Dila- 
rregui, como lo reconoce el mismo Banco Español al invocar 
como único justificativo del segundo extremo exigido por el 
artículo 719 del Código de Procedimientos los juicios enumera- 
dos en el auto, declarando concursado á Dilarregni. 

Que por otra parte, los documentos de fojas y 10 que han 
dado lugar á la declaratoria del concurso civil de Dilarregui 
ante este juzgado, están firmados por dicho Dilarregui y fecha- 
dos en Necochea el 24 de Febrero y 10 de Mayo de 1895, y por 
consiguiente están, en cuanto á expresarse- en ellos el lugar 
donde han sido suscritos, en las mismas condiciones que la letra 
del Banco Español, con sólo la diferenoia de lugar. 

Y en este caso, debe prevalecer la jurisdicción de este juzgado 
que ha prevenido declarando concursado á Dilarregui á mérito 
de esos documentos, no habiendo razón alguna para que preva- 
lezca la jurisdicción del juez del lugar donde ha sido suscrita la 
letra, sóbrela del juez del lugar donde se inscribieron los otros 
documentos, uno de los cuales lleva un membrete impreso al 
margen, que dice : « Juan Dilarregui. Necochea » . 

Que siguiéndose ante este juzgado todos los juicios y ejecucio- 
nes contra Dilarregui y habiendo prevenido también en el juicio 
de concurso, debe aplicarse estrictamente la disposición del ar- 
tículo 720 del Código de Procedimientos, debiendo el Banco 
Español presentarse al concorso iniciado ante este juzgado con 
anterioridad al que se ha iniciado á su solicitud ante el jaez 
exhortante. 

Que en cuanto á la manifestación que hace Dilarregui, firman- 
do de acuerdo el escrito del representante del Banco y ratificán- 
dose en él, de que hace más de tres años que tiene su domicilio 
en Buenos Aires, carece absolutamente de valor para terceros 
interesados en el juicio de concurso, como son todos los acreedo- 
res que se han presentado á él en virtud de las citaciones verifi- 
cadas de acuerdo con el artículo 727 del código citado, y loscua- 
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les no han intervenido en esa manifestación y además ella está 
completamente desmentida por las mismas declaraciones de 
Dilarregui y los antecedentes de que se ha hecho mérito para 
fundar la presente resolución. 

Por estas consideraciones, concordantes del escrito de la sin- 
dicatura y de la vista fiscal, el juzgado resuelve: mantener 
su jurisdicción para seguir conociendo en el concurso civil 
formado á Juan Dilarregui y no hacer lugar á la inhibitoria soli- 
citada. 

En consecuencia, líbrese el correspondiente oficio acompañán- 
dose testimonio de este auto, del dictamen fiscal, del escrito de 
la sindicatura y de las escrituras mencionadas, así como del 
auto de este juzgado, declarando el concurso y certificado del 
actuario de la parte pertinente de los expedientes á que se ha 
hecho referencia, & fin de que si el señor juez exhortante resuel- 
ve insistir en sostener su competencia, dé por trabada la con- 
tienda y eleve los antecedentes á la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, comunicándolo á este juzgado para que efectúe igual 
remisión, ó en caso contrario para que continúe entendiendo en el 
juicio. 

José A. Carrillo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1897. 
Suprema Corte : 

El domicilio en la capital, invocado contra Dilarregui por el 
Banco Español no resulta justificado. No lo abona el documen- 
to de foja una, cuya designación sólo importa en derecho, la del 
lugar donde ha de cumplirse la obligación contraída. 
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T en cnanto á la manifestación del dendor á foja 8, está con- 
tradicha por declaraciones repetidas con anterioridad y poste* 
rioridad, en documentos públicos y actuaciones de autenticidad 
comprobada. 

A las primeras, corresponden las escrituras relacionadas de 
foja 29 adelante; á las segundas, los diversos juicios seguidos 
ante las autoridades de Dolores y Necochea, y el inventario de 
existencia del único establecimiento del concursado : certificado 
de foja 41 adelante. 

En todas estas escrituras, actuaciones y diligencias, aparece 
declarado, y reconocido por la autoridad local, el domicilio real 
del concursado, en Necochea, habiéndose por ello abierto un con- 
curso ante el juzgado del departamento con anterioridad á la 
demanda del Banco Español. 

T como independientemente de otras prescripciones legales, 
el artículo 2 o de la ley de Setiembre 3 de 1878, prescribe que el 
conocimiento de los juicios universales de concurso, corresponda 
á los jueces respectivos de aquella provincia en laque el fallido 
tuviese su principal establecimiento al tiempo de la declaración 
de quiebra, pienso que el conocimiento corresponde en el caso, 
al juez del departamento de Dolores, pidiendo á Y. E. se sirva 
asi declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 



Yistos y considerando: Que los instrumentos públicos que en 
testimonio corren de fojas diecinueve á cuarenta y ocho del ex- 
pediente formado ante el juez de la Capital, contienen prueba 
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acabada de que el concursado don Juan Dilarregui ha tenido su 
domicilio general en Necochea cuando fué declarado su concurso 
civil por el juez de Dolores, á cuya jurisdicción corresponde el 
citado lugar de Necochea (artículo ochenta y nueve, Código 
Civil). 

Que con arreglo á derecho el domicilio del deudor determina 
la jurisdicción del juez del concurso. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y fundamentos del auto del juezde Dolores, 
de foja veintitrés, se declara que éste es competente para cono- 
cer en el concurso civil de don Juan Dilarregui. Remítansele 
en consecuencia los autos, y avísese por oficio al juez de la 
Capital . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VA HELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXI.III 



D.Lucas Scarnich contra D. Nicolás Mihanovich, 
por indemnización de perjuicios 



Sumario. — I o £1 sumario promovido y terminado á los cinco 
dias después del choque, ante la subprefectura marítima del 

T; LXIX 21 
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lugar, hace improcedente la cuestión sobre si para admitir la 
acción de daños ha debido ó no realizarse la protesta prevenida 
por el artículo 1268 del Código de Comercio. 

2 o Probada la colpa del buque en el choque ocurrido, sn pro- 
pietario es responsable de los daños causados. 



Caso. — El señor Soarnich demanda ante la justioia ordina- 
ria de la Capital al señor Mihanovich, por daños y perjuicios 
procedentes del hecho que se expresará en seguida, con fecha. 
12 de Setiembre de 1893. Los tribunales de la Capital se decla- 
raron incompetentes por resolución de 14 de Marzo de 1894, 
por cuyo motivo el actor entabló nueva demanda ante el juez 
federal con fecha 9 de Mayo de 1894. 

Los demás antecedentes de la cansa, aparecen del 



Fallo del «lúes Federal 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1896. 

Vistos: Estos autos seguidos por don Lucas Scarnich contra 
don Nicolás Mihanovich, sobre indemnización de daños y perjui- 
cios. Resulta : 

I o Queá foja 36 se presenta el apoderado del demandante re- 
produciendo su demanda de foja 2, deducida ante el juzgado de 
primera instancia de la Capital á cargo del doctor Pizarro, en la 
que expresa: Que en 16 de Octubre de 1892 su poderdante, en su 
carácter de empleado del Resguardo Nacional, recorría á bordo 
del vaporcito nacional « General Roca > el riacho de la Boca, en 
cumplimiento de órdenes superiores tendentes á impedir, me- 
diante una severa vigilancia, todo contrabando ó transgresión de 



i 
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las leyes y disposiciones fiscales, cuando á las ocho de la noche 
de ese dia, reinando gran oscuridad y á pesar de cnanto hizo 
para evitar la catástrofe, fué violentamente abordado por el va- 
porcito c Enriqueta», de la empresa de navegación fluvial de 
propiedad del señor Nicolás Mihanovich, que venía en opuesta 
dirección á la que llevaba el de su mando, sin tener luz alguna 
que lo anuncia™ á cualquier distancia, choque que tuvo por 
consecuencia el ser arrojado al agua con una pierna rota, destro- 
zada, el patrón del vaporcito « General Boca >, señor Soarnich. 
Que el único responsable de este siniestro es el c Enriqueta », 
que en contravención de los reglamentos del puerto y ordenanzas 
sobre la materia, navegaba de noche y sin luz, pues si bien el 
que mandaba su poderdante no llevaba tampoco luz. era por el 
carácter mismo de las funciones que desempeñaba, evitar ó sor- 
prender contrabandos, para cuyo éxito se hace menester esta 
precaución á fin de no ser sentido por los delincuentes ; por lo 
que inicia la presente acción, pidiendo que, de acuerdo con las 
disposiciores legales que rigen el caso, se condene al demandado 
al pago de la cantidad de 40.000 pesos moneda nacional, suma 
en que su poderdante aprecia el perjuicio que se le ha ocasiona- 
do en el siniestro de que fué víctima, con más las costas del 
juicio. 

2 o Que á foja 50 y antes de contestarse la demanda, la parte 
actora se presenta exponiendo : que en su escrito de demanda, 
refiriéndose á las condiciones en que navegaba el vaporcito € Ge- 
neral Roca», había dicho que éste no llevaba luz cuando ocurrió 
la colisión, peroqueen posesión de nuevos informes, podía afir- 
marque esa manifestación «stá lejos de expresar la verdad, pues 
este vaporcito hasta el momento del choque conservó luz que 
lo hacía visible, por lo que solicitaba del juzgado tuviera por 
hecha esta rectificación. 

3 o . Que corrido traslado se contesta la demanda pidiendo su 
rechazo, declarándose el oaso de pnro derecho, en virtud de no 
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haberse tramitado el correspondiente juicio arbitral de uno ó de 
los dos buques, de no haber formulado i'l actor la protesta que 
prescribe el artículo 1268 del Códigode Comercio, y finalmente, 

i 

porque la acción que se instaura se halla prescripta según los ar- 
tículos 4037 del Código Civil y 844 del Código de Comercio. 

4 o Que abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado de foja 200 vuelta ; la que corre desde fojas 
205 á 226y el informe médico de fojas 257 á 316. 

T considerando : I o Que si bien la cuestión de competencia ó 
incompetencia del juzgado no se ha presentado en forma de ar- 
tículo previo de especial pronunciamiento, es deber del mismo 
pronunciarse sobre ella antes de entrar á estudiar las demás 
que la resolución de la causa ofrezca, á fin de establecer con 
antelación si tiene ó no jurisdicción en el caso. 

2° Que si bien es exacto que por el Códigode Comercio quedan 
libradas á la resolución de jueces arbitradores las cuestiones 
emergentes de choques ó abordajes, por la propia naturaleza de 
ellas, que exigen en los llamados á fallarlas conocimientos espe- 
ciales, también fo es que las disposiciones legales citadas al res- 
pecto no son aplicables al caso sub-judice t que por su propia índole 
escapa á ellas, si tal buque observó ó no las reglas de náutica del 
caso, ni menos precisar la gravedad ó importancia de las averías 
recibidas por el mismo, cuestiones que sabiamente la ley ha arran- 
cado, de la jurisdicción de los jueces de derecho para entregarlas 
ó someterlas á la resolución de personas con los conocimientos 
especiales que ellas requieren, sino juzgar si tal embarcación 
cumplió ó no con los reglamentos del puerto y disposiciones fis- 
cales dictadas al respecto, de dejar establecido, según lo probado, 
si tenía ó no las luces de ordenanza, si podía ó no abandonar su 
fondeadero, si navegó ó no con la fuerza reglamentaria y de- 
más puntos del pleito para cuya decisión sólo es menester apli- 
car al hecho comprobado las leyes ó decretos que lo rijan, para 
todo lo cual no se requieren aquellos conocimientos especiales 
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que la ley no ha supuesto en los jueces de dereoho y que moti- 
van la jurisdicción arbitral. 

3 o Que presentadas como previas por el demandado algunas 
cuestiones de derecho, es oportuno hacerse cargo antes de ellas, 
para recien entrar á apreciar la prueba producida, respecto del 
hecho que origina este juicio. Sostiene la parte de Mihanovich 
que la acción que se instaura es improcedente por la falta de 
protesta que prescribe el artículo 1268 del Código de Comercio, 
y que aun cuando ella existiera, la demanda debería ser recha- 
zada por hallarse proscripta, según lo establecen los artículos 
844 del Código citado y 4037 del Código Civil. 

En cuanto á la falta de protesta, la interpretación que el de- 
mandado daá aquella disposición legal es evidentemente errónea 
é inconsulta de su espíritu, no habiéndose hecho además cargo 
de la razón y motivo que la informan. Cuando ocurre un hecho 
de la naturaleza del que motiva esta resolución y que por la ley 
es generador de derechos, ¿ la protesta que prescribe el citado 
artículo es la que da origen y nacimiento á las acciones, de tal 
modo que si ella no se verifica éstas no existen ? Indudablemente 
que no, pues para ello sería menester confundirla existencia ó rea- 
lidad de un hecho con su inmediata verificación y establecer que 
el simple trascurso de un término ten breve como es el di cinco 
días bastaría para destruir la elicacia de una acción que ambo* 
códigos quieren que la conserve por un año, siendo esto último 
loque resultaría si se aceptase la doctrina que sienta el deman- 
dado. 

El espíritu de la ley en e-e artículo no es regarle la acción 
que emerge de un determinado hecho al que se siente afectado 
por él, sin í evitar la incertidumbre en lo* derecho* que de él 
puedan nacer. Así como su razón de &er, que no «^ otra que es- 
tablecer el momee t o desde que se ha de empezar á eor.tar el 
tiempo necesario j¿ra ía pre^cri^ejon, be de^m/Je de \u\ tér- 
minos del artícjlo 852 del OSd::j de Coi^erio j uet> ia lev qvr 
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ha querido que la amenaza de una acción no sea eterna, ha de- 
bido marcarle un principio para poder fijarle un fin ; y si así en 
este caso ht fecha del sumario levantado por la autoridad corres- 
pondiente hace las veces de la protesta en lo que se refiere á es- 
tablecer el momento en que nace la acción, dando base para la 
aplicación de las disposiciones legales sobre la prescripción. 

Respecto á hallarse proscripta la acción que se instaura, basta 
tener presente el artículo 3986 del Código Civil para resolver 
que ella conserva toda su eficacia, dada la fecha en que ocurrió 
el siniestro y se levantó el sumario y aquella en que el actor 
presentó su demanda ante el juez de la Capital doctor Fizarro, 
artículos 4037 del Código Civil y 852 y 844 del Código de Co- 
mercio . 

4 o Resueltas en el sentido que queda dicho las cuestiones de 
derecho propuestas como previas, y comprobado por las declara- 
ciones de testigos de fojas 108 á 141, de fojas 124 á 128 y por 
el sumario instruido por la prefectura marítima, corriente á foja 
158, que el accidente á consecuencia del cual resultó el actor con 
una pierna fracturada, tuvo lugar el dia!6 de Octubre alas ocho 
de la noche, en el ante-puerto, frente á los talleres de la «Pla- 
tense >, en circunstancias en que el vapor cGreneral Boca» venía 
de la Vanguardia al Resguardo en misión fiscal, y el « Enrique- 
ta» salía del riacho de la Boca en dirección á los canales, lle- 
vando uno y otro buque una sola luz y sin que ninguno de los 
dos tocase pito ó hiciese advertir su presencia por medio de otra 
señal cualquiera, hechos todos que por otra parte se expresan en 
la demanda, sin haber sido negados por el demandado, las cues- 
tiones que quedan por resolverse son : primera, si el vapor re- 
molcador c£nriqueta»pudo abandonar su apostadero y navegar 
hacia el canal sin contravenir los reglamentos del puerto ; se- 
gunda, si empleó todas lasprecauciones que la seguridad de la 
navegación de noche en el interior del puerto exige, máxime en 
noches oscuras como fué aquella en que ocurrió el siniestro. 
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El artículo tercero del título primero del reglamento para el 
puerto del Riachuelo, de Febrero de 1886, que es el que estaba 
en vigencia en ese momento, prohibe la navegación del canal du- 
rante las horas de la noche, permitiendo solamente á los bu- 
ques de cabotaje entrar* hasta el ante-puerto, cuando su calado 
no exceda de ocho pies. Ahora bien, la razón de la prohibición 
como la de la excepción es obvia, se prohibe navegar de noche 
en el canal, á fin de evitar accidentes que la estrechez de éste 
haría frecuentes á esas horas, permitiéndose empero á las de 
cabotage entrar tan sólo, y ésto hasta el ante-puerto, porque tra- 
tándose de buques de poco calado, pueden aproximarse tanto al 
talud respectivo que queda en el centro de la canal suficiente 
espacio como para hacer casi imposible las colisiones y porque 
siendo aquellos de pequeño porte no podrían resistir la violencia 
de una borrasca que los tomara fuera del abrigo que ofrece el 
puerto. 

Igual disposición contiene en su artículo 9 el nuevo regla- 
mento del puerto de la Capital, aprobado el año próximo pasado, 
si bien en éste expresamente se dice ya que están exceptuados 
de tales prescripciones los vapores de las autoridades del puerto, 
incorporando así al reglamento en forma de disposición esa prác- 
tica autorizada por las necesidades del mejor servicio del puer- 
to. El artículo 68 de ambos reglamentos prohibe terminante- 
mente remolcar de noche, á no ser por causa de fuerza mayor 6 
por orden de la autoridad del puerto, disposición perfectamente 
aplicable, pues si bien el hecho del remolque no se efectuó, lo que 
hubiera sido necesario para la aplicación déla multa correspon- 
diente, el vapor remolcador abandonó su apostadero con ese obje- 
to, lo que no pudo hacer sin aquella causa ú orden. ¿Tuvo esta 
orden? ¿Ocurrió aquel caso? Si bien el demandado, absolviendo 
posiciones, dice que tenía ese permiso, en seguida agrega que no 
necesitaba de él, lo que induce á creer que no existió, pues á ser 
así, lo hubiera presentado en juicio como prueba de descargo, 
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ó por escrito ó en otra forma, 6 verbal. Por otra parte, de autos 
no consta se haya solicitado ni menos otorgado. En cnanto al 
segundo caso de excepción, las declaraciones prestadas por los 
testigos Mijovich y Jurovich, tripulantes del remolcador « En- 
riqueta», en el sumario instruido por la prefectura, no están del 
todo concordes con las recibidas en la causa en lo que respecta 
al objeto del viaje de este vaporcito hacia la canal, en cuyo caso 
es lógico dar mayor fé á las primeras, pues que ellas han sido 
tomadas al dia siguiente de ocurrido el accidente, cuando aún 
estaban frescos en la memoria délos declarantes hasta los me- 
nores detalles del hecho y cuando las^impresiones personales de 
los testigos aún no pudieron modificarse con sujestivas reflexio- 
nes extrañas. Asi á foja ... uno y otrojdeclaran que salían á ha- 
cer la guardia á una barca que estaba varada en el banco sud, y 
á foja ... hacen igual declaración si bien agregando que sintie- 
ron toques y señales de auxilio, circunstancia esta última que 
llama la atención no la hayan manifestado en el sumario ins- 
truido ex profeso para averiguar la verdad de lo ocurrido y des- 
lindar responsabilidades, siendo de tan capital importancia que 
podría hasta cierto punto atenuar la falta en la violación del 
reglamento. ¿ El propósito declarado en el sumario constitnye 
por sí solo el caso de fuerza mayor de que habla el artículo 63? 
¿ La barca varada corría inminente peligro que no diese tiempo 
al remolcador para solicitar el permiso á la autoridad que re- 
quiere la citada disposición? Por hacer la guardia á un buque 
varado, se entiende esperar cerca de él, el momento oportuno 
para zafarlo de la varadura, es decir aguardar á que suban las 
aguas para tomarlo á remolque, no implicando absolutamente la 
idea de inminente peligro, ni la existencia de tan grave riesgo 
para la vida de los tripulantes que no permita perder un ins- 
tante en poner en conocimiento de la autoridad lo que ocurre. 
Por otra parte, y aquí se presenta la segunda cuestión planteada 
más arriba, si el verdadero propósito del vapor « Enriqueta > 
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hubiese sido prestar auxilio á un barco en peligro y éste hubiera 
sido tal que no admita dilación, no hubiera efectuado su salida 
en condiciones verdaderamente extrañas, violando abiertamente 
otras disposiciones del reglamento y del digesto de marina, refe- 
rentes á las precauciones que deben adoptar los buques que na- 
veguen en el interior del puerto. En el artículo 53 del regla- 
mento vigente en la época en que ocurrió el siniestro se prescribe 
entre otras cosas, que los remolcadores, dentro del límite del 
ante-puerto y puerto cuando van sin remolque, deben tocar el 
pito cada dos minutos, igual cosa dispone el reglamento que 
está en vigencia, debiendo tenerse presente que como el artícu- 
lo 3° prohibe la navegación de noche aquella disposición se re- 
fiere sólo al caso en que pueden haoerlo, es decir, de día. 

Ahora bien, del sumario de la prefectura resulta, según de- 
claraciones de los mismos que tripulaban el « Enriqueta », que 
este vapor no tocó pito en ningún momento, constituyendo esta 
falta á los reglamentos una presunción vehemente de que el 
objeto del viaje no era acudir en auxilio, pues á ser así, no se 
hubieran tomado tantas precauciones para no ser sentido, cuan- 
do precisamente se hace necesario emplear la seguridad de la na- 
vegación de noche en parajes poblados de barcos como en el 
riacho de la Boca y el puerto en general. En sus declaraciones 
en la causa, estos mismos testigos declaran que no tocaron pito, 
si' bien tratan de amenguar la importancia de esa falta diciendo 
que la máquina de ese vaporcito es de triple expansión, permi- 
tiendo el ruido que ésta produce ser sentido desde una gran dis- 
tancia, circunstancia que no sólo no alcanza á aminorar la gra- 
vedad de la violación del reglamento en ese punto, sino que para 
que pudiera ser sentido el «Enriqueta > por aquella causa, era 
menester que navegara con toda la fuerza de su máquina, vio- 
lando de este modo otras disposiciones del mismo (artículo 59), 
pues de las declaraciones de los tripulantes del «General Roca» 
resulta que éste traía el viento á popa, el que alejando el ruido 



330 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

impedía sentirlo. Agregúese á esto que la afirmación de los tes- 
tigos MijoTich y Jurovich, de haber llevado el < Enriqueta » una 
luz en la chimenea se halla contradicha por las declaraciones 
de los que tripulaban el « General Boca >, siendo que el artículo 
775 del Digesto de marina dispone que todo vapor deberá lle- 
var á más de la luz de orden en la guarnición de proa, si es á hé- 
lice, una al tope, que es lo que hace visibles ala distancia á las 
embarcaciones; conjunto de circunstancias éste que prueban 
que aquel vaporcito no adoptó ninguna de las elementales pre- 
cauciones que imperiosamente exige la seguridad de la navega- 
ción de noche y que inducen á presumir que había el deseo de 
no ser sentido. 

5 o Que de todo esto resulta que el vapor « Enriqueta >, por su 
falta de observancia álos reglamentos y disposiciones sobre lu- 
ces del digesto de marina, ocasionó la colisión de la que resultó 
el actor con una pierna destrozada, siniestro del que es respon- 
sable en virtud délo dispuesto por el artículo 1262 del Código 
de Comercio. Ahora bien, esto constituye un cuasi delito, ar- 
tículo 1866, Código Civil, cuyo perjuicio está obligado á reparar 
el que lo ejecuta, artículo 1109 del mismo Código. La responsa- 
bilidad do Mihanovich la establecen el citado artículo 1262 del 
Código de Comercio y el artículo 1113 del Código Civil. 

6 o Establecida la culpabilidad del remolcador, es del caso con- 
siderar si ha habido ó no culpa por parte del vapor c General 
Boca». Está probado que pertenecía y estaba al servicio del 
resguardo, en cuyo carácter navegaba en desempeño de funcio- 
nes fiscales la noche del siniestro, desde la Vanguardia hacia el 
Riachuelo, en donde se halla aquella oficina, habiendo tenido lo- 
gar la colisión en el ante-puerto en frente de los talleres de la 
«Platense >. Ahora bien, no obstante el silencio del reglamento 
vigente en la época del suceso, es sabido que los vapores al ser- 
vicio de las autoridades del puerto, por el carácter de sus fun- 
ciones policiales, navegan y han navegado siempre de noche por 
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ser precisamente en esas horas del día en que es más fáci) y 
frecuente la violación de Jos reglamentos, por lo que el actual 
ha sancionado esa práctica racional y necesaria en la disposi- 
ción contenida en el inciso 2 o de su artículo 9°. 

Si ésto es así, si los vapores al servicio policial del puerto 
pueden entrar y salir de él á toda hora, con más razón lo podrán 
hacer los del resguardo que hacen cruceros para evitar el con- 
trabando, los cuales no sólo están autorizados á ello, sino que 
están en el deber de navegar en todas direcciones, particular- 
mente por los sitios en que la vigilancia sea más necesaria. En 
cuanto á las luces que los vapores están obligados á llevar, es 
elemental que un barco que hace crucero para evitar ó sorpren- 
der contrabandos no debe ser visto ni sentido si es posible, pues 
de otra manera se esterilizaría s>u misión. En tales condiciones 
navegaba el vapor del resguardo, ajeno á la creencia de un pro- 
bable é inmediato encuentro con otro barco, cuando ocurrió la 
colisión, de la que las constancias del sumario y demás ante- 
cedentes enviados por las autoridades del puerto, indican al va- 
por remolcador como el único culpable y por lo tanto responsa- 
ble de sus consecuencias. 

7° Que para fijar el monto de la indemnización es menester 
determinar la gravedad é importancia del daño causado, así 
como la de los perjuicios ocasionados. 

El informe médico arriba, entre otras, á las siguientes con- 
clusiones respeoto al daño causado en la persona : < 5 a Por las 
lesiones sufridas y por las consecuencias que han tenido para 
Scarnich puedo asegurar que éste no se encuentra en las con- 
diciones de integridad fisiológica necesarias para dedicarse á 
los trabajos propios de la vida del marino >. De los autos re- 
sulta que el actor ha tenido como modus vivendi la profesión 
de marino, á la que no podrá dedicarse ya, según la citada con- 
clusión científica, corroborada por el hecho de no seguir pres- 
tando 6us servicios embarcado, sino en tierra. En cuanto á los 
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perjuicios ocasionados, ellos son, en primer lugar, la inutilización 
de sus conocimientos profesionales que envuelve la pérdida del 
tiempo de práctica requerida y Ja incapacidad de trabajar en 
adelante en esa profesión ; en segundo lugar los gastos de asis- 
tencia, que en forma haya justificado. 

Por estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de foja 2, foja 11 y alegato de foja ... definitivamente juzgan- 
do, fallo: condenando ádon Nicolás Mihanovich á- pagar á don 
Lucas Scarnich la suma de cinco mil pesos moneda nacional en 
que estimo los daños y perjuicios ocasionados, con costas. 

Hágase saber original y repónganse las fojas, fecbo lo cual, 
archívese el expediente si no fuere apelada la presente resolu- 
ción. Así lo pronuncio en Buenos Aires, capital de la República 
Argentina, fecha ut supra . 

P. Olaechea y Alcorta. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que el sumario organizado á causa 
del siniestro que ha motivado este juicio, y que se inició en la 
misma fecha en que ese siniestro tuvo lugar, terminándose en 
la subpreféctura cinco dias después, según se ve de fojas ciento 
cincuenta y ocho á ciento sesenta y cinco, hace improcedente la 
cuestión sobre si ha debido ó no realizarse la protesta ó reclamo 
prevenido por el artículo mil doscientos sesenta y ocho del Có- 
digo de Comercio. 

Por esto y por sus fundamentos relativos á la responsabilidad 
del demandado y excepción de prescripción de la acción, se con- 
firma la sentencia apelada de foja trescientos noventa y tres.de- 
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clarándose que además de los cinco mil pesos y las costas á que 
se condena al demandado, éste debe pagar por vía de indemni- 
zación los gastos requeridos por la asistencia médica prestada 
al demandante, cuyo monto se fijará con intervención del de- 
mandado y la forma establecida por la ley. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXIíIV 



El Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico contra don José M . 

Olmedo; sobre expropiación 

Sumario. — Debe fijarse para la expropiación el precio en que 
resulta haber estado conformes las partes. 



Caso. — Resulta del 



fallo del «Juem Federal 

Buenos Aires, Julio 28 de 1896. 

Vistos estos autos seguidos por el Ferrocarril de Buenos Ai- 
tes al Pacífico, contra don José M. Olmedo, sobre expropiación 
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de un terreno para uso del mencionado ferrocarril y resul- 
tando : 

A foja 7 se presentó el apoderadlo del ferrocarril, manifes- 
tando que la empresa, por la ley de concesión del 5 de noviem- 
bre de 1873 y decreto gubernativo deM 7 de Diciembre de 4881, 
estaba facultada para expropiar una fracción de terreno de 
1190,25 centímetros de metro cuadrado, con frente al camino 
de Belgrano ¿Flores, la cual está determinada con toda preci- 
sion en el plano de foja 2; que al efecto hizo gestiones priva- 
das con el propietario señor Olmedo, fijando de común acuerdo 
el precio de un peso moneda nacional el metro cuadrado ; que 
posteriormente el propietario opuso inconveniente para forma- 
lizar este convenio, por estar inhibido por sus acreedores, por 
cuya razón el ferrocarril se veía en la necesidad de promover el 
correspondiente juicio de expropiación ; agrega, finalmente, que 
por tratarse de un caso de urgencia venía á consignar j udicial- 
menteel precio ofrecido y pedía autorización para ocupar el te* 
rreno, todo de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2512 
del Código Civil y la jurisprudencia que rige la materia. 

£1 demandado contesta á foja 14, en el juicio verbal á que las 
partes fueron convocadas, que era cierto cuanto se afirmaba 
en el escrito de demanda y que si no había perfeccionado la 
escritura en favor del ferrocarril, había sido porque no quería 
enajenar extrajudicialmeute en perjuicio de sus acreedores 
que lo tenían inhibido, y por tratarse además de propiedad 
perteneciente á un sindicato manejado por el exponeute. 

Fueron nombrados en este mismo acto los peritos tasadores 
que ordena la ley de expropiación, y quienes expidieron sus in- 
formes respectivamente á foja 19 y foja 25, habiendo Olmedo 
presentado además los escritos de foja 16, foja 27 y foja 30, en 
los cuales volviendo sobre su manifestación anterior, sostiene 
que el nuevo trazado del ferrocarril le desperfecciona notable- 
mente el terreno, privándole del acceso á la calle ó camino que 
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antes tenía, por cuya razón reclama, además del precio ofrecido, 
un aumento como compensación de la desvalorizaron que dice 
sufrir. 

Y considerando : Quede la exposición anterior resulta, que 
expropiante y expropiado han estado conformes en asignar el 
precio de un peso por metro cuadrado, como importe total de 
la expropiación, pues así lo ha manifestado el apoderado del 
•ferrocarril y lo ha reconocido la parte de Olmedo en el juicio 
verbal de faja i 4. 

Que además, el perito Ramírez ha señalado ese mismo precio 
en su informe de foja 25, como valor del terreno, y en cuanto al 
perito Otamendi (foja 19), si bien es cierto que fija el de 30 
centavos por metro cuadrado, ha agregado también que sería 
justo elevarlo á un peso, teniendo en cuenta el perjuicio que 
irroga al propietario, el tener que vender en una época de baja 
de precio de la tierra. 

Que por tanto, el único punto sobre que en realidad existe 
disconformidad eseit si la expropiación perjudica y desvaloriza 
el terreno que queda á Olmedo, por privarlo de acceso al cami- 
no, según lo ha afirmado éste en sus escritos agregados. Al res- 
pecto, se debe tener en cuenta que el expropiado no manifestó 
la existencia de tal perjuicio en el juicio verbal de foja..., y sus 
manifestaciones anteriores no pueden legalmente ser tenidas 
en cuenta por extemporáneas; que en el informe del perito Ra- 
mírez no se dice que exista tal perjuicio en la forma que mani- 
fiesta el expropiado, y sí sólo por cansa de desmembración del 
terreno, lo que tampoco puede ser tenido en cuenta como causa 
especial de perjuicio, porque la expropiación no fracciona el 
terreno restante, y el precio de la expropiación es justamente el 
valor que le paga por la desmembración del terreno ; que final- 
mente, y que para que no quede lugar á duda, la simple inspec- 
ción del plano de foja 2, aceptado por la parte de Olmedo, de- 
muestra que la expropiación no priva al terreno de Olmedo de 
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frente al camino, pues este sólo se desvía, y pasa siempre por el 
costado mencionado. 

Por estos fuadamentos, fallo : fijando en un peso por metro 
cuadrado el valor del terreno ocupado, debiendo procederse á 
la escrituración en el término de diez días. Notifíquese oon el 
original. 

Agustín Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema 4 ¿orto 

Buenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que á la época de la demanda y déla 
respuesta^ las partes han estado de acuerdo respectode la indem- 
nización debida al propietario doctor Olmedo, quien manifestó 
estar conforme con el precio ofrecido por el ferrocarril. 

Que no se han producido hechos ulteriores que justifiquen el 
cambio de voluntad . 

Por ésto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
íí foja cincuenta, se confirma ésta con costas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. TÁRELA. — ABEL 
BAZAIt. — OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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<JACgA ccxi/r 



Criminal contra Marcelo Guarneri y Ambrosio Gaboardi, 

por robo al Banco de la Nación 



Sumario, — No infiere agravio la sentencia que oondena á 
cinco años de presidio al reo de delito de robo consumado, 
previsto y penado por el artículo 190, inciso 3 o , del Código de 
procedimientos. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Mayo 7 de 1896. 

Y vistos : El proceso iniciado por denuncia del gerente del 
Banco con motivo de la sustracción de la suma de cuatrocien- 
tos mil pesos nacionales del tesoro del Banco de la Nación Ar- 
gentina, de cuyos autos resulta : 

Que con fecha 29 de Mayo de 1894, el señor Pelayo Ledesma, 
gerente de dicho establecimiento, se presenta al señor jefe poli- 

T. Lili 22 
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tico, exponiendo : c Que á las cinco y medís de la tarde, más ó 
menos, estando en su oficina en el Banco, que no se habla ce- 
rrado para sus operaciones internas, se presentó el contador don 
Manuel Arnaldi, haciéndole saber qneen ese momento el teso- 
rero señor Bartolo Borzone le avisaba que notaba la desaparición 
de la caja del tesoro de dos paqnetes de billetes moneda nacio- 
nal, conteniendo la suma de cuatrocientos mil pesos nacionales 
de curso legal, en billetes de doscientos pesos. 

Que inmediatamente se presentó ei exponente acompañado del 
contador y tesorero al tesoro á verificar la existencia en él, en- 
contrando la falta que menciona. 

Qneen el mismo intervalo procedió á llamará los consejeros 
y abogado del Banco, y que con sólo tres de ellos qne se consi- 
guieron á esa hora, verificó nuevamente la existencia, resultan- 
do siempre la falta indicada. 

Que á las ocho p. m. consiguió reunir al consejo pleno y se 
resolvió llamar al jefe político al Banco, quien personalmente 
examinó la caja, verificando y confirmando que no habla vio- 
lencia ninguna en ella. 

Que iniciado el correspondiente sumario por la policía, se 
practicaron diligencias tendentes al esclarecimiento del hecho, 
las que consistían en la detención y recepción de la declaración 
de todo el personal del Banco, entre estos las de Marcelo Guar- 
nen, domiciliado en esta ciudad, italiano, casado, mayordomo 
de este establecimiento. 

Que de esas declaraciones, más tarde ratificadas con las for- 
malidades de ley ante el juez doctor Escalada, nacían indicios de 
sospechas sobre dicho Guarnen, ya como autor, sabedor ó cóm- 
plice del delito, sospechas que reconocían como fundamentos el 
hecho de haber tenido en su poder, en mnchísimás oca- 
siones, las llaves del tesoro del Banco que se remitían por in- 
termedio de aquel al gerente y al tesorero, respectivamente, 
sin verificar la entrega inmediata de ellas (declaraciones de 
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Lassaga, Árseno, Basch, Britos, Borzone, Ledesma, Arnaldi y 
Covaui). 

Que de las declaraciones de Guarneri (foja* 4Q y siguientes) 
en que se reconoce autor del delito, confesión prestada después 
de una conversación con el jefe político Domínguez, en la que le 
hizo ver la honrados de tantos empleados que comprometía del 
Banco y la desolación de las familias, y del ofrecimiento que le 
hiciera el mismo jefe dedarle dinero, la impunidad y el secreto, 
facilitándole los medios para regresar á Europa, resulta que el 
robo lo ejecutó el mismo Guarneri eldía23del mes de Mayo de 
1894, á las 5 p. m. más ó menos, hora en que se había retirado 
el gerente contador y todos los empleados del Banco, con eicep- 
cepcion délos de la contaduría, délos que no temía fueran al te- 
soro, porque nada tenían que hacer allí, abriendo el tesoro con 
llaves falsas que hizo construir con Antonio Gaboardi. 

Que en esa misma declaración Guarneri, explica las circuns- 
tancias del hecho de la siguiente manera : 

cQue di tesoro no lo conocía por no haber entrado jamás ; que 
penetró á él y una vez adentro no tomó los billetes de valores 
menores porque cualquier cantidad haría mucho bulto ; que 
recorrió con la vista el tesoro y sacó de la caja chica, porque 
encontró billetes grandes; que tomó los paquetes con la mano 
y al alzarlos, cayeron los que estaban encima ; que demoró so- 
lamente minutos ; que salió cerraudo el tesoro y se llevó los bi- 
lletes á su pieza , que ese día debía partir con licencia para la 
chacra que tenía en sociedad con su cuñado ; que á las seis ó seis 
y media llevó diez paquetes de doscientos pesos á Gaboardi, 
como estaba convenido ; que no encontrándolo se los dejó sobre 
la cama en su cuarto ; que regresó al Banco y á la hora de la sa- 
lida del tren se fué á la estación ; que el dinero lo llevaba den- 
tro de la balijacon los vasos de vidrio, conforme se encontraron 
en la chacra; que llegó á ella al día siguiente y fingiendo salir 
á cazar, llevó uno por cada vez los vasos de vidrio para enterrar- 
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los donde se encontraron, que fué á dos mil metros próxima- 
mente hacia el Norte de la población de la chacra. » 

En cuanto á 1» forma Y causa de la idea de efectuar el robo lo 
explica así : 

c Que él era amigo de Gaboardi ; que un día, dos años antes 
del hecho, conversando con él le contó Guarnen que el Banco 
mandaba ana emisión á Buenos Aires ; que conversando Ga- 
boardi le dijo riendo : € sería bueno una balija », alo que le con* 
testó Guamieri que era imposible ; que Gaboardi le replicó qne 
él era capaz de hacer llaves ; que al siguiente día, con la inten- 
ción de probar su capacidad le llevó Guarneri el molde de la 
llave de un cajón, hecho en lacre, y que después de dos ó tres 
días le entregó Gaboardi una llave que venía perfectamente al 
cajón ; que de este trabajo nació la idea en combinación con Ga- 
boardi de efectuar el robo, llevándole el declarante los moldes 
de la llave de la caja de fierro y la construyó Gaboardi ; que el 
molde de las llaves del gerente lo tomó cuando éste las deja 
para el tesorero por la mañana sobre el escritorio y las del se- 
ñor Borzone'las tomó en distintas veces durante estaban meti- 
das en la puerta del tesoro, pero nunca en las veces que éste se- 
ñor mandó buscar las llaves que había dejado olvidadas en su 
casa ; que el modelo de las llaves se lo llevaba á Gaboardi, quien 
construíalas llaves, yendo una vez con el declarante para pro- 
bar una de ellas que no andaba bien; que las llaves estaban listas I 

como seis meses antes del hecho, y que él, Guarneri, jamás se | 

animaba á efectuar ese robo porque no tenía la intención de 
hacerlo; que Gaboardi alguna vez le preguntaba y él no hacia 
caso ; que el día 23 efectuó el robo sin haber pensado momentos 
antes de hacerlo ; que ninguna otra persona había tenido parti- 
cipación en el robo» . ( 
Por su parte, Gaboardi, en su declaración de foja 48, dice : 3 
c Que tiene participación en el robo ; que él hizo las llaves 
según molde que le trajo Guarneri ; que la idea del robo le vino 
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co?no año y medio antes de perpetrarlo, del modo siguiente: 
En una de las tantas vece* que fué á trabajar al Banco 6 se vio 
con Guarneri, hablando de lo mal que andaban sus negocios» 
le dijo que le faltaba capital para extenderlo y poder trabajar 
con más libertad. 

Que Guarneri le contestó que capital había en los Bancos, y 
que de allí se podría extraer si se pudieran hacer llaves fal- 
sas, contestándole el declarante que él se animaba á hacerlas, 
pero se hacía necesario tener las mismas llaves ó los moldes. 

Que uno ó dos días después, no se recuerda bien, Guarneri le 
llevó dos moldes de llave hechos en lacre sobre un papel, dicién- 
dole: c estos moldes de llave pertenecen al tesoro del Banco ». 

Que desde este día empezó á trabajar las llaves, haciéndolo 
de noche por no ser visto por persona alguna. 

Que esta operación duró aproximadamente un mes, masó 
menos, y el declarante se las entregó á Guarneri, dioiéndole 
las probase para saber si estaban bien ó no. 

Que Guarneri probó las llaves, encontrando una bien y no 
así la otra, por ofrecer dificultades, por cuya causase ladevol- 
vio para que la retocara, loque hizo Gaboardi llegando á per- 
feccionarla, siendo estas las llaves de la pieza donde se guarda 
la caja del tesoro del Banco. 

Que después de algún tiempo el mismo Guarneri, le llevó 
tres moldes más de llaves, en la misma forma que las anteriores, 
las que hizo no recuerda en qué tiempo, entregándoselas á. me- 
dida que las iba haciendo para que las probase; pero como le 
dijera Guarneri al declarante que ofrecían dificultades y que no 
abrían, y que como esa llave la había retocado varias veces con 
resultado negativo, el declarante le dijo á Guarneri que él mis* 
mo iría al Banco para probarla y darse cuenta de la falta á co- 
rregir, lo que hizo en una noche como á las siete ú ocho, con 
Guarneri, quien abrió cjn las llaves que había h^ch<> Gaboardi 
las puertas de la pieza donde s* guardaban las cajas, probao- 
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do el último las llaves en la caja del tesoro, y como no abría 
se la llevó á so casa para retocarla, lo que le costó mocho traba- 
jo, terminándola mes y medio antea de efectoar el robo. 

Qoe Guarneri,, una vez que tuvo en so poder las cinco lla- 
ves, hechas todas porGabóardi, le dijo áéste qoe esperaba ono 
ó más días de fiesta seguidos para realizar lo convenido, es de- 
cir, para extraer de las cajas del tesoro del Banco el 
dinero. 

Qoe el día 23 de Mayo, en qoe se efectuó el robo, Gaboardi 
había salido á la calle, y cuando regresó á so casa encontró 
sobre su cama diez paquetes de billetes de d ocien tos pesos cada 
uno en la forma que lo refiere Guarnen en so declaración antes 
consignada ; cuyo dinero lo ocultó parte en un pozo que había 
construido en so taller de carpintería á este objeto, y parte en 
la pierna perforada de una silla. 

Que ratificadas ante este tribunal las declaraciones de Guar- 
nen y Gaboardi, á fojas 116 y 119, y á petición del señor procu- 
rador fiscal se procedió á un careo éntrelos acusados á objeto de 
determinar con claridad el origen de la idea del robo, lle- 
gando á la siguiente conclusión, corriente á foja 140 : 

c Que Gaboardi dijo á Guarnen, hablando sobre su negocio de 
carpintería, que necesitaba dinero para darle desarrollo, á lo 
que Guarneri contestó : que él tambiéh lo necesitaría, existien- 
do gran cantidad en el Banco. 

« Que Gaboardi replicó que con eso nada se adelantaba, no 
pudiendo disponer de esos fondos, agregando entonces Guarne- 
ri, que para disponer de ellas necesitaría délas llaves del tesoro, 
á lo cual contestó Gaboardi, que él sabía hacer llaves, convi- 
niendo entonces ambos en proceder á so fabricaion. * 

Que elevados los autos á plenario, el señor Procurador fiscal 
formula su acusación de fojas 143 á 149, en la que pide la pena 
de diez años de presidio para Guarneri y ocho para Gaboardi y 
á la que se adhiere el representante del Banco por el memorial de 
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foja 155, produciendo la defensa de los procesados Gaboardi y 
Guarneri sus defensores doctor Martín Fregueiro y doctor Con- 
rado Pujol, respectivamente, de fojas 159 á 178 el primero, y 
de fojas 183 á 190 el segando, en coyas defensas se sostiene : en 
la primera, que el delito cometido es un simple hurto, según la 
ley, la jurisprudencia sentada y la doctrina sostenida por todos 
los autores en lo criminal, y pide en consecuencia se resuelva en 
definitiva conforme al inciso 4 o , artículo 37, é inciso 2* artículo 
193, Código Penal, librándose en oportunidad orden de libertad 
para su defendido ; y en la segunda « que la pena debe aplicarse 
teniendo en cuenta el mal material causado á la personería ó 
cuerpo de la víctima, y á la cantidad de dinero de que se le ha 
despojado» . 

€ Y que aún colocando ásu defendido Ouarneri en el peor de 
de los casos, considerándolo como autor de un delito frustrado, 
caería el hecho bajo la prescripción de los artículos 25 y 28 del 
Código Penal, porque el fin no se ha consumado en razón de ha- 
ber sido devuelto al damnificado toda la suma. > 

Abierta la causa á prueba, se produce la délos procesados, que 
obra de fojas 201 á 214; y vencido que fué dicho término se pu- 
siéronlos autos de manifiesto en la oficina, en cuyo estado los 
respectivos defensores de los procesados hacen mérito de la 
prueba, insistiendo por su parte el procurador del Banco en su 
escrito de acusación, después de lo cual se llamó autos para 
sentencia. 

X considerando ' I o Que el procesado Guarneri está convicto 
y confeso ser él el autor de la sustracción de cuatrocientos mil 
pesos moneda nacional, que extrajo del tesoro del Banco sin con- 
sentimiento de su dueño, con la intención de mejorar su for- 
tuna; que esta cantidad la repartió con Gaboardi, ocultando 
Guarneri la mitad de la suma que le correspondía. 

2 o Que la sustracción clandestina y fraudulenta de una cosa 
mueble contra la voluntad de su dueño, y haciendo uso de Ha- 
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ves falsas para conseguir el propósito, es un delito previsto y 
penado por el artículo 190, inciso 3 o , del Código Penal. 

El autor de este hecho ha cometido el delito de robo y no de 
€ simple tentativa > como dice su defensor. 

Los autores dicen que para dar por consumado el delito de 
robo, se requieren cuatro condiciones : primera, acto físico, la 
sustracción de la cosa; segunda, acto moral, intención frau- 
dulenta; tercero : naturaleza del objeto sobre que el delito pue- 
de recaer, cosa mueble; cuarta, falta de consentimiento ó vo- 
luntad de parte del propietario; y al caso sub-judice hay que 
agregar la circunstancia de haberse llevado á efecto el robo con 
llaves falsas. 

En el presente caso, Guarneri ha llenado todas las oondi-, 
ciones exigidas por la ley y por la doctrina para que su falta sea 
clasificada como robo calificado. 

Que el hecho cometido por Guarneri no puede ser apreciado 
como simple tentativa, cuando la resolución de cometer un delito 
ha sido manifestada por actos anteriores que tengan relación 
directa con él delito. Mas en el caso presente no existen esos 
actos exteriores que tengan relación directa con el delito; sino 
existe el delito mismo, consumado en todas las condiciones 
descritas por la ley y penadas por la misma. La confesión pa- 
ladina del reo no quita á los delitos el carácter criminoso de la 
acción, como si fuera un arrepentimiento voluntario antes de 
ejecutar el crimen. Si el arrepentimiento hubiera tenido lugar 
antes de la sustracción, perfectamente, no hay lugar á pena 
alguna. 

La confesión del reo hecha en el sumario del juicio no es 
sino una prueba del hecho y no una manifestación de arrepen- 
timiento del reo. 

Así, el asesino alevoso que victima una persona y declara el 
hecho con todas sus circunstancias ante el juez, ¿esta confe- 
sión importaría arrepentimiento del crimen, é inculpable de 
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pena según la tesis del defensor? Basta enunciar el caso para 
reconocer que es inadmisible esta dootrina. 

La ley y la doctrina ensenan que los delitos deben castigarse 
según la gravedad del hecho mismo y uo según las facilida- 
des que ha proporcionado el reo para la averiguación del 
delito. 

3 o Que el fiscal pide la aplicación del máximum de la pena, 
porque existen en contra de Guarneri las circunstancias agra- 
vantes de haber obrado con premeditación, astucia, fraude, 
abuso de confianza y por ser el lugar en que ejercía sus funcio- 
nes. Pero al mismo tiempo hay que tener en consideración para 
atenuar la pena, que el Banco se ha reintegrado casi com- 
pletamente del total de la suma robada, habiendo devuelto 
Guarneri toda la parte que le correspondió en la reparti- 
ción 

¿Sería justo ó equitativo castigar con el máximum de la pena 
tanto al que devuelve toda la cantidad robada, reparando el 
daño causado, como al autor del robo que ha aprovechado 
toda la suma sustraída, perjudicando gravemente al dueño del 
dinero? 

La conciencia pública y la del magistrado contestan, que 
siendo los efectos del delito muy diferentes en gtado, debe ser 
diferente la pena. Así lo tiene resuelto la Suprema Corte en el 
tomo 14, serie 2\ página 719. 

Por esas consideraciones, definitivamente fallo en esta sala de 
audiencias : condenando á Marcelo Guarneri á la pena de cinco 
años de presidio, de conformidad al artículo 190, inciso 3 o , del 
Código Penal, con descuento del tiempo de prisión preventiva 
sufrida, á razón de tres días de prisión por uno de presidio, se- 
gún la proporción establecida por. el artículo 49 del mismo 
Código . 

De conformidad al artículo 10 del Código de procedimien- 
tos en materia penal suspéndase el juicio respecto del procesado 
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Ambrosio Gaboardi hasta que sea capturado. Condénase á más 
á Guarnen al pago de costas, daños y perjuicios. 
Notifíquese con el original. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 19 de 1896. 
Exmo. Señor : 

Sólo uno de los procesados, Marcelo Guarnen, ha 'sido con- 
denado en esta causa, pues el cómplice Ambrosio Gaboardi, 
se encuentra prófugo, según lo expresa la sentencia de fo- 
ja 260. 

Estudiada la causa con la atención que exigía su trascenden- 
tal importancia, encuentro exactas y bienoonstatadas en el pro- 
ceso los resultandos que consigna la sentencia recurrida de 
foja 251 á 257. No es dudoso que se trata no de simple tenta- 
tiva, sino de un robo perpetrado en el Banco de la Nación Ar- 
gentina en el Rosario. 

La sustracción He ha oonsumado extrayendo 400.000 pesos 
del tesoro del Banco, partiendo esa suma entre el sustractor y 
su cómplice, y yendo los dineros á ocultarse bien lejos del lugar 
donde el robo fué perpetrado. No es tampoco dudoso ante el 
monto del valor sustraído del tesoro y casa del Banco, que el 
robo fué por 400.000 pesos, aun cuando no entrase en los cál- 
culos del autor, el sustraer tal suma. 

Si días después el dinero fué hallado y restituido á las ar- 
cas del Banco, esto no quita al hecho incriminado, el carácter 
de un delito consumado en toda su extensión y consecuencia. 
Inútil parece ante las circunstancias que caracterizan el hecho 
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incriminado la discusión abstracta del principio establecido por 
códigos y enseñado por la común doctrina, que distingue entre 
las diversas modalidades y penalidad, el robo del hurto, porque 
en el caso actual, sin desconocer las distinciones observadas, 
nuestro Código Penal ha calificado de robo, según su artículo 190, 
inciso 3 o : « La sustracción que aunque cometida sin violencia 
ni intimidaciones á las personas, se haya perpetrado con uso de 
ganzúa, llave falsa ú otro instrumento semejante >. Y este es 
el caso del proceso actual. 

El hecho fué premeditado y estudiado con mucha anticipa- 
ción, según las declaraciones de los mismos encausados. Las lla- 
ves fueron forjadas al efecto y encargadas y corregidas varias 
veces; la apertura de las cajas del tesoro se consiguió al fin con 
ellas ; y esto por el mismo mayordomo de la casa á quien incum- 
bía su guarda. 

No creo, sin embargo, comprendido en la disposición del ar- 
tículo 80 de la ley sobre orímenes contra la Nación y me inclino 
á pensar, ante las prescripciones del artículo 93 de la misma, que 
debe ser juzgado y penado como delito común, sujeto al régi- 
men del Código Penal. 

£1 artículo 190 de ese Código, que con tanta precisión ha se- 
ñalado la circunstancia del caso sub-judice, calificándolo de 
robo, y haciendo imposible con ello toda confusión, le impone 
la pena de 3á 10 años de presidio. £1 juez a quo, tomando un 
término equitativo entre esos dos extremos, aplica los cinco 
años de presidio al procesado Guarnen. De esta disminución 
del mínimum á la mitad, es sin duda, que el procurador fiscal 
toma fundamento para el recuso traído hasta Y. E. 

Si de una parte es de considerarse el carácter del agente, la 
magnitud del robo y la justa alarma que ha debido producir su 
perpretacion en un Banco oficial ; de la otra militan circunstan- 
cias atenuantes, que el juez ha considerado prudentemente en 
el tercer considerando de foja 259. 



1 



348 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

£1 procesado ha confesado franca y lealmente todos los proce- 
dimientos de la sustracción, de tal manera que á su confesión 
se debe el descubrimiento, que no se prevée pudiera obtenerse 
por otros medios. 

£1 procesado ha reconocido que sólo entró en sus propósitos 
un robo de 15 á 20.000 pesos, y que la magnitud de la suma 
encontrada en los paquetes cerrados, lo impresionó de tal ma- 
nera, que sólo pensó en la oportunidad de devolverla. 

Ha llevado personalmente á los agentes de la autoridad hasta 
los lugares apartados en que hallaron enterrado el dinero, y 
donde había sido difícil sino imposible descubrirle sin el con- 
curso eficiente del mismo procesado. 

Estas circunstancias, especialmente la última, constituyen 
motivos de atenuación de la pena, según el inciso 5 o , del ar- 
tículo 83 del Código penal. 

Reconociéndolo, no oreo deber sustentar el recurso instau- 
rado por el procurador fiscal á foja 261, y pido á V. E. la 
confirmación, por sus fundamentos, de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Rier. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 31 de 1897. 
Suprema Corte ; 

Las circunstancias favorables invocadas por la defensa á foja 
276, han sido apreciadas en el tercer considerando de la sen- 
tencia recurrida, y autorizado en consecuencia, la diminnoion 
del máximum déla pena, que en otro caso habría correspondido, 
atenta la gravedad del delito perpetrado. 
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Nada necesito agregar por elloá los considerandos de aque- 
lla sentencia y lo expuesto á foja 270, para solicitar nueva- 
mente de Y. E. la confirmación de la sentencia recurrida de 
foja 251. 

Sabiniano Kier. 



Falla de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Vistos y considerando : Que las constancias de autos demues- 
tran que el procesado Gnarneri es autor del delito de robo 
consumado, previsto y penado por el artículo ciento noventa, 
inciso tres del Código Pena). 

Que la sentencia apelada, condenando al procesado á la pena 
de cinco años de presidio, igual á la mitad del máximum y dos 
años superior al mínimum establecidos por el citado artículo, 
ha tomado en consideración la circunstancia atenuante de ha- 
ber el reo contribuido á reparar el mal causado casi en su tota- 
lidad, reduciendo la pena no obstante el valor considerable de la 
suma robada y la existencia de las circunstancias agravantes 
mencionadas en la sentencia. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor 
procurador general y de la sentencia apelada de foja doscientos 
cincuenta y una, se confirma ésta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA t CX1LVI 



Don Eduardo Almirón contra el Ferrocarril del Oeste de 

Buenos Aires ; sobre expropiación 



Sumario. — Siendo equitativo el precio de indemnización fi- 
jado por la sentencia de 1 a instancia, debe esta ser confirmada. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Noviembre 20 de 1896. 

Y vistos : Estos autos seguidos por don Eduardo Almirón 
con el Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires, sobre expropiación 
Je una área de terreno que ocupa el último entre las estaciones 
Juan M. Gutiérrez y Florencio Várela. 

Resulta: I o Que como consta á foja 128, se realizó el com- 
parendo verbal establecido por el articulo 6 o de la ley nacional 
de expropiación, en el que las partes procedieron lisa y llana- 
mente al nombramiento de peritos, los que aceptaron el cargo 
como consta á foja 12 vuelta. 
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2 o Que á fojas 135 y 136 ae expidió el señor Etcheverry, 
nombrado por el expropiado, estimando el valor del terreno y 
toda oíase de indemnizaciones en pesos 985 el metro cuadrado de 
terreno á expropiar. 

El perito del ferrocarril expropiante, á foja 138, estima á so 
vez en la suma de 410 pesos moneda nacional la hectárea de 
tierra, dando por compensados los perjuicios sufridos con las 
ventajas que al expropiado proporciona la vía férrea. 

3 o Que el Juzgado, en vista de la enorme diferencia de apre- 
ciaciones de los peritos, para mejor proveer, resolvió nombrar 
un tercero, para que asociado con el secretaria, practicaran una 
inspección ocular, debiendo expedirse el primero en vista délos 
informes referidos. 

4 o Que áfoja 149 se halla el acta de la inspección ocular y á 
foja 150 el informe del perito tercero, que avalúa en la suma de 
6000 pesos el valor de la tierra, incluyendo dooe años de ocupa- 
ción y los perjuicios ocasionados. 

5 o Que con este informe, quedó el expediente listo para sen- 
tencia. 

Y considerando: I o Que ninguno de los peritos establece la 
razón de su apreciaoion respecto del valor veaal de la tierra, li- 
mitándose el del expropiado y el tercero á incluirlo englobo 
con los daños y perjuicios. 

2 o Que en este caso, queda librada al arbitrio del juez la apre- 
ciación de ese valor venal, teniendo en cuenta que el terreno 
fué ocupado hace doce años, y que su valor de entonces, era re- 
lativamente mínimo al que hoy ha adquirido por causa de la lí- 
nea férrea y estaciones de la empresa expropiante que ha valo- 
rizado esas tierras. 

La ley de la materia prohibe tener en cuenta ventajas hipo- 
téticas (art. 16 de la ley citada), y ha de estarse solamente al 
valor de los bienes que hubieren tenido si la obra no hubiese 
sido ejecutada ni aun autorizada (art. 15, ibidem)ylos peritos 
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han dado un precio actual, separándose de las disposiciones 
terminantes citadas. 

3 o Que entonces, el criterio del juez ha de reposar en el mé- 
rito que arrojan los autos y la situación equidistante de los 
grandes centros de población que les diera un valor positivo. En 
la época de la ocupación los centros de población más cercanos 
del terreno en cuestión eran La Plata y el pueblo de Quilmes, 
por cierto bien retirados, y hoy son el pueblo de Florencio Vá- 
rela y la estación Juan M. Gutiérrez, adelantados por la em- 
presa de! ferrocarril expropiante. 

4 o Que dados esos antecedentes, y tratándose de chacras que 
sonde pan llevar en la actualidad, y no se ha argüido que lo 
hubieran sido en la época de la ocupación ; no es exagerado atri- 
buirle un precio de 1200 pesos la hectárea por precio venal de la 
tierra. 

5 o Que en cuanto á los verdaderos perjuicios causados, ellos 
no resultan comprobados, ni aun especificados en los dictáme- 
nes periciales, constando del acta de la inspección ocular practi- 
cada por el perito tercero y el secretario, que sólo quedan re- 
ducidos al simple cruce de la vía. Pero teniendo en cuenta el 
juzgado que por pequeños que ellos sean son siempre suscepti- 
bles de una compensación, no obstante la valorización adquirida 
por la proximidad de una estación; estima equitativa una indem- 
nización de 300 pesos. 

6° y último: Que en cuanto á la ocupación, la indemnización 
es de regla general que sea traducida en pago de intereres á 
estilo.de Banco, sobre el capital que resulte á juzgarse una vez 
que el quantum se haya hecho ejecutivo. 

Por todo ello, fallo en definitiva : fijando por precio venal del 
terreno á expropiar en la presente causa el de 1200 pesos por 
hectárea, con más la suma de 300 pesos por toda indemnización 
y los intereses á estilo de banco desde la ocupación sobre la suma 
que resulte líquida que deberá pagar el ferrocarril del Oeste de 
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Buenos Aires, dentro de diez días de ejecutoriada la presente, 
oomo asimismo el honorario de los peritos y los gastos de ac- 
tuación. Notifíquese con el original, regístrese y repónganse los 
sellos sin más trámite. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 2 de 1897. 

Vistos : Atento el mérito que arrojan los autos y considerán- 
dose equitativo el precio é indemnización fijados en la sentencia 
apelada de foja ciento cincuenta y cinco, se confirma ésta. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCtXYII 



El doctor don José M. Estrada, contra el Banco Nacional, por 
' cobro de honorarios ; sobre procedimiento de apremio 



Sumario. — Sin sentencia ejecutoriada que declare la obliga- 
ción de pagar los honorarios demandados, la regulación de és- 
tos no autoriza el procedimiento de apremio. 

t. lux 23 
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Caso. — El doctor José 11. Estrada demandó al Banco Nacio- 
nal por cobro de honorarios, que le fueron regulados en varios 
juicios en que intervino como mandatario de ese establecimien- 
to. El juez dio al juicio el procedimiento de apremio, dictando 
sentenoia, la que fué apelada por el Banco. Negado el recurso 
por tratarse de un juicio de apremio, el representante del Banco 
ocurrió de hecho. 



Fallo de la Suprema Carto 



Buenos Aires, Setiembre 4 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando : Que como lo ha establecido 
esta Suprema Corte en caso análogo, el presente no está com- 
prendido en las disposiciones legales que autorizan la vía de 
apremio, pues que no hay sentencia ejecutoriada que haya de- 
clarado la obligación de pagar los honorarios demandados, ni 
la demanda versa sobre materias regladas por el artículo tre- 
cientos ocho de la ley de procedimientos . 

Que por consiguiente, correspondiendo á este asunto el pro- 
cedimiento ejecutivo oomun, la sentencia de trance y remate 
promovida es apelable, conforme al artículo doscientos setenta y 
nueve de la citada ley 

Por esto, se declara mal denegado el recurso, y se lo concede 
en relación. Encontrándose el expediente ante esta Suprema 
Corte, autos, y líbrese oficio al Juez de Sección para que haga 
saber esta resolución ala parte de Estrada. Notifíquese con el 
original. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BON- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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;ausa cciiXin 



El patrón de la chata * Incansable* contra Van Oppen y C% 
por cobro de pesos ; sobre multa por infracción de la ley de 
sellos. 



Sumario. — En los contratos sujetos á pagos ó prestaciones 
periódicas, que no expresan plazo, el sello se gradúa compután- 
dose las entregas por el término de dos años. 



Caso. — Por infracción á la ley de papel sellado! en un docu- 
mento presentado con la demanda, el juez impuso la multa 
proscripta en la misma. Ejecutoriado el auto respectivo, se 
practicó la siguiente : 

Liquidación de la multa impuesta al documento de foja 1, que 
practica el infrascripto en cumplimiento del decreto de foja 27. 

La prestación periódica de 1000 pesos m/n mensuales, sin 
fijación de plazo para su término, queda determinada con arre- 
glo á la segunda parte del artículo 3 o de la ley nacional de sellos 
para el año 1 884, en dos años, dando por resultado una obligación 
valor de 24.000 pesos que debió ser extendida en papel sellado 
de 25 pesos según la escala de valores, incurriendo por su omi- 
sión en la pena establecida en el artículo 33 de la misma ley ó 
sea en la multa de 250 pesos. 

Saturnino Salvd. 
Rosario, Julio 15 de 1886. 
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El juez aprobó sin perjuicio esta liquidación y mandó que se 
pagara la multa por quien correspondiera, deduciéndose la parte 
ya pagada de sellos. 

El demandante y los demandados reclamaron exponiendo: 
que no es aplicable al contrato de que se trata al artículo 3 o 
de la ley de papel sellado y así lo demuestra su propia natura- 
leza y el tiempo que era presumible pudiera durar. 

Que lo que se propusieron las partes fué trasladar la carga del 
vapor t Dante » y descargarla en seguida, operaoion que podría 
durar 15 días ó un mes verificándose en condiciones normales y 
sin interrupción, no pudiendo prolongarse por dos ó más años. 
Que según lo dice el demandante sólo rigió el contrato duran- 
te dos meses y ocho días, término mayor que el que razonable- 
mente podría calcularse para realizar la operación. 

Que esto demuestra que los contratantes tuvieron la inten- 
ción de asignar al contrato una duración de uno ó dos meses á 
lo sumo. 

Que el impuesto aplicable sería, pues, el que fija el artículo 2 o 
de la ley alas obligaciones por 90 dias. Pidieron que se dejara sin 
efecto el auto aprobatorio de la liquidación, debiendo ésta prac- 
ticarse en la forma indicada, ó se les concediese apelación en 
relación. 

El juezconñrió vista al Procurador Fiscal, quien expuso: que 
el contrato ha podido durar 3, 4 66 meses, según fuera hacién- 
dose la carga, y la liquidación, por tanto, ha debido hacerse de 
acuerdo con el artículo 3° de la ley. 



Fallo del Juei Federal 



Rosario, Agosto 26 de 1886. 

Visto este incidente sobre multa por infracción á la ley de se- 
llos, por la presentación del documento de foja 1 . 
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Y considerando: I o Que la obligación He foja 1 es indeter- 
minada en cuanto á su duración, como del mismo texto y de la 
naturaleza del contrato se desprende. 

2 o Que los documentos en ese carácter están regidos por la 
prescripción del artículo 3° de la ley de sellos para 1884. 

3 o Que la liquidación ha sido hecha con arreglo al artículo 
menoionado, siendo ello por consiguiente ajustado á esa pres- 
cripción. 

4 o Que, por otra parte, se encuentra ya ejecutoriado 6 consen- 
tido el auto de foja 21 , cuyo auto fué dictado con posterioridad 
y con referencia á la audiencia consignada en acta de foja 17 
tu elta, versando por consiguiente esa disposición ejecutoriada 
á la aplioacion del artículo 3 o de la ley de sellos mencionada y 
que fué él reclamado, no procediendo entonces la reposición que 
se solicita. 

5 o Que en este concepto la aprobaoion « sin perjuicio > de la 
liquidación verificada no puede ser argüida por las partes que 
han incurrido en la multa y en el sentido de la diminución de 
ésta, limitándose aquella frase sólo á la parte del Procurador 
Fiscal por lo que pudiera existir de menos. 

6 o Que amerito de la fuerza ejecutoria adquirida por el de- 
creto de foja 21, se hace asimismo improcedente la solicitud de 
reforma de la liquidación de foja 29, porque no es sino una con- 
secuencia inmediata y natural desprendida de ese decreto con- 
sentido. 

Por estos fundamentos no ha lugar á lo solicitado en lo que se 
refiere á la reforma de la liquidación y concédese en relación el 
recurso de apelación interpuesto, debiendo remitirse estas actua- 
ciones á la Suprema Corte. Hágase saber y repónganse los se- 
11 os en el acto de la notificación. 

G. Escalera y Zuviria. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires» Mayo 11 de 1892. 
Suprema Corte : 

Los autos de fojas 8 vuelta y 22 vaelta, quedaron ejecutoria- 
dos en cuanto disponen la agregación de sellos y pago de multa 
correspondiente. 

Pero la liquidación de foja 29, en cuanto determina el valor 
del sello de la obligación de foja 1 es un heoho producido con 
posterioridad y materia de los recursos interpuestos á foja 30. 

Opino que la liquidación de foja 29 es arreglada al mandato 
de la ley de sellos de 1884. 

Se trata en el documento de foja i del arrendamiento de un 
buque, por un tiempo indeterminado y por un precio de 1000 
pesos mensuales. Es precisamente el caso regido por el artí- 
culo 3° de la ley, cuando determina que en los contratos sujetos 
á pagos ó prestaciones periódicas, si no se expresase plazo, se 
graduará el sello, computándose las entregas por el término de 
dos años de360dias.) 

La mayor ó menor duración del contrato en nada altera su 
condición de plazo indeterminado y prestaciones periódicas que 
son objeto especial de la disposición citada. 

Por ello pido á V. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 
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Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 4 de 1897. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja treinta y oinco. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LU18V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BOT- 
6E. — JUAIfE. TORREKT. 



CAUSA CCXLIX 



Criininal contra Francisco Casarettoy Rodolfo Balparda, por 
hurto de cupones al Banco Hipotecario Nacional 



Sumario. —El delito de hurto por valor mayor de quinientos 
pesos cae bajo la sanción del artículo 193, inciso 2 o , Código 
Penal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

De los antecedentes de este proceso resolta que se trata de la 
sustracción de nn número dado de copones del Banco Hipoteca- 
rio Nacional que han sido indebidamente cobrados según las 
constancias de autos. 

Resalta igualmente que se trata al propio tiempo del cobro de 
cupones ya pagos por medio de falsas planillas. En las constan- 
cias del prooeso se halla perfectamente establecido una y otra 
cosa. 

Según esas mismas constancias resulta culpable en primer 
término el ex-empleado del Banco Hipotecario don Rodolfo Bal- 
parda, estableciéndose esa culpabilidad, por las siguientes cir- 
cunstancias: * 

I o Por las declaraciones concordantes de Francisco Oasaretto., 
en la Policía, ante Y. S. y en el careo con Balparda; 

2 o De las declaraciones de Negri y de la mujer Martigni, 
quienes concuerdan en referir un incidente que Balparda niega 
en parte y que en parte confiesa; 

3 o De las declaraciones de los empleados del Banco Hipoteca- 
rio, quienes uniformemente constatan la desaparición de Bal- 
parda de su oficina; 

4 o Las planillas falsas que aparecen en autos, hechas por 
Balparda, según se desprende del informe caligráfico están con- 
firmadas por la presunción vehemente de que no han podido 
ser hechas por otra persona que no fuera de la oficina; estando 
constatado que el dicho Balparda era empleado que intervenía 
en esa operación; 

5 o Por último, La manera poco justificada con que el dicho 
Balparda explica su ausencia de Buenos Aires y la coincidencia 
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de haber desertado de su oficina sin aviso ni permiso en el mo- 
mentó mismo en que se descubría la defraudación al Banco. 

Piensa, pues, por esto, este ministerio que Balparda se halla 
comprendido dentro de los términos del artículo 268 del Código 
Penal y que debe aplicársele la pena que en ese articulo se es- 
tablece. 

En cuanto á Casaretto, reputándolo cómplice en primer gra- 
do de Balparda, con arreglo al inciso 3° del artículo 33, pienso 
debe aplicársele la pena que establece el inciso 5 o del artículo 
34, Código Penal. 

J. BoteL. 



Auto del Juei Federal 



Buenos Aires, Setiembre 11 de 1896. 

Y vista la presente causa iniciada de oficio, de la que re- 
sulta: 

Que el subtesorero del Banco Hipotecario Nacional, señor 
Luis D. Rodríguez, el 30 de Octubre de 1893, se presentó ante 
la comisaría primera denunciando que ese dia, oomo á las 12 p. 
m. una persona fué al Banco á cobrar varios cupones decédulas 
con la numeración que en sa denuncia indica, oupones que ha- 
blan sido sustraídos al establecimiento el día 2 de dicho 
mes. 

Que posterior á esto, y según nota dirigida á este juzgado por 
el Vice-Presidente del Banco Hipotecario Nacional, foja 52, 
aparece haberse pagado unos nuevos cupones, que también ha- 
bían sido sustraídos á dicho Banoo, y son los que constan de las 
planillas que obran de foja 46 á foja 51. Que según nota de 
foja 30, los cupones sustraídos y que fueron motivo de la de- 
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nuncia del señor Rodríguez habían sido pagados anteriormente 
al Banoo de Londres. 

Qae según declaración indagatoria de Francisco Casaretto, 
Rodolfo Balparda es quien le dio los cupones que aparecen sus- 
traídos para que los cobrara, por cuya razón fué éste reducido 
á prisión. 

Que instaurada la acusación fiscal y oidas las respectivas de- 
fensas, se abrió la causa á prueba, habiéndose producido la que 
obra á foja 122, llamándose autos para definitiva. 

Y considerando: I o Que el cuerpo del delito se encuentra com- 
probado por la declaración de Francisco Casaretto, por los cu- 
pones cuya nónima consta á fojas 20, 38 y 39, documentos de 
fojas 33, 37, 46 y 51, y demás antecedentes de la causa. 

2 o Que Rodolfo Balparda, sin sobrenombre ni apodo, argen- 
tino, de estado casado, chacarero, con domicilio en la calle de 
Bolívar número 1125, se encuentra vinculado á este proceso con 
motivo de la declaración de Francisco Casaretto, quien en su 
indagatoria de foja 10 dice: que aquél en varias ocasiones le en- 
tregó para que le cobrara del Banco Hipotecario Nacional, unos 
cupones de cédulas de la serie C, y que al ir el 3 de Octubre del 
año de 1893 á cobrar 45 de ellos, que la noche antes le había 
entregado, suscribió la planilla con el nombre de Elía Castruc- 
cio, poniendo este nombre y no el suyo, porque Balparda se lo 
pidió así lo hiciera. Que cobrados dichos títulos y entregado su 
importe, Balparda le dio otros 15 cupones también de la serie C 
para que se los cobrara, lo que efectuó al siguiente dia 4. Que 
posterior á esto, dice recibió del mismo Balparda cuarenta cu- 
pones letra C oou recomendación de que no fuera á cobrarlos al 
Banco, y que los vendiera en cualquier casa de cambio, y que 
en virtud de ello los llevó á vender á una agencia de la calle 
de Cangallo número 450 y entregó al dueño de ésta veinte de 
dichos títulos y que al volver á cobrar su importe fué cuando 
el agenciero lo hizo reducir á prisión. 
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3 o Que si bien el procesado Balparda niega en absoluto los 
hechos base délas afirmaciones de Casaretto, en autos hay prue- 
bas y antecedentes bastantes para demostrar su culpabilidad. 
Es un hecho indiscutible, y que se encuentra por otra parte 
justificado por las declaraciones de LuisD. Rodríguez, José M. 
Sanguinetti, Luis F. Trejo, empleados todos del Banoo Hipote- 
cario, y por la del mismo Balparda, que la sustracción de los 
cupones sólo ha podido ser efectuada por un empleado de la te- 
sorería del mismo Banco, dada la forma 6 mecanismo como se 
procede al efectuar el pago de esos títulos, pues que los sus- 
traídos formaban parte de la planilla presentada por el Banco de 
Londres, según se halla justificado por el certificado de foja 37, 
pedido por el Gerente de dicho establecimiento. 

4° Que los calígrafos señores Aldao.TTzal y Hoyo se encuentran 
unánimes en afirmar, después del estudio comparativo hecho de 
los diversos documentos que se les ha exhibido, que la planilla 
de foja 38, así como la fecha de ese documento, ha sido escrita 
por el procesado Balparda, razón por la que el juzgado estiman- 
do el mérito legal de ese dictamen le atribuye pleno valor pro- 
batorio, oon arreglo al artículo 346 del Código de Procedimien- 
tos Criminales, y si bien estos hechos, en otros casos, no podrían 
por sí solos ser bastantes para demostrar su culpabilidad en el 
delito porque se le procesa, en el presente, ellos gravitan en su 
contra, teniendo en consideración además estas circunstancias: 
a) que Balparda en su indagatoria manifestó que si bien ha 
visto que Casaretto ha estado en el Banoo á cobrar cupones, él 
ninguna vez ha llenado las planillas que aquel llevaba, lo que 
demuestra una falsedad y una idea preconcebida de ooultar la 
verdad, pretendiendo así hacer desaparecer todo rastro que pu- 
diera conducir al esclarecimiento déla sustracción de esos títu- 
los; negativa ésta que ha sido comprobada y destruida completa- 
mente por los informes periciales que se estudian; b) el hecho 
de haber Balparda abandonado repentinamente el empleo que 
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tenía en el Banco sin dar aviso alguno, adoptando precauciones 
para que no se supiera so paradero y coincidiendo la época de 
sn salida con la de la sustracción de los cupones, establece una 
otra grave presunción en su contra, mayormente teniendo en 
vista que la causa alegada en la defensa para justificar esa 
ausencia, no ba sido comprobada; c) aumentan esas presuncio- 
nes, teniendo además presente que el presunto autor de la sus- 
tracción de esos cupones, no ha podido ser otro, como queda es- 
tablecido, sino un empleado de la Tesorería del Banco, en cuya 
oficina se hallaba Balparda trabajando ; d) el heoho afirmado 
por Casaretto de haber entregado á aquel 10 pesos á cuenta de 
los cupones que le dio á cobrar y cuya entrega dice la efectuó 
por intermedio de Francisco Negri, hecho que fué negado por 
Balparda, pero que se encuentra comprobado por aquél, y si es 
verdad que éste nada sabe acerca de la causa 6 motivo de la en- 
trega de ese dinero, aquella negativa por sí sola autoriza á pre- 
sumir la verdad de la causa alegada por Casaretto, pues ella 
demuestra que la intención del prooesado es ocultar todo he- 
cho que pueda servir de antecedente ó base á presumir su inter- 
vención en el delito porque se le procesa, y de no ser así no 
hubiera negado la entrega de ese dinero, que por sí sola no 
constituye acto delictuoso. Todas estas presunciones ó indioios 
graves, precisos y concordantes forman una conviocion moral 
y legal plena de que Balparda es uno de los autores del delito 
incriminado, cuyas presunciones constituyen prueba legal por 
hallarse cumplidos todos los requisitos requeridos por los artí- 
culos 357 y 358 del citado Código. 

5 o Que el acto ejecutado por Balparda y que da motivo á este 
proceso, importa el delito de hurto, que es la sustracción clan- 
destina de unacosa ajena, artículo 193, Código Penal, pues que 
en ese delito no concurren ninguna de las circustancias especia- 
les determinadas en el artículo 187 y siguientes del mismo Có- 
digo para poderlo calificar de robo. El no importa tampoco una 
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malversación de caudales públicos, como opina el ministerio pú- 
blico al pedir la aplicación de la pena que marca el artículo 268, 
en razón de que para que este delito exista es condición indis- 
pensable que la cosa sustraída haya estado bajo la guardia y 
custodia de la persona que ha dispuesto de esos bienes, y en el 
presente caso, si bieu Balparda es empleado de la Contaduría 
del Banco Hipotecario Nacional, se hallaba allí como simple es- 
cribiente, cuyas funciones son por lo tanto ajenas á las del ca- 
jero 6 tesorero, que es el que verdaderamente custodia los teso- 
ros de esa repartición. 

6 o Francisco Casaretto, sin sobrenombre ni apodo, italiano, 
casado, peón, domiciliado calle Pasco número 889, ligado tam- 
bién en esta causa, se halla convicto y confeso haber sido él 
quien fué al Banco Hipotecario Nacional á cobrar los cupones 
que apareoen hurtados y que constan de las planillas de fojas 38, 
39 y 51, si bien alega en su descargo que esa operación la hacía 
por encargo de Balparda. 

Su intervención en el cobro de los cupones lo constituye en 
coautor del delito motivo de este proceso, de acuerdo con el 
inciso 2 o del artículo 21 del Código Penal, y sujeto por lo tanto 
á las penas señaladas por el artículo 193, inciso 2 o , pues que, 
independientemente de haberse hallado en su poder el cuerpo 
del delito, su intención criminosa al efectuar el cobro de esos 
cupones está por él mismo demostrada, cuando confiesa haber 
consignado en las planillas un domicilio que no era el suyo y 
un nombre supuesto como es el de Elia Castruccio, que aparece 
en el documento de foja 38, hechos estos que sólo pueden ser 
ejecutados por una persona qne sabe comete un delito y que 
oon ello pretende ocultar su responsabilidad, aparte de que im- 
portando tal hecho la comisión de un acto delictuoso, se presu- 
me que el agente ha obrado con voluntad criminal, voluntad 
que subsiste desde que no resulta un i presunción contraria de las 
circunstancias particulares de la causa : artículo 6 o , Código Penal . 
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Esta misma intención criminal se halla demostrada, tenien- 
do presente que, segnn su propia confesión, cnando Balparda le 
dio los cuarenta cupones, á que se refiere el 2 o considerando, le 
encargó no los fuera á cobrar al Banco y que los llevara á una 
agencia á vender, confesión que es la prueba más acabada de 
que Casaretto sabía que iba á vender bienes de procedencia ile- 
gitima. 

7 o Que este proceso comprende los delitos cometidos por la 
sustracción de los cupones que se hallan detallados en las pla- 
nillas de fojas 38, 39,46, 47, 48, 49, 50 y 51 y los que se de- 
terminan á foja % encontrados en poder de Casaretto, y si bien 
en estos últimos y los que comprenden las planillas de fojas 38, 
39 y 51, ha sido constatado ser sus autores Balparda y Casaret- 
to, no sucede lo mismo respecto de los demás, en que no hay 
prueba alguna respeoto de su autor, por cuya razón correspon- 
de su sobreseimiento. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: I o 
condenando á Rodolfo Balparda y Francisco Casaretto como 
autores del delito de hurto de cupones sustraídos del Banco 
Hipotecario Nacional y que se hallan determinados á fojas 2, 
38, 39 y 51 , á la pena de dos años y medio de prisión, de acuerdo 
con el artículo 193, inciso 2 o , del Código Penal, teniendo en vis- 
ta que el valor de lo hurtado excede á la cantidad de 500 pe- 
sos, á la concurrencia de la circunstancia agravante de, la reite- 
ración, artículo 85, con más sos accesorios legales, artículo 69, 
y costas procesales, debiendo descontárseles de esta pena el 
tiempo de prisión preventiva sufrida; y encontrándose los pro- 
cesados en libertad bajo la fianza personal de don Manuel Mag- 
daleno y don José Martínez Borazas, notifíquese á estos pre- 
senten sus fiados dentro del término de 5 días, bajo apercibi- 
miento de derecho; y 2 o sobreseyendo definitivamente respecto 
del delito de hurto de los cupones también del Banco Hipoteca- 
rio Nacional que consta de las planillas de fojas 46, 47, 48, 49 
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y 50, por falta de pruebas que demuestren quien sea su autor. 
Comuniqúese y notifíquese con el original. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1896. 
Suprema Corte : 

£1 acusador fiscal había pedido, á foja 95 vuelta, contra el 
procesado Balparda, la pena que establece el artículo 268 del 
Código Penal. 

La sentencia de foja 137, reconociendo la existencia de pre- 
sunciones que constituyen prueba bastante, con sujeción á las 
prescripciones délos artículos 357 y 358 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, declara aplicable á este procesado la 
pena de dos años y medio de prisión, con sujeción á lo estable- 
cido en el artículo 492, inciso 2 o , del Código Penal. 

Surge de ahí sin duda, el recurso de apelación instaurado 
por el Procurador Fiscal á foja 143 vuelta. 

Aceptando los hechos como resultan apreciados en los consi- 
derandos de la sentencia recurrida, pienso que no puede atri- 
buirse al procesado Balparda, que tuviere á su cargo la admi- 
nistración ó custodia de los bienes 6 valores sustraídos al Ban- 
co Hipotecario. El carácter mismo del empleo que desempeña 
en la contaduría, contradice la suposición de administración ó 
custodia, por razón de ese cargo, de los valores sustraídos. 

£1 hecho es entonces el hurto á que se refiere el artículo 193 
del Código Penal, mediando reiteración y alcanzando con ella 
el valor délo hurtado á una suma que excede de 500 pesos. 
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Considero justa la pena de dos años y medio de prisión, im- 
puesta en la sentencia, en consideración á las cirounstancias 
enumeradas, y pido por ello á V. E. se sirva confirmarla, tanto 
en lo referente áBalparda, como eu lo relativo al otro procesa- 
do Francisco Casaretto, que se halla en igual caso. 

Sabiniano Kier. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 24 de 1897. 
Suprema Corte: 

La expresión de agravios de fojas 151 y 156 no desvirtúa los 
fundamentos de la sentencia de foja 137, que declara á los pro- 
cesados Balparda y Casaretto, autores de la sustracción de bo- 
nos del Banco Hipotecario Nacional. 

No existeuna prueba directa contra los procesados; pero cons- 
ta el cuerpo del delito y el sumario arroja una serie de presun- 
ciones tan precisas, múltiples y concordantes, que equivalen á 
aquella, según lo proscripto en los artículos 357 y 358 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. 

En efecto, si la sustracción de los cupones depositados en la 
Tesorería del Banco, sólo ha podido ejecutarse por un empleado 
de la misma, según declaraciones uniformes de empleados de 
aquel establecimiento, si resulta comprobado por el informe ca- 
ligráfico delosseñores Aldao, Uzal y Hoyo, que las planillas fal- 
sas que sirvieron para el pago de los bonos sustraídos, son de puño 
y letra del procesado, no obstante sus negativas categóricas al 
respecto, si es exacto también que Casaretto atribuye á Balpar- 
da y no á otro, la posesión de los bonos que recibió para cobrar, 
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8ila fuga de Bal par da apenas se sintieron las primeras presun- 
cioaes déla sustracción, no ha sido explicada satisfactoriamen- 
te; tales hechos, con los demás analizados en la sentencia, con- 
ducen á la conclusión de ser él autor del hecho de que se trata. 
La pena legal del delito, aplicando la legislación más benig- 
na, por los fundamentos del 5° considerando de la sentencia 
recurrida, sería de uno á tres años de prisión, con sujeción á lo 
proscripto en el artículo 193 del Código Penal. 

Pero el procesado ha consignado á la disposición del juzgado 
1050 pegos moneda nacional , para hacer desaparecer el perjui- 
cio material ocasionado por el delito que ha dado margen á la 
formación de esta causa, según lo expresa su escrito de foja 108 
y el certificado de foja 107. 

El haber procurado con ello reparar el mal causado, es una 
circunstancia atenuante, según el artículo 83, inciso 5 o , del Có- 
digo Penal. 

Parece justificado tomar en consideración esa circunstancia, 
cuando en la causa actual, á pesar de la vehemencia de las pre- 
sunciones, siempre dejó cierta vacilación en el espíritu, la falta 
de una prueba directa, y aplicar al procesado Balparda el míni- 
mun de la pena del Código Penal. 

Esa pena también debe ser disminuida á mi juicio en cuanto 
á Casaretto. No consta su participación directa en el hecho 
material de la sustracción, ni ha podido tomarla, dentro de un 
establecimiento público como el Banco, en cuya tesorería sólo 
pudo practicarla sustracción alguno de sus empleados, como lo 
constata la prueba. 

Casaretto, que ha recibido los bonos del empleado Balparda, 
que ha ido á cobrarlos sabiendo su mal origen, puesto que 
ocultaba su responsabilidad dando falso nombre y falso domici- 
lio, resulta cómplice en segundo grado, según el artículo 36, 
inciso 4°, del Código Penal . Él h x ocultado el hecho y dado ayu- 
da para cobrar los bonos. 

T. LXIX %\ 
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i 

Su pena sería entonces la que establece el articulo 37, inciso 4 o 
estoes, la sexta parte de la prisión impuesta al autor principal. 

Un año de prisión á Balparda y la sexta parte de esa pena á 
Casaretto, satisfarían la vindicta públioa con sujeción á las dis- 
posiciones de las leyes citadas. 

Estudiada y meditada nuevamente esa causa, por la carencia 
de pruebas directas sobre los grados de criminalidad y la legis- 
lación aplicable, dado el carácter de los hechos resultantes, me 
inclino alo más favorable á los procesados, según el principio 
consignado en el artículo 13 del Código Penal, y pido por elloá 
Y. E. se sirva disminuir en la forma expresada las penas impues- 
tas en la sentencia recurrida, revocándola en esa parte. 

Sabiniano Kier. 



Jfallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 4 de 1897. 

Vistos y considerando: Que como lo demuestra la sentencia 
apelada, las constancias de autos registran una serie de hechos 
suficientes para dar por plenamente probado el delito que mo- 
tiva esta causa, de conformidad con el artículo trescientos cin- 
cuenta y ocho del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Que Casaretto recibiendo de Balparda los cupones sustraídos 
y cobrándolos, todo con conocimiento de la procedencia de esos 
cupones, debe ser considerado coautor del delito, conocimiento 
que se demuestra también en dicha sentencia. 

Por esto y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja ciento treinta y siete. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA 



1*1 



Criminal contra Abraham Heredia, por homicidio en la playa 

del rio Paraná 



Sumario. — La confesión calificada no es indivisible cuando 
las constancias de autos desautorizan la cali ñcacion. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juei Federal 



Rosario, Marzo 26 de 1897. 

Vistos : el presente proceso instruido á Abraham Heredia, 
de estado soltero, de nacionalidad argentino, domiciliado en 
esta ciudad, de 43 años de edad, de profesión jornalero, aousa- 
do de delito de homicidio, cometido en la persona de José Gon- 
zález 6 Burgos, de loque resulta : 

I o Que á foja 1 del sumario levantado por la subprefectura 
marítima, de esta ciudad, se constató: que el dia 4 de No- 
viembre 1805, siendo próximamente las 8 p. m., encontrándose 
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el sujeto Abraham Heredia en la playa del rio y en el paraje 
denominado Bajada de Santa Cruz, lugar habitado por Gonzá- 
lez ó Burgos y Juan Duran, sostuvo con el primero de estos un 
altercado en momento que llegaba Santiago Ferreyra (ó Pico 
negro); que en presencia de éste, González ó Burgos amenazó á 
' Heredia con quemarlo con agua caliente si no se retiraba, lo que 
efectuó en vista de la persistencia del último; que entonces He- 
redia sacó una cuchilla, é infirió á González (ó Burgos) una he- 
rida en el bajo vientre; que estas informaciones fueron confir- 
madas por la víctima. 

Que á foja 2 presta declaración el testigo Juan Duran, el 
que expuso : que en la noche del 4 de Noviembre de 1895, al 
penetrará su vivienda, encontró en ella al individuo José Gon- 
zález (ó Burgos) que estaba herido, quien le manifestó que lo 
había sido por Abraham Heredia, y por cuestiones de bebida ; 
que por temor de que falleciera, no quiso dejarlo sólo, por lo 
que recien el día siguiente dio cuenta de lo ocurrido á la autori- 
dad marítima. 

Que á foja 3 declara el testigo Santiago Ferreyra (a) «Pico 
negro >, que el día mencionado (i de Noviembre) se dirigió á 
casa de Duran cun el objeto de llevarle algunos artículos ali- 
menticios y encontró allí á González ó Burgos y á Heredia en 
estado grande de ebriedad : que el declarante tomando mate y 
en circunstancia que conversaba con un joven que pescaba á po- 
cos pasos, vio que Heredia se trabó en disputa con González ó 
Burgos y éste le amenazó con echarle con agua caliente lo que 
así hizo ; que Heredia le aplicó á González ó Burgos mía puña- 
lada, huyendo en seguida ; que el declarante, acompañado deV jo- 
ven que pescaba, persiguieron á Heredia, pero al subir la ba- 
rranca lo perdieron de vista, habiendo oído que dijo c vengan 
no más que puede ser que mate á otro ». 

Que á foja 5 se acompaña el certificado del médico del puer- 
to, en el que se expresa: que la herida causada por Heredia á 
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la víctima, era penetrante, hecha con instrumento cortante y 
punzante, con salida de casi todos los intestinos y estando és- 
tos perforados en tres partes distintas y siendo su estado sama- 
mente grave, que falleció en ese momento. 

Que á foja 8 se consigna ia partida de defunción de José 
González 6 Burgos. 

Que á foja 12 comparece á la presencia judicial el detenido 
Abraham Heredia, el que contesta al interrogatorio á que se le 
sometió, que antes del hecho no estuvo enemistado con Gonzá- 
lez; que éste sucedió de este modo : 

Mientras el declarante pescaba en el río, en el paraje conoci- 
do por Bajada de Santa Cruz, vio al referido González que tra- 
taba de echar al ríoá un viejo manco cuyo nombre ignora ; que 
le preguntó el motivo de ese proceder, á lo que respondió Gon- 
zález que lo haría también con el declarante, y acto continuo 
lo atacó con golpes de cuchillo en la cabeza, consiguiendo evitar- 
los, porque puso el brazo ; que á pesar de esto, le cortó un poco 
el puño déla mano derecha ; que repitió sus tiros hacia el vien- 
tre, y entonces sacó el declarante su cuchillo y le tiró una pu- 
ñalada, mas sin intención de herirlo, dando en el blanco porque 
el que declara estaba un poco ebrio; que no vio anadie que haya 
presenciado el hecho, ni que nadie le haya perseguido ; que des- 
pués se retiró yendo á parar á Arroyo Seco; que no dio cuenta 
de lo que hizo á la autoridad, porque estaba ábrio, lo mismo 
que González ; que todo lo que declara sucedió en las primeras 
horas déla noche ; que el viejo manco á que se refirió más arri- 
ba, es Juan Duran ; que todo loque menciona tuvo lugar á cua- 
tro ó cinco metros déla orilla del agua, abajo de la barranca, 
estando crecido el río. 

Que á foja 21 corre la ratificación hecha por el testigo Juan 
Duran de su declaración de foja 2, agregando que quien tiene co- 
nocimiento del hecho es un amigo suyo á quien llaman Pico 
negro. 
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2 o Que á foja 34 se expide el señor Procurador fiscal, y fonda 
su acusación en las declaraciones de los testigos de fojas 2, 3 
y 21, en la del reo de foja 12, y en la partida de defunción de 
foja 8, relacionando los antecedentes del hecho, de acuerdo 
con el sumario levantado por la subprefectnra marítima, de 
foja 1, y según la declaración indagatoria de foja 12 ; el pro. 
cesado confiesa el haber inferido la herida á González de que ins- 
truye el certificado de foja 5; que esa declaración no concuerda 
con la del testigo Juan Duran de fojas 2 y 21, en la parte que 
dice que éste presenció el hecho, como tampoco lo está con la 
del testigo Santiago Fer rey ra, de foja 3; que en lo que se refiere 
& la afirmación del procesado, de haber sido atacado por Gon- 
zález á mano armad» de cuchillo, hay contradicción con la del 
testigo Ferreyra, porque éste sólo expresa « que González ame- 
nazó con echarle agua caliente, lo que así hizo ; entonces le apli- 
có á González una puñalada i ; que esta manifestación y la que 
hace el mismo testigo, de que uno y otro se encontraban bastan* 
te ebrios c son dos circunstancias que atenúan la responsabili- 
dad del reo » (art. 83 del Código Penal, incisos, 4 o y 7°); que no 
apareciendo ninguna agravante, debe aplicársele el artículo 96, 
inciso 4°, del mismo Código, debiendo condenar en definitiva al 
procesado Abraham Heredia, como reo de homicidio perpetra- 
do en la persona de José González ó Burgos, á sufrir la pena 
de 6 años de penitenciaría, descontándole la prisión preven- 
tiva á razón de dos días por uno y ai pago de las costas proce- 
sales. 

3 o Que á foja 30, el defensor, oontestaudo la acusación, pide 
que por no ser éste pasible de pena, se le absuelva ó por lo me- 
nos se dé por compurgada su falta con el tiempo de prisión que 
lleva sufrida; que en la confesión del hecho que hace el proce- 
sado, expresa también en su descargo la causa por qué hirió á 
González ó Burgos, que fué por la actitud agresiva de la vícti- 
ma ; que el proceder de Heredia es justificable, desde que lo 
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hizo en ejercicio del derecho de legítima defensa j no con otros 
propósitos ; que la afirmación del señor fiscal de estar el reo 
convicto y confeso, es inexacta, puesto que éste no confesó ca- 
tegóricamente el crimen de qne se le acusa, sino que respondió 
en defensa de su existencia á la agresión de González, cuyas 
consecuencias no pudo proveer; qne no hubo exceso en la de- 
fensa, porque ésta se hizo necesaria una vez que por el medio 
empleado por González, pudo causarle á aquél la muerte ; que 
estando disconformes las declaraciones de los testigos Duran y 
Ferreyra, únicas que figuran en autos, nada prueban en dere- 
cho ; que asimismo existe en el proceso uua circunstancia exi- 
mente de responsabilidad, y es la de haberse encontrado el reo 
totalmente ebrio en el momento que hería á González. 

4 o Que abierta la causa á prueba á foja 42 vuelta, no se pro- 
duce ninguna en autos. 

Y considerando : I o Que por las constancias del sumario for- 
mado por la subprefectura marítima á fojal, aparece Abra- 
ha m Heredia como autor de la herida causada á José González 
ó Burgos, de cuya consecuencia falleció, según obra del certifi- 
cado de fojas 5 y 8. 

2 o Que según la confesión del acusado, resulta efectivamente 
ser el autor de la muerte de José González, pero á la vez 
dice, que fué provocado á mano armada por la víctima y ade- 
más estuvo un poco ebrio y no tuvo intención de herirlo. 

3 o Que no existiendo en el proceso más prneba que la confe- 
sión calificada del reo, no puede ésta dividirse en perjuicio del 
confesante, y los motivos ó circunstancias que atenúan su res- 
ponsabilidad deben tenerse como ciertos, sin que importen 
excepciones, cuya prueba incumba al acusado ó su defensor, 
tanto más, que los antecedentes de relación ni otra circunstan- 
cia alguna dé lugar á presunción grave en contra del confesan- 
te (véase artículos 317 y 318 del Código de Procedimientos en 
materia penal). 
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4 o Que las excepciones de legítima defensa y de ebriedad 
que opone y en coya argumentación reposa toda la defensa, son 
inconsistentes ; la primera, porque para qne pueda alegarse 
como motivo eximente de responsabilidad, es menester que se 
use de aquella, dentro de las prescripciones legales, y por 
las constancias de autos no resulta así. Si bien ha habido agre- 
sión de la víctima, nunca justificará la resolución que el proce- 
sado tomó para contestarla ; no ha habido necesidad racional 
del medio empleado por el reo para repeler aquel ataque, porque 
cuando la ley exige que la repulsión de la ofensa sea necesaria 
y racional, quiere significar que la defensa se ejercite dentro de 
los límites que aconsejen las circunstancias del caso, es deeir 
que no sea excesiva, sino de acuerdo coh el ataque recibido. 

5* Que en lo que respecta á la embriaguez, se comprueba por 
la declaración del testigo Juan Duran, que la víctima le dijo 
t que estaba herido por cuestiones de bebida >, y la del testigo 
Ferreyra « que encontró á González ó Burgos y á Heredia en 
estado grande de ebriedad », lo que de ninguna manera puede 
deducirse como causa que lo absuelva de responsabilidad, cuan- 
do en autos no hay un solo indicio que la embriaguez de que se 
hace mérito sea involuntaria y completa. Luego, tanto la 
agresión de la víctima como la embriaguez de que estaba po- 
seído el reo, sólo puede alegarse como causas atenuantes, de 
acuerdo con el artículo 83 del Código Penal. 

6 o Que la declaración de los testigos no se puede tomar en 
consideración, en cuanto á la culpabilidad del acusado, porque 
sus declaraciones son disconformes, y además, la manifestación 
de uno de ellos está basada en la información del suceso que le 
ha hecho la víctima. Sólo queda la declaración de un testigo 
presencial, que por ser singular, nada prueba testis unus, testi 
nullus . 

Por estas consideraciones, fallo definitivamente en esta sala 
de audiencias: condenando al reo Abraham Heredia á sufrirla 
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pena de tres años de prisión, de acuerdo con el artículo 97 del 
Código Penal. Debiendo descontarse el tiempo de prisión su- 
frida. Con costas. Ademas, deberá satisfacer á quien corres- 
ponda, los daños y perjuicios ocasionados por el delito. Notifí- 
quese con el original y repónganse. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 37 de 1897. 
Suprema Corte: 

No existe otro testigo presencial del hecho imputado al pro- 
cesado AbrahamHeredia, que Santiago Ferreyra. 

Este testigo, en su declaración de foja 3, reconoce el estado de 
grave ebriedad en que se encontraba Heredia conversando y to- 
mando mate con Burgos, la reyerta de palabras surgida en ese 
instante y y la amenaza de la víctima contra el victimario, de 
echarle agua caliente. 

Esta declaración confirma lo expuesto por el procesado á foja 
12, resultando ante la ejecución comprobada de la amenaza, 
que fué la víctima misma que provocó el acto homicida, con 
ofensas ilícitas y graves, según la expresión del artículo 97 del 
Código Penal. 

Las consideraciones y fundamentos de la sentencia corriente 
& foja 45, son ajustadas á las constancias de autos y á las pres- 
cripciones legales. La pena de tres años de prisión, impuesta 
en esa sentencia, resulta por ello justa, ante la disposición del 
artículo 97 del Código citado; y lejos de adherir á la apelación 
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instaurada por el procurador fiscal, me inclino á la confirma- 
ción por sus fundamentos ; y así lo solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 2 de 1897. 

Suprema Corte: 

Reproduzco el pedido de foja 57. 

La confesión calificada es indivisible, no hay duda, pero es 
necesario que la calificación proceda en concordancia con el he- 
cho fundamental, y no sea contradicha por otras constancias de 
autos. 

El procesado Heredia confiesa á foja 12 que hirió á Gon- 
zález ó Burgos en defensa propia, siendo atacado por éste, con 
golpes de cuchillo, porque impedía al agresor que eohara a 
agua á un viejo manco. Esto resulta negado por el mismo viejo 
manco Duran, quien á foja 2 vuelta declara, que llegó á su ha- 
bitación y encontró ya herido á Burgos y González. 

No existía, pues, el protesto invocado como origen de la pro- 
vocación. 

El mismo procesado sostiene que fué acometido y herido con 
cuchillo, tampoco existe dato corroborante de esa referencia ; 
al contrario, Ferreyra, á foja 8, confirma lo declarado por la 
víctima, que sólo amenazó con echarle agua caliente, lo que 
hizo, aplicando entonces, Heredia á Burgos, la puñalada de que 
falleció. 

Si estas declaraciones no son eficaces por su singularidad para 
constituir plena prueba, conducen á desautorizar la eficacia del 
ataque, como causa necesaria de la muerte ó heridas en defensa 
propia. Porque tratándose de un hombre ebrio, aún mediando 
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una provocación con agua caliente 6 con cuchillo, no existía ne- 
cesidad racional del medio empleado para repelerla, como lo 
expresa el 5 o considerando de la sentencia. 

La herida en tales condiciones, no procediendo de ana nece- 
sidad ineludible, cae bajo el régimen del artículo 97 del Código 
Penal, por lo que reitero á Y. E. el pedido de confirmación de 

la sentencia recurrida . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1897. 

Vistos y considerando: Que las circunstancias del homicidio 
que motiva esta causa, según el mérito resultante de los autos, 
desautorizan la afirmación del procesado de que hirió á Gonzá- 
lez después que éste, sin motivo justificado, lo agredió con cu- 
chillo y cuando á causa de esa agresión se vio en la necesidad de 
defender su propia existencia. 

Que en tales condiciones, el principio de la indivisibilidad de 
la confesión sufre excepción, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo trescientos diez y ocho del Código de Procedimientos en 
lo criminal, como lo demuestra el señor Procurador general en 
su vista de foja sesenta y seis, haciendo valer los elementos de 
prueba, en cuanto al hecho, que sirven de fundamento á la doc- 
trina aplicable en este caso. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Proourador general y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja cuarenta y cinco, se confirma ésta, con costas. 
Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BGNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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« AUSA CXXI 



Criminal contra Pantaleon González ; por infracción ala ley 

de enrolamiento 



Sumario. — £1 haberse enrolado anteriormente no escasa la 
infracción á la ley posterior y decreto del poder ejecutivo orde- 
nando el enrolamiento general. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Agosto 17 de 1897. 

Vistos y considerando : I o Quede la declaración hecha por el 
detenido, á foja 4 vuelta, resulta que el no haberse enrolado en el 
último período, fué debido aun falso 6 errado concepto, fundado 
en haberlo hecho el año 95, como se comprueba por la papeleta 
de foja 3. 

2 o Que es verosímil el error invocado y en este concepto se 
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impone la ausencia de voluntad delictuosa; y oomo consecuen- 
cia la absolución del procesado. 

Por estas consideraciones, no obstante la opinión fiscal, fallo, 
mandando poner en libertad al procesado Pantaleon González, 
sin perjuicio del deber de enrolarse en el lugar de su domicilio. 
Notifíquese con el original, regístrese y líbrese los oficios res- 
pectivos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 25 de 1897. 
Suprema Corte : 

La ley número 3318 es esplícita ; no sólo declara obligatorio 
el enrolamiento, sino que castiga por su artículo 35 la infracción 
á sus mandatos. 

La excepción de ignorancia invocada, no es admisible en de- 
recho, pues el cumplimiento de toda ley es obligatorio, é inex- 
cusable después de la promulgación en forma legal; la orden de 
detención emana de autoridad competente, según el decreto re- 
glamentario de aquella ley, y el del gobierno de la provincia de 
Buenos Aires, de 2 de Setiembre de 1805. 

Por ello pido á V. E. se sirva revocar la resolución recurrida 
de foja vuelta é imponer al procesado Pantaleon González la 
pena establecida en el artículo 35 déla ley, con deducción del 
tiempo de detención que lleva sufrido. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1807. 

Vistos y considerando : Que si bien resulta que el procesado 
Fantaleon González se enroló en la guardia nacional en Febrero 
de mil ochocientos noventa y cinco, de autos aparece reconocido 
que no lo hizo posteriormente con arreglo á la ley número tres 
mil trescientos dieciocho y al decreto del Poder ejecutivo que 
ordenó el enrolamiento general en virtud de dicha ley. 

Que, en consecuencia, el procesado ha incurrido en la trans- 
gresión prevenida por el artículo treinta y oinco de la citada ley 
y está sujeto á la pena establecida por el mismo artícnlo. 

Por esto, de conformidad á la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general : se revócala sentencia apelada defoja nueve 
vuelta y se condena el procesado Pantaleon González á la pena 
denn año de servicio en el ejército permanente, con deducción 
del tiempo de prisión sufrida, en razón de un dia de ésta por 
otro de servicio militar, sin perjuicio del enrolamiento en 
la guardia nacional, en la categoría que le corresponda. Devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BÜNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CCLII 



El Banco Hipotecario Nacional contra D. Luis G. Pinto, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación 

Sumario. — El auto de traslado sin perjuicio, diotado en la 
demanda ejecutiva, no trae gravamen, y no es apelable. 



Caso. — El agente del Banco Hipotecario Nacional se pre- 
sentó entablando demanda ejecutiva contra don Luis 6. Pinto, 
por saldo de una obligación hipotecaria á favor de aquel esta- 
blecimiento, el cual, haciendo uso de la facultad que le acuer- 
da su ley orgánica, había vendido en remate el inmueble afec- 
tado, y cu jo producido no alcanzaba á cubrir el importe del 
préstamo y sus intereses. Pidió que se diotara auto de solvendo 
por la cantidad que arrojaba el saldo, según la liquidación que 
acompañó. 

Fallo del Jtae* Federal 

Santiago, Marzo 20 de 1896. 

Por presentado en cuanto hubiere lugar en derecho con los 
documentos que acompaña, que el actuario foliará y rubricará. 
Traslado sin perjuicio. 

P. Olaechea y Alcor ta. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos : No trayendo gravamen el auto de foja trece, se de- 
clara mal concedido el recurso. Devuélvanse, debiendo reponerse 
ante el inferior. 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN fi. TORRENT. 



CAUSA CCXIII 



El Ferrocarril Central Norte contra el Dr. D. Juan M . Teran, 

por expropiación; sobre apelación 



Sumario. — No trae gravamen y no es apelable el auto que 
manda seguir el juicio de expropiación para pronunciarse el juz- 
gado en la definitiva sobre el incidente suscitado. 



Caso. — Lo explica el 
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Pallo del Jura Federal 

Tucuman, Diciembre 29 de 1896. 

Y vistos : en el incidente sobre reconsideración con apelación 
ensabsidio interpuesto por el representante del doctor Joan M. 
Teran, resulta : 

i° Que el recurso se funda, según expresa el recurrente, en 
que se le toma mayor extensión de terreno de la que dice ser 
necesaria á los efectos de la ley que autoriza la expropiación en 
el presente caso. 

2 o Que así lo dice expresamente la parte del doctor Teran en 
el escrito de foja \\ , manifestando que no se niega á expropia- 
ción, siempre que se la aplique al terreno indispensable para la 
obra de que se trata, agregando que acepta la ocupación si se 
limita á los diez metros de ancho que se ha tomado á otras pro- 
piedades; y que pide resuelva el juzgado en el sentido de esa 
limitación, dejando subsistente el auto de referencia tan sólo 
en la extensión indispensable para la ocupación de la línea. 

3 o El demandante, en su escritodefoja 14, se ocupa igualmente 
de discutir ese fundamento ; y dado nuevo traslado con calidad 
de € para mejor proveer >, á la parte demandada, ésta se ha 
ocupado de él in extenso exponiendo hechos tendentes todos á 
ampliar su exposición de foja \\ , sobre la misma base de que se 
reduzca la extensión del terreno que ha de exprcpriarse tan sólo 
á la que la ley permite. 

Y considerando : 1° Que como se ve en los resultados prece- 
dentes, el recurso interpuesto según manifestación expresa del 
recurrente, es motivado porque, en sentir del demandante, la 
ocupación debe reducirse á una extensión de terreno menor que 
la indicada en la demanda. 
2 o Que ese punto está de tal modo ligado con el objeto prin- 

T. LXIX 25 



386 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

oipal ó materia del asunto, que no puede ser fallado el incidente 
separadamente de aquel ; resolver sobre si la extensión indicada 
en la demanda es ó no mayor que la autorizada por la ley, es re- 
solver sobre uno de los puntos que han de ser decididos en la 
sentenoia definitiva, y de ( l que por lo tanto el juzgado no puede 
ocuparse sino cuando se pronuncie aquella, siguiendo el prin- 
cipio universal de procedimiento, segun el que el fallo no puede 
darse por separado sobre los diferentes puntos sometidos á liti- 
gio sino que debe comprenderse en una sola sentencia todos y 
cada uno de estos. 

3° Que el presente juicio es sumario por sa naturaleza y así 
lo ha declarado la ley sobre expropiación de bienes en su ar- 
tículo 6 o , lo que implica decir que en la audiencia respectiva, 
debe contestarse la demanda, producirse pruebas, alegar sobre 
ellas, etc., etc. 

4° Que en los juicios sumarios, dada la especialidad de su 
procedimiento, es aplicable con mayor razón aún el principio 
sentado en el 2 o considerando ; y así lo ha establecido la juris- 
prudencia de la Suprema Corte, de cuyos fallos bastará citar el 
que se registra desde la página 70 basta la 75 del tomo 8 o de la 
4 a serie . 

5 o Que proceder de otro modo importaría dividir la continen- 
cia de la causa, máxime si se tiene en cuenta que, tratándose de 
incidentes sobre hechos susceptibles de prueba, algunos de los 
puntos comprendidos en la disensión serían materia de actos y 
diligencias probatorias, mientras otros no habrían sido todavía 
ni siquiera formalmente contestados. 

Por estos fundamentos, el juzgado declara que no es el caso 
de resolver el incidente suscitado, sobre el que deberá pronun- 
ciarse en la sentencia definitiva y que deben comparecer las 
partes á audiencia el día que á su tiempo se designará, á conti- 
nuar el juicio sumario, conforme á la ley y sin perjuicio de con- 
siderar en la oportunidad debida las razones aducidas por el de- 
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mandante y demandado en los escritos de fojas 11, 14 y 17. 
Hágase saber eon el original y tráigase á objeto de designar dia 
para la audiencia en qae ha de continuarse el juicio. 

F. Marina Al faro. 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1807. 

Vistos : No trayendo gravamen al apelante el auto de foja 
veinte vuelta, se declara mal concedido el recurso. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCX1V 



Arning, Brauss y C contra Pedro Hahny O, por desalojo; 
sobre recurso de sentencia de tribunales locales 



Sumario. — I o La violación de la ley local de procedimientos 
no autoriza el recurso del artículo 14 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863 sobre jurisdicción délos tribunales federales. 
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2 o £1 ser cónsul extranjero uno de los miembros de la razón 
social que es la parte que interviene en el juicio, no obliga á 
deferir el asunto á la justicia federal. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 3 de 1897. 
Suprema Corte: 

La demanda sobre desalojo fué deducida en los autos acom- 
pañados contra la razón social Pedro Hahn y C a , como ocupante 
de la barraca de los señores Arning y C\ 

Esta circunstancia no ha sido negada por el demandado, y al 
contrario, parece implícitamente reconocida en la réplica de 
foja 8 vuelta y además demostrada por el documento de foja 11. 

En tal situación todo lo alegado se r enere á vicios de proce- 
dimientos, invocándose violaciones del Código de Procedimien- 
tos, para fundar los recursos de nulidad y apelación que ba 
desechado la resolución de foja 20, fundándose también en un 
artículo del Código de Procedimientos. Como la aplicación de 
esa ley, no da dereoho al recurso establecido por el artículo 14 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863, para ante Y. E. 9 la ape- 
lación deducida á foja I a parece bien denegada, y pido por ello 
á Y. E. se sirva no hacer lugar á la queja traida directamente 
anteV. E. 

Sabiniano Kier. 
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Palto de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos en el acuerdo : Considerando que el reourso direoto de 
nulidad y de apelación traido ante esta Suprema Corte por el 
apoderado de don Pedro Habn, es contra la sentencia de desalojo 
dictada por un juez de paz de esta Capital en juioio de este gé- 
nero promovido por Arning,, Braussy compañía contra la razón 
social de Pedro Hahn y compañía. 

Que denegados por el inferior los recursos de la referencia, 
el apelante ha fundado su recurso para ante esta Suprema Corte 
en el artíoulo catorce de la ley de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia de 
la justicia federal, alegando haberse cometido nulidades de pro- 
cedimiento en el juicio de desalojo y que no se ha tomado en 
cuenta la excepción de incompetencia que opuso al juez de Paz, 
haciendo saber sn calidad de cónsul extranjero para ser deman- 
dado ante la justicia federal, de conformidad á lo dispuesto en 
el artículo cien de la Constitución y artículo segundo, inciso ter- 
cero, de la ley sobre competencia de la justicia federal. 

Que para ser viable el recurso que autoriza el artículo catorce 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres ya citado, es necesario no solamente que el caso se halle 
comprendido en alguno de los incisos de dicho artículo, sino que 
el que lo intentó baya sido parte formal y directa en el juicio. 

Que considerando el recurso de que se trata del primero de 
estos puntos de vistas, ó sea por lo que hace á la violación de los 
procedimientos de que se queja el recurrente, aquél evidente- 
mente no procede, de acuerdo con lo expuesto por el señor Pro- 
curador general en su precedente vista, debiendo decirse igual 
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cosa con respecto al segundo de dichos pantos, por cnanto don 
Pedro Hahn, según resalta de los autos elevados por Tía de in- 
forme, no ha sido la parte demandada en el juicio, sino la razón 
social Pedro Hahn y compañía, cuya personería no es la misma 
que la de aquél. 

Por estos fundamentos no ha lugar al recurso de hecho inter- 
puesto. Agregúense estas actuaciones á los autos elevados como 
informe, y previa reposición de sellos, devuélvanse al juzgado 
de su procedencia. 

AREL RAZAN. — OCTAVIO BUNGB.— 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA 



Criminal contra Bonifacio Corvalan, por infracción d la ley 

(¡¿¡enrolamiento 



Sumario. — La infracción á la ley de enrolamiento hace pa- 
sible al culpable de la pena de un año de servicio militar. 



Caso. — Resulta del 



DE JUSTICIA NACIONAL 391 



Fallo del Juex federal 



La Plata, Agosto de 1897. 

, T vistos : los seguidos contra Bonifacio Corvalán, por infrac- 
ción á ia ley de enrolamiento y de los cuales resulta que el de- 
tenido, en su declaración de foja 4 vuelta, dice que no se ha 
enrolado en el último período, por haber estado enfermo, lo cual 
no resulta comprobado en autos (véase fojas 12 á 15 vuelta). 

La defensa alega que la prisión es injusta, por cuanto el go- 
bierno de esta provincia no ha dispuesto todavía la detención 
de los ciudadanos que se encuentran en las condiciones del 
presente. 

T considerando : I o Que por los artículos 30 y 36 del decreto 
reglamentario, ley de la materia, tienen los gobernadores de 
provincia la facultad de detener en cualquier tiempo á los ciu- 
dadanos que no hubiesen cumplido con el deber de enrolarse, sin 
otra limitación que la de que si en el término de 48 horas no 
justifican justa causa de excepción ser sometidos á la justicia 
federal. 

2 o Que estando justificada en el presente caso la infracción 
cometida, como igualmente la detención del procesado por la 
policía, en virtud no sólo de la nota de foja 17, sino también de 
la facultad á que se ha hecho referencia en el primer conside- 
rando. 

Por estos fundamentos y de conformidad á la acusación fiscal, 
fallo : condenando al referido Bonifacio Corvalán, á la pena de 
un año de servicio obligatorio en el ejército de la Nación (ar- 
tíoulo 35, ley núm 3318) sin perjuicio del deber de enrolarse, y 
debiendo descontarse de esta pena el tiempo de prisión sufrida 
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(art, 49, Código de Procedimientos), para lo cual se hará el cóm- 
puto por secretaría. 

Notifíquese con el original. Regístrese en el libro de senten- 
cias y una vez consentida ó ejecutoriada la presente, líbrese los 
oficios del caso. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 25 de 1897. 
Suprema Corte : 

Nada necesito agregar á la sentencia recurrida de foja 18, cu 
y os fundamentos invoco para pedirá Y. E. la confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Falto de la (Suprema Carto 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos: Con arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador gene- 
ral, se confirma por sus fundamentos, con costas, la sentencia 
apelada de foja dieciocho. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXVI 



El Banco Nacional contra don Manuel Alvarez, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre pago de honorarios al perito tasador 



Sumario. — Los tasadore* en juicio ejecutivo no pueden 
cobrar sus honorarios al ejecutante, salvo motivos especiales 
que autoricen el cobro; deben aguardar la venta de los bienes 
embargados, de cuyo producto han de deducirse las costas de 
*a ejecución, alas cuales pertenecen dichos honorarios. 



Caso. — Resulta del 



Pallo de» Jue» Federal 



Tucuman, Mayo 11 de 1896. 

Y vistos: de los que resulta, que pedido por don Domingo Po- 
destá, como cesionario del perito don Alejandro Minano, se le 
manden abonar los honorarios que á éste le corresponden por 
la tasación de la finca denominada c San Miguel >, mandada 
avaluar por el Banco en liquidación, en cuya tenencia se en- 
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cu entra para efectuar la ejecución seguida por él contra don 
Manuel Al vare z, dicho Banco se opone en mérito á que : en el 
juicio ejecutivo las costas son á cargo del ejecutante, y porque 
el pago de costas y honorarios, tienen su oportunidad para ve- 
rificarse, y esa oportunidad no ha llegado todavía, pues no ha- 
biéndose rematado el inmueble embargado, no ha llegado la oca- 
sión de liquidar las oostas. 

T considerando: Que los honorarios que se demandan están 
regulados y mandados pagar por quien oorresponde. Que según 
consta de auto* el perito don Alejandro Miñano ha cesado en el 
desempeño de la comisión que tenía en el juicio que le sigue el 
Banco al referido don Manuel Alvarez, y por tanto, conforme 
lo tiene declarado la Suprema Corte en casos análogos, es opor- 
tuna la gestión del cesionario Podestá para que se paguen á 
aquel los honorarios, por cuanto no hay ley ni disposición al- 
guna que lo manden esperar hasta la terminación del pleito para 
su cobro. Fallo, entre otros, de aquel Tribunal, tomo 6 o , serie 4% 
que principia con el año 1893, página 146. 

Por estas consideraciones, y no siendo exacto que el suscrito 
haya resuelto nada en sentido contrario, no se hace lugar á la 
revocatoria que se solicita, disponiéndose que el Banco pague en 
el día el honorario que se demanda ; y en atención á la apela- 
ción que se interpone en subsidio, concédese ella en relación, 
debiendo elevarse los autos á costa del apelante. 

Delfín Oliva. 



Palto de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos : No habiendo circunstancias especiales que autoricen 
el pago de los honorarios que se cobran, antes de la realización 
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de los bienes qae se ejecutan en el juicio á que se refiere esta 
causa, de oujo producto deben deducirse las costas de la ejecu- 
ción, de las que forman parte el honorario pericial demandado, 
conforme á lo resuelto por esta Suprema Corte en los casos que 
se registran en los Fallos, tomos sesenta y uno, página cincuenta 
y tres, 7 setenta 7 dos, se revoca el auto apelado de foja nueve 
vuelta. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXVII 



Doña Ana Maña V. de Terrile contra su esposo don Luis 
Terrile, por cobro de pesos y embargo preventivo; sobre com- 
petencia. 



Sumario. — La mujer casada, á los efectos del fuero, sigue 
la nacionalidad del marido. 



Caso. — Don Nemesio Rodríguez, por doña María V. de Te- 
rrile, se presentó al juzgado federal pidiendo embargo pre- 
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ventivo contra Luis Terrile, esposo de dicha señora. Ofreció 
información para acreditar que ésta es argentina y su marido 
extranjero. La demanda que debía iniciar, para cuya garantía 
se pedía el embargo, era por cobro de la mensualidad que Te- 
rrile debía pasar á su esposa, durante la separación que entre 
ellos habían acordado privadamente. 



ralle del Jue» Federal 



Rioja, Mayo 10 de 1897. 

Por presentado: con el testimonio de poder en forma y con 
el documento de obligación de fojas 2 á 4, que el seoretario folia- 
rá y rubricará con las formalidades de estilo : téngasele por re- 
presentante de la persona que invoca, siendo con las calidades 
de ley. Tratándose en lo principal de la demanda de fojas 5 á6, 
de una acción personal dirigida por la mnjer contra el marido, 
siendo la primera argentina, y el segundo italiano, como lo 
acredita la información producida para surtir el fuero : ¿ha 
desaparecido por el matrimonio celebrado entre ambos la distinta 
nacionalidad de la mujer, 6 subsiste, de manera que este juzgado 
sea competente para entender en la presente causa ? Para resol- 
ver en la ouestion propuesta, hay que tener en cuenta los efectos 
que produce el vínculo conyugal, con respecto á las personas 
de los esposos. Por el artículo 81 de la ley de matrimonio civil 
€ el matrimonio válido no se disuelve sino por la muerte de uno 
délos esposos >. La razón de esta indisolubilidad se funda, en 
que cel hombre unido á su mujer, dice el génesis, son dos en 
una carne» (Génesis, cap. 26, vers. 7 o ). Explicando el alcance 
de este principio en la nota I a , entre otras dícese : € Por último 
el hijo de Dios dice, que el marido y la mujer, llegando á ser un 
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mismo espirita, se hacen también un mismo cuerpo». Santo 
Tomás dice : « que así como el matrimonio es ano de parte de 
aquello en que se hace la conjunción, aunque sea múltiple de 
parte de los unidos, así también el consentimiento es uno de 
parte de la cosa en que se consiente, es la antedicha unión aun- 
que sea múltiple de parte de los que consienten » (Suma Teo- 
lógica, cuestión XLV, art. I o al fin, tomo 5 o ). 

Con arreglo á estos principios, Fiore, en su obra de Derecho 
Internacional Privado, ocupándose de la cuestión sobre si la 
naturalización del marido borra la nacionalidad de la mujer, 
teniendo lugar después de casados, se decide por la negativa, y 
para reforzar su argumentación se coloca en el caso de la pérdi- 
da de la nacionalidad de ésta por el matrimonio, y dice : c Y no 
se diga que, por el hecho del matrimonio resulta el cambio de 
nacionalidad por sólo la fuerza de laley é independientemente 
de cualquier hecho del individuo ; porque por más que el cambio 
sea necesario, no deja de ser voluntario, en el sentido de que la 
mujer tiene poder de realizar ó no el hechode que depende el cam- 
bio (matrimonio). Cuando una mujer se casa con un extranjero, 
sabe que, pgr el matrimonio, se convierte en extranjera, y 
consiente implícitamente en renunciar á su nacionalidad y ad- 
quirir la de su marido» (tomo I o , pág. 150 al fin, edición de 
1878). En consecuencia, estando acreditado en el caso sub-judice 
que la actora es argentina casada con un italiano, por los prin- 
cipios anteriormente sentados, sigue la nacionalidad de su es- 
poso y el domicilio del mismo, en tesis general, salvo el caso 
de divorcio por ante autoridad competente, siempre que la mu- 
jer se haya creado otro (artículo 9 o , Código Civil). El domicilio 
de derecho y el domicilio real, dice el artículo 100 del Código 
Civil, c determinan la competencia de las autoridades públicas, 
para el conocimiento de los derechos y cumplimiento de las 
obligaciones ». 

Por estas consideraciones, y no estando comprendido el caso 
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sub-judice en el previsto por el artículo 2 o , inciso 2°, de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales 
de. 14 de Setiembre de 1863: declárase incompetente este 
juzgado para entender en la presente causa, debiendo ocurrir el 
interesado ante quien y cómo corresponda. Hágase saber y ar- 
chívese este expediente en su oportunidad. 

Gaspar TV. Gómez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 3 de 1897. 
Suprema Corte ; 

La incompetencia resuelta en el auto de foja 12, es un punto 
ya resuelto y establecido definitivamente por la jurisprudencia 
federal. 

La mujer casada, mientras subsiste íntegro el matrimonio, 
sólo tiene el domicilio de su marido. Atendida la naturaleza del 
vínculo conyugal, no puede admitirse diversidad en la calidad 
de sus personas, ni tampoco como consecuencia legal, en la ju- 
risdicción que ha de decidir sobre sus respectivos derechos y 
obligaciones. 

Con sujeción á estos principios, emanados de las prescripcio- 
nes del Código Civil, que rigen las relaciones jurídicas entre 
cónyuges, V. E. ha resuelto en la causa que se registra en la se- 
rie 1*, tomo 4 o , página 473 de sus fallos c que en las causas que 
se suscitan entre marido y mujer, no es admisible la diversa 
calidad de sus personas para fundar en esa diversidad el ejerci- 
cio del fuero federal ». 

Invocando aquellos principios y jurisprudencia, pido á Y. E. 
la confirmación del auto recurrido de foja 12. 

Sabiniano Kier. 
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Falle de la Suprema Certe 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos : Siendo jurisprudencia constante establecida por esta 
Suprema Corte que la mujer casada, álos efectos del fuero, si- 
gue la nacionalidad del marido, y de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador general, se confirma, con costas, 
el auto apelado de foja doce. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAYIO BUNGE. 
— JUANB. TORRENT. 



CAUSA COLVIII 



Williams y C* contra Christensen y C a , por cobro de pesos; 
sobre excepción dilatona"de falta de personería 



Sumario. — La excepción dirigida á negar el derecho que se 
gestiona, sin desconocer la capacidad del actor para estar en 
juicio, es, por su naturaleza, perentoria. 
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Caso. — Los señores Williams y O demandaron á los señores 
Christensen y C\ por cobro de la suma de libras esterlinas 
303,4,2, importe de ana letra otorgada á favor de los primeros 
y contra los segundos, con más los intereses y costos, letra 
que no había sido pagada por los demandados. 

Estos, sin contestar la demanda, opusieron la excepción de 
falta de personería en los actores, por no haberse llenado con 
la letra los requisitos fijados en el Código de Comercio. 

El jaez federal no hizo lagar á la excepción, por los funda- 
mentos del escrito que presentaron los demandantes, evacuando 
el traslado conferido de aquella. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la excepción deducida á foja 
diez y seis, con el carácter de dilatoria, se dirige á negar el de* 
recho de los actores para efectuar el cobro á que se refieren en 
la demanda de foja doce, sin que se desconozca la capacidad de 
aquellos para estar en juicio. 

Que, en consecuencia, dicha excepción es por su naturaleza 
perentoria y no puede oponerse á los demandantes, con tanta 
mayor razón gestionando éstos, como lo hacen, un derecho que 
consideran propio, en virtud de los antecedentes que alegan 
para fundar dicha demanda. 

Por esto y de acuerdo con la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte en casos análogos, se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja veinticuatro. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCJLIX 



Daña Milagro B. de Morales contra don Francisco de Sosa, 
por cobro de pesos ; sobre falta de personería 



Sumario. — El ser uno de los testigos instrumentales hijo 
del mandatario no anula la escritora de poder. 



Caso. — Lo explica el 



Falla del Juez Federal 

* 

Posadas, Mayo 7 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la parte demandada sin contestar 
el traslado de la demanda deducida á foja 4 y reproducida á foja 
10, opuso la excepción de falta de personería, fundada en la nu- 
lidad del poder corriente á foja por haber sido otorgado ante 
testigos, uno de los cuales es hijo del mandatario señor Mujioa 
y no ante el secretario del juzgado que debía actuar con el juez 
de paz, según el artículo 18 de la ley de organización de los te- 
rritorios nacionales. 

Que el poder presentado por don José A.. Mujioa se halla en 
forma, pues los jueces de paz, facultados por la ley nacional de 

T. LXIX 26 



! 
í 



■ 
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29 de Julio de 1895 para autorizar escritoras públicas, deben 
hacerlo como los escribanos públicos ante dos testigos (art. 997 
y 1001 del Código Civil), sin que la circunstancia que uno de los 
testigos firmantes del poder sea hijo del mandatario pueda ser 
causa de nulidad de la escritora, según el artículo 1004. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 15 
no ha lugar, con costas, á la excepción opuesta y contéstese de- 
rechamente la demanda. 

Repónganse los sellos. 

D. Quiroga. 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1897. 

Vistos y considerando : Que la tacha opuesta al testigo José 
Mujica (hijo), que firma la escritura de poder que en testimonio 
corre á foja nueve, no está comprendida entre las enumeradas 
por el artículo novecientos noventa del Código Civil, reprodu- 
cido en el artículo doscientos cinco de la ley orgánica de los tri- 
bunales de la Capital, aplicable en lo» territorios nacionales 
de acuerdo con la ley número tres mil dooientos cuarenta y 
cinco. 

Que en consecuencia, ella no puede ser alegada para fundar la 
nulidad de dicha escritura. 

* * 

i 

Por esto, y por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja dieciocho. 

Devuélvanse, debiendo reponerse los ¿sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E. TORRBNT . 
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CAUSA ((L\ 



El Fisco nacional contra D. Tomás Bruno, por cobro de pesos ; 

sobre apelación 



Sumario. — En las causas de menor cuantía no procede ape- 
laoion para ante la Suprema Corte. 



Caso. — El procurador fiscal se presentó ante el juez de sec- 
ción de Buenos Aires, demandando á don Tomás Bruno por co- 
bro de la suma de 46.80 pesos moneda nacional, importe de 
una letra á favor del Gobierno Nacional ; y para preparar la vía 
ejecutiva, solicitó que aquél fuera citado á reconocer su firma, 
debiendo notificársele por edictos por no conocer su domicilio. 
El juez mandó hacer la citación pedida, y en este estado el 
procurador fiscal solicitó inhibición contra el deudor, la que le 
' fué negada, ppr no estar reconocida la firma. De este auto se 
dedujo el recurso de apelación, siendo concedido. 



Falla de te Suprema Cferte ' 

* 

Buenos Aires. Setiembre 9 de 1897. 

Vistos : Atenta la cuantía del asunto y en virtud de lo dis- 
puesto por el artículo cuatro de la ley de jurisdicción y compe- 



404 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

tencia de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
se declara mal concedido el recurso. Devuélvanse. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BÜWGE. 
— JOAN E. TORRENT. 



CAUSA ULXI 



Don Francisco Tedesco contra Houlder fírothers y C a y la 
Highland Scot 5. T. C° limited, representantes los primeros 
y dueña la segunda del vapor € Highland $cot*¡ por daños y 
perjuicios; sobre competencia y defecto en la demanda. 



Sumario. — I o La acción civil por daños á consecuencia de 
la muerte de un hijo atribuida á culpa ó negligencia de los em- 
pleados de un buque en el acto de realizar una operación de car- 
ga, corresponde á la justicia nacional. 

2 o No hay defecto en la demanda, por la que se dirige la ac- 
ción contratos agentes del buque, como representantes legales 
del armador, á la vez que contra la sociedad á que pertenece 
dicho buque por las responsabilidades que le corresponden en el 
juicio de que se trata. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 30 de 1896. 

Suprema Cor te : 

El hecho de que procede la acción deducida en este juicio, ha 
tenido lugar en las aguas del puerto de la Capital; lugar en que 
las autoridades nacionales tienen absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción y entre cargadores de buques surtos en ese puerto, cuyas 
relaciones jurídicas emanadas de obligaciones del capitán y 
concernientes al comercio marítimo, están sometidas al cono- 
cimiento y decisión de la jurisdicción de los jueces de sección, 
según lo prescribe el artículo 2°, inciso 10, en su última parte, 
de la ley sobre competencia nacional de 14 de Setiembre 
de 1883. 

Pido por ello á Y. E., se sirva confirmar el auto recurrido de 
foja 42 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 11 de 1897. 

Vistos : Los presentes autos en lo referente á las excepciones 
de incompetencia de jurisdicción y defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, deducida á foja veinte y cuatro. 

Considerando en cuanto á la primera de estas excepciones : 
Que la acción que se deduce en la demanda de foja cinco es 
una acción civil por indemnización de daños y perjuicios, que el 
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actor preteude le es debida á consecuencia de la muerte de un 
hijo suyo que dice haber tenido lugar por culpa ó negligencia 
de los empleados del vapor inglés c Highland Soot » > en el acto 
de realizar una operación de carga para dicho vapor en el puerto 
deesta capital. 

Que con tal motivo, es evidente que esta causa versa sobre el 
cumplimiento de las obligaciones del capitán y tripulantes, 
por hecho relacionado con la navegación y comercio marítimo, 
circunstancias que hacen que el caso caiga bajo el régimen del 
artículo segundo, inciso diez, de la ley de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres sobre jurisdicción y compe- 
tencia de la justicia federal. 

Y considerando respectó de la segunda excepción: Que de los 
términos de la demanda de foja cinco resulta, que ella se di- 
rige contra los agentes de esta capital, del ya referido vapor, 
como representantes legales de los armadores que en la misma 
se mencionan, á la vez que contra la sociedad á que pertenece 
dicho vapor las responsabilidades que le correspondan en el 
juicio de que se trata. 

Que siendo esto así, no hay, en verdad, defecto en el modo de 
proponer la demanda, que autorice la excepción de este nombre 
que se ha opuesto á la misma. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la vista del señor 
Procurador genera), en cuanto á la excepción de incompetencia, 
se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja cuarenta y 
dos vuelta. 

* 

Bepuestoslos sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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O A USA CCLXII 



Don Lorenzo Sesan contra don Tomás Santa Coloma, por cobro 
de sueldos de capitán y gastos de manutención de pasajeros; 
sobre procedimiento de apremio. 



Sumario. — En el procedimiento de apremio, para el cual 
se ha ordenado la exhibición del libro de cuenta y razón del 
buque, no procede oir á la parte demandada por medio de tras- 
lado de la demanda. 



Caso. — Don José Ramón García, por don Lorenzo Sesan, se 
presentó al juzgado exponiendo : que su mandante ha sido ca- 
pitán del vapor c Tiempo >, de propiedad del señor Tomás San- 
ta Coloma, á quien viene & demandar por la vía de apremio, la 
cantidad de 1203,04 pesos, procedentes de sueldos y gastos de 
manutención de pasajeros y tripulantes. Invocó los incisos 2 o y 
3 o del artículo 308 y artículo 310 de la ley de procedimientos, y 
fundado en este áltimo, pidió se intime al señor Santa Coloma 
que exhiba el libro de cuenta y razón del vapor € Tiempo ». Al 
mismo tiempo pidió el actor diversas medidas precaucionales, 
sobre las que proveyó el señor juez federal, sin hacerlo sobre la 
exhibición pedida. 
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En esta virtud el demandante reiteró esa petición, y el juez 
ordenó que se haga la exhibición, siendo notificado el señor 
Santa Goloma. 

No habiendo verificado la exhibición, el actor presentó nue- 
vo escrito, pidiendo que se intime nuevamente esa exhibición, 
bajo apercibimiento de lo,dispuesto en el artículo SIS de la ley 
de procedimientos. 



Fallo del JTue» federal 

Buenos Aires, Mayo 13 de 1897. 

Intímese á don Tomás Santa Coloma exhiba dentro del térmi- 
no de 24 horas, el libro de cuenta y razón, como está mandado, 
bajo apercibimiento de lo que hubiese lugar por derecho, y de 
la demanda interpuesta, traslado. 

Urdinarrain. 



Auto del Juez federal 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1897. 

Autos y vistos: Habiendo sido deducido el presente juicio sin 
los recaudos establecidos para que sea procedente la víade apre- 
mio, y no existiendo en consecuencia cantidad líquida y exigi- 
ble, cuyos requisitos son perentoriamente requeridos por el 
artículo 314 de la ley nacional de procedimientos, por cuya 
razón el juzgado debe darle el carácter y los trámites de de- 
manda ordinaria, mientras aquellos requisitos no sean am- 
pliados. 
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Por esto, no se hace lugar á la demanda interpuesta, y con- 
cédese en relación el recurso de apelación interpuesto, elevándo- 
se con oficio los autos ante la Suprema Corte» 

Agustín Urdinarrain 



Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1897. 

Vistos y considerando : Qne la petición reproducida en el es- 
crito de foja veintitrés tiene por objeto preparar la vía de apre- 
mio para el cobro de las cantidades que se enuncian en el escrito 
de foja siete y que el actor pretende que deben hacerse constar 
por el libro de cuenta y razón, cuya exhibición se ha solicitado 
y ordenado por el juzgado. 

Que en tal virtud, no es llegado el caso de oir la parte de- 
mandada, por medio del traslado de la demanda que se ordena 
en el auto apelado, desde que no se ha cumplido la exhibición 
ordenada, que es previa á los procedimientos del juicio de apre- 
mio (artículo trecientos diez, ley de procedimientos). 

Por esto se revoca el auto apelado de foja veinticuatro, en la 
parte apelada. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGK. 
— JUAN E. TORRENT. 
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(AUNA C'CJLXIII 



Criminal contra D. Roque Walger, por defraudación; 
sobre excarcelación bajo fianza 



Sumario. — Consentido por el defensor el auto que mauda 
prestar canción real, no puede acordarse al procesado la excar- 
celación por ocho días bajo fianza personal, mientras preste la 
caución ordenada. 



Caso. — El defensor del procesado Boque Walger, solicitó la 
excarcelación provisoria de éste bajo la fianza personal de don 
Antonio Giménez. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Salta, Agosto 7 de 1897. 

£1 Fiscal es de opinión que la pena aplicable al delito por el 
que se procesa á Boque Walger, no es la del artículo 80 de la 
ley de 1863, paes comparada esta disposición con la del artícu- 
lo 83 de la misma, es de pensar, como cree el suscrito, que la 



DE JUSTICIA NACIONAL 411 

primera es aplicable á los empleados de jerarquía, superior, por- 
que en estos la comisión de tales actos delictuosos es más peli- 
grosa é inmoral que cuando tienen por autores á empleados in- 
feriores, como fué el sindicado, en cuyo caso quedan sometidos 
á la sanción del último artículo citado ; teniéndose, por cierto, 
presente la modificación hecha en el artículo 84 siguiente, si 
ocurriere la circunstancia en él mencionada. 

Según las penas establecidas en estos artículos 83 y 84, y 
en vista de que la multa establecida por el primero no pasa de 
dos mil pesos, y de que la inhabilitación que ambos sancionan 
es pena que se sufre ufando de la libertad corporal, considero 
que, atento lo dispuesto por el artículo 376 del Código de Pro- 
cedimientos en materia criminal, procede la libertad solici- 
tada. 

Respecto á la clase de fianza, debe en este caso exigirse la 
real, por la naturaleza de la pena, por ser desconocida en esta 
ciudad la persona, como la responsabilidad del fiador, y por no 
ser el procesado notoriamente pobre 6 desvalido. 

En consecuencia Y. E. ha de servirse resolver de conformidad 

á lo expuesto por ser justicia, etc. 

J. Arias. 



Auto del Jues Federal 

Salta, Agosto 7 de 1897. 

Y vistos : De conformidad con lo dictaminado por el señor 
Fiscal y disposiciones legales que cita, declárase haber lugar á 
la excarcelación provisoria de don Boque Walger, bajo la fianza 
ofrecida para responder tanto de la persona de éste, como de 
toda la suma pecuniaria que resultare del juicio. 

David Zambrano. 
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Salta, Agosto 9 de 1897. 

Señor Juez Federal : 

El Fiscal, en el incidente sobre excarcelación de Boque Wal- 
ger, áV. E. dice : 

Que habiéndose concedido al expresado reo su libertad bajo 
fianza, viene á insistir en que ésta sea real y quede inmediata- 
mente establecida por alguno de los medios estatuidos por el 
Código de Procedimientos en lo Criminal para dicha clase de 
fianza, en razón de que, como lo tengo dicho en mi vista ante- 
rior, el fiador ofrecido y aceptado por V. E. no es conocido en 
su persona y responsabilidad en esta Capital, ni tiene en ella, 
según hoy sé, su domicilio. 

Por tanto, V. E. ha de servirse ampliaren el sentido expuesto 
el auto de excarcelación, habilitando para el efecto las horas y 
días que fueren precisos, en vista de que tanto el fiador como el 
fiado pueden abandonar de un momento á otro esta provincia. 

Es cuanto pido por ser justicia, etc. 

J. Arias, 



Auto del Juez Federal 



Salta, Agosto 10 de 1897. 

De acuerdo con lo proveído en auto de siete del corriente, de 
conformidad con lo que pidió el señor Fiscal y lo dispuesto en 
los artículos 878, 379, 381 y 383 del Código de Procedimientos, 
extiéndase la caución en alguna de las formas establecidas en 
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esta última disposición, á cuyo efecto se fija la importancia de 
ella en la sama dedos mil pesos moneda nacional curso legal, de- 
biendo el sindicado volver á su detención, Ínterin se cumple lo 
mandado, para lo cual habilítense las horas necesarias. Noti- 
fíquese en el dia al fiador presente en el acto á su fiado, al objeto 
que se expresa, y para el mismo oficíese á S. S. el intendente de 

policía. 

Zambrano. 

El defensor del procesado pidió que se declare bastante la 
fianza ofrecida al único objeto de que su defendido sea puesto en 
libertad, dándole la ciudad por cárcel hasta tanto llegue el fia- 
dor propuesto y se pueda atender la caución real ordenada en el 
auto anterior. 

El Procurador Fiscal se opuso por no ser legal la petición de- 
ducida. 

rallo del Juez Federal 

Salta, Agosto 17 de 1897. 

Y vistos : Resultando que por nota del administrador del Fe- 
rrocarril Central Norte, corriente en el sumario de la referencia, 
consta haberse garantido suficientemente el reintegro del déficit 
á cargo del sindicado y que para garantir la libertad provisoria 
que éste solicita, sin salir del radio de esta ciudad el juzgado 
estima suficiente la fianza que tiene otorgada don Antolin Gi- 
ménez, hácese lugar á la excarcelación pedida por solo el tér- 
mino de ocho días, y con cargo de que don Roque Walger se 
presente al departamento de policía de esta ciudad dos veces 
por dia durante aquél término. 

A sus efectos oficíese al señor intendente de policía previa 

notificación. Repóngase. 

Zambrano. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Setiembre 2 de 1887. 
Suprema Corte : 

La fianza ofrecida á foja 35 sería procedente, según las cons- 
tancias de autos sobre la naturaleza del delito. Pero la persona 
propuesta como fiador no es conocida ni su responsabilidad no- 
toria, según lo afirma el Procurador Fiscal á foja 36 vuelta. 

En este caso el fiador no debería ser aceptado sin justificar su 
responsabilidad, ni admitirse las restriciones supletorias qne dis- 
pone el auto recurrido de foja 43. Esas restricciones no están au- 
torizadas en el Código de Procedimientos, como sustitotiTas de la 
fianza efectiva, tal cual la establece el artículo 376. Su admi- 
sión no sólo contraría las prescripciones legales al respecto, sino 
que pudiendo ser fácilmente eludido su cumplimiento, dejaría 
la justicia burlada si el resultado del proceso fuese desfavora- 
ble al procesado. 

Adhiero por ello al recurso instaurado por el Procurador Fiscal 
contra el auto de foja 43, cuya revocación solicito de Y. E., con 
declaración de que la excarcelación decretada sólo puede cum- 
plirse mediante la presentación de fiador abonado ó de la cau- 
ción real. 

Sabinianó Éter. 



Fallo de la Suprema Corte 

* « 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1897. 

Vistas y considerando : Que el auto de foja treinta y nueve 
está consentido por el defensor del procesado. 
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Que por consiguiente, sin la prestación de la canción que por 
dicho auto se prescribe, no ha podido acordarse al procesado las 
franquicias qne le concede el auto de foja cuarenta y tres. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se revoca el auto apelado de foja cnarenta 
y tres, declarándose que la excarcelación acordada debe efec- 
tuarse una vez cumplido lo ordenado en el auto de foja treinta 
y nueve. Devuélvanse. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCLXIV 



Contra Petit y Piria ; por infracción á la ley de aduana 



Sumario. — i° La incorrecta manifestación de la calidad de 
la mercadería hace incurrir en la pena de dobles derechos. 
2 o La diferencia en peso tiene pena de comiso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 
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RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1895. 

Visto este expediente y resaltando : I o Que aun en el supues- 
to de que la manifestación no fuese bien definida, esto mismo 
hubiera podido dar lugar al caso previsto y penado por los artí- 
culos 1025 y 1026 de las Ordenanzas de aduana. 

2 o Que por lo mismo que la manifestación es equívoca, el vis- 
ta pudo haber creído que se refería á la partida de menor aforo, 
no creyendo necesaria la rectificación ó aclaración. 

3 o Que en todo caso la acusación del empleado de aduana no 
excluye la responsabilidad del comerciante con respecto á las 
manifestaciones en que no se llenan los requisitos de la ley. 

4 o Que la casa recurrente aparece frecuentemente envuelta 
en sumarios de esta naturaleza, lo que acusa falta de corrección 
en sus tramitaciones ante la aduana. 

5 o Que en cuanto al peso de la mercadería en cuestión, la 
nota que encabeza la sección respectiva de tarifa, resuelve el 
caso desfavorablemente para lo alegado por el denunciado. 

Por estas consideraciones, resuelvo: aplicando respectiva- 
mente la pena de dobles derechos y de comiso á las diferencias 
que motivan el parte de foja 1, debiendo el interesado declarar 
si hace ó no abandono del exceso. 

J. H. Martínez Castro. 



Fallo del Juex Federal 



Buenos Aires, Diciembre 10 de 1895. 

Vistos : considerando : En cuanto á la diferencia de calidad 
denunciada en el parte de foja 1 f que el artículo 104 de las Orde- 
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nanzas prescribe que en I09 manifiestos de despacho directo de- 
berá expresarse entre otras circunstancias, la especie, calidad 
y cantidad de los artículos contenidos en cada bulto, y el arti- 
culo 347 prescribe lo mismo respecto de los manifiestos para el 
despacho de depósito. 

Que en tal concepto, si la manifestación hecha por el apelan- 
te, en su manifiesto de despacho, debiera reputarse como efec- 
tuada sin determinar calidad, habríase incurrido en una omisión 
punible, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1025 de las 
ordenanzas ; pues ella pudo, en caso de pasar desapercibida, 
ocasionar una diminución de la renta que legítimamente )e co- 
rresponde al fisco. 

Que observada, sin embargo, la manifestación hecha por el 
interesado, resulta que se la ha efectuado en forma tal, co- 
mo para considerarla falsa. En efecto, la mercadería ha sido 
pedida á despacho en calidad de cartón de paja. 

De manera que se debiera creerla incluida en la partida de 
tarifa número 1474, que dice: cartón ordinario, sin forro, ama- 
rillo de paja, gris de papel y el de madera mecánica. Entre 
tanto ha resultado que el cartón es forrado, incluido en la par- 
tida siguiente número 1475 que dice : cartón hasta fino, de tuda 
otra materia, y el forrado en general, etc. 

Hecho el despacho en confianza ó en forma ligera, se habría 
aplicado á la mercadería la partida 1474, dada la forma de la 
manifestación : y el fisco habría sufrido un menoscabo evidente 
en los derechos que debía percibir. 

Considerando, en cuanto á la diferencia de peso, que la tarifa 
de avalúos en la sección « Mercería », que es la que corresponde 
al artículo pedido á despacho, dispone que todos los artículos 
enumerados en esa sección se pesarán con sus papeles, cajas y 
envoltura?, con excepción de aquellos en que se determine expre- 
samente el modo de ser pesados; y por lo tanto el peso de la 
mercadería de la referencia ha sido bien tomado, no habiendo 

T. LXIX 27 
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disposición particular respecto al modo de pesar el cartón. 
Por estos fundamentos, fallo: confirmando la resolución ape- 
lada de foja 3, con costas. En oportunidad devuélvanse los autos 
á la aduana, previa reposición de sellos. Notifíquese con el ori- 
ginal. 

Juan V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires Marzo 26 de 1896. 

Suprema Corle : 

Los fundamentos de la sentencia recurrida de foja 24 vuelta, 
han quedado subsistentes, no obstante las observaciones de la 
expresión de agravios. Nada debo agregar, bastando invocarlos 
para pedir á V. E. la confirmación de esa sentencia. 

Sabiniano Kier . 



rallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Vistos: Por sus fundamentos, de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador general, y con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo novecientos treinta de las ordenanzas, se 
confirma, con costas, la sentencia apelada de foja veinticuatro 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JCAH E. TORRENT. 
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(AUN! C'CLXV 



Devoto y Zaepffel contra don Pedro A. Gartland, 
por cobro de pesos ; sobre pruebas 



Sumario. — i° Según la ley de procedimientos nacionales, el 
derecho de dar posiciones, no estando concluido el pleito para 
definitiva, está limitado solamente para el caso en que se pro- 
pongan sobre hechos que hayan sido una vez objeto de ellas. 

2 o Por consiguiente, el no haberse presentado el día de la au- 
diencia el pliego de posiciones, no hace perder ese derecho. 

3 o Los documentos que no son de los que fundan las excep- 
ciones, pueden ser presentados por el demandado durante el 
término probatorio. 



Caso. — Los demandantes pidieron que el demandado absuel- 
va posiciones, y el juez señaló al efecto el día 3 de Octubre de 
1895, á la una de la tarde. 

£1 día señalado, Gartland presentó escrito, á las dos menos 
cuarto p. m., pidiendo que se diera por decaído el derecho del 
demandante, por no haber comparecido á la audiencia ni 
haber presentado el pliego de posiciones. Previo informe del 
secretario, de ser cierto lo expuesto por Gartland, se dictó el 
siguiente : 
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Auto del Jura Vedraal 



Buenos Aires, Octubre 8 de 1895. 

r 

Aotos y vistos : Lo que resulta del certificado del actuario y 
considerando que el peticionante ha esperado en secretaría tres 
coartos de hora, tiempo que debe considerarse como suficiente 
para suponer que el interesado en la diligencia no había de 
concurrir, de acuerdo con lo solicitado, se leda por decaído al 
actor, el derecho para poner posiciones h1 demandado. Be- 
póngase la foja. 

Juan del Campillo. 



INFORME DEL SECRETARIO 



Buenos Aires, Octubre 5 de 1895. 
Señor Juez : 

La diligencia á que se refiere el otrosí del precedente escri- 
to, no pudo efectuarse porque como lo digo en el certificado 
corriente á foja... de la prueba contraria, la absolución de po- 
siciones en que debió exigirse el reconocimiento de la referencia 
no tuvo lugar, por no haber comparecido la parte actora, ni 
acompañado el pliego correspondiente á la hora designada para 
esa audiencia. 

E. M. Zavalía. 
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Pallo del Jura Federal 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1895. 

Autos y vistos: Lo que resulta del' informe del actuario y 
considerando que por resolución de fecha ocho del corriente mes 
se declaró decaído el derecho del peticionante para exigir con- 
fesión jurada al demandado, no ha lugar á lo solicitado en el 
otrosí de su escrito de foja 62 en lo que se refiere á las posicio- 
nes, y cítese al señor Pedro A. Gartland para la audiencia del día 
18 del corriente á las 2 de la tarde, á practicar el reconocí- 
miento de firmas pendiente. 

Juan del Campillo. 

Los demandantes dedujeron contra este auto, los recursos de 
reposición y apelación en subsidio, siéndole negado el primero 
7 concedido el último. Con la prueba producida por el deman- 
dado, éste presentó dos escritos para que los actores la reconoz- 
can. £1 juez proveyó de conformidad 7 los demandantes, funda- 
dos en el artículo 44 de la ley de procedimientos, pidieron que 
se revoque el auto que ordenó la agregación 7 reconocimiento de 
dichas cuentas, apelando en subsidio. 



Fallo del «lúea Federal 



Buenos Aires, Octubre 15 de 1895. 

Y vistos : En la revocatoria solicitada, 7 considerando : Que 
los documentos cuyo desglooe 7 devolución se pide, no son de 



4 
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los que habla el artículo 11 de la ley nacional de procedimien- 
tos, cuando dice: cque el demandado presentará también con 
la contestación de la demanda, los documentos en que funde sus 
excepciones », pues aquellos sólo se refieren á hechos alegados y 
contradichos que no forman el fondo de la cuestión : no ha lugar. 
Bepóngase las fojas . 

Juan del Campillo. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja ochenta y nueve 
se confirma el de foja setenta y tres, en la parte recurrida. 

Y considerando, en cuanto al recurso concedido á foja noven- 
ta y cinco respecto del auto de foja sesenta y cuatro : Que oon 
arreglo al artículo ciento ocho de la ley de procedimientos, des- 
pués de contestada la demanda y antes de verse el pleito en de- 
finitiva, cada parte tiene el derecho de pedir que su adversario 
absuelva posiciones. 

Que ese derecho sólo está limitado por el artículo ciento nue- 
ve de la misma ley, para el caso en que propusieren nuevas 
posiciones sobre hechos que hayan sido una vez. objeto de 
ellas. 

Que no estando aún concluso el pleito para definitiva, es pro- 
cedente la absolución de posiciones pedida por el actor en su 
escrito de foja sesenta y una, siempre que no estuviesen 
comprendidos en la expresada limitación del artículo ciento 
nueve. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja sesenta y cuatro, 
sin tomarse en consideración el recurso concedido áfoja noventa 
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y cinco sobre el auto de foja noventa y ocho vuelta, por versar 
éste sobre la misma materia del anterior. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA IILXVI 



Contra D. Pedro Chrtstophersen y agente del vapor t Vittoria >, 
por infracción i las Ordenanzas de Aduana 

Sumario. — El exceso de bultos declarados en el manifiesto 
del buque, somete á la pena de veinte pesos por cada bulto que 
haya sido descargado de menos. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Marzo 6 de 1896. 

No habiendo concurrido el agente á presentar los compro- 
bantes correspondientes, no obstante el largo tiempo transcu- 
rrido, y resultando comprobada de las actuaciones producidas en 
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este expediente, la falta de los 14 bultos que se denuncian ene 
parte de foja 1, resuelvo, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 905 y 1054 de las Ordenanzas de aduana, aplicar al 
Agente una multa de 20 pesos por cada uno de los bultos que 
faltan. 

A sus efectos, pase sin más trámite á contaduría y fecho, ar- 
chívese como procedimiento de oficio. 

J. Rodríguez. 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Junio de 1896. 

Señor Juez: 

De las diligencias del sumario aduanero ha resultado que de 
la descarga hecha por el vapor cVittoria > en la rada exterior 
faltan 14 bultos de los que venían consignados en el manifiesto 
de dicho buque. 

Esos bultos fueron traídos á la Dársena por lanchas pertene- 
cientes al señor Gardella, quien interrogado al respecto ha ma- 
nifestado, sin ser contradicho, que el agente del vapor fué quien 
dirigió la descarga en la Dársena, siendo él por. consecuencia 
quien debió dar explicación respecto de la existencia de esos 
bultos que, según las actuaciones, no han llegado á los depósitos 
de aduana. 

Citado el agente para que diese razón del destino de los bul- 
tos en cuestión no compareció en oportunidad, ni hasta hoy á 
hacer tal justificación. 

La no aparición de esas mercaderías pone el caso bajo el im- 
perio del artículo 905 de las Ordenanzas de aduana, el que debe 
ser aplicado por V. £. en las condiciones que lo hace la resolu- 
ción aduanera de foja 9 vuelta. 

J. Botet. 
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Fallo del Juca Federal 



Buenos Aires, Agosto 11 de 1896. 

Vistos : Estos autos venidos al conocimiento del juzgado en 
grado de apelación, interpuesta por don Pedro Christophersen, 
de una resolución del señor administrador de aduana, y consi- 
derando : Que el exceso de fardos de lana notado con motivo de 
la confrontación de la relación general jurada de la carga y per- 
miso de exportación al vapor italiano cYittoria », se encuentra 
justificado por el parte de foja i y demás antecedentes de la 
causa. 

Que los descargos alegados por el apelante no han sido com- 
probados, y aun cuando tal extremo hubiera podido lograr, no 
podría tal circunstancia excusar su proceder desde que esto tie- 
ne en la ley su sanción especial. 

Que el error notado daña visiblemente la renta fiscal, y por 
tanto, la )pena á imponerse al autor de esa infracción es la que 
establece el artículo 1002 de las Ordenanzas de aduana. 

Que desde luego, ajustándose la resolución apelada á las 
constancias de autos, y siendo la pena en ella impuesta la que 
con claridad marca la ley recordada, no existe motivo para la 
revocatoria solicitada. 

Por ello, y de conformidad con lo aconsejado por el Ministe- 
rio público se confirma, con costas, la resolución aduanera de 
foja 5. 

Notifíquese con el original y oportunamente remítase el ex- 
pediente á la aduana. Repóngaselas fojas. 

Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1896. 
Suprema Corte: 

Siendo exactas las referencias de hecho y de derecho que 
consigna la resolución recurrida de foja 24 se hade servir V.E. 
confirmarla por sus fundamentos, 

Sabiniano Rier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Vistos ; Estando plenamente demostrada por las constancias 
del sumario, la falta de los bultos á que se refiere eJ parte de 
foja primera y siendo por ello de aplicación al caso lo dispuesto 
en el artículo novecientos cinco de las Ordenanzas, se confirma, 
de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador general, la 
sentencia apelada de foja veinte y cuatro, con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXXVII 



Contra A. Delfino y hermanos, agentes del vapor € Mendoza 
por infracción á las Ordenanzas de aduana 



Sumario .— El exceso de bultos declarados en el manifiesto 
del buque somete á la pena de veinte pesos por cada bulto que 
haya sido descargado de menos. 



Caso. — Resultado las siguientes piezas. 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Marzo 18 de 1896. 

Resultando de las actuaciones producidas en este expediente 
que los tres cajones marca P. M., á que se refiere el parte de 
foja..., no consta haberse recibido en los depósitos, resuelvo, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 005 de las Ordenan- 
zas de aduana, aplicar al agente una multa de veinte pesos por 
cada uno de los mencionados bultos. A sus efectos pase sin más 
trámite á Contaduría, y fecho archívese como procedimiento 
de oficio. 

JT. Rodríguez. 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Junio 1* de 1896. 
Señor Juez : 



La falta de los bultos en la descarga del vapor € Mendoza > 
ha sido constatada por las diversas diligencias del sumario, en- 
tre los que se encuentra el informe de la empresa de Catalinas, 
que no ha sido desvirtuado por los recurrentes como pudie- 
ran haberlo hecho cuando fueron citados á declarar en este 
asunto. 

El no aparecer los bultos en depósito aduanero 4 pesar de ha- 
ber sido descargados como consta, establece la presunción legal 
de que ellos han sido desviados de su verdadero curso* Estas 
circunstancias justifican la aplicación del artículo 305 de las- 
Ordenanzas de aduana, en los términos que lo hace la resolu- 
ción aduanera de foja..., cuya confirmación pido en todas sus 
partes 

J. Botet. 



Fallo del Jum Federal 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1896. 

Vista: esta causa venida al conocimiento del jnzgado en gra- 
do da apelación de la resolución del señor administrador de 
aduana de foja 8, interpuesta por A. M. Delfino hermanos y de 
la que resulta: Que los tres cajones marca P. M. venidos en el 
vapor c Mendoza > y entrado al puerto el 31 de Diciembre de 
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1894, de que hace mención el porte de foja 1 , no consta haber- 
se recibido en los depósitos aduaneros. 

Y considerando : Que la falta de bnltos en la descarga del re- 
ferido vapor t Mendoza > se encuentra plenamente justificado 
por las constancias del sumario, y en especial, por el informe de 
la « Empresa Catalinas », cuyo informe no ha sido desnaturali- 
zado por los apelantes como pudo y debiera haberlo sido en sn 
oportunidad . 

Que la circunstancia de no aparecer en los depósitos aduane- 
ros los mencionados bultos, no obstante la comprobación de su 
descarga, constituye prima facie una seria presunción de haber 
sido desviados de su destino, presunción que se vigoriza al ob- 
servar la actitud negativa 6 pasiva de los interesados. Por ello, 
de acuerdo con lo aconsejado por el ministerio fiscal y funda- 
mentos déla sentencia apelada, se confirma ésta, con costas. Re- 
póngase la foja. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1896. 

Suprema Corte : 

Siendo exactas las referencias del hechoy de derecho que con- 
signa la resolución recurrida de foja 23, se ha deservir V. E. 
confirmarlas por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo 4e la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Vistos: Estando plenamente demostrada por las constancias 
del sumario, la falta de los cajones á que se refiere el parte de 
foja primera, y siendo por ello de aplicación al caso lo dispues- 
to en el artículo novecientos quince de las Ordenanzas, se confir- 
ma, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador general, la 
sentencia apelada de foja veintitrés, con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E. TOARENT. 



CAUSA €« XXVIII 



El Banco Nacional contra don Isidoro Sayus, poY cobro ejecutivo 

de pesos ; sobre costas 



Sumario. — Noprocede la condenación en costas al ejecutado, 
si ha sido admitida en parte la defensa opuesta por él á la eje- 
cución. 
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Caso. — En 20 de Abril de 1802, el Banco Nacional inició 
ejecución contra don Isidoro Sayus, por 8800 pesos, importe 
de ana letra á la orden de aquél . 

En Octubre del mismo año, el deudor fué citado de remate, 
con cuyo motivo opuso la excepción de inhabilidad de título, 
fundado en que por la ley de liquidación, el Banco sólo puede 
eligir el primer año, los intereses y en los siguientes la amor- 
tización que la misma establece. 

El representante del Banco pidió que no se haga lugar á di- 
cha excepción por haber sido opuesta después de los tres, días 
que la ley de procedimientos señala al efecto. 



Fallo del Juex Federal 



La Plata, Setiembre 28 de 1894. 

Y vistos : los seguidos por el Banco Nacional contra el doctor 
don Isidoro Sayus, por cobro de una letra. 

Y considerando: I o Que siendo evidente no ha podido ser eje- 
cutado el doctor Sayus, en presencia de la ley de liquidación 
del Banco Nacional que invoca. 

2 o Que la mencionada ley tan sólo exige el pago de los inte- 
reses de la deuda, por el primer año, y lo? restantes por amor- 
. tizaciones de un. tanto por ciento, . pudiendo exigir garantías 
por el total de la deuda (v. art. 42, ley núm. 2841). 

.3° Que desde luego, hade tenerse presente en el sub-judice> 
que esa garantía sería reemplazada por el embargo trabado en 
autos. 

4 o . Que la citación de remate sólo puede tener por objeto 
en este juicio el que se hiciera valer otra ú otras excep- 
ciones. 
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« 

5 o Que es de notarse igualmente, ha sido opuesta fuera de 
término la excepción deducida, aun cuando se amplíe un día 
por cada siete leguas. 

6 o Que la ejecución de todos modos' será nula, en cuanto ex- 
ceda de lo que legalmente podía exigir el Banco en virtud de la 
ley recordada. 

7° Que es doctrina corriente que la nulidad puede oponerse en 
cualquier estado del juicio, que es lo que realmente aparece del 
escrito de excepciones y no de la inhabilidad del título. 

8 o Que la referida excepción de inhabilidad no existe desde 
el instante que por los intereses y la amortización del segundo 
año, ha podido y puede ser ejecutado, así como embargado por 
el total de la deuda por su garantía. 

9 o Que lanuevaley de liquidación de 16 de Noviembre de 1893, 
en su artículo 11, precisa la forma de la cobranza de todos los 
valores que se adeuden al Banco : 3 por ciento de interés 
anual en dinero efectivo y 7 por ciento en dinero ó títulos de 
depósito. 

10° Que no es de aplicación ni sub-judice el artículo 19 de la 
citada ley, desde el momento que no cabe en ella el efecto re- 
troactivo : ha de sujetarse, pues, á las prescripciones de la ley 
2841 , de Octubre de 1891 , bajo cuyo imperio se inició la presen- 
te acción (20 de Abril de 1892). 

11° Que igualmente hade tenerse presente no ha podido te- 
ner audiencia el ejecutado, antes de la citación del remate : lue- 
go sus alegatos y excepciones quedan por este solo hecho, ale- 
jados completamente de toda consideración. 

12° Que ya ha declarado este juzgado en diversos asuntos del 
mismo Banco, que en los casos en que se ha demandado por él 
con arreglo ala primitiva ley de su liquidación, no procede la 
ejecución por el todo de la deuda. 

Por estas consideraciones, fallo : no haciendo lugar á la ejecu- 
ción en cnanto exceda de las cantidades que al Banco tiene de- 
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techo á exigir, con arreglo á la ley primitiva de su liquidación; 
liquidadas aquellas, llévese la ejecución adelante hasta ha- 
cerse efectivo pago con sus intereses y costas siempre & cargo 
del ejecutado. Notifíquese con el original, regístrese en el libro 
de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo 4e la Suprema Corto 

Buenos Aires f Setiembre 14 de 1897. 

Vistos : Habiendo sido admitida en parte, por la sentencia 
de foja treinta y nueve, la defensa opuesta por el ejecutado, en 
cuyo caso no ha debido ser condenado en costas, con arreglo á 
la jurisprudencia de esta Suprema Corte, se revoca dicha sen- 
tencia en esa parte, declarando que las costas del juicio deben 
ser abonadas en el orden causado. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CtXXIX 



Faseie Queirolo y C\ por aforo de artículos no mencionados en 
la tarifa de aduana; sobre apelación de resolución adminis- 
trativa. 



Sumario. — En materia de derechos de aduana, sólo proce- 
den los recursos á la justicia federal, cuando existe resolución 
condenatoria de la aduana. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Agosto 18 de 1895. 
Señor Juez : 

Y. S. debe eximirse de conocer en este asunto por no perte- 
necer á la jurisdicción y competencia que le es propia. 

Las razones que me inducen á pensar en tal manera son las 
siguientes : 

I a Que siendo el recurso traído por los señores Fasoie Quei- 
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rolo y C a un recurso de apelación de una resolución del poder 
ejecutivo, no compete á Y. S. pronunciarse sobre él, á estar á 
los términos del artículo 2° de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los tribunales federales de 14de Setiembre de 1863; 

2 a Que importando únicamente el decreto de Julio 15 de 1895, 
sobre calificación de los fósforos á los efectos de la tarifa adua- 
nera, un acto administrativo, V. S. es incompetente para cono- 
cer de él, según la jurisprudencia establecida por la Suprema 
Corte (serie 2 a , tomo 7°, página 258); 

3 a Que no existiendo en este asunto resolución alguna del 
Administrador de aduana, según consta del propio escrito en que 
se entabla el recurso, y del informe déla aduana de foja... no 
es de aplicación el artículo 1063 de las Ordenanzas de aduana 
en que se establece el recurso de apelación ante Y. S., pues no 
existe la resolución aduanera que ese artículo supone y á que se 
refiere et artículo 1054 de las dichas Ordenanzas ; 

4 a Por último, tratándose en este asunto de la calificación de 
una mercadería á los efectos de la tarifa aduanera, la resolu- 
ción del poder administrador es inapelable, según lo tiene esta- 
blecido la jurisprudencia de la Suprema Corte en el fallo que 
corre en el tomo 2°, página 326 de la 2 a serie. ' 

J. Botet 



Fallo úmí Juei Federal 



Buenos Aires, Octubre 15 de 1895. 



Autos y vistos : Considerando que el recurso que autoriza el 
artículo 1063 de las Ordenanzas es respecto de las resoluciones 
condenatorias del Administrador de aduana en los sumarios so- 
bre contravención, contrabando 6 defraudación aduaneras y no 
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resulta de estos obrados que exista una resolución de tal natu- 
raleza en el caso presente . 

Que, por otra parte, no existe disposición legal alguna que 
atribuya competencia á la justicia nacional para conocer en 
grado de apelación de las resoluciones administrativas del poder 
ejecutivo 6 de los ministerios respectivos. 

Por esto, se declara improcedente el recurso traído ante este 
juzgado por los señores Fascie Queirolo y (!■. Repóngase el 
papel . 

J. V. Lalanne* 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1895. 

Suprema Corte : 

Las consideraciones de la vista del Procurador fiscal, co- 
rriente á foja 24, y los fundamentos del auto recurrido de foja 
24 vuelta, dejaron establecido que se trata de una resolución 
del poder ejecutivo de la Nación y de declaraciones sobre apli- 
cación de tarifas aduaneras, lo que en ningún caso puede caer 
bajo la jurisdicción contenciosa del poder judicial. 

Por ello, y de conformidad con lo anteriormente solicitado en 
una causa idéntica traída ante Y, E. por los señores Furtado 
y C\ pido á Y. £. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo 4e la Suprema Corto 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Vistos : De acuerdo oon lo resuelto por esta Suprema Corte, 
con fecha nueve de Mayo de mil ochocientos noventa y seis en 
la causa análoga seguida por los señores Furtado y O y atento 
lo pedido por el señor Procurador general, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja veinte y cuatro vnelta, dejándose á 
salvo los dereohos del recurrente para que pueda hacerlos valer 
si le conviniese, en la forma y ante la autoridad que corres- 
ponda. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA 



Don Bernardino Acosta contra don Silvio Biscuccia, 
por desalojo ; sobre apelación denegada 



Sumario. — El auto de desalojo no es apelable. 



Caso. —Resulta del] 



« 
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INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Buenos Aires, Agosto 17 de 1807. 

Excelentísima Corte: 

En cumplimiento á lo ordenado por esa Suprema Corte, ten- 
go el honor de informar : Que con fecha 28 de Noviembre de 
1894, don Bernardino Aoosta se presentó al juzgado, demandan- 
do á don Silvio Bisouccia el desalojo de una fracción de campo, 
situado en el partido del Baradero, provincia de Buenos Aires, 
fundado en que el campo cuyo desalojo solicitaba era de su pro- 
piedad, según lo acreditaba con los títulos que acompañaba y el 
que se hallaba ocupado por Bisouccia, en carácter de arrenda- 
tario, según las referencias que se hacían en ese título de pro* 
piedad. 

Que habiendo vencido el término de cuatro años, por el que 
le fué arrrendada esa fracción de campo, pidió al juzgado orde- 
nara su desalojo por medio de la fuerza pública; de cuya deman- 
da se corrió traslado, de acuerdo con el procedimiento vigente 
en esa fecha. Incorporado á la ley nacional de procedimien- 
tos el título XVIII del Código de Procedimientos para la Capi- 
tal, se decretó un comparendo verbal á los efectos de los ar- 
tículos 586 y 587 de este Código, en el que las partes hicieron 
la siguiente exposición. El actor : « Que ha pedido el desalojo 
de la fracción de campo que ocupa don Silvio Bisouccia, por ha- 
ber vencido con exceso el término de la locación, de que hacen 
mérito las referencias que á ese respecto existen en el título de 
propiedad acompañado con el escrito de demanda que acredita el 
dominio del inmueble en favor del señor Acosta. 

< Que el desalojo se impone inmediatamente, conforme á las 
disposiciones pertinentes del Código Civil y al artículo 588 del 
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Código de Procedimientos para los tribunales de la Capital, que 
rige también para lo Federal, en virtud de la ley últimamente 
sancionada. 

< Que antes de terminar esta exposición hace presente al señor 
juez, que la demanda de desalojo fué iniciada en el mes de No- 
viembre de 1894, faltando poco para llegar á los tres años 7 que 
sin embargo aún no se ha llegado al hecho práctico del deshan- 
ció, que menciona este antecedente como circunstancia aterra- 
dora para el señor Acosta, dueño del inmueble, á la vez que 
desnaturaliza el carácter breve y sumario de un juicio de esta 
naturaleza. 

< Que reproduciendo los conceptos de la demanda de desalojo 
de foja veinticinco y teniendo presente que el demandado don 
Silvio Biscuccia no ha exhibido título alguno en apoyo de la 
ocupación de la fracción de campo de propiedad del señor Acos- 
ta, pedía al juzgado, se sirviera resolver á la brevedad posible 
esta causa, condenando al señor Biscuccia para que haga el de- 
salojo en los términos que prescribe el articulo 589 del Código 
de procedimientos recordado . 

«Que no obstante esta exposición, el exponente se reserva el 
derecho de contestar la defensa que pudiera formular el deman- 
dado señor Biscuccia, si en este acto presentase documento al- 
guno con el objeto de enervar la acción de desalojo. > 

El demandado expuso : « Que la acción de desalojo promovida 
por el señor Acosta, contra su hermano Silvio Biscuccia, es 
improcedente y sin base legal. 

« Que según se desprende del espíritu y de la letra de las dis- 
posiciones legales de la ley de procedimientos que rigen la ac- 
ción expresada, ésta sólo puede entablarse cuando hay ó existe 
de por medio, entre actor y demandado, una locación ó arrenda- 
miento, lo que no sucede en el caso sub-judice, porque, ni el 
señor Acosta arrendó campo alguno á su mandante, ni éste oou- 
pa en calidad de inquilino el terreno, cuyo desalojo se pretende, 
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ni ha existido, ni tampoco existe ei contrato que invoca ó supo- 
ne la parte contraria. 

< Que el señor Biscnccia ocupa el referido terreno en virtud de 
un derecho propio y que si el señor Bernardina Aoosta cree que 
á él le asiste un derecho preferente, debe hacerlo valer en la 
forma correspondiente, que no es por cierto,, la vía breve y su- 
maria de una demanda de desalojo, como espera hade resolverlo 
el juzgado al rechazar, con costas, la acción deducida. » 

Concedida nuevamente la palabra al actor, expuso: c Que in- 
vocando la reserva del final de su exposición hace presente al 
señor juez la originalidad de este caso, que consiste en que el 
demandado ocupa la fracción de campo, cuyo desalojo pide, en 
virtud de las mismas constancias que existen en el titulo de 
propiedad que se acompaña con la demanda. 

c Que el demandado sabe que este juicio versa sobre desalojo. 
Que por consiguiente ha debido presentar en este acto, ante- 
cedente que autorice la ocupación desde que no se ha iniciado 
juicio posesorio, cuyo carácter intenta imprimirle el demanda- 
do, en la exposición que ha hecho, pero que sólo sirve para 
revelar, una vez más, su jactanciosa dilación, que el juzgado 
est;ien el deber de reprimir con una severa condenación. » 

Con estos antecedentes, el juzgado dictó la sentencia que á 
continuación transcribo: 

Buenos Aires, Julio 31 de 1897. 



Y vistos: estos autos sobre desalojo, seguidos por don Ber- 
nardino Acosta, contra don Silvio Biscnccia, resulta : 

I o Que Acosta, en su escrito de foja 25, manifiesta que, co- 
mo lo acredita oon el titulo de propiedad que acompaña y que 
corre agregado de foja 2 á foja 23, es propietario de un cam- 
po situado en el Baradero, provincia de Buenos Aires, del cual, 
y en carácter de arrendatario, según las referencias que se hace 
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en aquellos títulos, Biscuccia ocupa una fracción ; que habien- 
do vencido el término de cuatro años, por el que le fué arrenda- 
do al demandado esa fracción del campo, entabla contra éste, 
demanda de desalojo. 

2 o Que corrido traslado, Biscuccia promueve los diversos in- 
cidentes que forman este expediente, hasta que, incorporado á 
la ley nacional de procedimientos, el título XVIII del Código de 
Procedimientos para la Capital, por ley de 3 de agosto del año 
próximo pasado, fueron convocadas las partes & juicio verbal, 
de acuerdo con los artículos I o y 2 o de este título. 

3 o Que efectuado el juicio verbal, con el resultado que ex- 
presa el acta de foja 157, el jnzgado llamó c autos » . 

Y considerando: I o Que el actor ha probado plenamente el ca- 
rácter de propietario del campo, en el que el demandado ocupa 
la fracción, cuya restitución se le exige, con los títulos de pro- 
piedad acompañados (artículos 979, inciso I o , 993, 994 y 995 
del Código Civil). 

2 o Que si bien es indiscutible que para qne proceda el juicio 
de desalojo, es necesario, como lo observa el demandado en su 
defensa del comparendo verbal, que exista locación ó arrenda- 
miento, también lo es, que la existencia del contrato no es re- 
quisito indispensable para fundar este juicio, desde que la misma 
ley se pone en el caso de que no exista contrato (art. 586 del 
Código de Procedimientos para la Capital). 

3° Que siendo esto así, y habiéndose afirmado por el deman- 
dado que ocupa por derecho propio, negando al mismo tiempo 
qne existe contrato, ha debido, en la audiencia verbal, probar 
ese derecho propio que invoca para ocupar la cosa del otro, con 
que se excepciona, de acuerdo con el principio jurídico (Rens, 
empiendo fit actor), con tanta mayor razón, cnanto que acredi- 
tada la propiedad por el demandante, las presunoiones/um 
tantum, son de que tal derecho propio no existe, y si sólo por 
referencia de los títulos de propiedad, ocupación á título de 



442 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

arrendamiento (Juicio de deshaucio, E ser i che, Diccionario de 
Legislación y Jurisprudencia comentado por Cara van tes). 

4 o Que no habiéndose negado estar vencido el término del 
arrendamiento, es de derecho, tener por probado ese extremo 
legal requerido para que proceda el deshaucio. 

Por estas consideraciones y las concordantes del acta de foja 
457, definitivamente juzgando, fallo : mandando á don Silvio 
Biscuccia desaloje la fracción de campo que ocupa en el partido 
delBaradero, provincia de Buenos Aires, de propiedad de don 
Bernardino Acosta, en el término de diez días, de acuerdo con 
el artículo 89 del Código de Procedimientos para la Capital, 
Hágase saber con el original y repónganse los sellos. Así lo re- 
suelvo en Buenos Aires, Capital de la República Argentina; fe- 
cha ut supra. 

Apelada esta resolución con fecha 5 de Agosto, el juzgado, en 
la misma fecha, negó el recurso, por ser ella inapelable según 
el artículo 592 del Código de Procedimientos de la Capital. 

Con fecha 13 de Agosto, el actor pidió el lanzamiento, por 
medio de la fuerza pública, á lo que el juzgado accedió en la 
misma fecha, previo certificado del actuario de haber vencido 
los diez días dados por la sentencia para el desalojo, ordenando 
se librase oficio, para su ejecución, al señor juez de sección de 
La Plata, oficio que fué entregado el mismo día al interesado. 
Debo informar además, á V. E. ,que con fecha 46 del corriente, 
el apoderado del demandado presentó un escrito al juzgado, 
pidiendo la suspensión del auto que ordenaba el ofioio para el 
cumplimiento del desalojo, interponiendo para el caso omiso ó 
denegado, los recursos de apelación ó nulidad, en el que recayó 
la siguiente providencia: 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1897. 

Autos j vistos : No habiendo mérito para la suspensión que 
se solicita, no ha lugar á ella. 
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Y considerando : Que el auto recurrido es nua consecuencia 
de aquel que ordenó el desalojo, inapelable según el artículo 
559 del Código de Procedimientos para la Capital, incorporado 
i la ley nacional de procedimientos. 

2 o Que el recurso de nulidad sólo procede en las resoluciones 
apelables, artículo 234 de la ley nacional de procedimientos, no 
ha lugar á los recursos de apelación y nulidad interpuestos. 

Creyendo haber satisfecho el objeto del informe ordenado, 
doy éste por evacuado. 
Dios guarde á Y. E. 

P. Olaeehea y Alcor tu. 

Fallo 4e I* Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

Autos y vistos : Considerando que según, resulta del informe 
precedente, la sentencia á que se refiere el recurso directo de- 
ducido por la parte de Biscuccia, ha sido dictado en juicio de 
desalojo, que se rige por el título dieciocho del Código de Pro- 
cedimientos de los Tribunales déla Capital, incorporado á los 
procedimientos de la justicia federal por la ley número tres 
mil trecientos setenta y cinco. 

Que con arreglo al artículo quinientos noventa y dos del ex- 
presado código, sólo es apelable en dicho juicio el auto que se 
dictase en el caso del artículo quinientos noventa del mismo, en 
el cual no se halla comprendida la sentencia pronunciada por 
el inferior y que ha dado lugar al recurso de hecho entablado. 

Por esto, se declara bien denegado el recurso. Repuestos los 
sellos, remítanse estas actuaciones al juez de la causa para la 
agregación á sus antecedentes. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA.tCLXXI 



Don Eduardo Alvarez contra don Manuel Ferreira, por cobro 

i 

de pesos; sobre defecto legal en la demanda 



Sumario. — El no haberse presentado documentos para jus- 
tificar las pretensiones del demandante, no constituye defecto 
legal en el modo de proponer la demanda. 



.Caso. — Resultado la 



Sentencia del Juez Letrado 



General Acha, Mayo 6 de 1896. 

Y vistos: resulta que la articulación deducida con el caráoter 
de excepción dilatoria, la funda la parte de Ferreira en 
la existencia de defecto legal en el modo de proponer la deman- 
da, por no haberse acompañado á ella el documento ó escritura 
de que procede el derecho del actor. . 

Y considerando: Que los términos en que se encuentra conce- 
bido el escrito de foja 3 á foja 4 y la obligación que la ley le im- 
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pone al demandante de comprobar en jaicio sos afirmaciones, 
son circunstancias que excluyen todo artículo dilatorio previo, 
porque no haciéndose mérito en la demanda de contratos escri- 
tos ó documentos así formalizados, no hay rason para exigirlos, 
aplicando la disposición del artículo 72 del Código de Procedi- 
mientos en lociri). 

Por esto, y por encontrarse el escrito de demanda arreglado 
al artículo 71 del mismo Código, declaro improcedente la ex- 
cepción deducida y obligado Ferreira á contestarla derecha- 
mente en el término legal. 

Cardassy. 



Falto de to taprema Corto 

Buenos Aires, Setiembre 16 de 1897. 

Vistos y considerando: Que la demanda de foja tres contiene 
los requisitos establecidos por la ley para ser admisible en juicio. 

Que la circunstancia de no haberse presentado documentos 
para justificar las pretensiones del demandante, no constituye 
defecto legal en el modo de proponer la demanda, como lo tiene 
establecido la jurisprudencia de esta Suprema Corte. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja trece vuelta, se confirma éste, con costas. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGR. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCLX.XI1 



La Municipalidad de Chos Malal en queja contra los procedi- 
mientos del juez letrado, en la causa criminal contra em- 
pleados municipales, por defraudación. 

Sumario. — En las causas criminales por delitos comunes 
cometidos en territorios nacionales, no corresponde á la Supre- 
ma Corte la jurisdicción de apelación. 



Caso. — El Consejo municipal de Chos Malal dirigió un tele- 
grama á la Suprema Corte poniendo en su conocimiento que 
ha visto con extrañeza hayan sido puestos en libertad, por orden 
del juez letrado, los empleados de la repartición, acusados de 
defraudación de fondos municipales, siendo uno de ellos hijo de 
dicho magistrado y no obstante haberse interpuesto en tiempo 
y forma las recusaciones legales, sin que se haya proveído, por 
lo que pide que la Corte tome alguna medida. 



VI&TA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 15 de 1897. 
Suprema Corte : 

Según expresión de la municipalidad de Chos Malal, se trata 
de procesados acusados del delito de defraudación de fondos 
municipales. 
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Ese delito es de carácter común, no corresponde á la jurisdic- 
ción federal, y sí á la criminal ordinaria de los tribunales de 
la Capital 7 de los territorios nacionales, según el artículo 25, 
inciso 3°, del Código de Procedimientos en lo criminal. Pido á 
Y. E. se sirva así declararlo, haciéndolo saber á la municipali- 
dad de Chos Mal al, para que proceda ante quien y en la forma 
que corresponda. 

Sabiniano Kier . 



Falto de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1897. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor Pro- 
curador general, y avísese en respuesta. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT . 



448 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA aLXVIII 



Doña Margarita August de Calderwood, contra Houlder Brothers 
y C\ por daños y perjuicios; sobre incompetencia y falta de 
personería . 



Sumario. — I o La indemnización pedida por muerte atribui- 
da á culpa ó negligencia de los empleados de un buque en el 
acto de realizar una operación de carga, cae bajo la jurisdicción 
de los tribunales federales. 

2 o Los agentes de vapores tienen personería para estar en jui- 
cio por razón de las obligaciones contraidas en el lugar de su 
residencia. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Junio de 1897. 
Señor Juez : 

Considero que por la naturaleza del asunto y por tratarse de 
una acción que nace de un hecho que cae exclusivamente bajo la 
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jurisdicción de V. S., debe Y. S. declararse competente para co- 
nocer en este asunto. 

Por otra parte, la ley es bien clara, el inciso 10 del artículo 
2 o de la ley ^sobre jurisdicción y competencia de 1863 es termi- 
nante cuando dice que es de la jurisdicción federal todo hecho 
6 contrato concerniente á la navegación y comercio marítimo. 

Esto, agregado á lo que tengo dicho, así como á las consi- 
deraciones aducidas en el escrito de foja 25 me inducen á pro- 
nunciarme en el sentido que lo tengo expresado. 

J. Botet. 



Falle del Juez Peder»! 



Buenos Aires, Julio 5 de 1897. 

Y vistos : Para resolver las excepciones opuestas por el de- 
mandado. 

T considerando : 1° Que cuando se proponen conjuntamente 
dos ó más excepciones, el juzgado debe resolver previamente la 
de declinatoria, fallando las demás sise declarase competente 
(serie I a , tomo 9 o , página 172). 

2 o Que de acuerdo con lo manifestado por el señor procurador 
fiscal en su precedente vista, y por los fundamentos del escritode 
foja 25, el infrascripto se declara competente para entender en 
el presente juicio por tratarse de un caso regido por el artículo 
2°, inciso 10, de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales. 

♦ 3 o Considerando respecto á la excepción de falta de persone- 
ría en el demandado, que ella no es dilatoria sino perentoria de 
la aociou y pertenece al fondo de la cuestión (serie 2% tomo 10, 
página 185). 

T. LXIX 29 
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Por esto, no ha logar, con costas, á las excepciones deducidas 
por el representante de los señores Houlders Brothers y O, y 
contéstese derechamente la demanda dentro del término legal. 

Repónganse las fojas. v ' 

Agustín de Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 27 de 1897. 
Suprema Corte : 

Persigne la demanda, la reparación de daños causados á un 
tripulante del vapor inglés c Hihgland Mary > surto en el puerto 
de i a Capital. 

La ley sobre competencia nacional de. 14 de Setiembre de 
1863, según su espíritu y su letra, atribuye competencia para 
juzgar sóbrelas controversias referentes á la marina y bnques 
mercantes á los jueces f ed erales. 

Aunque en ninguno de sus incisos se encuentre expresamente 
determinado el caso sub-judice, le son aplicables las disposi- 
ciones del artículo 2 o , inciso 10, que prescriben la jurisdicción fe- 
deral, entre otros muchos casos, sobre salarios de oficiales y 
marineros, sobre cumplimiento de las obligaciones del capitán 
y tripulantes, y en general sobre todo hecho ó contrato concer- 
niente á la navegación 6 comercio marítimo. 

El artículo 3 o de la misma ley refiriéndose á la jurisdicción 
en lo nacional, corrobora en su inciso 2 o aquel prinoipio, pues 
atribuye aquella á los jueces federales, sobre los crímenes co- 
metidos en los rios, islas y puertos argentinos. 

Invocándose en la cansa un hecho ejecutado á bordo de un 
buque surto en el puerto por el que se imponen responsabilidades 
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al capitán en favor de un individuo de la tripulación, con- 
sidero qae el caso cae bajo la jurisdicción federal, y con su- 
jeción á las disposiciones citadas, pido & V. E. la confirmación 
al respecto del auto recurrido de foja 49. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenes Aires, Setiembre 18 de 1897. 

Vistos : Considerando en cnanto al recurso de nulidad, que 
el auto á que se refiere dicho recurso, no comprendiendo, 
como no comprende, el punto materia del artículo promovido á 
foja veintidós, no puede causarla nulidad de aquél. 

Por ello, no ha lugar á dicho recurso. 

Y considerando en cuanto al de apelación: Que la acción que 
se deduce en la demanda de foja cuatro, es una acción civil por 
indemnización de daños y perjuicios que la actora pretende 

« 

le es debida á consecuencia de la muerte de su esposo, que dice 
haber tenido lugar por culpa 6 negligencia de los empleados 
del vapor inglés cHighland Mary», en el acto de realizar una 
operación de carga para dicho vapor en el puerto de la Capital. 

Que con tal motivo es evidente que esta causa versa sobre 
el cumplimiento de las obligaciones del capitán y' tripulantes 
por hecho relacionado con la navegación y comercio marítimo, 
circunstancias que hacen que el caso caiga bajo el régimen del 
artículo dos, inciso décimo, de la ley de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, sobre jurisdicción y competencia 
déla justicia federal. 

Que la excepción de falta de personería, opuesta por el repre- 
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sentante de los demandados, no puede prosperar, dados los tér- 
minos delpoder de foja diez y seis, que ló faculta para estar 
en juicio por los otorgantes, y la disposición del artículo noven- 
ta, inciso coarto, del Código Civil, en lo referente á la obligación 
materia de la demanda entablada. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
procurador general en lo relativo á la excepción de incompeten- 
cia, se confirma, con costas, el auto apelado de foja cuarenta y 
nueve. Repuestos los sellos, devuélvanse. Notifíquese con el 
original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAIAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CCI.XXIV 



El Banco Hipotecario Nacional, contra don Osvaldo Corbalan, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre apelación 

Sumario. — No es apelable el auto qué confiere traslado sin 
perjuicio de la demanda ejecutiva. 



r 

Caso. — El Agente del Banco Hipotecario Nacional, fundado 
en la cláusula 5 a del, contrato celebrado con don Osvaldo Otaba-* 
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lan, que le autoriza para exigir el pago íntegro de la deuda, in- 
tereses y gastos, se presentó ante el juez de sección promoviendo 
acción ejecutiva contra el expresado Corbalan, por cobro de la 
cantidad de 1961 ,57 pesos moneda nacional, saldo de la liqui- 
dación que resulta contra aquél, después de vendida la finca 
afectada al préstamo que dicho Banoo le acordó. 



Fallo del Jura Federal 



Santiago, Junio 3 de 1896. 

Por presentados con los documentos que acompaña, que el 
actuario foliará y rubricará y en mérito del poder que invoca, 
téngasele. Traslado sin perjuicios. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Falla de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1897. 

Vistos : No siendo apelable el auto de foja nueve vuelta, con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo doscientos seis de la ley de 
procedimientos, se declara improcedente el recurso de apelación 
concedido ; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN B. TORRBNT. 
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Apremio. — En el procedimiento de : apremio, para el éual .se ha or- ' 
denado la exhibición del libro de cuenta y razón del buque, 
no procede oir á la parte demandada por medio de traslado 
de la demanda/ Página 407. 

Averias. — Deben indemnizarse las averías sufridas por las mercade- 
rías depositadas en los almacenes fiscales, con arreglo al ar- 
tículo 289 de las ordenanzas de aduana, cuándo no se prue- 
ba el caso fortuito é imposible de evitar. Página 131. 

Averias.— Véase : Derechos de aduana. 

B 

Banco Hipotecario Provincial. —La resolución general dictada por el 
Directorio del Banco, mandando sacar á remate todos los 
centros agrícolas con servicios atrasados, comprende al que 
en esas condiciones haya mandado vender, por orden del Di- 
rectorio, el presidente del mismo. Página 21 . 

Banco Hipotecario Provincial.— Convenido en el acto del remate 
que la eficacia de éste quedaba subordinada á la aprobación 
del presidente del Directorio, la aprobación prestada por 
aquél basta á constituir el concurso de voluntades necesario 
para la existencia de un contrato debidamente concluido. 



Página 21. 
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Banco Hipotecario Provincial. — Las actos posteriores del Directorio y 

» 

los convenios hechos con el antiguo deudor del Banco, en los 
casos á que se refieren ios sumarios anteriores, no pueden 
alterar los derechos adquiridos por el compra ior. Página 21. 
Barrera. — Véase : Ferrocarril. 



C 

Caución. — Ordenada la prestación de caución, si bien debe negarse 
que se haga con la presentación de artículos susceptibles de 
depreciación, no puede exigirse limitativamente que se ve- 
rifique con|depósito de dinero. Página 52. 

Caución. — La prescripta por el artículo 58 de la le; de patentes de 
invención, puede ser real ó personal, y la declaración con- 
forme hecha por el juez, después de haber rechazado una 
caución personal, importa la modificación de este auto, si 
hubiere de entenderse como negativo de toda caución per- 
sonal. Página 163. 

Causa ilícita. — Contra un documento concebido á la orden, no pro- 
cede la excepción de causa ilícita de la obligación. Pági- 
na 107. 

Cesto». — Véase : Justicia federal. 

Choque. — Probada la culpa del buque en el choque ocurrido, su 
propietario es responsable délos daños causadus. Página 321. 

Choque. — Véase : Sumario. 

Circulación de billetes falsos. — El delito de circulación de billetes 
de curso legal falsos, es pasible de ia pena autorizada por el 
artículo 62 de la ley nacional penal de 14 de Setiembre de 
1863. Página 169. 

Circulación de billetes falsos. — No existe este delito si las constan- 
cias de autos permiten presumir que no se tuvo conoci- 
miento de la falsedad. Página 284. 

Circulación de billetes falsos. — Véase : Excarcelación. 

Comiso. — La diferencia en peso tiene pena de comiso. Página 415. 

Competencia. — Corresponde á la justicia ordinaria de la Capital la 
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averiguación y castigo de delitos comunes cometidos en lu- 
gares en que el gobierno de la Nación ejerce jurisdicción 
como gobierno local de la Capital y no como gobierno gene- 
ral. Página 9. 

Competencia. — Cuando es conocido el lugar donde se ha cometido el 
delito, el conocimiento de la causa corresponde al juez de 
dicho lugar, y no al del lugar del arresto del culpable. Pá- 
gina 288. 

Compra venta. — El domicilio general del deudor determina la juris- 
dicción del juez del concurso. Página 311 . 

Compra-venta. — Véase : Banco Hipotecario Provincial. 

Confesión. — No puede hacerse valer la indivisibilidad de la confe- 
sión, cuando el delito se halla plenamente averiguado con 
prescindencia de ella. Página 169. 

Confesión. — La calificada no es indivisible cuando las constancias de. 
autos desautorizan la calificación. Página 371. 

Cónsul.— Véase : Justicia federal. 

Costas. — No hay mérito para condenar en las costas del incidente de 
incompetencia, al demandante, si antes había ocurrido á la 
justicia ordinaria, y ésta habla declarado, á pedido del de- 
mandado, que la causa correspondía al fuero federal. Pá- 
gina 46. 

Costas. — Debe eximirse de las costas al demandado, cuando la de- 
manda, por sus términos, ha dado motivo para contradecir- 
la. Página. 

Costas. — No hay mérito para condenar en costas al actor cuando la 
sentencia absolutoria establece que el demandado ha faltado 
á una obligación y deba cumplirla. Página i90. 

Costas. — No procede la condenación en costas al ejecutado, si ha si- 
do admitida en parte la defensa opuesta por él á la ejecu- 
ción. Página 430. 

D 

Daños y perjuicios. — Véase : Choque; Sumario. 

Defecto legal.— No hay defecto legal en la demanda, por la que se di- 
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rige la acción contra los agentes del buque, como represen- 
tantes legales del armador, á la vez que contra la sociedad 
á que pertenece dicho buque por las responsabilidades que 
le corresponden en el juicio de que se trata. Página 404. 

Defecto legal. — El no haberse presentado documentos para justificar 
las pretensiones del demandante, no constituye defecto le- 
gal en el modo de proponer la demanda. Página 444. 

De ensor. — La personería de éste no cesa por el auto de sobresei- 
miento definitivo, si éste contiene una imposición de multa 
por infracción de la ley de sellos, que es materia incidental 
del procedimiento. Página 57. 

Defraudación. — El delito de defraudación cometido por un empleado 
nacional, de dineros confiados á su guarda, se halla sujeto á 
las disposiciones de los artículos 80 y 83 de la ley nacional 
penal de 14 de Setiembre de 1863. Página 153. 

Delito. — La omisión del contador interventor de la oficina de giros y 
valores, en el arqueo de caja en los periodos reglamenta- 
rios, no constituye, por si solo, un delito previsto y penado por 
la ley nacional penal, ni por el código criminal. Página "216. 

Delito. — No existiendo pruebas del delito, debe absolverse de culpa 
y cargo á los acusados. Página 246. 

Depósitos fiscales .— Véase : Averias. 

Derechos de aduana. — Cuando las mercaderías han sufrido averias, 
y éstas han sido manifestadas, la liquidación de derechos de- 
be hacerse sobre el resultado efectivo de ellas. Página 295. 

Derechos de aduana. — Véase : Justicia federal. 

Desalojo. — Véase : Apelable; Apelación. 

Dobles derechos. —La incorrecta manifestación de la calidad déla 
mercadería hace incurrir en la pena de dobles derechos . 
Página 415. 

Documentos. — Los que no son de los que fundan las excepciones, 
pueden ser presentados por el demandado durante el térmi- 
no probatorio. Página 419. 

Dominio. — La cosa mueble encontrada en poder del deudor, debe 
considerarse de propiedad de éste. Página 223. 
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E 

Embargo preventivo. — La reivindicación de una finca no autoriza el 
embargo preventivo de los alquileres. Página 214. 

Escritura. — El ser uno de los testigos instrumentales, hijo del man- 
datario, no anula la escritura de poder. Página 401 . 

Excarcelación. — El delito de circulación de billetes de curso legal 
falsos, no admite la excarcelación bajo fianza. Página 12. 

Excarcelación. — Consentido por el defensor del reo, el auto que 
manda prestar caución real, no puede acordarse al proce- 
sado la excarcelación por ocho dias bajo fianza personal 
mientras presta la caución ordenada. Página 410. 

Excepción perentoria. — La excepción dirigida á negar el derecho 
que se gestiona, sin desconocer la capacidad del actor para 
estaren juicio, es, por su naturaleza, perentoria. Página 399. 

Exceso. — El exceso de bultos declarados en el manifiesto del buque, 
somete á la pena de 20 pesos por cada bulto que haya sido 
declarado de menos. Páginas 423 y 427. 

Excusación. — No puede admitirse la fundada en el prejuzgamiento, 
si de éste no hay constancia alguna en autos. Página 291. 

Expropiación. — Los gravámenes que ¡a ley de ferrocarriles hace 
pesar sobre los terrenos contiguos á la linea férrea, no son 
de tomarse en cuenta á los efectos de la indemnización por 
razón de la expropiación. Página 101. 

Expropiación . — Probado el hecho de haber sido ocupado el terreno 
para ensanche de una estación de ferrocarril á cargo de la 
nación, corresponde se pague la indemnización relativa. Pá- 
gina 177. 

Expropiación. — Debe fijarse para la expropiación el precio en que 
resulta haber estado conformes las partes. Página 333. 

Expropiación. — Siendo equitativo el precio de indemnización fijado 
por la sentencia de I a instancia, debe ésta ser confirmada. 
Página 350. 

Expropiación. — Véase : Apelable. 
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F 

Falsificación. — La de estampillas destinadas á asegurar el pago del 
impuesto interno, cae bajo la disposición del artículo 58 de 
la ley nacional penal de 14 de Setiembre de 1863. Pági- 
na 201 . 

Ferrocarril. — La empresa de ferrocarril que no coloca barrera y 
guarda en los pasos á nivel situados en una boca calle y en 
paraje frecuentado, es responsable de los perjuicios que con 
esa omisión ocasione. Página 65. 

G 

Guardia nacional. — La ignorancia de la ley no es admisible. Pági- 
na 120. 

Guardia nacional. — El haberse enrolado anteriormente no excusa la 
infracción á la ley posterior y decreto del P. E. ordenando 
el enrolamiento general. Página 380. 

Guardia nacional. — La infracción á la ley de enrolamiento hace pa- 
sible ai culpable de la pena de un año de servicio militar. 
Página 390. 

H 

Heridas. — Las que produzcan incapacidad para el trabajo por más 
de un mes, hacen pasible á su autor de la pena de uno á 
tres años de prisión. Página 136. 

Honorarios. — Véase: Apremio; Juicio ejecutivo. 

Hurto. — Los indicios que resultan de los gastos desordenados y 
muy superiores á los recursos conocidos del procesado, no 
son bastantes para constituir en su contra la prueba del de- 
lito de hurto, y procede el sobreseimiento provisorio. Pá- 
gina 305. 

Hurto. — El delito de hurto por valor mayor de 500 pesos, cae bajo 
la sanción del artfculo 193, inciso 2 o , Código Penal. Pági- 
na 359. 
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Indemnización. — La pedida por muerte atribuida á culpa ó negli- 
gencia de los empleados de un buque en el acto de realizar 
una operación de carga, cae bajo la jurisdicción de los tribu- 
nales federales. Página 448. 



Juicio ejecutivo. — No probadas las excepciones, debe llevarse ade- 
lante la ejecución. Página 40. 

Juicio ejecutivo. — El procedimiento ejecutivo no está autorizado sino 
para el cobro de créditos cuya exigibilidad resulte del docu- 
mento que se presente. Página 50. 

Juicio ejecutivo. — Debe llevarse adelante la ejecución, si el deudor 
no prueba las excepciones opuestas. Página 466. 

Juicio ejecutivo* — No puede hacerse entrega de la suma demandada^ 
ni aún bajo caución, si se hallan pendientes juicios de terce- 
ría por mejor derecho sobre ella. Página 212. 

Juicio ejecutivo. — El reconocimiento de haber recibido una suma de 
dinero, que no se alega haber sido entregada para ser de- 
vuelta, y serlo en un plazo determinado, no puede (undar el 
procedimiento ejecutivo para cobrarla. Página 308. 

Juicio ejecutivo. — Los tasadores en juicio ejecutivo no pueden cobrar 
sus honorarios al ejecutante, salvo motivos especiales que 
a toricen el cobro ; deben aguardar la venta de los bienes 
embargados, de cuyo producto han de deducirse las costas de 
la ejecución, á los cuales pertenecen dichos honorarios. Pá- 
gina 393 . 

Juicio ejecutivo. — Véase : Apelable; Costas. 

Justicia federal. — Es competente para entender en la demanda sobre 
cumplimiento de contrato interpuesta por un extranjero 
contra una municipalidad. Página 37. 

Justicia federal. — En las cuestiones en que las partes proceden en 
virtud de cesión de acciones y derechos, debe, justificarse el 
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fuero federal con relación á los cesionarios y á los ceden tes 
respecto del demandado. Página 103. 

Justicia federal. — El ser cónsul extranjero uno de los miembros de 
la razón social que interviene en el juicio, no obliga á defe- 
rir el asunto á la justicia federal. Página 387. 

Justicia federal. — Corresponde á ella, la acción civil por daños á con- 
secuencia de la muerle de un hijo atribuida á culpa ó negli- 
gencia de los empleados de un buque en el acto de realizar 
una operación de carga. Página 404. 

Justicia federal. — En materia de derechos de aduana, sólo proceden 
. recursos á la justicia federal, cuando existe resolución con- 
denatoria de la aduana. Página 434. 

Justicia federal. — La indemnización pedida por muerte atribuida á 
culpa ó negligencia de los empleados de un buque en el acto 
de realizar una operación de carga, corresponde á los tribu- 
nales federales. Página 448. 



Laudo, — Véase: Multa. 

M 

Malversación. — La aplicación á usos propios y ajenos de caudales pú- 
blicos puestos á su cargo, que han sido reintegrados, cae 
bajo la disposición del articulo 83 de la ley nacional penal de 
14 de Setiembre de 1863. Página 233. 

Marca de fábrica. — El demandado en cuyo poder se encuentran pro- 
ductos falsificados con marca ajena, y elementos que sirven 
para la falsificación, incurre en el delito previsto y penado 
por el articulo 27 de la ley sobre marcas de fábrica y de co- 
mercio. Página 301. 

Ministerio público. — Si al oponerse la excepción de causa ilícita de la 
obligación, se alega la comisión de un delito, cuya existencia 
daría nacimiento á la acción pública, deben pasarse los tes- 
timonios necesarios al procurador fiscal para que proceda con- 
forme á derecho. Página 107. 
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Mujer. — La casada, á los efectos del fuero, sigue la nacionalidad del 
marido. Página 395. 

Multa. — No puede ordenarse el pago de la multa, si hay cosa juzgada 
que ordena solamente el depósito de su importe. Pági- 
na 55. 



Papel sellado. — El haberse librado el quantum de la multa porinfrac- 
. cion á la ley de sellos, deja abierto el camino á las partes 
para hacer las observaciones y defensas que consideren con- 
venientes, y por lo tanto el auto que la impone no infiere 
nulidad ni agravio. Página 57. 

Papel sellado. — - En los contratos sujetos á pagos ó prestaciones pe- 
riódicas, que no expresan plazo, el sello se gradúa compu- 
tándose las entregas por el término de dos años. Pági- 
na 355* 

Patente de invención. — Véase : Caución. 

Pena. — No puede ser eximido de pena el autor de un delito, cuya 
irresponsabilidad no ha sido probada. Página 144. 

Pena. — No puede agravarse ésta, aún en la hipótesis de que la cali- 
ficación del delito hecha por la sentencia del inferior favorez- 
ca al acusado, siesta no ha sido apelada por el ministerio 
fiscal. Página 144. 

Pena. — No puede agravarse la impuesta por la sentencia de I a ins- 
tancia, si ésta no ha sido apelada. Página 184. 

Personería. — Véase: Defensor; Agentes de vapores. 

Posiciones. — Las dadas por absueitas por los ejecutados, no pueden 
perjudicar al ejecutante. Página 128. 

Posiciones. — Según la ley de procedimientos nacionales, el derecho 
de dar posiciones, no estando concluido el pleito para defini- 
tiva, está limitado solamente para el caso que se propongan 
sobre hechos que hayan sido una vez objeto de ellas. Por 
consiguiente, el no haberse presentado el dia déla audien- 
cia el pliego de posiciones, no hace perder ese derecho. Pá- 
gina 419. 



DE JUSTICIA NACIONAL 477 

Protesta. — Véase : Sumarió. 

Prueba. — No deben agregarse diligencias probatorias, que no han 

sido urgidas dentro del término. Página 161. 
Prueba. — No invocándose motivo alguno de los previstos en el artí- 
. culo 530 del Código de Procedimientos en lo Grimiual, no 

procede la recepción de la causa á prueba en la 2 a instancia. 

Página 169. , * ' 

Prueba. — Véase : Término. 



R 



Recurso. — La violación local de la ley de procedimientos no autoriza 
el recurso deUrtículo 14 déla ley de 14 de Setiembre de 1863* 
sobre jurisdicción de los tribunales federales. Página 387. 

Recurso de rescisión, — Debe éste rechazarse, si resulta que el proce- 
dimiento observado hastg pronunciarse sentencia no ado- 
lece de ningún defecto en que pueda fundarse la nulidad. 
Página 29. 

Recurso de revisión. — No procede el interpuesto en virtud del inciso 
3 o , artículo «551, Código de Procedimientos en lo Criminal, 
si los hechos en que se funda no revisten los requisitos exi- 
gidos en dicho inciso 3 o . Página 35. 

Recusación. — No es causa legal de recusación, el pleito del juez con 
un hermano del recusante, ni la acusación en juicio politico 
retirada por él. Página 89. 

Recusación. — No es admisible la que adolece de vicio de forma. Pá- 
gina 89. 

Reivindicación. — Véase: Embargo preventivo. 

Remate. — Véase : Banco Hipotecario Provincial. 

Rendición de cuentas. — No pueden admitirse las partidas de des- 
cargo que no se encuentren debidamente justificadas. Pá- 
gina 255. 

Robo. — Véase : Tentativa. 
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Sobreseimiento. — Corresponde el definitivo cuando las constancias 
de autos no revelan la comisión de un delito ni existen pre- 
sunciones sobre su existencia. Página 5. 

Sobreseimiento. — Véase : Hurto. 

Sumario. — El promovido y terminado á los cinco dias después del 
choque, ante la subprefectura marítima del lugar, hace im- 
procedente la cuestión sobre si para admitir la acción de da- 
ños ha debido ó no realizarse la protesta prevenida por el 
articulo 1268 del Código de Comercio. Página 321. 

Suprema Corte. — En las causas criminales por delitos cometidos en 
territorios nacionales, no corresponde á la Suprema Corto 
la jurisdicción de apelación. Página 446. 

Suprema Corte. — Véase : Apelación; Recurso. 



Tasador. — Véase : /tacto ejecutivo. 

Tentativa. — Es justa la pena de 14 meses de prisión aplicada á la 
tentativa de robo con fractura, si no hay motivos para presu- 
mir que el robo intentado excediera de 500 pesos. Página 14. 

Término. — Vencido el término probatorio, no cabe la suspensión del 
mismo. Página 55. 

Término. — De los autos sobre «recurso de amparo de libertad, debe 
apelarse dentro de 24 horas. Página 135. 

Término. — El término de apelar corre individualmente para la parte 
que se sintiese agraviada, y debe denegarse la apelación in- 
terpuesta después de vencido. Página 280. 

Testigos. — Si el testigo presentado en tiempo no pudo ser citado por 
haber cambiado de domicilio, el juez debe fijar término para 
que manifieste su nuevo domicilio, bajo apercibimiento de 
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prescindirse de su declaración, pudiendo, según las circuns- 
tancias, fijar también el de 24 horas. Página 197. 
Testigos. — Véase : Escritura. 



Violación de correspondencia. — La violación de una carta y la sus- 
tracción de valores, cometida por un empleado de correos, 
lp somete á la pena sancionada por el articulo 53 de la ley na- 
cional penal. Páginas 79 y 122. 



FIN DEL TOMO SEXAGÉSIMO NOVENO 
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